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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 25 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 94ª y 95ª, ordinarias, en 6 y 7 de marzo del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que modifica normas sanitarias y de ordenamiento territorial para las concesiones de acuicultura (boletín Nº 7.910-21).



En el mismo documento, además, hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho del proyecto que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (boletín Nº 8.150-09).



Asimismo, hace presente la urgencia, con carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



2.- Proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03).



Con el tercero hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca del proyecto que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín Nº 7.898-04).



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, entre los días 8 y 10 del mes en curso, para participar en la “23ª Reunión Intersesional de la Conferencia de Jefes de Gobierno de la Comunidad del Caribe CARICOM”, en la ciudad de Paramaribo, República de Surinam.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta para resolver la divergencia suscitada durante la tramitación del proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica (boletín N° 6.810-12).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo comunica que en el segundo trámite constitucional ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei y Muñoz Aburto, que instituye el 6 de octubre de cada año como el Día Nacional del Trabajador Ferroviario (boletín N° 7.974-13).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los cuatro siguientes informa que ha dado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que establece el Día Nacional de la Familia y declara feriado irrenunciable el último domingo del mes de julio para efectos de su celebración (boletín Nº 7.795-18) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



3.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para crear la Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores (boletín Nº 7.787-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4.- Proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez (boletín Nº 8.022-17) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de las resoluciones recaídas, respectivamente, en las acciones de inconstitucionalidad del artículo 206 del Código Civil, y de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 5°, inciso segundo, de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenido en el Artículo Primero de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:



Adjunta informe emitido por la Contraloría Regional de Antofagasta, requerido en nombre del Senador señor Cantero, sobre una eventual malversación de fondos públicos en la Dirección de Administración de Educación de la Municipalidad de San Pedro.



Absuelve consulta, formulada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, relativa a existencia de vínculo laboral del señor Marcos Alonso Mondaca Astudillo con la Municipalidad de Viña del Mar.



Del señor Ministro de Salud:



Da respuesta al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señora Pérez (doña Lily), señor Walker (don Ignacio), señoras Allende, Alvear y Von Baer y señor Horvath, concerniente al envío de un proyecto de ley sobre reparación del daño ambiental en las comunas de Puchuncaví y Quintero (boletín Nº S 1.397-12).



Responde petición de antecedentes, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre las medidas adoptadas en materia de responsabilidades por el mal olor intenso originado en la planta Agrosuper, ubicada en Freirina.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Informa petición, remitida en nombre del Senador señor Escalona, para que se estudie la posibilidad de legislar con el objeto de otorgar títulos de dominio a los habitantes de los palafitos del borde costero de la provincia de Chiloé.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señora Pérez (doña Lily), señor Walker (don Ignacio), señora Rincón y señores García, Kuschel, Sabag y Walker (don Patricio), respecto de emisión de arsénico en la provincia de Valparaíso (boletín Nº S 1.414-12).



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Certificado de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley que modifica normas sanitarias y de ordenamiento territorial para las concesiones de acuicultura (boletín Nº 7.910-21) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes proyectos:



1.- El que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- El que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (boletines Nºs. 5.877-07, 6205-25, 7251-07, 7509-07, 7718-25, 7600-25, 7721-25, 6055-25, 6175-25, 6210-25, 7229-07, 7603-25 y 7741-25, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Letelier, que obliga a trasladar a espacios subterráneos las líneas de transporte y distribución de energía eléctrica que atraviesen bienes nacionales de uso público (boletín N° 5.871-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Bianchi y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que crea el Territorio Especial de Juan Ladrillero en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena (boletín N° 8.194-06) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señor Bianchi y señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 20.066 para ampliar la tipificación del delito de violencia intrafamiliar incorporando las relaciones de pareja (boletín N° 8.192-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señor Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señor Muñoz Aburto, por medio de la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de autorizar a las policías para requerir directamente a las empresas de transporte los listados de pasajeros (boletín N° 8.193-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda ponerla en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Comunicaciones



Del Comité Partido Socialista, con la que informa que sus representantes serán los Senadores señores Muñoz Aburto y Rossi.



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por medio de la cual comunica que, en sesión de hoy, eligió como su Presidente al Senador señor Hosaín Sabag Castillo.



--Se toma conocimiento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor QUINTANA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito recabar el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Educación pueda sesionar paralelamente con ella a partir de las 19, a efectos de recibir en audiencia a los postulantes propuestos por el Gobierno para ocupar los cargos de consejeros del Consejo Nacional de Educación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeción, se accederá a la solicitud.



--Se autoriza.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero hacer presente un tema reglamentario.



En la tabla de la presente sesión aparece el informe de la Comisión de Salud relativo a tres mociones, las cuales dicho órgano técnico estimó tratarlas en conjunto y serán discutidas en el momento pertinente.



Sin embargo, la Secretaría entregó solo el boletín comparado, siguiendo el criterio de dicha Comisión, y no las iniciativas que se presentaron.



En consecuencia, solicito -hay tiempo suficiente de aquí a que se abra el debate- que los referidos proyectos de ley -o, al menos, el de mi autoría- se distribuyan.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Así se hará, señor Senador.



A continuación,  el señor Secretario dará a conocer los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado con el número 7 en la tabla; esto es, el que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas.



2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



-Proyecto de ley sobre interés máximo convencional, hasta el lunes 19 de marzo próximo, a las 13.



-Proyecto de ley que establece un nuevo concepto de empresa, hasta el lunes 19 de marzo próximo, a las 13, en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Y



-Proyecto de ley relativo a comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos, hasta el lunes 2 de abril próximo, a las 13.



3.- Autorizar a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, unidas, para tratar, siempre que hubiere llegado de la Cámara de Diputados, el proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam, y colocarlo en la tabla de la sesión ordinaria de mañana, con informe verbal de las señaladas Comisiones.

V. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE VENTA Y ARRIENDO DE VIDEOJUEGOS EXCESIVAMENTE VIOLENTOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme a lo convenido por los Comités, corresponde tratar en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas, con informe de la Comisión de Economía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5579-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Economía: sesión 90ª, en 17 de enero de 2012.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo fundamental de la iniciativa es modificar la ley N° 19.446, sobre protección de los derechos de los consumidores, para imponer a los fabricantes e importadores de videojuegos la obligación de colocar en los envases en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia contenida en el videojuego, y modificar la ley N° 19.846, sobre calificación de la producción cinematográfica, a fin de otorgar al Consejo de Calificación Cinematográfica competencia para calificar el nivel de violencia de un videojuego.



La Comisión de Economía discutió este proyecto en general y en particular y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Tuma y Andrés Zaldívar. Lo aprobó en particular con diversas enmiendas que acordó por la misma unanimidad previamente consignada.



Cabe hacer presente que el inciso sexto del artículo 49 bis contenido en el artículo 1° de la iniciativa es de rango orgánico constitucional y requiere para su aprobación 22 votos favorables.



El texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar solo en general se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a disposición en sus computadores.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En discusión general.



Ofrezco la palabra. 



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, entiendo que el proyecto no tiene urgencia. 

El señor GIRARDI (Presidente).-  No.



Ofrezco la palabra.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, el proyecto de ley tiene por objeto regular una materia relacionada con los videojuegos que se importan, los que muchas veces contienen expresiones violentas y se expenden sin ninguna limitación ni autorregulación.



En definitiva, se establece, primero, que los fabricantes o importadores de videojuegos deberán colocar en los envases en que se comercializan dichos productos las leyendas que señalen claramente el nivel de violencia que poseen; y segundo, que cuando sean calificados como “solo para mayores de 18 años” no se podrán vender a menores de edad.



Nosotros pensamos que de esa manera podemos regular este tema, que está presente hoy día en todos los hogares de Chile, ya que los videojuegos de carácter violento van formando una cultura, a menudo, de aceptación hacia los actos de violencia.



En el fondo, el único propósito del articulado, como he señalado, es regular el expendio de este tipo de videojuegos, para lo cual se exige que se coloquen en su envase leyendas con los niveles de violencia contenida en él y se establece que, en determinados casos, no podrán ser vendidos a menores de 18 años.



El proyecto viene de la Cámara de Diputados y fue acogido por unanimidad en la Comisión. Y estimamos positivo que termine su tramitación con la aprobación en el Senado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, a mí me parece muy conveniente la reglamentación sugerida. Y, como se trata de una iniciativa de dos artículos, yo solicitaría un plazo muy breve para presentar indicaciones -en caso de que estas no se formulen, el texto queda aprobado tal como se haya votado en general-, solo para tener la posibilidad de revisarlo bien.



En concreto, propongo fijar dicho plazo hasta el próximo lunes. Si se presentan indicaciones las podemos despachar rápidamente en la Comisión de Economía.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, nosotros vamos a concurrir con nuestros votos favorables a la iniciativa, pero sí hacemos un llamado de atención respecto al inciso tercero del artículo 49 bis que se propone.



¿Cuál es el llamado de atención? Que, a nuestro juicio, una clasificación excesiva por edades no es buena. La que se establece se refiere a “mayores de 3 años”, “mayores de 7 años”, “mayores de 12 años”, “mayores de 16 años” y “mayores de 18 años”.



Quienes tienen un conocimiento mínimo de sicología infantil saben que los procesos formativos no se corresponden con esos ciclos. Normalmente se hacen clasificaciones por septenios u otros parámetros. Propondría que la Comisión, cuando haga este análisis, tome en cuenta criterios científicos sobre la evolución cognitiva de los niños y no la clasificación que se ha propuesto.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y se fija el lunes 19 de marzo, a las 13, como plazo para presentar indicaciones.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

MODIFICACIÓN DE SISTEMA PRIVADO DE SALUD

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión general del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema privado de salud, con informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7955-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier, Rossi y Ruiz-Esquide):


En primer trámite, sesión 57ª, en 28 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Discusión:



Sesiones 94ª, en 6 de marzo de 2012 (queda pendiente su discusión general); 95ª, en 7 de marzo de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor GIRARDI (Presidente).- En la última sesión se solicitó segunda discusión para esta iniciativa.



Quienes deseen intervenir deben inscribirse.



En la segunda discusión, tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, este proyecto de ley tiene origen en una moción. Y es muy oportuno, porque, como aquí se ha dicho -lo señaló días atrás el Senador Escalona-, a los afiliados de las diferentes isapres les están empezando a notificar las alzas en el valor de sus planes. 



Entonces, considero necesario tomar este articulado, más otras iniciativas y propuestas parlamentarias para mejorar el proyecto que hoy día está ad portas de ser votado en la Cámara de Diputados, el cual claramente no da cuenta del tremendo conflicto que las isapres representan en la actualidad para el bolsillo de sus afiliados en general, y particularmente, para el de los pertenecientes a la clase media. 



El sistema presenta dos grandes problemas que obligaron al Gobierno a enviar la iniciativa que en este momento estudia la Cámara Baja, la cual, sin embargo, al final del día termina resolviendo la situación de las isapres y no la cuestión de fondo, que tiene que ver básicamente con la tabla de factores.



Y quiero insistir en ese punto: el proyecto que en este instante se tramita en la otra rama del Parlamento persiste en la idea de que es posible discriminar a una mujer en edad fértil, a un adulto mayor, a un enfermo crónico, a un lactante porque significan más costos para el sistema.



Usted, señor Presidente, hace algunos días habló de que era hora de que las isapres invirtieran en prevención. La única manera de hacerlo es que los costos asociados a sus afiliados -o sea, el riesgo sanitario de la cartera de cada isapre- sean compartidos uniformemente por la vía de subsidios cruzados entre las distintas instituciones. Porque hoy día el problema central lo constituyen los cotizantes cautivos, que son justamente los pacientes que no pueden cambiarse de su isapre, aun cuando otra les ofrezca un mejor plan, dado que tienen las llamadas “preexistencias”, que en nuestro proyecto se eliminan.



Ese es un punto que no está resuelto adecuadamente en la iniciativa del Gobierno, pero sí en la que ocupa hoy a la Sala del Senado.



Lo segundo tiene que ver con lo que aquí se ha mencionado, que es un hecho -lo dijo el Ministro Mañalich en su intervención-: 21 mil recursos de protección presentados por estimarse el ajuste de los precios de los planes de los afiliados abusivo, o injusto, o impropio, o no justificado suficientemente. Y las Cortes de Apelaciones los fallaron todos a favor de los cotizantes.



Por tanto, se requiere una solución legal, la que, como expresé, se contiene en el proyecto en debate, mas no en el que tramita la Cámara de Diputados.



La semana recién pasada discutimos en torno a la admisibilidad de la iniciativa en discusión, la que se aceptó por 16 votos contra 10, si no me equivoco. Y espero que hoy día todos podamos aprobar este proyecto, pues -insisto- es lo que aguarda la inmensa mayoría de los chilenos, que están cansados de los atropellos a sus derechos y de los abusos que cometen las isapres.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo manifiesto mi voto en contra de la idea de legislar sobre la materia en debate.



Cuando uno se pronuncia a favor o en contra de la idea de legislar no lo hace respecto de la idea general de mejorar o de cambiar un sistema, sino en cuanto al contenido del proyecto pertinente.



Ahora bien: creo que el contenido de este proyecto es muy perjudicial y bastante dañino. Y paso a fundamentar mi opinión.



En Chile existen un sistema de salud privado y un sistema de salud público. Por cierto, ambos presentan defectos. Por cierto, en ambos se comenten abusos. Por cierto, ambos son perfeccionables.



¿Pero cuál es la esencia de un sistema de salud privado? Que pueda existir libertad de contratación, que haya distintas opciones. Y en definitiva, según el nivel de protección que se da, según el nivel de riesgo que se asume, el precio va a variar.



Eso es algo inevitable.



Si yo quiero tener un cien por ciento de cobertura en todos los eventos y en todas las hipótesis y asegurar eso mismo para el resto de mi vida, sin cambio, lo más probable es que el precio de mi plan de salud sea tremendamente alto.



Al contrario, si deseo una cobertura que me reembolse el 50 por ciento de mis gastos porque tengo un seguro complementario o, por último, porque yo quiero asumir la diferencia, el valor de mi plan será bastante más bajo.



Por lo tanto, la esencia de los sistemas de salud privados es que pueda existir verdadera capacidad de contratación.



En nuestra legislación, considerando la situación especial de los contratos de salud, se establecen una serie de normas mínimas. Esas normas mínimas, en último término, significan que el prestador debe ofrecer mínimos; y mientras más altos sean los que la ley le exija, más elevado resultará el precio del contrato.



¿Qué dice el proyecto en debate?



Primero, obliga a aumentar las coberturas mínimas de forma que no se excluya ningún beneficio y que ninguna bonificación sea menor de 80 por ciento. Entonces, el cotizante no podrá optar a una cobertura de 50 por ciento, aunque quiera, porque la normativa que se pretende aprobar obliga a una de 80 por ciento.



¿Es gratis eso? No. Va ser más caro el plan de salud.



Además, se impide discriminar en función del riesgo de las personas; vale decir, quienes tienen menos riesgo no podrán optar a un plan más barato.



¿Significa que dicha cobertura será gratis? No: subirá el promedio de los contratos.



Se terminan las exclusiones y las prexistencias. O sea, si padezco de enfermedades cardíacas reconocidas, la isapre deberá cubrirme esta prexistencia. ¿Lo va a hacer gratis? No: subirá el precio de mi plan de salud.



Se establece que los contratos son de carácter indefinido y vitalicios. ¿Es esto gratis? No. Va a subir el valor de las prestaciones. Porque, obviamente, ni la ley en proyecto ni ninguna otra pueden obligar a nadie a celebrar un contrato. Podrán obligar a ir al FONASA, pero no a firmar un contrato.



Por lo tanto, va a ocurrir algo muy simple. Se van a encarecer todas las prestaciones del sistema privado. Tras ese encarecimiento, las personas con menor nivel de ingresos no podrán acceder a los planes que quisieran elegir: deberán ir al FONASA. Afortunadamente, hoy este se halla muy bien dirigido y presta servicios mucho mejores que hace veinte años. Pero esa no es la regla general; aquello no tiene por qué ser obligatorio para todos.



Entonces, no veo por qué, si aceptamos la existencia de un sistema de salud privado, le ponemos tantas restricciones que obligamos a la gente, y normalmente a la de ingresos medios y bajos, a ir al sistema público, con el que a lo mejor no desean contratar.



En consecuencia, no sé si este proyecto de ley soluciona alguno de los problemas del sistema de salud privado. Pero sí sé que, por las exigencias que se ponen, será imposible que muchas personas que hoy acceden libremente a contratos con las isapres lo hagan en el futuro.



Por eso, señor Presidente, además de las razones de inconstitucionalidad que se dieron, anuncio mi voto en contra de esta iniciativa.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, sobre este proyecto se ha discutido ya algo.



Se hizo presente su carácter violatorio de una disposición constitucional: el artículo 65 de la Carta, que reserva al Ejecutivo la iniciativa en materia de seguridad social.



Por lo tanto, hago desde ya -no sé si es el momento para ello- la reserva del caso.



Ahora, se plantea la idea de una normativa muy asfixiante para la salud privada.



Efectivamente, hay diferencias entre la salud privada y la pública.



El año recién pasado los partícipes de la salud privada aumentaron en 8 por ciento, porque produce buenos resultados a costos razonables. Al menos así lo juzgan sus cotizantes.



Se pretende en esta iniciativa emparejar todos los costos, y se ha elaborado una teoría en torno de ello.



Los costos de salud son distintos, pues en todo sistema cada afiliado presenta realidades diferentes y, por ende, riesgos disímiles.



Es imposible proponer una cotización pareja. Hacerlo obligaría a subir enormemente las cotizaciones, como acaba de señalarlo un señor Senador.



Forzar a un joven de 20 años a pagar lo mismo que una persona de 50 años que ha fumado 25 cigarrillos diarios en los tres últimos decenios resulta profundamente injusto, porque es muy posible que quien ha fumado en esa forma tenga un enfisema o un cáncer incipiente. Por lo tanto, ¿qué va a hacer el prestador? Subirá el costo de los planes de salud, con lo cual ese hombre que empieza su vida laboral se va a ver desalentado para contratar un seguro de salud privado.



Aquello recargará el sistema estatal. Y eso no es una buena consecuencia.



Tal como se formuló, este proyecto restringe enormemente una esfera de la libertad personal.



En efecto, cada cual puede -y no es factible discutir esto, si quieren un plan- destinar al cuidado de su propia salud la porción de su ingreso que le parezca adecuada: 8 por ciento, 10 por ciento, 12 por ciento.



Presumo que, en esta materia, la sociedad debiera a lo menos aplaudir el que alguien estuviera dispuesto a destinar un porcentaje de su ingreso a cuidar su salud, para así desgravar el sistema público en una etapa ulterior de su existencia.



Ahora, la iniciativa en discusión contiene normas de clara interferencia contractual.



Las relaciones contractuales entre personas individuales y entes jurídicos o entre entes jurídicos son ley para las partes. Una disposición legal, por bienintencionada que sea, no puede pasar a llevar esas relaciones sin a la vez violar el ordenamiento jurídico completo.



Este asunto debe ser considerado. El Legislativo no puede erigirse en juez universal que gobierne todas las relaciones humanas, así como tampoco una mayoría ocasional del Senado puede declarar que un proyecto cuya materia de fondo se halla explícitamente reservada al Ejecutivo pasa a ser una cuestión de resorte jurisdiccional de las Cámaras.



O sea, se quiere hacer aprobar una manera tácita de derogar la Constitución, lo que es muy subversivo del orden vigente.



Esto, que hoy les parece atractivo a unos, puede parecerles atractivo a otros que el día de mañana, por ejemplo, quisieran violar las garantías constitucionales simplemente por una mayoría ocasional.



Aquí hay una llamado de atención sobre el hecho de que el Senado debe aceptar las limitaciones que encierra para su labor la Ley Básica de la República.



La relación contractual que subyace en la contratación de una cobertura de salud es una transacción comercial como las de muchos millones que se realizan todos los días.



Quien concurre a una isapre define el tipo de cobertura de salud que quiere obtener. Y el prestador va a responder: “Sí, estoy dispuesto a hacerlo, a un precio determinado”.



Eso se da a diario en todas las situaciones humanas.



La interferencia en ese tipo de relaciones mediante una ley arbitraria e inconstitucional reviste mucha gravedad.



Señor Presidente, me permito cerrar estos breves comentarios diciendo que en esta materia muy pronto vamos a ver invocar el manido tema de los conflictos de intereses.



Pienso que varios Senadores tenemos cobertura en una isapre. Personalmente, la tengo en una, para toda mi familia: mi mujer y todos mis hijos menores.



Entonces, quiero saber si quienes cotizamos en una institución de salud previsional estamos descalificados o no para intervenir en el debate de este proyecto.



Porque la teoría sobre las incompatibilidades individuales de los parlamentarios y de otras autoridades ha cobrado tal amplitud que vamos a terminar en una verdadera parálisis. Toda persona que tenga alguna relación contractual, algún compromiso con la ciudad, alguna actividad económica, alguna actividad académica va a estar inhibida de, por ejemplo -de atrás para delante-, hablar acerca de educación, de urbanismo, de materias comerciales. Y, en este caso, nosotros estaríamos impedidos de referirnos a los asuntos que atañen al sistema de salud privado.



Quienes rechazamos este proyecto lo hacemos porque nos parece mal concebido, porque consideramos que su resultado para el conjunto de la vida social es malo. No nos anima la intención de proteger un interés propio.



Si se quiere destruir el sistema de salud privado, hay que estar dispuestos a que el sistema público tenga capacidad suficiente para recibir alrededor de tres millones de personas, y, por la información que se alcanza a leer en la prensa, este no se halla en situación de acoger, en condiciones de calidad similares, a esa cantidad de población que ha recurrido a los sistemas privados de salud.



Nadie se encuentra obligado a atenderse en la salud privada: es un acto de libertad personal. Y ello también ha de ser resguardado. Una de las obligaciones que recaen en los legisladores de todos los signos es precisamente la de resguardar la vigencia de las libertades en todas las esferas de la actividad humana. Por esa razón, me parece que el proyecto tiene que ser examinado con más calma. No podemos pasar a llevar disposiciones explícitas contenidas en la Constitución. Y, ciertamente,...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le informo al público asistente, con toda franqueza, que no se va a tolerar ninguna reacción ni expresión respecto del debate en la Sala.



Disculpe que lo haya interrumpido, señor Senador.



La gente que me conoce sabe que a la tercera vez haré desalojar al tiro y sin contemplación a quienes incurran en manifestaciones. Y tengo identificados a quienes gritaron. Este es un espacio donde todos ejercen el derecho a expresar su opinión y a los que nos acompañan se les exige respetar la diversidad de pareceres.



Puede proseguir el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Concluyo, señor Presidente, haciendo valer la reserva de constitucionalidad que ya invoqué al comienzo y pidiendo a los que están a favor de la iniciativa tener en cuenta que a quienes la rechazamos nos mueven a lo menos los mismos impulsos generosos en cuanto a que la mayor parte de la población reciba una buena atención de salud.



Unos apostamos por el sistema privado, combinado con el sistema público; otros, al parecer, creen que este último se halla en condiciones de atender al ciento por ciento de las personas.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- La Honorable señora Rincón declina hacer uso de la palabra en este momento.



Puede intervenir el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quisiera expresar, primero que nada, mi alegría y satisfacción de que el señor Ministro de Salud esté con nosotros, porque ello nos permitirá tener claro cuál es la decisión acerca de lo que el Gobierno quiso y planteó y que de alguna manera concordó con la Alianza.



Lo que sucedió en la sesión anterior fue muy preciso. Se dijo: “Viene el proyecto de la Cámara, y, por lo tanto, esperemos.”. Por mi parte, expresé -y quisiera repetirlo también ahora que el titular de la Cartera se encuentra presente, por respeto al Gobierno- que esa era una capitidisminución que se estaba generando respecto del Senado, sobre todo porque no sabíamos ni cómo ni cuándo venía el texto.



Por eso, me alegro de que estemos discutiendo sobre el punto del cual se trata y estoy feliz de que podamos votarlo.



Después llegará el otro articulado, que surgió, como lo manifesté la vez anterior, de un panel de expertos entre los cuales había algunos miembros de la Democracia Cristiana. Desde el primer momento del nombramiento expuse, con toda franqueza, que no me correspondía asumir lo que esas personas resolvieran, porque dentro del Partido se pueden registrar juicios distintos en relación con un tema tan tremendamente opinable como el que nos ocupa.



En tales condiciones, voy a votar a favor de la iniciativa en debate, lo que, en la práctica, significa revisar, reestudiar y revisar una vez más todo lo que señalamos en el texto.



Ahora bien, sobre esa base, la primera cosa que quisiera consignar es que estoy por completo de acuerdo con mis Honorables colegas Novoa y Carlos Larraín en el sentido de que, efectivamente, el problema radica en la concepción con la cual se crearon las isapres y la forma en que estas se han ido desarrollando y en cómo se desvirtuó, con el correr del tiempo, lo que ellas mismas plantearon en ese momento.



Son realmente incompatibles la visión que uno tiene de la salud y la medicina y la de los señores Senadores que respaldan al Gobierno. No nos equivoquemos al respecto. Por lo tanto, tampoco es del otro mundo que nos encontremos en la presente controversia.



En lo personal, creo en la salud como un derecho. Creo en la obligación del Estado en orden a preocuparse de lo que pasa con la salud y la medicina para que ninguna persona quede abandonada en ese ámbito.



La concepción que dio lugar al sistema de las isapres es al revés. Es decir, se concibió un instrumento financiero correspondiente al capital privado, estableciéndose un modelo en el cual se paga y las entidades reciben un ingreso, con el cual les cancelan a los médicos o al equipo de salud para que se entregue determinada cantidad de recursos y atenciones a la población que atienden.



¿Cuáles son los problemas que genera lo anterior?



El primero es el que expusieron precisamente los señores Senadores que mencioné. Se pregunta: “¿Cómo no va ser lógico que quien está enfermo tenga que pagar más que el que no lo está?”.



¡Pero si el concepto de salud, como instrumento sanitario no financiero, dice relación con atender en las mismas condiciones, según las necesidades, a todas las personas! ¡Cómo va a ser lógico que el más dañado pague más! ¡Cómo va a ser lógico que alguien sin recursos tenga que recurrir a un sistema carente hoy de la misma validez que el de las isapres, porque estas han trabajado con normas, con reglas, con mecanismos, en donde todo el modelo consiste en que quien tiene más paga lo mismo, el que es pobre no entra y el que está muy dañado tampoco!



El negocio funciona, entonces, para un solo lado. Es como el viejo cuento de Condorito: “Si sale cara, gana usted, y si sale sello, pierdo yo”.



De ese modo se explica que las isapres hayan obtenido 60 mil millones de pesos de utilidad. ¿Para qué? ¿Para distribuirlos? ¿Para mejorar lo que tiene que hacerse con los que más lo necesitan, no para ganancias de médicos ni de seguros?



Ya hemos mencionado la necedad -más que eso, la falta absoluta de ética- cometida al pagarse a los contralores una cierta cantidad de dinero cuando logran ahorros en licencias. ¡Eso es la esencia de la falta de ética en el sistema!



¡Si aquí nadie discute contra directivos o presidentes de las entidades o en relación con el hecho de que algún Senador, como dijo el Honorable señor Carlos Larraín, mantenga una cierta relación con una de ellas! Entre paréntesis, Su Señoría exagera con el argumento de que no sería posible pronunciarse sobre el tema si mañana se participa en una isapre. La que nos ocupa es una cuestión de salud distinta, y, por lo tanto, no media la obtención de una ganancia.



Como el concepto es diferente, hemos presentado el proyecto en examen.



Siguiendo el hilo de mi intervención, dos cosas resultan increíbles.



La primera de ellas es la que expresé: la imposibilidad de que un enfermo se traslade a otra isapre y, por lo tanto, sea atendido, por presentar un mal preexistente. No funciona, en consecuencia, un sistema lógico de salud.



Segundo, es en la isapre, como ya lo mencioné, donde se plantea la discusión sobre una determinada receta o una licencia dispuesta por un médico, y un dependiente de la misma entidad, además, es el que tiene que pagar y concluir si ello está bien o mal. Como este último no ve al enfermo, le rechaza el documento, lisa y llanamente, y ahí están los 60 mil y tantos millones de pesos ganados a costa de la salud de las personas.



Ha hecho un enorme esfuerzo el Gobierno señalando que no está de acuerdo con la forma en que se tramitan hoy día las licencias y que quiere cambiar una serie de aspectos y establecer una misma instancia de reclamación para los afiliados de las isapres y de FONASA.



Se me ha expresado que ello se va a postergar, de lo cual me alegro. Pero también es verdad que no se puede ganar gracias a la exigencia que se impone ahora en la materia.



Deseo manifestar en forma clara y definitiva al Ejecutivo, a través del señor Ministro, a quien tanto respeto, que si enfrentamos un problema con las licencias fraudulentas, dispongamos la asociación obligatoria de los equipos de salud a un determinado Colegio -el que se quiera- y que se recurra a la justicia, y que quien actúe reiteradamente en forma ilícita sea expulsado de la profesión.



No han querido hacerlo.



Uno se pregunta: ¿por qué no? He llegado a una conclusión dolorosísima: me da la impresión de que algunas personas en el Gobierno actual y en el anterior -en el cual participé, para poner las cosas claras- más bien han mantenido la situación para no entrar definitivamente a quitarles a las isapres la ganancia indebida obtenida en ese ámbito.



Cuando llegue el otro proyecto, estoy dispuesto a estudiarlos ambos en conjunto en la Comisión. Podemos fundirlos y ver qué es lo más adecuado. Pero ahora les solicito a mis Honorables colegas pronunciarnos a favor casi por respeto a nosotros mismos. No podemos estar diciendo: “Esperamos que el Ejecutivo mande su iniciativa y no vamos a votar la nuestra”.



También hay un hecho político: me parece que el respeto entre dos Poderes del Estado es tan importante como el asunto en discusión.



Por eso vamos a votar en la forma expuesta y les pido a Sus Señorías hacerlo también. Discutamos más adelante sobre el tema en la Comisión. Pero el texto que viene manteniendo -hasta la fecha, al parecer- las dos grandes dificultades del sistema de las isapres: la preexistencia y la falta de cobertura, no corresponde, a mi juicio, a lo que deberíamos hacer.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, no pensaba intervenir hoy día sobre la iniciativa -lo hice en la sesión pasada-; pero, después de escuchar a algunos colegas sostener que se atenta contra el sistema privado de salud, al cual algunos quisieran eliminar, y una serie de aseveraciones más, me pareció importante hacerlo.



He leído con detención el proyecto de ley, y felicito a quienes lo presentaron: los Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier, Rossi y Ruiz-Esquide.



Cuando se observa, en medio de las movilizaciones de la ciudadanía, una queja permanente relacionada con abusos, creo que tenemos que hacernos cargo de ella en el Congreso. Y, sin lugar a dudas, es respecto de la materia en examen que con mayor certeza escuchamos todos a diario, en nuestras oficinas, las reclamaciones de hombres y mujeres que no pueden acceder a la salud u obtener las respuestas necesarias en sus contratos al respecto con entes privados.



¿Qué es lo que pretende la moción? Corregir abusos y eliminar situaciones que, durante años, han sido parte del debate nacional y tema de innumerables conversaciones.



Estimo que no podemos dejar de abordar con fuerza y decisión la materia. Me gustaría que, así como muchos se movilizan -con convicción, por cierto- por otra cuestión relevante que vamos a abordar igualmente en la presente sesión, ello también se hiciera por el asunto que nos ocupa.



Créanme Sus Señorías que el caso de La Polar, que nos ha impactado, no ha removido las conciencias de bastantes personas en lo que respecta a derechos y abusos. Y aquí tenemos un claro ejemplo de ello, sin lugar a dudas.



Lo que nos piden los autores de la iniciativa es hacernos cargo de una serie de aspectos relativos a la garantía en el acceso a la salud y no permitir el uso de argumentos y triquiñuelas para negar la atención.



Las preexistencias, la tabla de factores, la fijación de precios, en fin, son parte de una larga lista de dificultades que se abordan en el proyecto, y considero que, al menos, debemos tener la valentía de acoger la idea de legislar.



Pido que el Ejecutivo, si considera que algún punto es materia de seguridad social, secunde la aprobación en general para que podamos tratarlo; pero no neguemos más un debate urgente y necesario que tiene que ver con la incomodidad y la indignación de tanta gente a nivel nacional.



Por eso, voy a votar a favor.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, este es un momento de sinceramiento del debate político, desde mi punto de vista, ya que la situación de las isapres -es decir, de las instituciones del seguro privado de salud- francamente ya no da para más.



No nos hallamos en una discusión acerca de la naturaleza de las prestaciones -si van a ser ciento por ciento públicas, ciento por ciento privadas o una mezcla de ambas-, sino que estamos abordando, en rigor, las rentabilidades excesivas de las entidades y que agobian a las familias. Lo demás es una excusa; es tender una cortina de humo.



Y conviene reiterar los datos dados a conocer por la propia Superintendencia de Salud -no han sido proporcionados por la Oposición, sino por el Gobierno-: las isapres obtuvieron 67 mil millones de pesos de rentabilidad en el año 2011, dos tercios de los cuales son el resultado de la afluencia de pacientes desde el sector público al privado para atenderse en instituciones que los reciben, además, con la ventaja de la integración vertical entre el seguro privado y las clínicas. 



Es decir, lo que constituía tradicionalmente en nuestra sociedad un bien público se ha transformado en un negocio especulativo, con un altísimo lucro.



Ese es, en realidad, el asunto por tratar, expresado en los problemas que pretende resolver el proyecto, como el del denominado “cotizante cautivo”, que constituye, en verdad, una forma de aprisionar a las personas, pasando por encima de toda la legislación, por razones de edad, sexo u otro antecedente.



Todo lo que aprobamos en el Congreso Nacional, todas las buenas intenciones, todos los discursos para la tribuna, toda la grandilocuencia de las intervenciones, desaparece con tales normas. Si estas son francamente leoninas.



Las isapres no tienen ninguna contemplación con los adultos mayores, con los niños, con la infancia.



La llamada “tabla de factores” es otra forma de hacer burla y escarnio de quienes concurren a atenderse en el sistema del seguro privado de salud.



¡Y para qué hacer referencia, señor Presidente, a algo sobre lo cual ya en nuestra sociedad existe, no un acuerdo, sino una universalidad de opiniones en el sentido de que uno de los inventos más siniestros creados en contra de los usuarios son las llamadas “prexistencias”!



O sea, se estableció una manera de hacer dinero fácil, no de otorgar atención a las personas que, por razones legítimas, buscan obtenerla en el sector privado. 



Acá se insiste -a mi juicio, de manera mañosa y maliciosa- en señalar que lo que se pretende es terminar con el sistema privado. Señor Presidente, lo que está acabando con dicho sector es la situación existente. ¡Si esto ya no aguanta más! ¡El grado de deslegitimación de tales prácticas es tremendo!



¡Y esa deslegitimación arrastra consigo al propio sistema político!



Los reclamos de las personas no obedecen al hecho de que el sistema político haya experimentado un cambio de naturaleza tan diferente de como era antaño; ni se refiere tanto -ni exclusivamente- a la idealización de la democracia previa al año 73. El cansancio de la gente se debe a la incapacidad del actual sistema político para terminar con los abusos, para contener las discriminaciones, para poner término a este verdadero asalto que sufren las personas. Porque el paciente no tiene posibilidad alguna de equilibrar su interlocución con el seguro privado, debiendo aquel atenderse, además, en una clínica que se encuentra controlada financieramente por la misma razón social de la isapre.



Acá se hace mucha gárgara y escarnio para levantar de nuevo el fantasma de que se quiere terminar con el sector privado. Más aún, se miente al decir que se pretende empujar a todas las personas al sistema público, el cual no está en condiciones para atenderlas. ¡No es así! ¡Esa es una completa falacia!



Por el contrario, hoy -en esto la autoridad política tiene que hacerse responsable- una parte muy importante de los recursos anuales de salud se utiliza en el mecanismo de subsidio llamado “voucher”, al objeto de que la persona se vaya a atender al sector privado, descapitalizando y desinvirtiendo los recursos fiscales destinados al sistema público. En otras palabras, se produce una completa distorsión del sentido de la Ley de Presupuestos: el Congreso Nacional decidió entregar fondos para hacer posible la atención de las personas en el sistema público, pero estos se utilizan para derivar a los pacientes a centros de salud privados. Así, se deteriora el sistema público y, en consecuencia, se concentra aún más en el privado, que impone condiciones vergonzosas, la atención de las familias y de las personas.



¡Y esa es también la descapitalización del sistema político!



En verdad, no comprendo cómo los colegas de la Derecha no abren los ojos a una situación tan evidente. Me sorprende la ceguera ideológica que nubla la vista de nuestros interlocutores. 



¡Ese camino está debilitando profundamente la fortaleza de las instituciones democráticas! ¡Estas no ponen término a la situación de abusos inaceptables!



Señor Presidente, debo precisar que la expresión “cultura del abuso” no es de mi autoría. Ella corresponde ni más ni menos que al Vicepresidente del Partido Renovación Nacional -hoy, en el Gobierno- y Alcalde de Puente Alto, señor Ossandón. Él, en una percepción de la opinión pública y de los abusos que se cometen contra la gente, ha expuesto claramente en los medios de comunicación lo que estamos señalando: existe una cultura del abuso.



Yo lamento que la percepción de dicho señor alcalde, proveniente de la relación directa con decenas de miles de personas en su comuna, no se haga presente aquí, en el Congreso Nacional, y que se den múltiples e infinitas excusas para defender lo inaceptable y cautelar lo que en rigor constituye una vergüenza: ¡que a las familias humildes y débiles, ante una situación de enfermedad, se las someta a un virtual asalto por parte de un asegurador privado completa y totalmente inescrupuloso!



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, Honorable Sala, hablé sobre esta materia la semana pasada. Ahora me motiva no solo fundamentar mi voto -por cierto, será positivo-, sino también responder a algunas intervenciones que he escuchado en el debate, respecto de las cuales no puedo menos que asombrarme.



Vuelvo a felicitar a los Senadores Girardi, Letelier, Rossi, Ruiz-Esquide, autores de la moción que dio origen a esta iniciativa. No sé si hacer lo mismo respecto del Honorable señor Chahuán, quien -según entendí- ahora no está de acuerdo con el proyecto. Se dio una vuelta de carnero, como se dice popularmente; de 180 grados, y ahora no patrocina la propuesta legislativa que suscribió. Si es así, en realidad no lo puedo felicitar. Pero sí, a los otros autores, porque han puesto en el centro del debate una materia que hemos venido denunciando desde hace tiempo una y otra vez (en mi caso, tanto en la Cámara de Diputados como ahora en el Senado).



¿Por qué? Por lo que se ha dicho con bastante claridad: prácticamente el 30 por ciento de nuestra población se atiende en el sistema privado -no es una cifra menor- y el 70 por ciento restante, en el sector público, el cual, lamentablemente, en lugar de fortalecerse, se va debilitando. Porque muchos de los recursos terminan en el mundo privado, a raíz de que -conforme al propio AUGE- no se atiende de manera expedita o no existen las condiciones para ello en los centros públicos de salud.



Señor Presidente, quiero reiterar una vez más lo dramático que resulta el centralismo -lo vemos, sobre todo, quienes representamos a Regiones distintas de la Metropolitana- y la incapacidad para motivar e incentivar a profesionales para que tengan más conciencia social, en lugar de solo querer lucrar o ganar mucho dinero -legítimamente, por cierto- en el ejercicio de su profesión. En efecto, hay falta de conciencia en ellos para dedicar su trabajo al sector público.



Es triste, como señalé la semana pasada, ver hospitales levantados con enorme esfuerzo -Vallenar cuenta con uno equivalente a cualquiera de las clínicas del sector oriente de Santiago- pero que carecen de equipos médicos y especialistas, y que, por lo mismo, tienen listas de espera, aunque se nos diga que estas ya no existen o que se han reducido. ¡Pregúntenles a los habitantes de la Región de Atacama si piensan lo mismo, cuando no se pueden atender por la falta de un otorrino; cuando no es posible operar porque no hay un cirujano gástrico; cuando tienen problemas para ser atendidos por un oftalmólogo!



Es francamente dramática la situación, que no hemos logrado revertir.



Este llamado de atención nos corresponde a todos, al igual que la responsabilidad fundamental de encontrar los mecanismos para procurar que existan profesionales dispuestos a entregar sus conocimientos en el sistema de salud al cual acude el 70 por ciento de la población.



Pero aquí tenemos voces que nos dicen: “Con esto se quiere terminar con el sistema privado; se quiere terminar con la libertad”. Esta última palabra es la que más he oído en la Sala, en particular de parte de un señor Senador.



Y la verdad es que ello resulta un poco risible. Porque la libertad la puede tener él, que tiene el bolsillo para escoger la isapre en la cual atenderse con uno o todos sus hijos. Pero las personas del sector medio bajo no poseen esa misma libertad; mucho menos, las de nuestro pueblo. Estas, evidentemente, solo pueden acudir al sistema público.



¡Cuántas veces quienes pertenecen a la clase media y, en especial, al sector medio bajo quedan endeudados por el hecho de que los planes de salud a los que accedieron no les dan suficiente cobertura;  por la falta de transparencia; por no saber de antemano el detalle de las prestaciones; por existir una infinidad de planes, respecto de los cuales no se sabe qué metodología utilizar para conocerlos adecuadamente!



¡Cuántas veces hemos dicho que no podemos continuar con un sistema que no es transparente; que hay que regularlo, modificarlo, mejorarlo, perfeccionarlo!



Pero, ¡claro!, estamos acostumbrados a la campaña del terror.



Ahora se nos dice que queremos terminar con el sistema privado y obligar a toda la población a acudir al público. Ya estas campañas del terror francamente son un poco risibles.



Lo que no resulta risible, señor Presidente, es tener que realizar un bingo -¡a cuántos de nosotros nos han pedido ayuda para ello!- para colaborar con una familia que quedó endeudada en no sé cuántos millones, debido a que la isapre le dio una cobertura bajísima. Tampoco lo es cuando vemos -por información de la propia Superintendencia de Salud o del SERNAC- las diferencias de precios en los laboratorios para un mismo examen.



Que el proyecto proponga aumentar las coberturas mínimas para que ningún beneficio pueda excluirse de los planes ni tener una cobertura inferior al 80 por ciento me parece muy razonable.



Queremos impedir la discriminación basada en el riesgo que las personas representen para el asegurador -la famosa tabla de riesgo-, obligando a las isapres a uniformar sus precios, sus modalidades, sus condiciones. ¡No es posible que existan las diferencias que encontramos! Y, por cierto, eso hace muy difícil acceder al sistema.



Ante ello, aquí nos señalan: “¡Pero cómo va a pagar lo mismo un joven de veinte años que un adulto mayor!”. ¿Saben qué? Esa persona de veinte tiene que ser más solidaria.



Por su intermedio, señor Presidente, al Senador Carlos Larraín le digo que no entiende eso. Imagino que “solidaridad” es una palabra a la que le cuesta acceder. Pero debería existir en el sistema privado de salud. Solidaridad implica que ese joven de veinte años, quien probablemente es mucho más sano que la persona de sesenta, es consciente de que algún día también llegará a esta edad. Ese es el sentido que surge cuando existe una mirada social diferente basada en la solidaridad. Y en ese caso, por cierto, que el joven puede pagar más...



--(Aplausos en tribunas).


Ahora que es más sano, debe tener conciencia de que alguna vez llegará a una edad mayor, cuando se es mucho más vulnerable.



Y ojalá que ese fuera el valor compartido, socializado; el verdadero valor que se debiera transmitir, y no el contrario, como planteó el Senador Carlos Larraín al señalar: “¡Pero cómo va a ser esto! ¡Y la libertad dónde queda!”. Yo le replico: ¿Cómo se siente la gente que es excluida, como el adulto mayor, al que no aceptan en la isapre porque a esta no le interesa la gente de esa edad? Es lo conocido como “crema” en las isapres. Se deshacen de nuestros adultos mayores solo por los factores de riesgo que implican. ¡Cuántos de nosotros hemos visto cómo estas suben y suben unilateralmente el valor de los planes cuando se pasa cierta edad!



También está el caso de las mujeres.



¡Cuántas veces en esta Sala hemos dicho que la maternidad no la pueden pagar las mujeres!



--(Aplausos en tribunas).



¡La maternidad es un bien!

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señora Senadora.



La norma reglamentaria señala que en las tribunas se tiene que escuchar y no aplaudir ni efectuar acciones que puedan interrumpir a los oradores, independiente de que se comparta o no lo que ellos exponen. 



En consecuencia, les solicito que realicen en silencio las manifestaciones.



Recupera el uso de la palabra, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



Reitero: ¡cuántas veces hemos tenido que decir que la maternidad no puede ser un costo que paguen las mujeres! 



¡Cómo no va a ser vergonzoso que las isapres cobren a las mujeres en edad reproductiva, por esa sola condición, hasta 300 por ciento más que a una mujer que no se encuentra en esa etapa!



¡Cómo va a ser normal, Honorables colegas, que nos quedemos callados frente a esto! ¡Cómo va a ser normal que aceptemos ese nivel de discriminación!



Por eso es importante hacer presente los abusos reiterados y terminar con ellos. Tenemos que regular. ¡Debemos evitar esas discriminaciones, esas exclusiones, esas diferencias y esos rangos de precios!



¿Cómo se sintió el ciudadano común y corriente cuando se enteró -si lo leyó en el diario o lo vio en la televisión- de que el año pasado las utilidades de las isapres fueron de 67 mil 867 millones de pesos? ¡33 por ciento más que el año anterior! ¿Ustedes creen, francamente, que esta cifra nos deja indiferentes? ¿Ustedes piensan que ese monto sale de la nada? 



¿Y cuánto cotizan las personas? Más que la obligación legal de 7 por ciento: aportan 10 por ciento, y a veces más.



Y volvemos a lo que mencionábamos antes: ¿Cuántas veces hemos debido asistir al pobre espectáculo -no lo puedo llamar de otra forma, a pesar de la solidaridad que implica- de tener que hacer bingos en beneficio de una familia que quedó endeudada por años debido a que uno de sus miembros enfermó y, por desgracia, tuvo que acudir al sistema privado ante la carencia de especialistas en el público, particularmente en Regiones, donde lamentablemente se ve la ausencia de una conciencia más social de nuestros profesionales?



Por ello, creo que es importante que aprobemos la iniciativa. 



Como muy bien se dijo, demostremos que no queremos continuar con los abusos y que el asunto nos preocupa como legisladores.



Señor Presidente, por su intermedio, aprovecho de saludar al Ministro de Salud. Nos dio mucho gusto que nos acompañara la semana pasada en el análisis de este proyecto. Él sostuvo que este le parecía positivo en muchos aspectos. Esas fueron sus palabras textuales. Luego de intervenir, se excusó por no continuar con nosotros porque, muy legítimamente, debía acudir a la Cámara de Diputados para participar en la discusión de otra materia. Incluso, nos explicó la nueva iniciativa que ingresó por esa rama del Congreso.



Sin embargo, parlamentarios manifestaron: “Este proyecto es inconstitucional”; “Ni siquiera es aceptable que se debata”, “No cabe discutirlo ni argumentar sobre él en la Sala”.



Pues bien, yo me quedé con las palabras del Ministro.



Pero también el Tribunal Constitucional ha fallado, el cual...

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.



Le daré un minuto más para que termine.

La señora ALLENDE.- Gracias.



Decía que el Tribunal Constitucional en un fallo sostuvo que las tablas en este ámbito no se aplican de manera justa a las personas. 



Además, se han presentado 21 mil reclamos ante las cortes de apelaciones. 



¿Esto quiere decir que el sistema está funcionando bien?



En consecuencia, me parece legítimo lo que plantea el proyecto. Votaré a favor de la idea de legislar con mucho gusto para que ojalá de una vez por todas reformemos, modifiquemos, perfeccionemos, cambiemos el sistema, a fin de que la salud sea un derecho no solo para quienes tienen dinero y pueden pagarse la salud privada, sino para todos los habitantes del país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no voy a entrar al debate de fondo.



Sin lugar a dudas, me parece de extrema necesidad revisar el funcionamiento del sistema y la Ley de Isapres.



Sin embargo, a pesar de los méritos de la iniciativa -sin duda los posee, como ya se ha señalado-, hay un planteamiento que ya hice presente. Y, no obstante la votación del Senado, quiero reiterarlo.



Considero extremadamente delicado que se presenten proyectos que no corresponden a nuestro ámbito de iniciativa legislativa. 



Y una mayoría política circunstancial no cambia la naturaleza jurídica de nuestros actos. Por el contrario, puede ser un abuso político el que una mayoría declare admisible lo que inobjetablemente no lo es. 



Lo digo con mucha preocupación, porque cuando uno cuenta con la mayoría cree que la tiene para siempre. Y eso vale tanto para nuestro Gobierno como para la mayoría existente en el Senado. Nadie clava la rueda de la fortuna.



Por lo tanto, lo único que hace sensato a un país que cree en el Estado de Derecho -no solo porque lo practica, sino porque forma parte de su conciencia cívica- es entender que, para que las instituciones funcionen, las normas han de ser respetadas. Es lo que hemos jurado cumplir y preservar. 



Pero siento que en eso tenemos una manga ancha cuando nos conviene y una más estricta cuando no nos conviene.



No obstante que ya discutimos la materia, quiero apelar al sentido común del Senado para reiterar fundadamente que hay cuestiones en el proyecto de clara inadmisibilidad y que, por ende, no deberían estar dentro de nuestro trámite legislativo.



Ya lo he planteado. Lo repito muy someramente.



En el caso de las enfermedades preexistentes, la iniciativa deroga una atribución de la Superintendencia respectiva. Ello, al eliminarse la letra g) del artículo 189.



Lo mismo sucede al suprimirse el numeral 8 en el inciso segundo del artículo 190, a propósito de la homologación. Dicho numeral señala que esta “no procederá (...) salvo que la Superintendencia lo ordene en casos excepcionales”, etcétera. De nuevo, aquí se pretende eliminar una atribución de la Superintendencia mediante la derogación propuesta.



Y, finalmente, en el artículo 199, inciso cuarto, se señala que la tabla de factores no podrá variarse, “a menos que la modificación consista en disminuir de forma permanente los factores, total o parcialmente, lo que requerirá autorización previa de la Superintendencia...”, con lo cual se desea restar tal atribución a esa institución.



En ese sentido, la Constitución -por lo demás siguiendo una doctrina muy antigua en nuestro Derecho e historia constitucionales-, señala en el inciso cuarto del artículo 65 que corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para: “2º. Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones”.



Lo que estamos haciendo a través de estas disposiciones es determinar las atribuciones de un organismo público, lo que se encuentra fuera de nuestro ámbito de acción. 



Al respecto, estimo que no podemos actuar según nuestra conveniencia política, nuestros intereses legislativos partidistas o cualquier motivo altruista que guie nuestros actos. En este caso, si la ley es pareja, debe serlo en su totalidad y en todos sus aspectos. 



Por lo tanto, considero que estamos cometiendo un grave error al dar carácter constitucional y considerar admisible una iniciativa que claramente no lo es -¡no lo es!-, independientemente de sus méritos. 



No son sus méritos los que estoy cuestionando, sino la forma. Me dirán que no tiene mucha importancia. Pero no es así. La forma es muy relevante. Si nosotros disponemos de la facultad de legislar es por ciertas formas que se han seguido. No se trata de una facilidad o de un privilegio ganado por nuestra linda cara. Muy lejos de eso, lo conseguimos en una elección, obedeciendo las formas establecidas por la Constitución. 



En consecuencia, debemos respetar esa forma, porque ello hace posible los contenidos sustantivos de la legislación. 



Asimismo, hay otras dos materias que bien podrían ser motivo de cuestionamiento sobre su constitucionalidad. 



Todos sabemos que las normas de seguridad social o que incidan en ella -incluso hay una reforma constitucional propuesta ahora, que propicia suprimir la iniciativa presidencial sobre el particular-, son igualmente de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según el numeral 6º del inciso cuarto del artículo 65: “Establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.”. 



Al respecto, el Tribunal Constitucional ha dicho con mucha claridad que hay una unidad normativa entre el sistema de protección de la salud y de la seguridad social. En su sentencia Nº 1710, ha señalado lo siguiente: “Que, finalmente, la Constitución ha previsto normativamente la unidad del sistema de protección en materia de seguridad social. Dicha unidad está dada por el deber del Estado de “garantizar” el goce del derecho a la protección de la salud y a la seguridad social, sea que lo preste por sí mismo o por sujetos privados.”. 



Desde esa perspectiva, la unidad que se observa en tales materias lleva también a cuestionar la presente normativa. 



Incluso hay una tercera línea de argumentación, que me parece más débil, pero que igual se debe tener presente: el proyecto establece, por distintos caminos, un encarecimiento de las prestaciones de salud que deben entregar las isapres, lo cual se halla dentro de las iniciativas que podemos presentar, porque regulamos la acción de privados; y los recursos afectados corresponden a particulares. 



A ello no apunta mi objeción, sino a que, precisamente por el Plan AUGE, cuando no se da una prestación en el servicio público de salud, hay que recurrir al privado, con lo que se produce el aumento de tarifas. 



De manera que la iniciativa en estudio, quiérase o no, provocará también mayor gasto público. Uno podría discutir si, a lo mejor, se trata de una consecuencia indirecta que no alcanzaría suficientemente a cuestionar su constitucionalidad, porque no es lo que está buscando. Es cierto: es discutible. Por eso lo menciono con tal alcance. 



Sin embargo, lo que quiero señalar es que acá nos encontramos frente a una situación que no podemos eludir. Así que quiero apelar al sentido común y, sobre todo, a la visión de Estado que debemos tener. Aquí no es suficiente contar con una mayoría política para cambiar el sentido de una norma constitucional. Si desean, la modificamos. Algunos ya han planteado suprimir la iniciativa exclusiva del Ejecutivo en proyectos de seguridad social. 



Ese me parece el camino derecho. Uno podrá estar de acuerdo o no con dicha proposición, pero es la forma de proceder si se quiere tener iniciativa al respecto. Por eso, no corresponde aprobarla solo porque se cuenta con una mayoría circunstancial. 



A mi juicio, esa no es la senda correcta; más bien parece un abuso político de la mayoría. 



En cuanto a las consecuencias que se producirían de rechazarse el proyecto por esta vía, no me preocupan, porque la modificación al sistema de las isapres se considera en otro proyecto, iniciado por el Ejecutivo, en discusión en la Cámara de Diputados, que evita el problema planteado, respecto del cual, además, se ha logrado un acuerdo político con la Oposición en esa rama del Parlamento. 



Por lo tanto, tratándose de un acuerdo amplio, cuando llegue esa iniciativa -espero que no sea en mucho tiempo más-, podremos contar con un texto que nos permitirá legislar dentro de nuestro ámbito e incorporar muchas de las disposiciones que se hallan en la normativa en debate, pero  por la vía constitucional. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Senador Carlos Larraín, reglamentariamente, ha pedido intervenir, porque ha sido aludido.

El señor GÓMEZ.- Pero al final del debate, señor Presidente. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Excusen,  Sus Señorías. Estoy dando cuenta de la petición formulada. En su momento, la Mesa dará la palabra al señor Senador, pues le asiste el derecho a réplica por Reglamento. 



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, uno debe preguntarse por qué en Chile rige un sistema de salud privado y no existe uno equivalente en Inglaterra, Francia o Alemania. En este último país que sí los hay, pero a través de sociedades de mercado. 



Las isapres se crearon porque en Chile hubo un Gobierno dictatorial. De lo contrario, en democracia, jamás habría sido viable aprobar tales instituciones de salud. 



Quiero recordar a los señores Senadores que el sistema de salud vigente es maravilloso, porque da cuenta de una parte anecdótica de la historia de Chile, casi como una enseñanza de lo que fue nuestro país en esos tiempos: muestra que quienes idearon la ley de las isapres fueron sus primeros dueños. Se hicieron un traje a la medida. Eran directores del Servicio Nacional de Salud en el año 80 y en el 83 aparecieron como sus propietarios. 



Resulta evidente, entonces, que el sistema de las isapres no fue pensado para la sociedad chilena, sino para transformar la salud en el negocio de unos pocos. 



El referido sistema es uno de los más perversos, porque no hace prevención ni se preocupa de la salud del futuro. Todos hablamos de la prevención, de la promoción. Pero los infartos, los accidentes vasculares encefálicos; los cánceres, que están matando y diezmando a la población chilena -todos los días mueren 300 personas, y 200 de ellas por accidentes vasculares y cáncer-, se pueden prevenir. No tiene sentido tratar a un infartado; es carísimo y se va a morir o quedará con secuelas. 



Sin embargo, las isapres no hacen prevención. ¿Y saben por qué no? Porque pueden echar a sus afiliados; porque no están pensadas con una orientación a la salud; porque pueden excluir; porque pueden aplicar prexistencias. 



Además, son un “inseguro” de salud. Para muchos chilenos estar en una isapre significa tener coberturas bajísimas. La gente paga su 7 por ciento, más un adicional y, a veces, deben cancelar en una clínica o un hospital hasta 50 por ciento del costo de la prestación que se entrega. En ese momento, se dan cuenta de que las isapres entregan un seguro parcial. Alguien decía que era como si chocara su auto y el seguro le cubriera solo dos puertas y nada del resto del vehículo. 



Eso es inaceptable, pues significa la mercantilización más brutal, más profunda, de la salud. Por eso dije que eran un “inseguro” de salud. 



Algunas isapres dan cobertura de hasta 30 por ciento del valor de la prestación. Es decir, si una persona tiene un accidente grave, como un infarto, que cuesta 50 millones de pesos, le cubrirán 15 millones, por lo que debe pagar los 35 millones faltantes, cuando creía tener garantizado su derecho a la salud por estar cubierto por tales instituciones, que son verdaderamente depredadoras. 



Además, las isapres tienen un problema de transparencia y miles de sus planes son incomparables. 



¡Nadie puede comparar un plan
 de salud! Nosotros iniciamos una campaña contra estas instituciones hace muchos años.



 Y quiero dar a conocer un caso: el niño Nicolás Melipil, de Cerro Navia, de dos años, mapuche, se enfermó de apendicitis. Era beneficiario de un cotizante de Promepart, por lo cual le correspondía atenderse en el Hospital del Profesor. Sus papás -gente pobre- lo llevaron a ese centro de salud; sin embargo, como el plan era insuficiente, les pidieron un cheque en garantía. Ello, porque evidentemente en este sistema no prima la salud ni la vida. ¡Fueron tres veces a ese hospital con el niño, pero no lo atendieron nunca! Incluso, sus papás ofrecieron llevar dinero en efectivo, pero les dijeron que se podía complicar. 



En ese tiempo se exigía un cheque en garantía. Ese era un complemento de los abusos de las isapres, que nosotros eliminamos después de sacar de la cárcel a decenas de personas condenadas por cheques en garantía no pagados. 



Nicolás Melipil murió. Por ser beneficiario de una isapre, le correspondía atenderse en un hospital privado, que privilegió el interés económico por sobre la vida del niño. Falleció a pesar de que se encontraba cubierto por un plan y de que tenía un seguro de salud.



¡Eso nunca más puede ocurrir en Chile!



¿Y por qué tenemos que cambiar el sistema de las isapres?  Porque no podemos seguir siendo cómplices de un procedimiento que discrimina por sexo y por edad.



¿Qué significa eso? Por ejemplo, una mujer paga 300 por ciento más por su plan -como se ha dicho-, aun cuando tenga la misma edad que el hombre. Y hay planes “sin útero”. ¿Cómo hemos tolerado que las isapres vendan planes con esa limitación? ¿Por qué se permite que cobren 300 por ciento más caro a la mujer por un plan? 



La gente joven paga su cotización a la institución de salud previsional; pero no usa sus servicios, porque es raro que los jóvenes se operen o que padezcan enfermedades graves. Pasa el tiempo, llegan a los 50-60 años y la isapre los expulsa. ¿Cómo lo hace? Les sube el costo de los planes de manera tal que les resulta imposible pagarlos. O sea, la institución se benefició con el pago que hicieron como jóvenes, y cuando necesitan de la institución porque se empiezan a enfermar, los echan. 



De hecho, casi no hay adultos mayores en las isapres. A todos los expulsaron, Y ahora pertenecen al sistema de salud público, lo que significa un verdadero subsidio a esas entidades privadas.



Alguien decía: “No, es que aquí se van a encarecer los costos”. ¡Mentira! ¡Si la situación de las isapres es vergonzosa! Aquí no está en cuestión el sistema de salud privado, sino que no podemos seguir siendo rehenes de los intereses económicos o de los lobbys de aquellas. 



¿Y saben qué sucede  por último? Todas son transnacionales. ¡Si los chilenos que tenían algún porcentaje en su propiedad ya lo vendieron! Entonces, ¡ni siquiera se está protegiendo un negocio para chilenos abusadores, sino para empresas transnacionales abusadoras! 



Eso debe terminar.



No es admisible que haya en el país instituciones que apliquen preexistencias. ¿Y qué quiere decir “preexistencia”? Que si un niño tuvo, por ejemplo, bronquitis obstructiva cuando chico y tal enfermedad no fue declarada, la isapre no le da cobertura cuando tiene más edad. 



Las isapres no pueden seguir aplicando exclusiones; no pueden seguir vendiendo planes que no son de verdad ni suficientes; no pueden seguir aumentando el costo de los planes muy por sobre el incremento del costo real de las prestaciones, porque si el IPC aumenta 2 por ciento, ellas los suben en 10 por ciento. ¿Y saben Sus Señorías qué es eso? ¡Abuso; piratería; en verdad, desprecio por la gente!



No resulta adecuado un sistema que, cuando un médico da licencia a una persona, las isapres -por ganar plata- reducen su vigencia o la achican, sin siquiera ver al paciente. Y ganan 20 mil millones de pesos. Porque una parte importante de las utilidades la obtienen sobre la base del abuso, del rechazo de licencias debidamente otorgadas, ya que cuando los afectados apelan a la COMPIN (Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez), esta, en el 80 por ciento de los casos, da la razón a los pacientes.



Asimismo, hay restricciones de cobertura. Cuando el afiliado a una isapre tiene que realizarse un examen nuevo, le dicen que él no está incluido en el arancel FONASA. Y le cobran carísimo por efectuárselo, en circunstancias de que no vale casi nada.



Es preciso terminar con ese tipo de prácticas, que, a mi juicio, atentan contra la vida, contra la dignidad. 



La salud y la vida son muy complejas y no pueden transarse en el mercado como si se tratara de un par de zapatos.



Cuando uno compra zapatos, elige el modelo y el color y ve si le quedan bien. Cuando vamos a comprar salud, no podemos decidir nada; quien resuelve es el médico -aquí, el que tiene la oferta define la demanda-, y uno no le puede decir: “Hágame este examen” o “Deme tal medicamento”. Por lo tanto, la posibilidad de que esté intermediado por problemas éticos o por abuso es inmensa. Y eso debemos cambiarlo.



En cuanto a los planes cerrados de salud, no son convenientes. Imagínense, las isapres nacieron como un sistema de libre elección alternativo. ¡Y no hay libre elección! Mandan al paciente al médico que la isapre determina. Además, cuando se trata de enfermedades ambulatorias, las personas no usan para la familia el plan cerrado. ¿Por qué? Porque prefieren preservar la relación médico-paciente y llevan al hijo al especialista que ellas desean y, por ende, pierden la cobertura.



Hay muchas situaciones irregulares que no se deben mantener. Y pienso que es una especie de complicidad nuestra el seguir aceptando este tipo de lobby. 



Aquí no media un problema ideológico. No se encuentra en cuestión -insisto- la vigencia de una prestación privada de salud. Inglaterra no tiene el sistema de las isapres: optó por otro camino. Lo mismo hizo Francia. Ambos países cuentan con un sistema público de salud de calidad y toda la gente se atiende en él. En cambio, en Chile estamos distrayendo los recursos del sistema público, que son pocos, pues se destina el 1,6 por ciento del producto a salud: 300 dólares per cápita. En cualquier país del mundo aportan más. Los europeos, por ejemplo, gastan en promedio 5 mil dólares. 



¡Imagínense, Sus Señorías! Nosotros, con 300 dólares per cápita versus naciones que gastan 6 mil dólares por persona, como promedio, tenemos mejores indicadores que ellos. Pero ¿saben lo que nos pasa? Como los médicos no son muchos ni hay anestesistas ni tampoco equipamiento, un paciente AUGE del sistema público, de 65 años, va a exigir -como decía el Senador Escalona- una prótesis de cadera y no hay traumatólogo, el sistema público está obligado a comprársela en el sistema privado. Por lo tanto, tiene lugar un traspaso de los pocos recursos con que cuenta aquel. 



Eso constituye una privatización encubierta; es una manera de privatizar el sistema, no en forma evidente, sino por la vía de los hechos.

Entonces, ¿qué es lo que necesitamos? Un sistema decente; un sistema privado sin tabla de factores de riesgo.



La tabla de factores de riesgo es inconstitucional. Ello, porque en Chile se declaró inconstitucional la discriminación por sexo, por edad y por enfermedad. ¡No es admisible aplicar tablas de factores de riesgo! Son ilegales, inmorales. Y aquí ha habido complacencia; ha habido condescendencia; ha habido defensa de la inmoralidad; ha habido defensa de situaciones absolutamente inaceptables.



Por los motivos expuestos, pedimos al Senado que discuta estos temas. Hay un proyecto del Ejecutivo que llegará de la Cámara de Diputados. Esperamos poder mejorarlo, porque no consigna todas las materias, pero aborda lo relativo al IPC, que nosotros también incluimos. Pero hay que ir mucho más allá. 



El nivel de abuso del sistema de salud privado no es aceptable. Y queremos que funcione bien, respetando los derechos de las personas; que no haya más discriminaciones; que no se apliquen prexistencias ni exclusiones; que no se rechacen las  licencias médicas; que no rijan planes cerrados ni integración vertical. 



Con relación al último punto, cabe hacer notar que las isapres son dueñas de todas las clínicas. ¿Cómo se entiende eso? ¿Cómo hemos permitido que sean propietarias de los prestadores? Y esto también es inaceptable, porque cuando se hallan integrados el prestador con el asegurador las personas no tienen posibilidad alguna de defenderse.

Este es un gran debate para Chile. Y por eso me pareció muy importante el proyecto -valoro que haya sido firmado también por el Senador Chahuán; creo que lo hizo genuinamente-, como muchas otras iniciativas que hemos presentado con los colegas señores Ruiz-Esquide y Rossi.



Espero que el Senado le dé su apoyo.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, agradezco la referencia de la Senadora señora Allende respecto a la participación del suscrito en la sesión de esta Honorable Corporación la semana recién pasada. Y quiero especificar que entonces debí retirarme -lo mismo va a ocurrir hoy día, a las 18:30- porque la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados se encuentra tratando precisamente el mensaje que se hace cargo de la mayor parte de los asuntos que se abordan en el proyecto de ley en debate, originado en una moción de los miembros de la Comisión de Salud del Senado.



Quiero precisar que a esta altura ya no tiene mucho sentido discutir algunas materias, porque ya se encuentran resueltas. 



En primer término, las sanciones por mal uso de licencias médicas se consignan en otra normativa aprobada hace poco por el Congreso, la cual será promulgada como ley de la República una vez que el Tribunal Constitucional sancione determinados artículos. Ello sucederá probablemente durante la primera quincena de abril. Y es muy relevante para cuidar el dinero, sobre todo, el de los más pobres.



En segundo lugar, el uso de tabla de factores para los planes de salud de las isapres hoy día ya no existe. Es un tema absolutamente terminado, totalmente ilegal y declarado inconstitucional. En efecto, desde abril del año pasado ninguna isapre ha aplicado alzas de precios asociadas a factores -insisto- de edad o sexo. Y hubo un dictamen del Tribunal Constitucional, refrendado después, en casos particulares, por la Corte Suprema.



En seguida, haré alusión brevemente al proyecto sobre el plan garantizado y el IPC de la salud, hoy en la Cámara de Diputados, que es resultado de un consenso político-técnico alcanzado después de muchos meses de esfuerzo con parlamentarios y técnicos tanto de la Concertación como de Gobierno. 



Esa iniciativa se hace cargo de los problemas planteados durante esta sesión, en el debate del proyecto de ley en comento.



En primer lugar, aborda las preexistencias.



Segundo, crea una cosa cierta que tiene un precio único para todos los beneficiarios de una isapre, que es el plan garantizado de salud, aumentando exponencialmente, mediante un mecanismo similar al AUGE, las patologías cubiertas.



Y tercero, genera un fondo de compensación interisapres a fin de aumentar el modelo -que hoy tiene la doctrina AUGE- a todas las patologías contenidas en dicho plan garantizado, que, cabe recordar, abarca a todas las prestaciones del arancel FONASA.



Asimismo, contiene un elemento muy sustantivo, que es el IPC de la salud, informado por el Instituto Nacional de Estadísticas. Este organismo se encuentra elaborando la canasta respectiva y contaremos con esa información en pocos meses más, de tal manera que las alzas que efectúen las aseguradoras deberán guardar relación con el incremento de los costos reales de la salud de acuerdo a esa canasta, que incluirá radiografías de tórax, honorarios médicos y el conjunto de prestaciones más frecuentes que utilizan los usuarios de los sistemas de salud.



En cuanto al proyecto de ley en debate, originado en el Senado, nosotros le vemos algunas debilidades muy sustantivas que, a mi juicio, están bien abordadas en la iniciativa del plan garantizado de salud que se discute en la Cámara de Diputados.



De partida, el proyecto no incluye ningún estudio financiero serio respecto a cuál será el impacto en las finanzas públicas por los beneficios que necesariamente deberán otorgarse, en forma homogénea e igualitaria, a afiliados tanto del sistema público como del privado de salud. Hago alusión a un solo aspecto: el de las carencias de las licencias médicas. Nadie podrá imaginar que podríamos generar una modalidad de licencias médicas que no tuviera carencias para los beneficiarios de isapres sin crear, al mismo tiempo, otra de similares características para los afiliados a FONASA. Por lo tanto, el cálculo del costo fiscal por esta medida y, consiguientemente, la admisibilidad de esa proposición son, en efecto, muy dudosas.



Yo no sé qué camino será el que va a tomar, en definitiva, este Honorable Senado.



Considero que desde la campaña presidencial y del Mensaje a la nación del 21 de mayo de 2010 está claro que el Jefe de Estado se ha hecho cargo de la necesidad de una profunda reforma -y así lo declaró en ese discurso- al sistema privado de salud. Esta se ha consolidado en un proyecto de ley que consideramos extraordinariamente bien concebido y consensuado, independiente de que, por supuesto, pueda requerir modificaciones y mejoras.



Sin embargo, en la línea de lo que señaló el Senador Hernán Larraín, enfrentando la iniciativa en discusión con extrema seriedad, consideramos que tiene muchas materias que claramente corresponden a la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario, sobre todo aquellas que directa o indirectamente implican -insisto- mayor gasto fiscal en el sistema FONASA.



También quiero referirme a ciertos comentarios que aquí se han hecho al pasar. Al respecto, solamente algunos highlights.



En primer lugar, la transferencia de recursos fiscales desde el sector público al sector privado es, en el Gobierno del Presidente Piñera, menor al que históricamente se registró durante la década pasada. Y los datos están ahí, para que los vea cualquiera.



En segundo término, es conocido el esfuerzo hecho por este Gobierno para formar especialistas y cerrar la brecha existente, a fin de dotar a la salud pública de Chile de los profesionales que se requieren. Lo corrobora la Ley de Presupuestos. Y nos hemos comprometido para que el año 2014 esa brecha quede cerrada, porque, a diferencia de lo que ocurría antaño, los compromisos que asuman los estudiantes, los becados, con pagarés y otros documentos, los haremos efectivos y los vamos a exigir hasta las últimas consecuencias. No vamos a permitir que los pagarés sean destruidos por una directora de servicio, como ocurrió en la Región de Atacama.



Tercero, respecto al financiamiento, quiero recordar que el aumento del gasto público en salud es histórico. En los últimos 2 años hemos pasado de un 9 por ciento a un 15 por ciento. Lo mismo ha ocurrido con la inversión anual en infraestructura hospitalaria y salud primaria, que de 100 mil millones de pesos, aproximadamente, se ha elevado a 300 mil millones de pesos.



En consecuencia, el Ministro que habla no puede dejar pasar las observaciones en el sentido de que se está destruyendo la salud pública o de que no se está invirtiendo razonablemente en ella, porque -insisto- los hechos hablan por sí solos. Ahí están disponibles todos los datos para ser verificados en la forma y oportunidad que los señores Senadores estimen pertinente.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, al igual que el Senador Hernán Larraín, en la sesión anterior fundamenté mi voto en contra de la admisibilidad de este proyecto de ley. En esa oportunidad me referí exclusivamente a razones y argumentos de forma. Porque, a mi juicio, uno puede, legítimamente, adoptar una posición respecto a una materia no solo por cuestiones de fondo, sino también por buenos motivos formales.



Se nos ha pedido legislar, pero eso debe hacerse respetando y haciendo respetar la Constitución y las leyes.



Y la verdad es que después de escuchar parte importante de las intervenciones de los Senadores de la Oposición, más allá de lo que establezca el artículo 65 de la Carta Fundamental en sus números 2° y 6°, no puedo dejar pasar al menos un par de puntos.



Primero, pretender evitar que se modifique unilateralmente un contrato de salud o que se perjudiquen los intereses de un afiliado cambiando las coberturas, los planes, las prestaciones, imponiendo precios, es algo que en nuestro sistema constitucional solo lo puede hacer el Presidente de la República. No hay dudas sobre el particular, a mi juicio.



Además, salvo la reforma a la salud del año 2004 -quiero recordar, para hacer justicia, la destacada participación de la entonces Senadora Evelyn Matthei y del propio Mauricio Tokman, asesor del Ministerio de Hacienda y comisionado para esos efectos-, en la que moros y cristianos concurrimos con nuestros votos favorables para mejorar el sistema público de salud y de la cual nació, entre otras cosas, el AUGE, en veinte años de Gobiernos de la Concertación no tuvimos ningún mensaje presidencial, en el ejercicio de las atribuciones exclusivas del Poder Ejecutivo, que llegara tan lejos como pretende hacerlo esta iniciativa legal, originada en una moción parlamentaria.



Entonces, evitemos entusiasmarnos con la argumentación de decir: “Mire, la Derecha se opone y esto nunca lo ha hecho” ¡No! Si estas modificaciones no se efectuaron durante los veinte años de Gobiernos de la Concertación, habrá que preguntarse por qué, aunque lo único que se realizó fue, efectivamente, para mejor, de lo cual salió una reforma a la salud que, de verdad, nos hizo muy bien.



En segundo lugar, acá se ha sostenido, con una liviandad tremenda, que a lo único que se ha dedicado este Gobierno es a traspasar fondos desde el sector público al sector privado. ¿Para qué? Para privatizar la salud pública. 



Sin embargo, la verdad sea dicha, las condiciones en que el Gobierno tomó la salud en Chile el 11 de marzo de 2010 -cuando asumió el Ministro Jaime Mañalich, presente hoy en la Sala, quien recibió las carpetas que le entregó el entonces Ministro Álvaro Erazo- eran realmente devastadoras. 



En todos los indicadores, la salud pública estaba, literalmente, en los suelos, no solo por el terremoto que devastó los hospitales y consultorios de las nueve Regiones afectadas, sino también por la cantidad y calidad de médicos especialistas, ya que muchos de los profesionales que viajaron a Europa a especializarse no le devolvieron al Estado, a su vuelta al país, el aporte recibido y, en lugar de ello, abrieron consultas en Vitacura o en La Dehesa, sin que nadie hiciera ni dijera nada. Nunca vimos a una autoridad sanitaria, a un ministro o a un subsecretario fiscalizando el mal uso de esos recursos o planificando la formación de profesionales en algún tipo de especialidad.



De ahí el déficit de médicos especialistas y -agrego- de médicos generales de zona,  de material quirúrgico,  de clínicas dentales móviles,  de horas cama,  de cantidad de enfermeras por paciente.



A mí, personalmente, me ha tocado recorrer cada uno de los hospitales y consultorios públicos, tanto de la salud primaria como de la que entregan los hospitales, y la verdad es que la pobreza es tremenda, señor Presidente.



¡Y fue en esas condiciones que el actual Gobierno debió asumir la administración de la salud pública!



Por ello, hay que tener mucho cuidado y no entusiasmarse tanto con esa argumentación, sosteniendo que esta Administración se ha dedicado solo a destruir, a privatizar y a privar al sector público de los recursos necesarios, en circunstancias de que en todos los indicadores y, desde luego, en el presupuesto destinado a la salud pública, tanto en las coberturas como en las listas de espera, AUGE y no AUGE, el actual Gobierno fue mucho más allá de lo que prometió durante la campaña. ¡Y cumplió!



En Cerro Navia hemos visto al Ministro del ramo y al propio Presidente de la República entregando una cuenta completa de cómo se han cumplido los compromisos de la campaña. Hay que decirlo. Se cumplió: se terminaron las listas de espera en todos los centros de salud de las quince Regiones. Y ahora se está trabajando en las listas de espera no AUGE.



En resumen, efectivamente aquí se ha hecho mucho como para que alguien, con una liviandad tremenda, diga que lo único que se pretende es defender los intereses de un grupo económico, de familias privilegiadas o de no sé quién. Porque la verdad es que acá se ha innovado, se ha avanzado y se ha mejorado en lo que a la gente más le importa: la atención, la calidad, la rapidez con que el sistema público asume una emergencia, atiende, cura, sana.



¡Eso es lo que se ha hecho en estos dos años!



Sin perjuicio de lo anterior, el Gobierno, viendo la precaria realidad del sistema privado de salud, ha dicho: “Sí, también me quiero hacer cargo de la modernización de ese sector”. Y para ello no solo recoge el fallo del Tribunal Constitucional, sino que, en consideración a la realidad empírica que a todos nos toca ver como afiliados al sistema, envía, en uso de sus atribuciones, un mensaje que está a punto de ser despachado por la Cámara de Diputados para que sea conocido por este Senado.



Lo más probable es que en los primeros días de abril podamos pronunciarnos ya en nuestra Comisión de Salud -es lo que espero- sobre la idea de legislar de ese tremendo proyecto, que crea un plan garantizado e incorpora el IPC de la salud, al cual aludía el señor Ministro, y que aborda, de verdad, todas estas materias -las coberturas, los contratos, la política de precios- de manera mucho más acabada.



Y por esa razón, por una razón de economía legislativa, pero también porque “no por mucho madrugar amanece más temprano”, y porque a nosotros nos interesa legislar bien, argumento ahora, por motivos de fondo, mi rechazo al proyecto en debate y anticipo mi voto favorable al que viene de la Cámara Baja, impulsado por un mensaje del Ejecutivo.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero explicar la relación que tengo con la salud desde la perspectiva de la Región que represento en esta Alta Corporación, la de Los Lagos, donde el sector público del área ha venido mejorando considerablemente, a pesar de los discursos que he oído acá y que parecen de otro país, de otro mundo. Y algo parecido ha ocurrido con la salud privada.



Asimismo, deseo referirme a aspectos que ya se han mencionado en cuanto a la inadmisibilidad del proyecto en debate, bien inspirado en muchos sentidos, pero que no corresponde que sea propiciado por parlamentarios.



Por ejemplo, el aumento de las coberturas mínimas y la bonificación superior a 80 por ciento irrogan un costo que, irremediablemente, ha de ser financiado con recursos que deben disponerse y considerarse. No digo que tales medidas sean una mala idea, sino que no corresponde que sean planteadas de la forma indicada en este momento, y por eso es tan importante el proyecto que viene de la Cámara de Diputados, que ha sido formulado correctamente. 



Se propone terminar con las exclusiones y la no cobertura de las preexistencias. ¡Obvio! Todos estamos de acuerdo en eso y en reformar el procedimiento de otorgamiento, autorización y rechazo de las licencias médicas; en eliminar los períodos de carencia de tales instrumentos, y en establecer el carácter indefinido y vitalicio de los contratos de salud.



Yo, junto con hacer reserva de constitucionalidad, quiero recordar a esta Honorable Sala que, tal como ya se planteó, el gasto en salud en Chile no es de 7 por ciento: dejó de ser de 9 por ciento y ahora es de 15 por ciento. Por su parte, la inversión en el área aumentó de 100 mil millones a 300 mil millones de pesos, por lo cual no es admisible sostener aquí que se están trasvasijando recursos desde el sector público hacia el sector privado. Se están inyectando considerables sumas al sistema.



Además -también debo mencionarlo-, lamentablemente la iniciativa en debate contempla aspectos que, si bien fueron muy bien recibidos, han perdido actualidad. El problema de las licencias médicas ya está resuelto en la parte en que lo aborda el texto presentado por los señores Senadores. Lo mismo ocurre con el uso de la tabla de factores, que, como se ha señalado, ya no existe.



Entonces, ¡de qué estamos hablando!



Por delante, la iniciativa que viene de la Cámara de Diputados -cuyo texto desconocemos porque aún no nos ha llegado, pero del cual sí tenemos referencias dado que algo hemos leído- considera, efectiva y apropiadamente, las preexistencias.



Asimismo, trae un plan garantizado de salud superior al AUGE, que se acerca al 80 por ciento de cobertura -pero como corresponde, porque es iniciativa del Gobierno-, y cubre, a mi juicio apropiadamente, el IPC de la salud, por cuanto vemos que, con el tiempo, los sistemas, las tecnologías, las técnicas, los equipos que se usan en el área son cada vez más caros, lo que, sumado a la inversión ya mencionada, que saltó de 100 mil millones a 300 mil millones de pesos en hospitales, por supuesto que encarece el sistema. Y eso hay que pagarlo; no es gratis para la sociedad.



Todo lo anterior -los remedios, los equipos, etcétera- significan un incremento en el IPC de la salud. 



Así que no puedo sino señalar, lamentablemente, que el proyecto, no obstante estar muy bien inspirado, adolece de inconstitucionalidad en algunas de sus normas y se encuentra bastante pasado de moda en varios aspectos que, en ciertos casos, ya se han resuelto por leyes que hemos aprobado aquí mismo y que, en otros, vienen mejor cubiertos en el articulado que se discute en la Cámara.



Muchas gracias.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? Deseo plantear una moción de orden.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, dado que estamos en la segunda discusión y que la primera fue muy extensa, sugiero abrir la votación y pedirles a quienes desean intervenir que lo hagan al momento de fundamentar su voto. Creo que así podríamos avanzar en los otros proyectos de la tabla. 

El señor GIRARDI (Presidente).-  Desgraciadamente, no hay acuerdo para eso.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, me había faltado la definición de recurrir al Tribunal Constitucional, porque era una de las formas de evitar que una iniciativa como la que nos ocupa pueda prosperar y continuar el proceso que todos esperamos, para que las isapres finalmente tengan una regulación que proteja a la ciudadana, al ciudadano.



Pero, estamos frente a una estructura constitucional elaborada      -yo diría- de una manera precisa para impedir que el Parlamento tenga cualquier tipo de posibilidades de discutir las materias que constituyen las raíces o los pilares fundamentales de una sociedad que fue instaurada en un período negro de nuestra historia. Y en ese entonces se establecieron criterios como el que entrega al Presidente de la República, cualquiera que éste sea, facultades casi de un reinado.



Entonces, la primera actitud de un conglomerado de Gobierno cuando se produce algo que le molesta a las estructuras y bases de su definición política es ir al Tribunal Constitucional para dejar fuera la discusión ciudadana y la discusión política de fondo que se está dando aquí.



La misma Carta Fundamental establece “El derecho a la protección de la salud” y dice: “Cada persona tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado”.



Aquí está el punto central  del debate, señor Presidente. ¿De qué estamos hablando? Hoy día tenemos un sistema público y uno privado. Y sería bueno dimensionar lo que significan uno y otro, porque eso no lo hemos hecho. Por lo menos, no lo he escuchado. 



Esta coexistencia entre lo público y lo privado genera una competencia entre ambos. Pero ¿cuál es el punto? Estamos discutiendo respecto de las isapres. Resulta, señor Presidente, que las personas que se atienden en el sistema público son las tres cuartas partes de la población. Es decir, el 72,7 por ciento de los chilenos: 12,7 millones de personas. Eso es lo que representa el sistema público, FONASA. 



¿Qué ocurre con las isapres? A ellas pertenecen 2,8 millones de personas, que son las que pueden pagarlas. Porque esto que leí en la Constitución de que existe libertad no es cierto. La libertad existe solo para aquellos que poseen recursos.



He dicho que casi 13 millones de chilenos se hallan en el sistema público. ¿Qué significa esto? Dentro del FONASA se distinguen cuatro grupos de beneficiarios:



El grupo A es al que pertenecen las personas más pobres del país; es decir, las que carecen de ingresos o las que se encuentran en situación de calle. Ellas no pagan por su atención. Esta es totalmente gratuita. Los beneficiarios son alrededor de 4 millones 493 mil chilenos.



¡Eso es lo que tiene que hacer un Estado: preocuparse de que la salud sea un derecho, gratuito en este caso!



En el grupo B se hallan aquellos que tienen un ingreso inferior o igual a 127 mil 500 pesos. Para este segmento la atención es totalmente gratuita, igual que para el grupo A. Los beneficiarios son unos 3 millones 931 mil personas.



Ya estamos en casi 8 millones de chilenos que se atienden gratis en el sistema de salud pública.



Grupo C. El monto de ingreso imponible debe ser mayor a 127 mil 500 pesos y menor que 186 mil 150 pesos. Si las cargas son tres o más, se consideran dentro del grupo B. En este grupo -el C, se entiende- las personas deben pagar un 10 por ciento de su atención. Los beneficiarios son algo más de 2 millones 24 mil chilenos.



Y el grupo D, por último, corresponde a quienes reciben un ingreso imponible superior al que señalé anteriormente y, si tienen tres o más cargas, se consideran dentro del grupo C. Este sector debe pagar 20 por ciento de su atención. Beneficiarios: 2 millones 149 mil.



Resulta que esa es la realidad: el sistema público, tan desprestigiado y tan dejado de lado -a pesar de que he escuchado a muchos afirmar que hemos avanzado un montón en estos dos años-, es el que soporta la mayor cantidad de prestaciones a los ciudadanos. 



Por lo tanto, aquí estamos discutiendo sobre un segmento de la población. ¿Y qué esperamos para él, aunque tenga mejores recursos? Que existan las regulaciones necesarias para evitar los abusos que se cometen en las isapres respecto de los asociados.



¿Qué abusos? ¡Si no estamos hablando en borrador, estamos hablando en serio! 



Cuando una mujer joven desea afiliarse a una isapre, esta le cobra tres, cuatro, cinco veces más que a un hombre.



Además, hay preexistencias y una cantidad de otras situaciones. 



Las isapres tienen, por ejemplo, la posibilidad de aceptar o no a quienes desean ingresar. Eso no existe en el sistema público.



¿Y cuál es, en definitiva, la diferencia que se produce? Yo diría que la hotelería, señor Presidente. Eso es lo que más se paga en las isapres. Y, la verdad es que este debate debiera resolver si vamos a fortalecer definitivamente el sistema público, para que los 13 millones de chilenos que se atienden en él accedan a la calidad que se merecen y tengan la posibilidad cierta de poder decidir. 



Porque esa es la realidad: hoy día no hay posibilidades de decisión, salvo las que brindan los recursos económicos.



¿Pero estamos hablando de un ente cualquiera? ¿Estamos diciendo que las isapres son un sistema que colabora con la salud de los chilenos? Yo le quiero decir, señor Presidente, que por lo menos en el año 2011 las isapres tuvieron una ganancia de 45 mil millones de pesos.



No obstante,  tampoco fue gratis: ella se explica por el aumento de los cobros que se hicieron a quienes pertenecen a esas instituciones.



¡Cuarenta y cinco mil millones de pesos fueron las ganancias del año 2011!



Se han ajustado los precios hasta tres veces más. 



Es decir, señor Presidente, no cabe duda de que una iniciativa de ley como esta tiene que salir adelante y contar con los votos suficientes para controlar lo que es hoy día, sin ninguna duda, una diferencia inmensa, abismante, entre el sistema público y el privado.



Y eso solo se consigue en la medida en que nosotros podamos ejercer nuestras facultades de legislar. Porque, claro, si usamos la Constitución para echar abajo cualquier discusión, una Constitución que tampoco permite el plebiscito, una Constitución en que las posibilidades de representatividad son mínimas, la verdad es que finalmente lo que hacemos es dejar de lado el debate de fondo, que es el que nos interesa.



Y nosotros, por lo menos, creemos necesario plantear que en estas materias el Ministerio de Salud y cualquier Gobierno debieran preocuparse de fortalecer la salud pública, que es lo que permitiría a esos millones de chilenos y chilenas acceder a una salud de calidad y tener, de veras, la posibilidad de optar entre uno y otro sistema.



Hoy día -lo he dicho, señor Presidente- no existe ninguna posibilidad, ¡ninguna!, de elegir. Ello simplemente depende de cuánto gano y de si la isapre me otorga o no la posibilidad de tener una cobertura de salud.



Yo, señor Presidente, voto gustoso este proyecto de ley. Probablemente, habrá que introducirle indicaciones para establecer la regulación que se requiere en nuestro país, al objeto de que la salud sea un derecho no solo para quienes disponen de recursos. 



Por último, el objetivo es que este Gobierno, el que venga o cualquier otro se preocupen seriamente de invertir los fondos que sean necesarios para que haya una salud pública de calidad y que pueda realmente abordar los problemas que presenta hoy día la sociedad.



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Como no están en la Sala los Senadores señores Chahuán, Novoa y Quintana, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en realidad, uno no puede sino quedar atónito cuando escucha que las isapres no podrán brindar una mejor atención porque van a disminuir su nivel de ingresos o su nivel de utilidades.



Ciento treinta millones de dólares parecieran no ser suficientes. Y, claro, en esas instituciones existe transversalidad. Hay personeros de todos los partidos políticos. Cuando se trata de dinero no existen diferencias políticas. Los directorios de las isapres están constituidos por personajes ligados a las más diversas colectividades políticas.



Lo dije en mi anterior intervención: trabajé desde muy temprano en mi vida, a partir de los 14 años. Ingresé al FONASA hace 34 años, aproximadamente, y permanezco en él. Aun así -y lo reitero- no queremos terminar con el sistema de isapres; solo deseamos que en Chile haya un sistema de salud dual público-privado. Los que puedan pagar por su salud, que paguen, y quienes no puedan hacerlo, que tengan la posibilidad de contar con un Estado protector, uno que les brinde protección de verdad. Pero los que puedan pagar que no sean abusados; que en definitiva las isapres respeten los derechos de todos, y particularmente de la clase media, que ha optado por incorporarse a esas instituciones.



Señor Presidente, uno se pregunta en qué lugar del mundo hay un sistema más parecido al chileno. Y yo les quiero recomendar a mis colegas  -por si no lo han visto- Sicko. Es el título en inglés de un filme de Michael Moore. Lo estrenó el 29 de julio de 2007. En él hay un enfoque al sistema de salud de los Estados Unidos de Norteamérica. Se pone énfasis en las grandes compañías de servicios de salud estadounidense. Y uno encuentra en ese filme una tremenda similitud con lo nuestro, lo que paso a detallar.



Sicko reflexiona sobre la naturaleza del sistema y llama al pueblo estadounidense a demandar cambios políticos que lleven al sistema a acercarse a la sanidad universal gratuita de que gozan países como Francia, Canadá, Inglaterra y, también, Cuba.



Michael Moore se traslada, en la primera parte de su filme, a Guantánamo, a la base militar que existe en Cuba, donde hay enfermos norteamericanos que no encuentran protección en su sistema de salud -por cierto, son atendidos por el régimen de sanidad cubano de manera gratuita-, y hace una crítica dura, descarnada, al sistema de salud estadounidense.



“Muchos y muy buenos Doctores se están saliendo del negocio. Muchos ginecólogos no son capaces de practicar su amor con las mujeres en todo el país”, decía Bush hijo en la entrada de la película de Sicko, en un congreso de salud, en septiembre de 2004.



Michael Moore expresa en ella la realidad de 50 millones de ciudadanos norteamericanos que están fuera del sistema de seguridad de salud. Pero el mensaje va a los que están dentro, a los 250 millones, que sí gozan de aquel. 



Ahora bien, el filme revela ejemplos tales como la opción que debe tomar un trabajador acerca de la reposición de su dedo índice o de su dedo meñique, los cuales perdió en un accidente. Uno le cuesta 12 mil dólares; el otro, 60 mil dólares. Y le dan a elegir qué dedo le reparan, porque el seguro no alcanza para recomponer los dos.



Señor Presidente, esa película tiene una similitud extraordinaria con lo nuestro.



En agosto del 71, Richard Nixon y Edgar Kaiser acordaron degradar el sistema sanitario público de los Estados Unidos. Y, por cierto, en las grabaciones históricas esto se refleja claramente. En ellas se dice: “Todos los incentivos estarán dirigidos al menor cuidado médico posible”.


Y Kaiser, el hombre clave en la reforma, afirma: “Cuantos menos cuidados proporcionen, más dinero ganarán”. ¿Quiénes? Las aseguradoras.



Además, hay un testimonio impresionante entregado por la doctora Linda Peeno en la Cámara de Representantes de Estados Unidos, el 30 de mayo de 1996, sobre la corrupción y compraventa de los representantes de salud a todo nivel, así como de su falta de ética.



¿Qué dice la doctora Peeno? Expresa lo siguiente:



“Deseo comenzar haciendo una confesión pública: En la primavera de 1987, yo, como médico, causé la muerte de un hombre. Aunque esto fue un hecho conocido por mucha gente, nunca he sido llevada ante un tribunal de justicia ni he sido llamada para dar informe alguno en ningún foro público o profesional. De hecho, justamente ha ocurrido lo contrario: fui recompensada por obrar así, ya que no solamente demostré lo que efectivamente se esperaba de mí y lo que podía hacer, sino que ejemplifiqué al ‘buen doctor’ que la compañía esperaba al ahorrarles medio millón de dólares.”.



Linda Peeno es una doctora formada en medicina interna y enfermedades infecciosas, directora ejecutiva de una sociedad médica y Presidente de la Subdivisión de Medicina y Cuidados de Salud. Y, como ella señala, la industria de la salud gastó en Estados Unidos 100 millones de dólares para vencer al plan Clinton de salud universal, suma idéntica a la que se mantiene para pagar a cuatro lobbystas por congresista, según la película. 



El filme muestra también imágenes de archivo de una campaña publicitaria que sería un poquito digna de alguien que hizo uso de la palabra en este Hemiciclo -me refiero al Senador Carlos Larraín-: demoniza el concepto de los cuidados de salud universal al asociar medicina social con socialismo, comunismo y medicina soviética.



Señor Presidente, claramente, lo que acontece en Estados Unidos con el sistema de seguro de salud, donde a los médicos se les incentiva, se les paga -como lo confiesa una doctora en la Cámara de Representantes-, hoy día ocurre en las isapres. ¿Quién califica las licencias? ¡El que la otorga, la acorta, o la niega es el propio sistema!



Y, por cierto -lo que en la película también queda muy claro-, aparecen las compañías farmacéuticas en los aportes a las campañas de los políticos.



Hoy día en Chile tenemos una Ley de Transparencia, que permite -comillas- “donaciones secretas”, donaciones públicas y donaciones semipúblicas. O sea, se hacen donaciones secretas. Y es preciso decirlo muy francamente: ¡Para donar dinero a un parlamentario, para elegir en su cargo a un presidente hay secretismo! Se puede donar mucho dinero sin que se sepa el origen de la donación. Y yo creo que ese es un principio que tenemos que cambiar. Así lo dije y por eso voté en contra en la Cámara de Diputados. 



Señalé en su oportunidad: “Aquel que gaste más de lo que deba gastar en la campaña debe perder el cargo; no tiene que pagar una multa, como hoy día ocurre”. Porque si ello no es así, surgen dificultades, presiones indebidas.



En la actualidad, lo más parecido al sistema de las isapres lo tiene Estados Unidos. Como se demuestra en la película Sicko por Michael Moore -se las recomiendo-, es un sistema que hace sufrir no solo a muchos millones de estadounidenses que los excluye, sino también a quienes gozan de él.



Señor Presidente, como estamos en la discusión en general del proyecto, anuncio que presentaremos indicaciones. Y yo espero que el señor Ministro esté dispuesto al debate. 



Si se va a crear un plan garantizado de salud, este debe responder a las necesidades reales de la población y ser igual para todos.



¿Vamos a tener una prima solidaria universal en vez de una prima plana regresiva, que es como lo propone el Gobierno en la iniciativa que está en trámite en la Cámara de Diputados? ¿Vamos a crear un fondo nacional único de riesgo? A este respecto, es necesario introducir ajustadores de riesgo que reflejen la diversidad socioeconómica y el perfil de morbilidad de la población. No todos experimentan los mismos riesgos.



Es decir, se halla abierta una gran discusión para mejorar el sistema, no para terminarlo, no para practicar terrorismo sanitario -¡no!-, sino para perfeccionar un sistema que la inmensa mayoría de los chilenos señala que es menester cambiar.



Entonces, están a prueba el Gobierno, la Oposición y los parlamentarios del oficialismo. Hay que ver cómo se comportan.



Yo voté a favor de la admisibilidad de este proyecto porque creo que el Senado tiene el derecho a debatir sobre uno de los problemas más preocupantes para la población en Chile: el de la salud, junto con el de la educación.



Hay quienes en esta Sala creen que con la salud se puede hacer negocio y lucrar con ella. Y yo respeto esa opinión, pero les quiero decir una cosa: pretendemos cambiar algo de eso; no queremos que haya lucro en educación y deseamos que exista menos lucro en salud, porque el acceso a esta es un derecho universal, un derecho humano. ¡Y algunos que lucran con él deben entender que lo primero es la salud!



Yo he ido a muchos bingos solidarios. Creímos que con el AUGE iban a terminar: no terminaron. Y espero que el Presidente Piñera contribuya a ponerles fin.



Porque el AUGE aún es insuficiente: con la cobertura restringida, las isapres les pasan a sus afiliados la mitad de la plata para pagar una operación; para la otra mitad hay que hacer bingos. Y a estos los asistentes llegan en auto. Porque no se trata de gente pobre, sino de clase media, la que igual requiere apoyo, pues la cobertura de la isapre no es total.



Señor Presidente, votaré a favor del proyecto en debate. Y anuncio desde ya que presentaré indicaciones, cuya admisibilidad discutiremos. Porque, claramente, el articulado puede perfeccionarse.



Esta iniciativa constituye un avance. Y espero que el Ministro de Salud entienda que con ella queremos ayudarle al Ejecutivo a concretar realizaciones importantes durante el período del Presidente Piñera. Y una de ellas podría ser la modificación profunda del sistema de isapres, si el Gobierno tiene voluntad positiva para defender a la gente, tal como lo prometió, y ser en verdad el Gobierno del cambio.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, soy uno de los autores de este proyecto de ley, que se presentó cuando la Comisión Asesora Presidencial trabajaba justamente para modificar el sistema de salud privado. Y nos interesaba poner esta materia en el tapete de la discusión pública, porque había que hacerse cargo de las cuestiones pendientes.



Había que hacerse cargo también de la realidad...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Disculpe, Senador señor Chahuán.



Les quiero pedir a los presentes en las tribunas que por favor no distraigan a los Senadores y Senadoras.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el 80 por ciento de los recursos de protección que conocen nuestras Cortes de Apelaciones son interpuestos por afiliados que reclaman contra las alzas unilaterales en los precios de los planes de salud de las isapres. Y ellos están siendo acogidos incluso sin alegatos.



También se ha pronunciado el Tribunal Constitucional, a través de la resolución de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.



Adicionalmente, tenemos problemas vinculados -este es uno de los más relevantes- con la tabla de factores. Incluso, la propia Asociación de Isapres había propuesto congelarla para los mayores de 65 años. Porque hoy día se produce una situación bastante compleja, que afecta particularmente a dos grupos etarios: las mujeres en edad fértil y los adultos mayores.



En consecuencia, también hay que hacerse cargo de aquello.



Por supuesto, hay que hacerse cargo asimismo de las coberturas.



Ahora, cuando planteamos la necesidad de dar una mirada distinta en el caso de la atención de salud privada no estamos siendo parte de quienes desean terminar con ella. Por el contrario. Nosotros creemos en un sistema privado y en un sistema público; pero en un sistema privado que les otorgue a los afiliados condiciones de equidad mínimas.



En ese contexto, el Gobierno del Presidente Piñera comprometió una reforma.



Pues bien, evacuado el informe de la Comisión Asesora Presidencial, el Ejecutivo envió al Parlamento un proyecto de ley donde se hace cargo de muchos de los puntos contenidos en la iniciativa que nos ocupa esta tarde. Dicha iniciativa ingresó a la Cámara de Diputados; se inició una ronda de conversaciones con cada partido político, y su despacho se concretará pronto, pues el Gobierno le puso urgencia.



Aun cuando estoy plenamente consciente de la admisibilidad del proyecto que debate el Senado en este momento, yo he sostenido -lo señalé la semana recién pasada- que lo prudente es esperar la iniciativa enviada por el Ejecutivo, que cuenta con los respaldos necesarios y ha sido objeto de consultas por parte de los Diputados que integran la Comisión de Salud.



La cuestión estriba en cómo avanzamos, en cómo nos hacemos cargo de los problemas pendientes en el ámbito de la salud privada.



Yo espero que el Gobierno del Presidente Piñera, mi Gobierno, sea capaz de resolverlos. Porque en los últimos veinte años se habló muchísimo de modificar el sistema privado de salud. Pero fue el actual Gobierno el que tuvo el coraje de enviar el proyecto conducente a cambiarlo. Y espero que esta Administración termine promulgando una ley que establezca mejores condiciones para los afiliados de las isapres.



Ese es el asunto que está sobre la mesa. 



Veamos qué ocurre con la iniciativa radicada en la Cámara de Diputados. Porque hoy, simplemente, estamos debatiendo la idea de legislar. No estamos resolviendo los problemas de fondo luego de una ardua discusión legislativa como la que habrá en el Senado después del acuerdo a que se llegue en la otra rama del Congreso. Esta tarde no estamos zanjando el texto definitivo, el texto final. Simplemente, se trata de que esta Alta Corporación manifieste su disposición a legislar sobre la materia.



Yo quiero decirles, Honorables colegas, que tengo confianza en el Primer Mandatario. Me asiste la convicción de que el Presidente Piñera va a sacar adelante la reforma a la salud privada. Estoy cierto de que el Ministro de Salud la va a empujar con fuerza, con convencimiento.



Por lo mismo, creo que hoy día los parlamentarios, particularmente los que integramos la Comisión de Salud del Senado, deberemos dar examen para determinar si estamos escuchando adecuadamente a la ciudadanía.



Los afiliados a las isapres también se sienten vulnerados. Y lo señalo no solo por las materias contenidas en el proyecto en debate, sino además por otras. Por ejemplo, la codificación de los tratamientos médicos de vanguardia: estos no se encuentran codificados ni por las isapres ni por el FONASA. Por tanto, quien desea recurrir a una tecnología más avanzada para el tratamiento de cierta patología (cáncer, afecciones a la próstata, en fin) finalmente tiene que juntar los pesitos, pues los sistemas privado y público no le cubren “ni uno”.



¡Eso tiene que cambiar!



Ahí es cuando uno empieza a examinar si las isapres han cumplido o no con el deber de informar adecuadamente a sus afiliados. Por ejemplo, respecto a los prestadores para patologías AUGE, para patologías GES.



Hoy se encuentran aseguradas por el sistema 69 enfermedades, las que deben contar con un prestador y una cobertura. Sin embargo, los afiliados no reciben de las isapres información sobre quién es el prestador y cuáles son las coberturas.



Finalmente, eso ha terminado por abultar las utilidades en los últimos dos semestres.



Entonces, uno quiere que haya un sistema privado; que exista información a los afiliados; que haya participación, y, en definitiva, que el sistema de salud privado comparta espacio con el sistema público. Pero para eso se requieren reglas claras.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LARRAÍN.- No está en la Sala.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor LARRAÍN.- Tampoco está.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor LARRAÍN.- No se encuentra.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, intervengo en el debate de este proyecto con preocupación y con mucha convicción, porque me trae a la memoria los momentos en que juramos como Senadores y señalamos que íbamos a respetar la Constitución y las leyes.



Por lo menos para mí -debe de ser por mi formación de abogado-, respetar la Constitución y la ley es uno de los principios básicos de un Estado de Derecho democrático.



Yo no he visto hasta ahora a ningún parlamentario de la Concertación -lo digo con el mayor respeto- que pueda señalar, de acuerdo al texto de nuestra Carta Fundamental, que esta iniciativa es constitucional.



Cuando uno recibe en el Parlamento la visita de niños, les dice dos cosas. Primero, que ciertos proyectos son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. ¡Gracias a Dios! Si no, estaríamos en la situación de Europa -es el caso de España-: en la bancarrota.



Además, ¡gracias a Dios!, los Presidentes de Chile, tanto los de la Concertación cuanto el de la Alianza, han sido responsables en la administración de los recursos públicos. De lo contrario, estaríamos quebrados, al igual que todos los países europeos.



Señor Presidente, ningún parlamentario me ha respondido -todos miran para el lado y se hacen los lesos- cuando he pedido justificarme la constitucionalidad de esta iniciativa. Porque, aquí y en la quebrada del ají, ella es inconstitucional.



Muchas veces, estando en la Oposición, tuve que morderme la lengua ante proyectos que yo y la Alianza queríamos impulsar. Pero eran inconstitucionales, y sabíamos que no podíamos promoverlos.



La iniciativa en discusión adolece de una inconstitucionalidad flagrante. Porque la Carta Fundamental establece expresamente en el tantas veces mencionado artículo 65, N° 2°, que el “Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado, suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones” corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Y en este proyecto se le quitan atribuciones a la Superintendencia de Salud.



Entonces, me preocupa profundamente que se viole de manera abierta la Constitución y que todos se hagan los lesos. Y también, que un ex Ministro de Justicia, el Senador Gómez, con quien trabajamos -a él le consta- lealmente cuando éramos Oposición, diga que el Parlamento puede legislar en la materia y que da lo mismo, porque “Nosotros tenemos que discutir”.



¡Esa es la diferencia entre las repúblicas bananeras y los países democráticos!



En los países democráticos la Constitución y la ley se respetan. Porque esas son las reglas del juego, las cuales impiden que suceda lo que ocurre hoy día en naciones que se están derrumbando por no haber sido capaces de respetar una y otra (entre paréntesis, ambas se pueden cambiar).



Además, señor Presidente -y lo digo con el mayor respeto-, lamento que Senadores de mi coalición política, sabiendo que esta iniciativa es inconstitucional, vayan a votarla a favor. Porque, según nuestro sector partidario, el apego al Estado de Derecho es un factor esencial para el progreso de los países.



Yo desafío a que algún parlamentario me demuestre que el artículo 65, N° 2°, no dice lo que dice.



Tengo la certeza de que, si hubieran estado los Presidentes del Senado de hace diez o quince años -lo señalo con el mayor respeto-, este proyecto jamás habría pasado, debido a su inconstitucionalidad.



Pero no quiero eludir la cuestión de fondo, señor Presidente.



Yo voy a votar en contra de la iniciativa porque es inconstitucional.



Ahora, no me parece admisible pedir primero declarar la inconstitucionalidad del proyecto y después pronunciarse a favor de él. ¡No he visto contradicción más tremenda!



Entonces, nosotros mismos -la Derecha- deterioramos nuestros principios. Porque, por supuesto, resulta diez veces más popular -¡no tengo dudas!- votar a favor de esta iniciativa.



Ahora, como a mí, a lo menos en materia de principios constitucionales, aquello no me afecta, no voy a votar a favor. Porque -y lo digo con el máximo respeto-, cuando uno empieza a jugar con la legalidad, sabe cuando comienza, pero no cuando para. Entones, se termina con la existencia de países absolutamente al margen de la ley.

El señor LAGOS.- ¡Como en el caso de Barrancones...!

El señor ESPINA.- Mi querido y distinguido amigo y Senador Lagos Weber, yo lo escuché con cariño y respeto. Le pido que actúe de la misma manera.



Señor Presidente, en cuanto al fondo de este proyecto, quiero señalar dos cosas.



Creo sinceramente que fue puesto en tabla para provocar un hecho político, no para resolver los problemas de la salud. Ello, por una razón muy simple, que voy a explicitar.



Para que la gente no se engañe, debo puntualizar que quienes votamos en contra de esta iniciativa no lo hacemos por creer que la situación de las isapres es la ideal o que no se requiere corregir los muchos abusos existentes. Nuestra decisión obedece a que ella es inconstitucional y a que en la Cámara de Diputados se está tratando un proyecto de nuestro Gobierno sobre la materia. Y si la Concertación hubiese tenido la buena voluntad que siempre exhibimos nosotros cuando éramos Oposición, habría esperado tres semanas -no le habría costado nada hacerlo- para recibir un texto emanado de un acuerdo político logrado en la otra rama del Congreso entre el Gobierno y la Oposición, que resuelve las discriminaciones basadas en los riesgos de las personas, sin caer en demagogia; regula las exclusiones y las prexistencias, las cuales se han prestado para muchos abusos; regla bastante mejor lo concerniente a las licencias médicas.



Entre paréntesis, quiero contarles que en nuestro país se gastan 800 millones de dólares en licencias médicas. De esta cifra, 250 millones corresponden a licencias fraudulentas. Y esa plata se la roban a los pobres, quienes más necesitan los recursos del Estado.



Todos los estudios elaborados a partir de los Gobiernos de la Concertación demuestran la existencia de licencias fraudulentas. Pero aquí no se quiere regular el sistema vigente, que se ha prestado para los mayores abusos. Y quienes pierden el dinero son los pobres.



Nadie se preocupa de decir que ese sistema debe ser riguroso, porque cada licencia que se entrega es platita que gasta Estado y porque el fraude perjudica a los más pobres.



El proyecto del Gobierno, que es el que nosotros vamos a aprobar sin complejos -por supuesto perfeccionándolo y corrigiéndolo-, aparte lo referido a las prexistencias, establece un fondo de compensación interisapres (nunca se había hecho eso en Chile); crea el Plan Garantizado de Salud; instaura el IPC de la salud, de tal manera que los planes no puedan subir arbitrariamente.



Es decir, aborda todas las materias, dentro de la legalidad, en forma adecuada y evitando los abusos que las isapres cometen contra las personas.



¡Porque hay abusos!



Y aprovecho de pedirles a los señores parlamentarios que creen que en esta materia existe lobby que suscribamos entre nosotros un compromiso en el sentido de no formular acusaciones al voleo, sino dar nombres, apellidos y pruebas.



Hubo parlamentarios que estuvieron presos -¡presos!- por acusaciones respecto de las cuales fueron declarados inocentes.



Entonces, ya tenemos el precedente de saber que disparar al voleo puede provocar un grave daño.



Yo solo solicito que cuando alguien acuse a otra persona diga su nombre y apellido y entregue las pruebas. Si no, solo se consigue un desprestigio generalizado.



Quiero señalar por último, señor Presidente, que en Chile el sistema de salud privado, por cierto, adolece de defectos. Pero también ha tenido enormes virtudes. Desde luego, tres millones de chilenos se atienden voluntariamente en él. A nadie lo obligan a estar en el sistema privado. Mediante encuestas, se les ha preguntado a esas personas cómo es el servicio que reciben, y han respondido que lo prefieren al del sistema público.



¿Significa eso que no hay abusos? No. Significa que, existiendo abusos, la gente elige en forma voluntaria el sistema privado porque otorga una atención mucho mejor que la del sistema público. Eso no lo discute nadie.



Debo agregar que, cuando el sistema público no puede atender a sus beneficiarios, lo correcto, a mi juicio, es que recurra al sistema privado. Y probablemente gracias a eso las 380 mil personas en lista de espera AUGE que recibió el Gobierno de Sebastián Piñera ya no se encuentran en tal situación (ello no implica que en otras enfermedades no haya listas de espera).



Cuando el sistema público no pueda atender a una persona, ¿qué le vamos a decir? ¿Que continúe dos años en lista de espera? Lo lógico es que, si el Estado tiene recursos, le exprese: “No la puedo recibir en un hospital público. Váyase a uno privado. Nosotros cubrimos el costo, porque lo que me importa es que a usted le otorguen la atención de salud que necesita”. Y a la gente le interesa bien poco si la atienden en un sistema público o en uno privado; lo que le importa es que lo hagan bien, con dignidad y oportunamente.



En consecuencia, no tengo ningún problema en decir que voy a votar en contra del proyecto en discusión, porque es inconstitucional y porque se está tramitando y aprobando en la Cámara de Diputados una iniciativa del Gobierno que cubre estas materias.



Si un proyecto es inconstitucional, aunque lo haya presentado la Alianza, el Gobierno, un parlamentario o quien sea, lo procedente es que uno lo vote como corresponde. Esa es la diferencia cuando uno respeta la Constitución y la ley.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me llama profundamente la atención el giro que está tomando la discusión -sobre todo en las últimas intervenciones-, en que ya poco se habla de los aspectos esenciales incluidos en este proyecto y se entra a un debate de forma, un debate constitucional, un debate que impide ver el fondo, un debate que no se hace cargo de la afirmación con que partió el Ministro Mañalich, en la primera sesión en que se trató esta iniciativa, en el sentido de que no le cabe ninguna duda de que el país entero -los usuarios, la sociedad, en fin- tienen una mala valoración del sistema privado de aseguramiento de la salud.



El Ministro de Salud reiteró hoy día que fue el propio Presidente Piñera, en el mensaje del año 2010, quien se comprometió a una profunda reforma en el sistema privado de salud, la cual no es en absoluto la anunciada en el proyecto que se halla en la Cámara.



Quisiera también consignar que he escuchado a uno de los propios autores de la iniciativa en debate, mi Honorable colega Rossi, manifestar una voluntad explícita en orden a refundir, eventualmente, ambos articulados. Lo anterior significa que uno de ellos puede esperar al otro, en el mismo trámite, para tal efecto.



Entonces, no sé cuál es el sentido del presente alegato y de llevar las cosas casi a una crisis institucional, pues la inmensa mayoría de los chilenos quiere modificar un sistema injusto, abusivo, con utilidades que no registra ninguna actividad económica, en ningún mercado, en la actualidad.



Por lo tanto, de lo que se trata es de ver cuáles son los aspectos que se complementan y cuáles son comunes en los dos textos. Y la verdad es que son escasos.



El indicador de precios en la salud es, tal vez, el más relevante de ellos. Pero lo que se dice poco es que, producto de la integración vertical existente, van a ser finalmente los mismos actores quienes los subirán: el valor de un hemograma, de una endoscopía, de cualquier examen, del día cama. Y eso determinará, en definitiva, que el instrumento no sea más que un eufemismo; no sea más que el gatopardismo que, muchas veces, predomina en numerosas discusiones donde las cosas terminan por quedar igual y no se logra el propósito que el propio Primer Mandatario ha expuesto en orden a llevar a cabo un cambio profundo en el ámbito de que se trata.



No deseo que en la salud se registre lo que ocurrió en educación durante el año recién pasado: el anuncio de grandes transformaciones y el que las cosas queden exactamente igual. Los vouchers se aplican de la misma manera. Hoy día, el Gobierno prefiere traspasar recursos a la salud privada y no invertir lo que se necesita en la compra de un ecógrafo, de muchos implementos que requiere el equipamiento de cualquier hospital público. Lo que estamos haciendo es debilitar a estos últimos establecimientos producto del sistema del voucher.



Creo que esta es una discusión de fondo que ya se ha iniciado, señor Presidente, y que no puede terminar sin la aprobación del proyecto, sin perjuicio, como lo han señalado -reitero- los propios autores, de que los articulados puedan complementarse en algún momento.



Pero insisto en que no sigamos con artilugios, con una discusión de forma, cuando lo que quiere la inmensa mayoría de los chilenos es un sistema de salud en el que las platas no públicas, las de cada uno de los cotizantes, sean utilizadas en la prevención, en la salud de cada afiliado, y no en la preocupación que hoy embarga a las isapres de cómo excluir, de cómo discriminar. Porque, por supuesto, con el proyecto de la Cámara van a seguir discriminando como en la actualidad.



Por todas estas razones, creo que es imprescindible que acojamos la iniciativa, sin perjuicio de la discusión que se dé, en el fondo, en el resto de la tramitación.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, voy a tratar de ser lo más breve posible, con la esperanza -no sé si remota o no- de que alcancemos a ver los proyectos que despenalizan la interrupción del embarazo, los cuales han concitado el interés público y también de la Sala, con toda razón. Estimo que es preciso resolver sobre ellos, porque en la vida se necesita tomar decisiones.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Al público asistente le pido tomar asiento. Si desea escuchar el debate, muy bien.



Solicito a los medios de comunicación cooperar un poco para que haya orden.



Si alguien prefiere estar de pie, le pido salir a los pasillos.



Les insisto a las personas en las tribunas que las que quieran quedarse tomen asiento. De lo contrario, pueden abandonar la Sala. Resulta conveniente que los invitados, a quienes estoy observando, no se hagan parte de acciones disruptivas.



Puede proseguir el señor Senador.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece que el tema de la inconstitucionalidad no amerita 30 segundos más. Si pasa a ser constitucional que el Congreso pueda arrogarse la facultad del número 6 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta -la disposición determina expresamente que la modificación de las normas sobre seguridad social, tanto del sector público como del privado, es de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario- y el precepto se transforma en letra muerta, quiere decir, simplemente, que la Ley Fundamental da lo mismo.



Afortunadamente, existe, más allá de las mayorías, un Tribunal que quizás se ha traducido en que no ocurran hoy muchas violaciones constitucionales que generaron o desembocaron en el rompimiento institucional y que no me cabe duda de que no dudará en resolver la inconstitucionalidad del articulado en debate.



Así que, como distinguidos parlamentarios han intervenido sobre ese punto, voy a abocarme a la cuestión política del mérito del proyecto.



Un señor Senador de la Concertación -fueron los primeros en usar de la palabra en el día de hoy- expuso que era bueno llevar a cabo una discusión de esta naturaleza, porque manteníamos discrepancias respecto del tema de fondo de la salud.



Otro expresó, más recientemente, que pretender la inconstitucionalidad o la falta de derecho de que el Congreso tuviera iniciativa en la materia significaba inhibir la función parlamentaria y generar un presidencialismo no acorde con los tiempos.



Deseo consignar, respecto de esas dos intervenciones, que todo tiene un límite. Y creo que la coherencia exige una explicación. El debate está bien. Por temperamento, me gusta discutir, reflexionar, más que nadie. Pero -¡momentito!- la pregunta que quiero hacer es por qué se registra ahora la controversia.



Porque quienes están presentando el proyecto fueron Gobierno -ese sector incluyó a Presidentes, Ministros, asesores de primer piso, de segundo piso, varios de ellos frente a mis ojos- y no vi ¡nunca!, por más que algunos pongan cara como de sorpresa, que, teniendo iniciativa, propusieran algo parecido.



Entonces, mi primera reflexión -repito- es por qué ello se plantea en estas circunstancias. Y permítanme Sus Señorías decirles que abrigo serias dudas acerca de la intencionalidad de fondo. Si no lo hicieron antes fue por darse cuenta de que para el mundo de la salud es fundamental un sistema tanto público como privado fuerte y de que cualquier norma que debilitara la institucionalidad de la salud privada iba a repercutir seriamente en la pública, con lo cual se iba a generar un perjuicio para el país. Porque creo que se actuó con la seriedad propia de la acción de gobernar.



Y algo mágico o perverso tiene el ser Gobierno u Oposición, al parecer, porque basta perder el Poder para que se registre otro tanto con la coherencia, la consistencia, el hilo conductor de los principios. Recordemos que la Oposición gobernó el 90 por ciento de los últimos 22 años y no presentó nunca -reitero- un proyecto de esta naturaleza.



Por lo tanto, dudo de la intencionalidad, no de las ideas, y de la forma en que se expone el asunto, ya que me asiste el convencimiento de que este se instala para generar un problema político y evitar una solución de fondo como la del Gobierno. En efecto, este último, a diferencia de los de la Concertación, lleva el 10 por ciento de tiempo y ya envió una iniciativa destinada a resolver las inequidades que, por cierto, van a existir siempre respecto de una institución privada de salud, pero -¡ojo!- fortaleciendo el sistema, no pretendiendo ahogarlo.



Porque ocurre algo raro: una gran cantidad de personas que hoy día se atienden en la salud pública aspiran a trasladarse a la salud privada. Y, generalmente, no es al revés. Pero algunos pretenden aquí generar un sistema en que se obligue, por la vía de los hechos, a traspasarse a la salud pública a quienes se hallan afiliados en la privada.



Me parece, entonces, que se observa una incoherencia de fondo, histórica, que de alguna manera exige una explicación más razonable que la de apelar simplemente a la sensibilidad propia de los problemas en este ámbito.



La segunda reflexión apunta en el mismo sentido, señor Presidente.



En relación con el artículo sobre las facultades del Congreso, no supe nunca que Secretarios de Estado -aquí se encuentran presentes ex titulares de Justicia, quienes podrían haber hecho algo en la materia- ni autoridad alguna propiciaran la modificación de lo que es de iniciativa exclusiva del Primer Mandatario.



Si hubiera visto al Senador señor Gómez, Ministro de Justicia en su momento -Su Señoría me hace algunos gestos que interpreto de participación en la reflexión-, exponer el asunto en la época e ingresar una reforma para modificar la norma constitucional respectiva, me habría parecido razonable. Pero tal medida brilló por su ausencia. Y no sé de ninguna enmienda presentada por la Concertación para restarle poderes al Jefe del Estado y dárselos al Congreso.

El señor ROSSI.- ¡Viene una ahora!

El señor COLOMA.- Probablemente es como lo expresa mi Honorable colega Rossi y que la próxima semana se concrete lo que no fueron capaces de hacer en veinte años.



Entonces, necesitamos coherencia, señor Presidente. Creo que la cuestión ha dado espacio para la demagogia. Y eso es lo que duele. ¿Por qué se pretende que se lleve a cabo en dos años lo que no se hizo en veinte? ¿Por qué se exige materializar en dos años lo que no se reclamó en veinte?



Temo que estos malos pensamientos hacen carne, por desgracia, en lo que hemos visto.



En forma adicional, respecto de la cuestión de fondo, me sorprende que, al final, lo que busque este conjunto de normas sea tornar inviable el sistema privado de salud y generar un solo gran sistema público, cuyo principal problema va a consistir precisamente, en el caso de los más pobres, a quienes corresponde hoy una cantidad de recursos de los cuales se descuenta la salud privada -porque el efecto es distinto-, en que se generará lo mismo pero con más “clientes”, de acuerdo con lo que un parlamentario señaló antes. Y eso le hace mal, a mi juicio, al mundo de la libertad -porque es preciso tenerla para elegir-, al de la medicina, al público y al privado.



Por tanto, pienso que aprobar un proyecto de esta índole va exactamente en contra de aquello a lo cual deberíamos aspirar, que es fortalecer estos derechos y la salud en todos sus ámbitos.



El mejor ejemplo de ello es que, entre otras cosas, aquí se busca bajar el precio de servicios como el de los planes cerrados. Con ello se obliga a subirlo siempre. Por eso, a este proyecto inconstitucional le agregamos el criterio contrario, ya que claramente le haría mal a Chile.



A la inversa, la iniciativa presentada por el Gobierno en la Cámara de Diputados, que se tramita paralelamente, tiende a corregir -estimo que con serenidad, con más talento, si bien el punto puede ser discutible- los problemas de la salud. Lo que se aprobaría acá los agravaría, y, probablemente, sin vuelta atrás.



En consecuencia, voto en contra.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende, para una moción de orden.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en vista de que ya empezaron a funcionar las Comisiones, solicito aplazar el pronunciamiento sobre el proyecto para mañana, sin discusión -lo hemos debatido ya en dos sesiones completas-, como primer punto del Orden del Día.

El señor PROKURICA.- Que se vote ahora.

El señor COLOMA.- Votemos ahora.

El señor GIRARDI (Presidente).- La señora Senadora tiene derecho a formular su petición.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, no iba a intervenir, pero el Senador señor Coloma tiene una capacidad...

El señor COLOMA.- ¡Motivante!

El señor LETELIER.-... motivante, por cierto.

El señor LAGOS.- ¡Estimulante...!

El señor LETELIER.- Su Señoría la califica de ese modo.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Incitante...!

El señor LETELIER.- La amnesia hace muy mal en política, señor Presidente. El no recordar ha llevado a que señores integrantes de las bancas de enfrente hagan suya -y también hasta en el Ejecutivo- una cierta letanía.



Quiero partir por exponer este punto. Cuando hacen referencia a los veinte años en que fuimos Gobierno, quiero traer a la memoria de algunos de ellos, por si lo han olvidado, que operaciones como la de los “carapintadas”, la del “ejercicio de enlace”, no fue algo que inventamos nosotros ni que ocurrió en forma previa al inicio de la transición.

El señor PROKURICA.- ¡Por favor!

El señor LETELIER.- Y un fenómeno como el de los Senadores designados duró hasta 2005, o sea, hasta hace siete años, habiendo colaborado probablemente el actual Ministro Secretario General de la Presidencia, en sus roles de entonces, incluso a que se terminara con esa institucionalidad.



Lo cierto es que los veinte años previos al Gobierno actual no transcurrieron en el país que hoy tenemos.



Lo que quiero decir, entre otras cosas, es que nunca antes se registró en esta Corporación una mayoría de las bancadas a las cuales pertenezco que permitiera impulsar iniciativas de estas características y con estos quórums.



Y los señores integrantes de las bancadas de enfrente, a quienes les gusta la amnesia, también olvidan los debates que han tenido lugar en el Congreso en estos años sobre un tema más profundo, relativo a la Constitución Política de la República, que genera una jerarquización de derechos que no compartimos el Senador que habla y la gran mayoría de quienes se encuentran a este lado de la Sala. Esa es la discusión de fondo del desencuentro constitucional existente.



Algunos estimamos que hay derechos interdependientes, horizontales en sus criterios -algo muy parecido a la Declaración Universal de Derechos Humanos-, y que no procede el constructo actual, donde algunos son más importantes que otros, los cuales quedan subordinados.



En el caso de nuestro ordenamiento público, consagrado en la Carta, media una sobrevaloración del principio de la propiedad, al cual se subordinan los derechos de la vida, de la salud, de la educación, del medio ambiente, de la previsión social.



Y este debate lo hemos llevado a cabo muchas veces.



Es falso lo que sostienen algunos en el sentido de que aquí se halla amenazado el mundo de la libertad. El problema radica en que no todos en la sociedad concurren en la misma forma al ejercicio de la libertad plena. En nuestro país, por desgracia, importa en qué cuna, en qué comuna y con qué sexo se nace para ver qué oportunidades se tendrán y qué derechos podrán ejercerse.



Ello se vincula con un concepto de derechos plasmados en la Carta Fundamental. Los colegas de enfrente, legítimamente, defienden tal jerarquía, que nosotros rechazamos.



Por eso, el proyecto en discusión va de la mano con una reforma constitucional precisamente en materia de salud. Porque estamos cansados de que la lógica del mercado determine el ejercicio de derechos fundamentales de los seres humanos. En la actualidad, la salud privada los violenta. Es discriminatoria. Y ello está a la vista.



Hoy, el Gobierno presentó una iniciativa en la Cámara de Diputados. La pregunta obvia es por qué, sabiendo el señor Ministro o los señores Ministros que se planteó en el Senado la moción que nos ocupa, no centraron aquí el debate; por qué no se atrevieron a discutir aquí su texto. Porque no tienen voluntad política para entrar en el debate de fondo. No están dispuestos, porque muchas veces estos proyectos vienen con letra chica.



Hay una visión distinta.



No es que queramos terminar con la salud privada. Buscamos imponerle cierta lógica de regulación en un Estado de Derecho democrático donde la jerarquía de la propiedad no esté por sobre los derechos a la salud.



Y en el modelo de isapres eso es lo que ocurre.



Existe integración vertical, como señalaron el Senador Escalona y varios otros; se da una mercantilización de la salud en todos los ámbitos, y, además, hay un grupo que tiene capturado al Estado en varias áreas. Y las utilidades percibidas, que en el último tiempo han sido de las más altas de su historia, sin duda están vinculadas al proceso de captura del Estado por parte de las isapres y sus clínicas.



Escuché a un distinguido colega de las bancas de enfrente manifestar que, si el sector público no resuelve los problemas, está bien que, con financiamiento fiscal, lo hagan las clínicas privadas. Claro, desde la perspectiva de un ciudadano, desde una visión individualista, eso suena razonable. Pero, desde el punto de vista del bien común, la pregunta es por qué el sector público no cuenta con los especialistas que requiere y no paga lo necesario a los que hay. Y ahí entramos en un debate un poco más complejo, que se relaciona con los incentivos para que tales profesionales trabajen para el bien público y no solo persiguiendo el interés particular.



Señor Presidente, aquí nadie quiere hacer inviable el sistema privado de salud. Pero tampoco deseamos uno desregulado o regulado de la manera como está hoy: con el dominio del principio de propiedad y del interés del mercado por sobre los intereses colectivos.



No repetiré lo que han señalado otros colegas acerca de los niveles de cobertura, de las tablas, de las preexistencias. Ese debate ya está planteado.



En todo caso, sí dejo consignado que el problema de fondo estriba en que aquí la jerarquía de valores incide en nuestra mirada sobre la jerarquía de derechos. Estas son las visiones que se confrontan en el Parlamento. Las bancas de enfrente han defendido sistemáticamente una jerarquía de derechos que atenta contra otros. Nosotros creemos que los derechos son integrales, interdependientes, y que el derecho a la salud es más importante que el de propiedad; que el derecho a la educación es más importante que el interés de un emprendedor por ganar plata con la educación; que los intereses colectivos son más importantes que las garantías constitucionales en el orden público económico que nos rige.



Ese es el debate de fondo.



Me habría encantado -no es un crítica- que el Ministro de Salud estuviera en la Sala solo para que contestara por qué no remitió al Senado el proyecto que mencionó, en circunstancias de que la iniciativa que nos ocupa ingresó primero al debate y de que se le contó que ella se iba a presentar. De hecho, se socializó con él tal propuesta legislativa. ¿Por qué no tuvo la voluntad de llevar adelante la discusión acá? No tengo la menor duda de que se trató de una decisión política.



¿Por qué no se legisló sobre esta materia en los años anteriores? Porque no se contaba con los votos. Ahora están los votos. Pero vemos que la Derecha, el Gobierno del Presidente Piñera, no quiere debatir aquí, donde es minoría, este proyecto de largo alcance.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, quiero hacer efectivo el derecho a réplica.



He sido aludido directamente por la Senadora Isabel Allende, quien dijo que yo no sé lo que es la solidaridad, que no sé lo que es la auténtica libertad, que esa palabra yo no la comprendo.



Tales expresiones efectivamente son ofensivas. Yo sé que las ofensas tienen mucho que ver con la sensibilidad de la persona a quien se dirige el adjetivo. Por eso, que me señalen que no sé lo que es la solidaridad para mí es lo mismo que si me dijeran que soy mezquino, egoísta, indiferente sobre la suerte de los demás; que no pienso más que en mí y en mis intereses; que, en definitiva, soy una persona que vive y funciona de mala fe; que soy un antisocial.



Eso es mucho decir simplemente para refutar lo que expuse en mi intervención, en la cual traté de fundamentar mi posición de rechazo a un proyecto que es inconstitucional.



Ahora bien, yo quisiera que la Senadora Allende se ocupara precisamente del hospital de su Región, donde había, al asumir el Gobierno don Sebastián Piñera, 17 mil personas en las listas de espera AUGE -¡17 mil!-, y existía una carencia importante de especialistas,...

La señora ALLENDE.- ¡Existe esa carencia!

El señor LARRAÍN (don Carlos).-... quienes, aun cuando recibieron...

La señora ALLENDE.- ¡Carencia de años!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Ahora están.

La señora ALLENDE.- ¡De años!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- No estaban antes. 



Y en ese entonces nadie hizo nada, ni siquiera lo elemental: pedirles a los profesionales que habían gozado del beneficio de becarse en el extranjero para profundizar en sus especialidades que volvieran a trabajar en la Región, o al menos hacer efectivos los documentos de respaldo que estaban obligados a suscribir. 



Un 36 por ciento de los especialistas becados de esa Región no regresó a ella. Eso ocurría en tiempos en que la Concertación se encontraba en el Gobierno y tenía mayoría fluctuante en ambas Cámaras. 



En definitiva, se observaba allí una indiferencia muy grande. 



Pese a ello, yo no me atrevería a decir que la Senadora no fuera solidaria. Yo creo que sí lo es. En todo caso, la idea de solidaridad y de generosidad no es patrimonio del Partido Socialista. Otras personas también actuamos echando mano a esos resortes profundos de la personalidad. 



Pido que eso sea tenido en cuenta.



Si se quiere apoyar un proyecto, que se entreguen las razones para ello. Pero no existe ninguna necesidad de descalificar a quien se tiene al frente, declarándolo como una especie de enemigo de la humanidad.



Es todo cuanto deseo hacer presente.



Muchas gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, había pedido intervenir para fundar mi voto, pero entiendo que la votación quedó aplazada.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Efectivamente, Senador señor Zaldívar, se aplazó la votación. Pero también se acordó dar la palabra a quienes estaban inscritos, para que solo se vote la próxima vez en que se vea el proyecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Muy bien.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no pensaba hablar sobre esta materia porque estoy de acuerdo con ella: participo de muchos de los planteamientos formulados por los representantes de la Concertación; conocí la perspectiva de los partidos de la Alianza, que al parecer comparten los mismos principios de esta iniciativa, y escuché al señor Ministro decir que el texto en discusión resulta positivo para avanzar en una reforma al sistema privado de salud y corregir los muchos errores que tiene.



Ahora bien, lo que me provocó pedir la palabra fue la intervención del Senador Coloma.

El señor LAGOS.- ¡A todos nos provocó!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Me parecía estar oyendo a fray Juan Antonio Coloma. El Presidente de la República en los últimos días nos ha pretendido traer a la memoria la doctrina acerca de la maldad del alma. Ahora el señor Senador la plantea acá, como si nosotros estuviéramos impulsando este proyecto ¡porque buscamos la maldad, porque somos populistas, porque queremos provocarle problemas al Gobierno!



A mi juicio, está totalmente equivocado.



Lo que la iniciativa persigue es precisamente lo que el Ejecutivo también quiere hacer, como se colige de la presentación en la Cámara de Diputados de un proyecto gubernamental en el mismo sentido del que nos ocupa,...

El señor COLOMA.- Es muy distinto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).-... el cual fue formulado por Senadores tanto de la Alianza como de la Concertación. Por lo mismo, la crítica que se hace también recae sobre el Senador de Gobierno que suscribió la moción. 



Y hay otro tema.



Se nos dice que no podemos presentar iniciativas porque no hicimos nada al respecto durante 20 años. En efecto, no formulamos proyectos en esta materia, pero sí, en muchos otros asuntos. ¡Gobernamos durante 20 años, y ahí están las obras que se hicieron! 



Según el criterio del señor Senador, si en el período en que estuvimos en el poder no legislamos en determinados ámbitos -le recuerdo que nos mantuvieron callados también por 20 años, en una etapa en que no pudimos decir nada-, le corresponderá solo al actual sector gobernante la iniciativa legislativa. ¡No! ¡Nosotros vamos a presentar todas las mociones que sean necesarias! Porque los países tienen una evolución, que nos obliga a buscar soluciones a los problemas. 



Entonces, le pido al Senador Coloma que no exagere. Es un hombre inteligente, pero se pasa al extremo. Y su intervención carece de fundamento: en vez de caernos a nosotros su crítica, afecta también a su propio sector y a su propio Gobierno. 



El proyecto que estamos analizando es bueno, y también lo es el del Ejecutivo. En esencia, ambos coinciden en los mismos objetivos. 



¿Qué ha sostenido el Gobierno en este punto? Que esperemos la llegada de la iniciativa que tramita la Cámara de Diputados. Tal petición es perfectamente legítima, pero no hay para qué caer en descalificaciones. 



El Senado ya dio tramitación al proyecto que nos ocupa. Y con toda franqueza, pienso que este tiene problemas de constitucionalidad. Así lo hice ver a los colegas que han defendido su trámite. 



En todo caso, hay que reconocer que durante la discusión en la Sala el señor Ministro -no lo escuché en la Comisión, a lo mejor ahí sí lo dijo- no reclamó la inconstitucionalidad.

El señor PROKURICA.- ¡Lo hizo!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y se produjo una situación de hecho.



Ahora bien, existen varias oportunidades para hacer presente la inconstitucionalidad.



Se planteó aquí, en la Sala, durante la discusión de la idea de legislar. 



El artículo 118 del Reglamento dispone que el parlamentario también puede reclamarla cuando el proyecto se analice en la Comisión. 



Y si el Senado o la Cámara de Diputados, por mayoría, rechaza la inconstitucionalidad planteada, todavía queda el recurso ante el Tribunal Constitucional.



En definitiva, se aplazó la votación. En todo caso, hoy no habría podido pronunciarme porque estoy pareado con el Senador Novoa. 



A mi juicio, lo importante es que legislemos sobre una materia que el país espera: la reforma al sistema privado de salud, para contar con un buen modelo, que proteja los derechos de la gente.



Por eso, cuando llegue el momento de votar, lo haré a favor siempre que el texto propuesto sea constitucional. 



Muchas gracias. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Restan por intervenir los Senadores señores García-Huidobro y Lagos. 



Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacerle una precisión al Senador Zaldívar: hoy yo escuché claramente al señor Ministro de Salud plantear que este proyecto presenta problemas de constitucionalidad.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡La materia se empezó a discutir la semana pasada! 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Comparto con Su Señoría que en la semana pasada no oí al Secretario de Estado referirse al punto. Pero ahora sí, y con claridad.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡La cuestión de constitucionalidad la vimos en la sesión pasada!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Lo importante es que el señor Ministro ha estado trabajando con la Oposición en la iniciativa que se encuentra en la Cámara de Diputados. Resulta esencial avanzar en ese debate, que es constitucional. 



Aquí se inició una discusión sobre un asunto respecto del cual, en mi opinión, debió haberse pedido una sesión especial. Ahí se podrían haber compartido las distintas apreciaciones. Pero ello se ha hecho durante el debate en general de un proyecto que adolece de inconstitucionalidad. 



Como bien dijo el Senador Espina, no tenemos atribuciones para formular una serie de propuestas, como las contenidas en la iniciativa en estudio. Al plantearlas, sin duda se violenta el juramento o la promesa que hicimos de respetar la Constitución y las leyes. 



En ese sentido, creo que se está sentando un pésimo precedente. 



¡Es como si nosotros hoy día presentáramos un proyecto para derogar impuestos! Carecemos de iniciativa para ello. Pero imaginen que lo hacemos y que, por una mayoría circunstancial o porque así lo resuelve la Mesa, se declara constitucional y comienza su tramitación. 



La verdad es que estamos haciéndole un flaco favor a nuestra institucionalidad democrática. Lo anterior es una muestra de poco respeto hacia ella. Ejemplos similares del pasado en que se ha sobrepasado la institucionalidad deben servirnos para aprender. 



En ese sentido, señor Presidente, valoro esta oportunidad para conversar y compartir, pero no estoy de acuerdo con la presentación de una iniciativa abiertamente inconstitucional.



Por otro lado, señor Presidente, pese a la sana intención del proyecto, me preocupan sus efectos. ¿Quién no va a querer que bajen los precios de los planes y que pueda acceder el máximo de personas a un sistema de salud de mejor calidad? Sin embargo, con el texto propuesto advierto que quedará -si es que queda- un pequeño grupo, los que disponen de recursos, en condiciones de pagar por dichos planes, resultando impedida la inmensa mayoría de la clase media, que no podrá soportar tales costos.



Así, endosaremos esa atención, teóricamente, al sistema público de salud, que por Dios que está haciendo esfuerzos para solucionar los problemas de la modalidad AUGE y, también, para acabar con las listas no AUGE, que constituye nuestro próximo y gran desafío. 



Por lo tanto, llamo la atención a mis colegas: tenemos que ser muy serios en esto. 



Si se hubieran querido presentar propuestas constitucionales en esta materia, abiertamente se podrían haber hecho. ¿Por qué no se formularon? Valoro lo dicho por el Senador Coloma: “¿Por qué esta iniciativa no se presentó antes?”. No existe el ánimo de mejorar. 



Y nuestro Gobierno sí envió un proyecto, para avanzar con acuerdos en mejorar la justicia del sistema de isapres y el ingreso a este, a fin de que el mayor número de personas pueda acceder a él. 



Nadie afirma que tal sistema es perfecto, ni mucho menos. Pero tengamos mucha prudencia y cuidado: no vaya a ser que “los cuidados del sacristán terminen matando al señor cura”, como dice el conocido refrán. 



Todos han manifestado que se deben proteger los sistemas de salud, público y privado. ¡Obviamente hay que hacerlo! Lo importante es avanzar en la búsqueda de acuerdos. Creo que la confrontación no conduce a lo que el país espera de nosotros.



Igual cosa sucede con el sistema educacional: todos queremos el máximo posible de becas; educación preescolar para los niños; lo mejor para nuestros hijos y para la gente que más lo necesita, que son los más pobres. No pretendemos, como han dicho algunos, que tengan asegurados ciertos derechos quienes nacen en determinada cuna. Esos derechos los queremos garantizados por el hecho de nacer en Chile. 



¡Eso es lo que desea nuestro Gobierno! ¡Eso es lo que inspira al Presidente Piñera! 



En ese sentido, hago un llamado a compartir más democráticamente y a entender que todos aspiramos al bien de Chile. 



Continuar en una espiral de presentaciones de proyectos inadmisibles torpedeará lo que el pueblo resolvió de forma democrática: entregarle el mando de la nación al Presidente Piñera para que lleve adelante su programa de Gobierno. ¡Ese programa lo aprobó el pueblo! 



Debemos seguir adelante y de la mejor manera posible, igual como lo hicimos cuando éramos Oposición. Nosotros trabajamos con ustedes por 20 años para mejorar la calidad de vida en este país. Queríamos el desarrollo de Chile. Ahora buscamos lo mismo, pero en un ambiente distinto.



Respetemos la institucionalidad, y respetémonos en cuanto a los roles de cada uno. 



En ese sentido, señor Presidente, anuncio mi voto negativo a esta iniciativa, por la forma como se presentó. Y espero que, en definitiva, el proyecto que viene de la Cámara de Diputados suscite el mayor acuerdo en el Senado y sea aprobado.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Después del siguiente orador intervendrá el Honorable señor Gómez, quien, de acuerdo con el Reglamento, pidió ejercer su derecho a réplica.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, comparto los lineamientos generales y los objetivos a los cuales apunta el texto en debate. Creo que hace sentido con lo que piensan muchos compatriotas respecto a la forma en que opera el sistema privado de salud.



En todo caso, lo que me motivó a hablar fue la intervención del Senador Coloma. Y lo hago, porque también debemos hacernos cargo de lo que se dice al recordar el pasado permanentemente. Entonces, es inevitable que uno reflexione: “Bueno, me dice que no hice algo en 20 años”. Y yo internamente me pregunto: “¿Cuál fue nuestra obra durante esa cantidad de años? Tal vez tenga razón. ¿No hicimos nada en ese lapso?”. 



Y luego me digo: “¿Y servirá de algo decir eso? ¿Servirá el responder qué se ha hecho ahora?”.



No quería expresar que esta discusión me parece bien pobre. Pero, sin ánimo de ofender a nadie, voy a recordar una frase señera del actual Jefe del Estado, que lo perseguirá hasta el final de su mandato.
Tras veinte días de haberse terciado la banda presidencial, el señor Piñera manifestó lo siguiente: “A ratos siento que en 20 días hemos hecho más que otros en 20 años”.



Dado que ha obtenido un magro 32 por ciento de aprobación y un 65 de rechazo -¡él solito!, porque el resto le corresponde a las demás autoridades-, indudablemente, esa frase no ayudó a su Gobierno ni a generar el clima que se requería, en especial para todo lo relativo a la reconstrucción. No se logró ese ambiente. 



Y hoy día, ante el drama que vive Punta Arenas a causa de la inundación, una autoridad que fue colega nuestra -la entonces Senadora Matthei, actual Ministra del Trabajo, expresa: “Lo que ocurrió en Punta Arenas es responsabilidad de los Gobiernos de la Concertación, que en 20 años no hicieron nada, porque no cambiaron los puentes”.



Debo decir al Ejecutivo: “Está haciéndolo muy bien para generar el clima que el Ministro Larroulet busca permanentemente en el Senado, cual es crear la empatía necesaria para conciliar acuerdos”.



Cabe recordar también que algunos de los presentes llevan 20 años aquí como Senadores. Otros al menos pasaron antes por la Cámara de Diputados. Pues bien, a esos colegas que señalan que no hicimos nada en 20 años, les consulto: ¿Y qué hicieron ustedes en esos 20 años? ¿No legislaron sobre nada; estuvieron marcando el paso durante todo ese tiempo?  

El señor ESPINA.- ¿Y los de la Concertación?

El señor LAGOS.- No tengo problema en reconocer que son muchos, de uno y otro lado. 



Pero -repito- a aquellos que claman que no se hizo nada en 20 años, les reitero la pregunta: ¿qué hicieron en 20 años? ¡Marcaron el paso, cobraron la dieta y las asignaciones!



Además, hago presente al Senador Coloma -por su intermedio, señor Presidente- que esa frase saca a colación cosas que no son sanas. Por ejemplo, ¿qué pasó hace dos décadas? Recuerdo que muchos llegaron bien achunchados acá -así me explicaba un pariente-, con los Senadores designados (se ubicaron atrás, debajo de esa tarima del medio), que eran ex oficiales de las Fuerzas Armadas y de Carabineros. ¡Inventaron lo que fuera! Y nosotros tuvimos que hacernos cargo sin llorar.



Nunca escuché a los ex Mandatarios Aylwin, Frei, Lagos ni Bachelet sostener: “Esto lo heredamos de la dictadura” o “Esto es culpa de los Senadores señores Carlos Larraín o Novoa”. Este  último sirvió en el Gobierno militar. ¡No, no lo dijeron! Y hubo que enfrentar -como hoy muy bien indicó, creo, el Senador Letelier- el ejercicio de enlace, el boinazo, los “pinocheques” -¿se acuerdan?- y mirar hacia el cielo.



¡Hicimos frente a todo eso! Y después, ¿qué tuvimos?



Ahora enrostran que hay amnesia y que no existe voluntad.



Finalmente, deseo responder al Senador Carlos Larraín, señor Presidente. 



En mi opinión, el colega conoce el concepto “solidaridad”. Porque él solidariza con todas las cosas horrendas que acontecieron en Chile; no le he escuchado ni una palabra que no sean generalidades. Y no he oído de parte de los integrantes de las bancadas de enfrente -con honrosas excepciones- ni un mea culpa real como el siguiente: “Eso fue atroz”. 



No pretendo hablar de derechos humanos, ni del General Pinochet ni de sus cuentas en dólares en el extranjero bajo el nombre de Daniel López. 



Parece que, según el Senador Carlos Larraín, ser solidario consiste en ¡no decir nada!



Y la guinda de la torta de la solidaridad de casi todos los miembros de las bancas oficialistas, salvo también honrosas excepciones, fue lo acontecido respecto al alcalde Labbé a propósito de su homenaje al ex oficial señor Krassnoff. Y como tal vez los jóvenes no saben quién fue este militar, les informo que por mano propia asesinó y degolló a mujeres embarazadas en Chile. ¿Y cómo actúa la Derecha? Le “presta ropa” a ese jefe comunal para que sea electo nuevamente.



¡Eso es solidarizar! Y no me cabe duda de que el Senador Carlos Larraín sabe lo que significa.



Aquí nos referíamos a otra cosa.



Puede que el proyecto que nos ocupa tenga vicios de constitucionalidad -se resolverá en su momento-, pero no es menos cierto que el Gobierno envió al Parlamento otro igual, o muy parecido, con posterioridad.



Por último, quiero resaltar que los autores de la moción fueron no solamente colegas de la Concertación, sino también el Senador Chahuán, quien tuvo la valentía de poner su firma en ella.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Por sentirse aludido ha solicitado la palabra, de acuerdo al Reglamento, el Honorable señor Gómez.



Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo haré una precisión, porque aquí se mencionaron ciertas situaciones de inconstitucionalidad que son debatibles y tendrá que haber un proceso institucional. Para eso está el Tribunal Constitucional. Imagino que ya se anunció que se recurrirá a esa instancia, donde se determinará si las normas de que se trata son o no son constitucionales.



Lo que me preocupa es que se diga que estamos al borde de ser una República bananera y que existe la posibilidad de que se genere una crisis institucional. ¡Esta es la teoría del terror! Porque, en verdad, desde hace tiempo muchos hemos sostenido que la actual Constitución ya no da para más; que es necesario elaborar otra nueva que establezca un criterio distinto desde el punto de vista de la representación política.



En efecto, la representatividad que hoy día tenemos se encuentra disminuida. Y esto no lo decimos nosotros, sino la ciudadanía. Por lo tanto, es necesario introducir cambios profundos en la Carta Fundamental.



Yo he intervenido en diversas ocasiones manifestando que este sistema presidencialista y “reinado” debe corregirse. De hecho, otro Senador -el Honorable señor Espina- afirmó algo similar: que ha suscrito un acuerdo, o al menos su Partido, con la Democracia Cristiana para modificar el régimen presidencial.



O sea, no estoy diciendo nada que no se haya discutido -imagino- en las comisiones políticas de la colectividad del colega y de la Democracia Cristiana, pues se trata de un tema ideológico y nuestra responsabilidad es debatirlo.



Según las bancadas del frente, el texto en discusión es inconstitucional. Cabe recordar que cuando tratamos el proyecto del posnatal nosotros expresamos que teníamos facultades para efectuar cierta modificación. Los Senadores de Gobierno adujeron que no. Recurrieron al Tribunal Constitucional; este les dio la razón y la ley se promulgó como ellos determinaron.



Entonces, no veo cuál es la crisis que puede producir el hecho de que aquí se debata sobre este tema.

El señor ESPINA.- Su Señoría sabe que el proyecto es inconstitucional.

El señor GÓMEZ.- Yo estoy hablando del debate. 



No vislumbro por qué, si se cuestiona alguna norma y existe un estamento constitucional para resolver el asunto, hay diferencia. Entiendo que ayer se votó si la iniciativa es inconstitucional o no. Y la Sala consideró que es constitucional. ¿Y quién debe resolver finalmente? El Tribunal Constitucional.



Sin embargo, el debate es relevante y no hay que tirarlo por la borda.



Entonces, yo les pido a los colegas -estaba viendo la historia, porque es interesante- que no se transformen en catones. Porque los catones son censores severos acerca de las cosas que se pueden analizar o no, y creen tener la razón. Pero esta no siempre se halla en un solo lado, sino que es discutible. Es necesario debatir todas las materias y en particular las que afectan a la sociedad en su conjunto.



Por eso, no hay que ponerse nerviosos. Yo realmente creo que la Constitución debe modificarse. No da para más desde la perspectiva de la representación, del sistema político. 



Resulta imprescindible introducirle cambios. Y hemos de realizar ese debate. Habrá acuerdos o desacuerdos, pero no podemos seguir ocultándonos detrás del texto en vigor. Porque la arquitectura de esta Constitución es precisamente para evitar el debate; la arquitectura de esta Constitución es para impedir los cambios profundos que la sociedad está exigiendo; la arquitectura de esta Constitución da mayorías.



Y el Senador Coloma -no sé dónde está-...

El señor COLOMA.- ¡Aquí, oyéndolo con pasión...!

El señor GÓMEZ.-... dice que nosotros nunca presentamos proyectos. La verdad es que lo intentamos. Y aquí hay varios, como los Senadores Espina, Coloma,...

El señor COLOMA.- ¿Para cambiar la Constitución?

El señor GÓMEZ.- ¡Por supuesto! Todos los acuerdos políticos que hubo para cambiar la Carta Fundamental fueron alcanzados en la medida de lo posible. 

El señor COLOMA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor GÓMEZ.- Cuando termine, Honorable colega.



Y en esa medida de lo posible era indispensable hacer enmiendas dentro de las factibilidades de ese minuto. Pero hoy en día la sociedad cambió. Por eso postulamos que deben debatirse los temas y ojalá vayamos al fondo, que es la reforma constitucional, para realizar las modificaciones necesarias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El señor Ministro ha pedido la palabra.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- El Orden del Día se acabó. Solo restan 3 minutos y medio de sesión.



Sugiero que, por unanimidad, acordemos dar la palabra al señor Ministro.



Así se acuerda.



Tiene la palabra el Señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, se ha preguntado por qué el Ejecutivo envió un proyecto sobre esta materia a la Cámara de Diputados -quiero advertir que el señor Ministro de Salud no se halla presente en la Sala precisamente porque se encuentra en esa rama legislativa, participando en su discusión-, y la razón es muy directa y simple: la iniciativa del Senado -como se ha dicho repetidamente y ha sido reconocido por Senadores de la Concertación- es inconstitucional. En consecuencia, dada su naturaleza, requiere patrocinio del Presidente de la República. Por ese motivo, El Ejecutivo elaboró ese otro proyecto que hoy día está siendo tramitado en la Cámara Baja.



En segundo lugar, la iniciativa del Senado no es buena. Y lo quiero ilustrar con un solo ejemplo: afecta gravemente una de las características fundamentales del sistema de seguridad social en salud de las isapres: los planes cerrados que, en su gran mayoría, son los que benefician a trabajadores de clase media, ya que permiten que el cobro o lo que hay que pagar por ellos sea inferior. Sin embargo, el proyecto que se acaba de discutir daña directamente la existencia de dichos planes cerrados.



En consecuencia, primero, esta iniciativa es inconstitucional; segundo, no es buena y, tercero -recojo al respecto algunos planteamientos hechos-, efectivamente el Gobierno cree que en esta materia hay que buscar consensos.



¿Y qué ocurrió? En una comisión técnica, logramos unanimidad en un texto que trabajamos posteriormente; y, luego, con parlamentarios de distintos partidos políticos logramos unanimidad en la Cámara de Diputados. Y hoy día se está analizando el articulado que esperamos traer al Senado a la brevedad para mejorar el sistema de salud privado.

)---------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa las siguientes comunicaciones:



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que informa que en sesión del día de hoy ha elegido como su Presidente al Honorable señor Hernán Larraín.



De la Comisión de Hacienda, con la que comunica que en sesión del día 13 de marzo ha elegido como su Presidente al Senador señor José García.



Y de la Comisión de Salud, con la que da cuenta de que en sesión del día de hoy ha elegido como su Presidente al Honorable señor Gonzalo Uriarte.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se toma conocimiento.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



A la señora Ministra de Medio Ambiente, solicitándole considerar diversos antecedentes en PROCESO DE EVALUACIÓN AMBIENTAL DE PROYECTO “OPTIMIZACIÓN PROYECTO CERRO CASALE”(Tercera Región); y a la señora Superintendenta de Seguridad Social, requiriéndole estadísticas sobre TASA DE ACCIDENTABILIDAD EN TRABAJOS EN ALTURA, ESPECIALMENTE EN ACTIVIDADES MINERAS.



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y al señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, referente a APLAZAMIENTO DE PAGO DE IMPUESTO AL VALOR AGREGADO CORRESPONDIENTE A FEBRERO EN REGIÓN DE MAGALLANES.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, preguntándole sobre FISCALIZACIÓN O MEDICIÓN POR ARMADA DE IMPACTOS DE ACTIVIDAD DE CENTRALES TERMOELÉCTRICAS EN CALETA LO ROJAS (comuna de Coronel). Al señor Ministro de Educación, requiriéndole antecedentes sobre INTOXICACIÓN EN COLEGIOS DE LA PINTANA, PUENTE ALTO Y EL BOSQUE TRAS CONSUMO DE ALIMENTOS DE JUNAEB. Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole informe en cuanto a SITUACIÓN DE RUTA DE LA MADERA EN REGIÓN DEL BIOBÍO ANTE RETORNO DE  SU ADMINISTRACIÓN AL ESTADO. Al señor Ministro de Salud, a fin de que se informe sobre MEDIDAS RESPECTO DE EMPRESA SOJS, PROVEEDORA DE ALIMENTOS CAUSANTES DE INTOXICACIÓN EN ESCOLARES. Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para que se proporcionen antecedentes acerca de PLANES REGULADORES DE CORONEL Y DE GRAN CONCEPCIÓN, Y DE DEFINICIÓN DE ZONA PERIURBANA COMO ZONA INTERMEDIA. Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de que se informe respecto de SITUACIÓN DE BIOTRÉN, REGIÓN DE BIOBÍO. A la señora Ministra del Medio Ambiente, solicitándole informar sobre RESULTADOS DE FISCALIZACIÓN A OBRAS DE CENTRAL BOCAMINA II, EN COMUNA DE CORONEL, Y PROCEDIMIENTO FIJADO POR SEREMI DE MEDIO AMBIENTE DEL BIOBÍO PARA SEGUIMIENTO A MARCHA BLANCA DE DICHA CENTRAL. Al señor Contralor General de la República, para que remita copia de SEGUIMIENTO A INFORME DE AUDITORÍA DE JUNAEB DURANTE 2010 CON RELACIÓN A IRREGULARIDADES EN ENTREGA DE BECAS PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y RETTIG. Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y al señor Intendente de Biobío, con el objeto de solicitar información respecto de estudios sobre POSIBILIDAD DE CONVERTIR EN REGIÓN A PROVINCIA DE ÑUBLE. Al señor Director Nacional de SERNAPESCA, a fin de que entregue antecedentes relativos a EVENTUALES IMPACTOS DE CENTRALES TERMOELÉCTRICAS EN CALETA LO ROJAS, COMUNA DE CORONEL, EN ESPECIAL RESPECTO DE RECOLECCIÓN DE ALGAS. Al señor Director Nacional de SERNATUR, para que entregue detalles relativa a POTENCIALIDADES TURÍSTICAS DE ISLA SANTA MARÍA E INVERSIONES GUBERNAMENTALES FUTURAS EN ELLA. Al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el propósito de que dé información acerca de PAGO DE IMPUESTO TERRITORIAL EN COMUNAS LLAMADAS “FORESTALES”, EN ESPECIAL EN REGIONES DEL MAULE, DEL BIOBÍO Y DE LA ARAUCANÍA. Al señor Director Ejecutivo de CONAF, para que remita información sobre SUPERFICIE FORESTAL DE CADA REGIÓN DEL PAÍS; NÚMERO Y OTROS DATOS CORRESPONDIENTES A BRIGADAS FORESTALES DEPENDIENTES DE LA CORPORACIÓN, y CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE CERTIFICACIÓN FORESTAL SUSCRITO CON FOREST STEWARDSHIP COUNCIL. Y al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, pidiéndole indicar “COMUNAS FORESTALES” CON INGRESOS POR PAGO DE IMPUESTO TERRITORIAL.

)---------------(


--Se levantó la sesión a las 19:59.









Manuel Ocaña Vergara,
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

(7616-06)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7616-06.
“LEY DE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y DE PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS

TÍTULO I

Normas Generales


Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención de conflictos de interés.


Para el debido cumplimiento del principio de probidad, el Presidente de la República, los ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que determine esta ley,  deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que se señalan.


Así también, esta ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública y establecerá en qué situaciones calificadas, se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes.


Artículo 2°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad en la función pública.


El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.


Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determine esta ley.


Artículo 3°.- Todo funcionario público deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.


Cualquiera persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.

TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

Párrafo 1°

Del contenido de la declaración de intereses y patrimonio


Artículo 4°.-  El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Consejo Nacional de Televisión, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378, los integrantes del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, los defensores locales, los alcaldes, concejales y consejeros regionales deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio.


Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente en grado, y también sobre los funcionarios de la planta de fiscalizadores, en este último  caso independientemente de su grado.



Deberán también efectuar una declaración de intereses y patrimonio aquellas personas que la ley califique como agentes públicos y aquellas contratadas sobre la base de honorarios para prestar servicios de asesoría a la Presidencia, a los ministros y a los subsecretarios, cuando reciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio anual de la recibida por un funcionario que se desempeñe en el nivel de jefe de división, incluidas las asignaciones que correspondan. Mediante resolución del jefe superior del servicio respectivo, se individualizarán los asesores que se encuentren en esta calidad.


Asimismo, deberán efectuar dicha declaración los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y, en general, todos aquellos directores o miembros del consejo superior o consejo de administración de las empresas estatales.


La Contraloría General de la República podrá exigir, por orden singular, a cualquier funcionario, que efectúe una declaración de  intereses y patrimonio en los términos de esta ley, cuando así sea necesario en el contexto de una auditoría o investigación administrativa que esté llevando a cabo. En tal caso, el funcionario deberá efectuar su declaración   dentro de los treinta días siguientes al requerimiento del órgano contralor.


Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de asunción del cargo.


Además deberá actualizarse cada dos años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.


La declaración de intereses y patrimonio actualizada o modificada, deberá mantener la información incluida en la anterior y contener los hechos que motivaron su actualización.


Un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio, su actualización y modificaciones, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley.


Para estos efectos, se entenderá por hecho relevante toda modificación significativa en la conformación y valor del patrimonio efectivo del funcionario o autoridad declarante, mediante la cual se adquieran activos o se contraten pasivos, equivalentes a un 20% o más del patrimonio anteriormente declarado. Tendrá también el carácter de hecho relevante, la adquisición de toda nueva participación societaria, el nombramiento como director de una sociedad, corporación o fundación, y la celebración de contratos con el Estado o sus organismos.


Artículo 6°.-  La declaración de intereses y  patrimonio y sus actualizaciones, se publicarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su propio sitio, el que deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.


La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.


Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge del declarante, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.


Artículo 8°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:


a.- Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, no remuneradas, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.


En todo caso, la declaración deberá incluir las actividades señaladas precedentemente, realizadas durante los doce meses anteriores a la fecha de asunción en el cargo.


b.- Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos que se tengan en calidad de usufructuario, indicándose los datos necesarios para su debida valorización y singularización.


c.- Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves indicando su tasación y los datos para su debida singularización. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.


d.- Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización, incluyéndose en cuanto resulten aplicables, las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando dichas acciones o derechos no se transen en el mercado y el valor de éstos estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras de este artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo a este artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos, a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.


e.- Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.


f.- Cuando los derechos o acciones de que sea titular la autoridad o funcionario declarante  –conforme a lo que se señala en las letras d.- y e.- precedentes- le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella, en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, y los derechos, acciones y valores a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- anteriores y que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente, según corresponda.


g.- Si en las comunidades, sociedades o empresas a que se refiere la letra f.- precedente, la autoridad o funcionario tiene la calidad de controlador o influye decisivamente en su administración o gestión, según la ya referida definición de la Ley de Mercado de Valores, también deberán incluirse en la respectiva declaración los bienes a que se refieren las letras b.-, d.- y e.- que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas.


Asimismo, se deberán declarar los bienes señalados en las letras b.-, d.- y e.- anteriores de todas las comunidades, sociedades o empresas que son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por las comunidades, sociedades o empresas que, a su vez, son controladas o influidas decisivamente en su administración o gestión, por la autoridad o funcionario declarante.


h.- Cuando los hijos menores del declarante, sujetos a su patria potestad, participen en conjunto con éste en las comunidades, empresas o sociedades referidas precedentemente, deberán también declararse los bienes que les pertenezcan en ellas, de los señalados en los literales d.-, e.-,f.- y g.-. 


i.- Contratos de mandato de administración de activos, con indicación de los siguientes antecedentes: individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de el o los contratos, según corresponda; notaría pública o consulado de Chile en el que fueron otorgados, según corresponda; indicando, por medio de una certificación del mandatario, el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. Adicionalmente, se deberá adjuntar al formulario la copia autorizada del instrumento mediante el cual se constituyó el mandato de administración de activos.


j.- La declaración contendrá también una enunciación de los créditos provenientes de operaciones de crédito de dinero y demás obligaciones de dinero que adeude el solicitante a cualquier empresa bancaria, institución financiera o crediticia, siempre que el conjunto de dichas obligaciones sea superior al valor de trescientas unidades tributarias mensuales, con prescindencia de la calidad jurídica en que éstas hayan sido contraídas por el declarante.


En este caso, se deberá individualizar la persona acreedora y la fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación, como también, su naturaleza y el carácter en que ella haya sido asumida por el declarante.


La autoridad o funcionario obligado a efectuar su declaración de intereses y patrimonio, podrá declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de interés, distinta a la que se detalla en este artículo.

Párrafo 2°

De las responsabilidades y sanciones asociadas a las infracciones relativas a la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado


Artículo 9°.- El jefe superior del servicio o quien haga sus veces y los intendentes, tendrán la obligación de verificar que todos los funcionarios y autoridades efectúen oportunamente la declaración de     intereses y patrimonio.



La infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.


Artículo 10.-  Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo realice dentro del plazo de veinte días, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de veinte días para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, una multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

                El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los treinta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.


La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.


Además, en los sitios electrónicos del respectivo servicio, se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas por no efectuar la correspondiente declaración.


Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 12.- La Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 151 de la ley N° 10.336, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, al Conservador de Bienes Raíces y al Servicio de Registro Civil.


Ninguna de las instituciones mencionadas en el inciso anterior podrá negar la información solicitada por la Contraloría, si la tuviere, pero se extenderá a ella y a sus funcionarios el mismo deber de reserva que las respectivas leyes orgánicas contemplan para dichos organismos y sus funcionarios.


Artículo 13.- Los alcaldes y concejales que no efectúen o no actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11.


La sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.


Artículo 14.- Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

Párrafo 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades


Artículo 15.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante un notario. Una copia de la misma  deberá ser publicada en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.


Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración dentro de los treinta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los treinta días siguientes a la cesación en el cargo o al término del período.


Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará en el sitio electrónico que corresponda, la individualización de los parlamentarios  que no hubieren efectuado su declaración. 


Artículo 16.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.


Si el parlamentario no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo realice dentro del plazo de veinte días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 17.-  Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario. Una copia de la misma deberá ser publicada en el sitio electrónico del Poder Judicial.


La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en su nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Las disposiciones contenidas en los incisos precedentes, serán aplicables a los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, regulados por la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.


Artículo 18.-  El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de    intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Dicha declaración será otorgada y protocolizada ante notario, y se publicará en el sitio electrónico del Ministerio Público.


Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5°, la declaración deberá ser actualizada dentro de los treinta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.


Artículo 19.- Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúan de manera incompleta o no la actualizan dentro de plazo, serán apercibidos para que la realicen  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al obligado afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente, fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 20.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice  dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Corte Suprema o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho de contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 21.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada  de  intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del Tribunal Constitucional.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 22.- Los integrantes titulares y suplentes  del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 23.-  Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 24.-  Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, otorgada y protocolizada ante notario, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8°. Una copia de ella deberá ser publicada en el sitio electrónico del tribunal.


Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Artículo 25.-  En el caso de las infracciones a que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24, el procedimiento aplicable se podrá iniciar de oficio por el respectivo Tribunal o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


La omisión inexcusable o inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.


Artículo 26.- En los sitios electrónicos del Poder Judicial, del Ministerio Público y de los tribunales mencionados en los artículos 20,21, 22, 23 y 24 se publicarán los nombres de las respectivas autoridades y funcionarios que hubieren sido sancionados por no efectuar la correspondiente declaración de intereses y patrimonio.

                 TÍTULO III

Del mandato de administración y la enajenación forzosa
CAPÍTULO 1°

Generalidades

Artículo 27.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, en adelante el “Mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.


En todo lo no previsto en el presente Título, el Mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

CAPÍTULO 2°

Del mandato de administración discrecional de cartera de valores
Párrafo 1°

Definición y modalidades


Artículo 28.-  El Mandato a que se refiere este Título, es un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y los casos señalados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de interés, encarga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta propia y riesgo del primero.


La autoridad que confiere el encargo se llama mandante, y el que lo acepta, mandatario.


Artículo 29.- El Mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.


El Mandato General es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 30. La finalidad del Mandato General es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.


Salvo las situaciones contempladas en el artículo 53, el mandante podrá instruir al mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquéllos que deberán entregarse en mandato, conforme con lo establecido en esta ley.


El Mandato Diversificado es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 30. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan  al mandatario invertir el producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar o que deberán entregarse en mandato, en conformidad a las normas de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de interés. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este Título, según lo señalado en el inciso siguiente.


A los mandatos mencionados en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este Título referidas a las prohibiciones de información relativas al mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el Capítulo 4° de este Título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del mandato dispuestas en el Párrafo 4° de este Capítulo.


La autoridad obligada a constituir mandato podrá optar libremente por cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.

Párrafo 2°

Objeto del mandato


Artículo 30.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los senadores, los diputados, los consejeros regionales y el Contralor General de la República deberán constituir el mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador, o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045, también deberán constituir mandato respecto de los valores señalados.


Los subsecretarios, los intendentes regionales, los gobernadores y los alcaldes deberán constituirlo cuando valores de su propiedad, de aquellos señalados en el inciso anterior:


a) Se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia, o


b) Se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.

Párrafo 3°

Normas comunes a ambos tipos de mandato


Artículo 31.- El Presidente de la República y los senadores y diputados deberán constituir el mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 30 y los parlamentarios nominados en conformidad al artículo 51 de la Constitución Política de la República, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de asunción del cargo.


Asimismo, si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.


Artículo 32.-  El mandato se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo.


Artículo 33.- El mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:


1) Individualización del mandante, del mandatario y de la modalidad del mandato que se constituye. Respecto del mandatario deberá identificarse su representante legal y los dueños o accionistas controladores, en su caso.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en alguna empresa en particular.


4) Los activos específicos respecto de los que se autorice al mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 43.


Dentro de los cinco días siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública deberá entregarse a la Cámara de Diputados, para su registro.


Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada de independencia a que se refiere el artículo 40 de esta ley, deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. El obligado deberá también publicar en el mismo sitio, las modificaciones a los instrumentos referidos. 


Artículo 34.- Las autoridades obligadas a otorgar mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios. 

Párrafo 4°

Modificaciones al mandato


Artículo 35.- Durante la vigencia del mandato, el mandante podrá introducirle modificaciones una vez al año. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquél en que se efectuó la modificación.


Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 33 y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.


Artículo 36.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior y tratándose de las instrucciones consignadas en el número 3) del artículo 33, el mandante podrá, por una sola vez en el año, instruir al mandatario la modificación de sus inversiones cuando existan manifiestos cambios en los mercados que hagan gravoso para el patrimonio del mandante mantener las instrucciones otorgadas. En este caso, el mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los cinco días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al mandatario a efectuarla.


Las modificaciones a que hace referencia este artículo deberán cumplir con las solemnidades exigidas en el artículo anterior.

Párrafo 5°

Obligaciones y prohibiciones del mandante


Artículo 37.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.

Párrafo 6°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario


Artículo 38.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:


a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices.

c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir, además, con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, las que deberán verificar tal circunstancia al momento de inscribir a la entidad en el registro respectivo. Asimismo, deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, las Superintendencias mencionadas.


Artículo 39.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Los registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.


Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro, quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley.


Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato, constará en boleta bancaria de garantía  o póliza de seguro, emitida por entidades instituidas en Chile y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 40.-  La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.


De manera previa o simultánea a la suscripción del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en este artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.


Artículo 41.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.


El incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Artículo 42.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante, expresamente, en la escritura de constitución del mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 33.


El mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 40, siendo responsabilidad del mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritas en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.


Artículo 43.- El mandatario que administre un mandato general tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a saber el estado de las inversiones de este último.


La violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en mandato general, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Artículo 44.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al mandante la información estrictamente necesaria para que este último declare y pague los impuestos que le correspondan por las rentas provenientes de los bienes a que se refiere el artículo 30, especialmente aquella que permita al mandante determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974.


Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 43 y 47.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 48, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.


El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las circulares, resoluciones u oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este artículo.


Artículo 45.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.


En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.


Artículo 46.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.


Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.


Artículo 47.-  Queda estrictamente prohibido al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 40.


El mandante no podrá exigir al mandatario que le rinda cuenta mientras el mandato se mantenga vigente.


La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 57.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del mandato, en conformidad a esta ley.

Artículo 48.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.


Artículo 49.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

Párrafo 7°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante


Artículo 50.- El mandato termina por las siguientes causales:


1) Por la cesación de la función pública del mandante;


2) Por la revocación expresa del mandante;


3) Por la renuncia del mandatario;

4) Por la muerte del mandante o la disolución del mandatario;


5)  Por la declaración de quiebra o insolvencia del mandante;


6) Por la declaración de quiebra, liquidación forzosa o insolvencia del mandatario;


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 40;


8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber incurrido éste en alguna de las conductas establecidas en los artículos 41, 43 ó 47, y 


9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 39.


Artículo 51.- Expirado el mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del mandatario, este último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible. 


En caso de muerte del mandante, el mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del mandante fallecido.


En el caso de disolución del mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.


En los casos de quiebra del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo mandatario.


En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.


La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.


Artículo 52.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley

Artículo 53.- El Presidente de la República, los senadores y diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva  de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando la participación de la autoridad sea igual o superior al 5% del capital social de la empresa que explote la concesión y sus contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento.


Por su parte, los ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:


1) Empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre y cuando la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.


2) Empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los subsecretarios y los intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.


Los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.


Los alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto diga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.


De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el grupo empresarial en que la autoridad tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de ciento veinte días siguientes contado desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos  a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.


La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo establecido en el artículo 56.


La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.


Para los efectos de este artículo, no se considerará como intempestiva la renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición.

CAPÍTULO 4°

Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación

Artículo 54.- Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios cumplan las normas de esta ley.


Corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este Título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.


Artículo 55.- Para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos le soliciten.


En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a trescientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 56.-  Transcurrido el plazo señalado en el artículo 53 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 31 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de diez días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta trescientas unidades tributarias mensuales.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan. En el caso del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 57.- La vulneración por el mandante de la obligación contenida en el artículo 37, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción.


Adicionalmente, la infracción referida, podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, según corresponda.


Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 41, 43 y 47, será sancionada con multa a beneficio fiscal, de hasta mil unidades tributarias mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.


Artículo 58.-  Las multas que esta ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.


Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


En caso de reincidencia en el incumplimiento de cualquiera de las normas de esta ley, el infractor podrá ser sancionado hasta por el doble del máximo de las multas aplicables. Se considerará reincidencia una nueva infracción a cualquiera de las disposiciones de esta ley. En caso que sea el mandatario el que reincida, se aplicará la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario respecto de los contratos regidos por esta ley.


Las sanciones establecidas en esta ley para las autoridades señaladas en este Título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 59.- Las sanciones contempladas en este Capítulo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley.


Artículo 60.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en mandato especial de administración de cartera. El referido informe deberá ser presentado en la forma y plazo que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”. 


Artículo 61.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840:


a) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


1.- Suprímense en el inciso primero las expresiones que siguen al punto seguido, el que pasa a ser punto final.


2.- Sustitúyese el inciso final por los tres siguientes:


“ Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.


Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jurada de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés, otorgada y protocolizada ante notario, ciñéndose para ello a los requisitos y formalidades aplicables a las demás autoridades sujetas a dicha obligación. Una copia de la respectiva declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del Banco. Dicha exigencia será también aplicable, en los mismos términos mencionados, a las personas que desempeñen los cargos de Fiscal, Revisor General y a todas aquellas otras que de conformidad con el Reglamento del Personal del Banco, tengan el carácter de empleados superiores de la institución, como asimismo, a quien ejerza la función de ministro de fe en las actuaciones del Consejo y del Banco.


La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además, deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos treinta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.


b) Intercálase el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual a ser 14 ter:


“Artículo 14 bis.- Si el declarante no efectúa de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, la efectúa de manera incompleta o no la actualiza dentro de plazo, será apercibido para que la realice o complemente   dentro del plazo de veinte días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al declarante afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


En todo caso, el declarante afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.


La omisión inexcusable o la inclusión a sabiendas de información inexacta requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará, tratándose de los consejeros, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar. En el caso de los demás declarantes, el Consejo adoptará las sanciones y demás medidas que correspondan.”.


c) Incorpórase en el Párrafo I del Título II, el siguiente artículo 14 quáter, nuevo:


“Artículo 14 quáter.- Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias, así como por acciones o cualquiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que asuman legalmente sus funciones, constituir por escritura pública, el mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.


Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional  en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de constitución del mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la referida escritura, al ministro de fe del Banco. El consejero sujeto a los requisitos aplicables a las demás autoridades, podrá igualmente modificar las instrucciones generales del mandato para lo cual deberá dar cumplimiento a las formalidades indicadas precedentemente.


El consejero que con posterioridad a la constitución del mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de treinta días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.


Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes y servicios al Banco, cuyos contratos vigentes en   un período anual superen, individualmente o considerados en su conjunto, las cien mil unidades de fomento, siempre que la participación del consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.


De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el grupo empresarial en que el consejero tenga la calidad de controlador o miembro del controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estará obligado a enajenarla en el plazo de treinta días contado desde que se verifique el hecho.”.


d) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:


“Igual acusación podrá ser deducida contra los miembros del Consejo que omitan inexcusablemente o incluyan a sabiendas información inexacta en la declaración de incompatibilidades o, de intereses y patrimonio, a que se refiere el artículo 14; o que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 quáter.”.


e) Derógase la letra b) del artículo 23, pasando la letra c) a ser b).


f) Agrégase el siguiente artículo 10 transitorio:


“Artículo 10.- Los consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 quáter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y de Prevención de los Conflictos de Interés.”.


Artículo 62.- Deróganse las siguientes disposiciones:


1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65,66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.


4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de la misma.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la dictación del reglamento.


Artículo segundo.- Las autoridades obligadas en virtud de esta ley, deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de tres meses desde su entrada en vigencia.


Artículo tercero.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.
*******

Hago    presente   a    V.E. 
  que los  artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 7°, 8°, 10, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 30, 31, 33, 35, 36, 37, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 56, 57, 58, 59, 61 y 62 fueron aprobados, en general y en particular, por 91 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta manera a lo  preceptuado  en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,  Secretario General de la Cámara de Diputados
Probidad en la función pública.

Boletín N° 7616-06

MENSAJE Nº  041-359/

Honorable Cámara de Diputados:

A S.E.  EL

PRESIDENTE

DE  LA  H.

CAMARA  DE

DIPUTADOS.
En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente proyecto de ley de Probidad en la Función Pública.

I.
ANTECEDENTES

1.
Fundamentos del proyecto de ley

Uno de los consensos más importantes alcanzados en el último tiempo por nuestra comunidad política fue aquel que permitió la promulgación de las reformas constitucionales el año 2005. Dicha reforma se concretó a través de la dictación de la ley Nº 20.050, uno de cuyos logros más notables fue el reconocimiento, en el artículo 8º inciso primero de la Carta Fundamental, del principio de probidad como una de las bases de nuestra institucionalidad. Es precisamente por ese carácter que el principio de probidad irradia sus efectos hacia todo nuestro ordenamiento jurídico.

De acuerdo al inciso segundo del artículo 52 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el principio de probidad administrativa “consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.”
Esa obligación de sujeción y promoción del principio de probidad se encuentra profundamente relacionada con otros principios fundantes de nuestra institucionalidad. Nos referimos al principio de Servicialidad del Estado, contenido en el artículo 1º inciso cuarto de la Constitución, al principio Democrático contenido en el artículo 4º, y al principio del Estado de Derecho, contenido en el artículo 6º.

El principio de Servicialidad del Estado reconoce la primacía ontológica que tiene la persona respecto de éste. Pueden existir comunidades humanas que no constituyan necesariamente un Estado, pero no puede existir un Estado sin personas. En virtud de esa primacía ontológica, toda autoridad y  funcionario público tiene como obligación, a través de su conducta, contribuir a la promoción del bien común de “todos y cada uno” de los integrantes de la comunidad nacional. Esa contribución al bien común implica que tanto las autoridades como los funcionarios públicos deben actuar de manera honesta y leal en el ejercicio de sus funciones. Es precisamente, a través de ese ejercicio honesto y leal de sus atribuciones dentro del marco de su competencia, que el funcionario público contribuye desde su posición al bien común de la sociedad. Por el contrario, si un funcionario actúa utilizando sus potestades de forma impropia y deshonesta, afecta no sólo al Estado en cuanto ente organizacional, sino que afecta el bien común de la comunidad en su conjunto.

Por otro lado, el principio de probidad se vincula íntimamente a la existencia de un régimen democrático. La democracia no sólo tiene una naturaleza procedimental, sino también una de carácter sustantivo. Es ese carácter sustantivo el que genera mayores grados de legitimidad al sistema democrático. Parte de ese carácter sustantivo lo constituye, además de un gobierno eficiente y respetuoso de los derechos fundamentales, entre otras cosas, el respeto del principio de probidad. La actuación honesta de quienes llevan sobre sí la responsabilidad de orientar el accionar del Estado, permite construir un régimen en que las autoridades trabajan en forma eficiente por y para los ciudadanos, y no por y para ellos o en beneficio de grupos de interés que persiguen promover sus intereses particulares o partidistas en desmedro del bienestar general. Una democracia en la cual las autoridades realizan sus cometidos honestamente alcanza mayores grados de legitimidad y reconocimiento social que una en la cual la corrupción afecta el aparato gubernamental. Un Estado probo, además, genera mayores incentivos para que los ciudadanos participen en la definición de la “cosa pública”. La razón de ello es, simplemente, que existe una mayor legitimidad del régimen.

Finalmente, el principio de probidad se relaciona estrechamente con el principio del Estado de Derecho reconocido en el artículo 6º inciso primero de la Constitución. El Estado de Derecho implica, necesariamente, la sujeción total de la autoridad estatal y de los ciudadanos al ordenamiento jurídico preestablecido. En ese sentido, el artículo 6º inciso segundo de la Carta Fundamental agrega que los preceptos de la Constitución (entre los que se encuentra el principio de probidad) obligan tanto a los titulares de los órganos públicos, como a toda persona, institución, o grupo.

En conclusión, el principio de probidad administrativa importa el deber de desempeñarse con rectitud en el ejercicio de la función pública, lo que importa que el actuar tanto de las autoridades como de los funcionarios debe girar en torno a la consecución del bien común y no anteponiendo el interés personal o particular de algún grupo, considerando que el Estado debe estar al servicio de las personas.

Dado que se trata de uno de los principios que fundamentan la labor de la función pública, existe una diversidad de mecanismos que permiten promover y hacer cumplir el principio de probidad, los cuales suponen para estos efectos la existencia de un sujeto fiscalizado (el funcionario público) y otro fiscalizador.

En cuanto al ente fiscalizador, los sistemas jurídicos radican esencialmente esa labor en los propios órganos administrativos o en órganos institucionales de carácter independiente, como los Tribunales de Justicia. Sin embargo, en un régimen democrático el mejor ente fiscalizador del principio de probidad es, en último término, la propia ciudadanía la que tiene los mayores incentivos para denunciar y perseguir actos de corrupción. Esa es la razón por la cual este gobierno, ante diversas opciones legislativas, optó por aquella que genera mayores espacios para empoderar el denominado “control ciudadano”.

Pero ese control ciudadano implica, en la práctica, que las personas tengan acceso a cierta información de las autoridades, con lo cual aquéllas podrán perseguir las responsabilidades administrativas del caso.

Uno de los mecanismos que permite a la ciudadanía tener acceso a ese tipo de información es la declaración pública de intereses y de patrimonio de las  autoridades y de ciertos funcionarios públicos.

Si esa información es de conocimiento de cualquier interesado, éste podrá contrastar la actuación de la autoridad o del funcionario con su correspondiente deber legal. De esa forma se fomenta la transparencia en la Administración y se disminuye la práctica del secretismo.

En ese sentido, uno de los elementos centrales de este proyecto es perfeccionar la calidad y cantidad de información que es necesario incluir en la declaración aludida en el párrafo precedente.

Adicionalmente, la libre disponibilidad de información respecto a los intereses y patrimonio de las autoridades y ciertos funcionarios públicos, actúa como un contraincentivo respecto de conductas abusivas, cuya erradicación es uno de los ejes temáticos de este gobierno.

De cualquier forma, resulta necesario fortalecer otros mecanismos de control tanto respecto del cumplimiento de la obligación de presentar en forma oportuna esta declaración como de incluir en ella información fidedigna y completa. Para ello se propone en este proyecto de ley otorgar facultades de fiscalización, control y sanción a la Contraloría General de la República.

Sin perjuicio de la decisión de este gobierno de incentivar el control ciudadano sobre las autoridades públicas a través del libre acceso a la información de los intereses y patrimonio de ciertos funcionarios, en su análisis no sólo se han considerado los aspectos referidos a la eficiencia del control, sino también los derechos de los funcionarios públicos.

En efecto, este proyecto se cimenta en parte en el derecho contemplado en el artículo 19 N° 16 de la Constitución Política de la República, que a nivel legal encuentra su consagración en el artículo 56 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que presupone que todo funcionario público tiene derecho, a “ejercer libremente cualquier profesión, industria, comercio u oficio (...) siempre que ello no perturbe el fiel y oportuno cumplimiento de sus deberes funcionarios”.

El mecanismo de declaración de intereses y patrimonio es la herramienta menos intrusiva y gravosa para regular la debida consonancia entre este derecho que la ley reconoce a los funcionarios y el ejercicio de la función pública. En efecto, ella no busca prohibir a los funcionarios la práctica de una industria u oficio, sino hacer pública la dedicación de ese funcionario a aquella industria u oficio, de una forma tal que la ciudadanía pueda comprobar la eventual existencia de conflictos de intereses envueltos en una decisión de la Administración, por ejemplo.

En conclusión, el proyecto en cuestión promueve el empoderamiento de la sociedad civil en el control de la corrupción, pero con pleno resguardo de los derechos fundamentales de los funcionarios públicos.

2.
Necesidad de cumplir los estándares de probidad y transparencia establecidos en la OECD

A comienzos del año 2010, Chile se convirtió en el primer país sudamericano en formar parte de la OECD, grupo que incluye a las economías más desarrolladas del mundo. Las directrices otorgadas por la OECD, en esta área específica de transparencia y probidad, dicen relación precisamente con el establecimiento de altos estándares en los mecanismos que buscan precaver conflictos de interés, reconociéndose la declaración de intereses y patrimonio como la principal y más eficaz herramienta en esta materia.

En este sentido, el proyecto de ley que se está presentado a esta Honorable Cámara busca adecuar nuestra normativa interna en torno a las exigencias de transparencia y probidad con los estándares fijados por la OECD en las “Directrices para el manejo de conflictos de intereses en los servicios públicos” del año 2003.

Dichas orientaciones están inspiradas en cuatro principios: el servicio del interés público, la promoción del escrutinio público, la promoción de la responsabilidad y el ejemplo individual, y la generación de una cultura organizacional en la cual los conflictos de intereses no sean tolerados.

En términos generales, las directrices OECD señalan que los Estados miembros de este organismo deben contemplar la existencia de una “Declaración inicial” con motivo de un nombramiento o de la asunción de nuevas funciones por parte de un funcionario. En dicha declaración, el funcionario debe esforzarse por señalar “los intereses privados que potencialmente podrían entrar en conflicto con sus funciones públicas”. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación que tiene el servidor público de actualizar la información cuando su situación personal cambie y, producto de dicho cambio, se genere un nuevo potencial conflicto. Es por eso que otra exigencia de la OECD dice relación con la emisión de una “Declaración durante el servicio”, que permita poner al día la información disponible. Dicha información debe contener los datos suficientes para que la toma de decisiones sea la más adecuada. Finalmente, es necesario asegurar un procedimiento adecuado y eficaz para elaborar dicha declaración.

Otro de los mecanismos reconocidos como eficaces en el control y prevención de los conflictos de interés que pueden afectar a los funcionarios públicos son los Fideicomisos, instituciones de escasa regulación y aún menor uso en nuestro ordenamiento jurídico cuyo equivalente puede encontrarse en la obligación de constituir un Mandato en que el mandante se desprenda de la administración y la propiedad o de la sola administración de los bienes que se entregan al tercero mandatario.

Finalmente, la obligación de ciertas autoridades de enajenar determinados bienes es otra de las alternativas que se contempla en la legislación comparada. Esta opción, en términos generales, se utiliza respecto de aquellos casos en que la propiedad de estos bienes supone que la existencia del conflicto de interés sea ineludible.

Este proyecto busca responder a los estándares planteados. En este sentido, nos parece que esta iniciativa está en plena sintonía con los desafíos que la OECD ha planteado a Chile en materia de probidad y transparencia.

II.
CONCEPTOS GENERALES RELATIVOS A LOS MECANISMOS QUE EL PROYECTO ESTABLECE

1. Declaración de Intereses y Patrimonio

Como ya hemos señalado, en cumplimiento del principio de probidad y del principio de transparencia, las autoridades y funcionarios deben actualmente efectuar una declaración de intereses y otra de patrimonio.

La declaración de intereses, como un mecanismo de prevención de conflictos, fue establecida por la ley N° 19.653 de 1999 y en la actualidad se encuentra regulada en el artículo 57 y siguientes de la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. La ley determina el contenido de esta declaración, el que consiste básicamente en un detalle de las actividades económicas y profesionales en que participa la autoridad o funcionario.

La declaración de patrimonio, por su parte, fue establecida mediante la ley N° 20.088 de 2006 en los artículos 60 A y siguientes de la ley N° 18.575. El objetivo de la misma consiste en transparentar el patrimonio de los funcionarios públicos, previniendo tanto el enriquecimiento ilícito de éstos como los eventuales conflictos de interés que pueda generar determinado tipo de patrimonio.

a) Autoridades obligadas

Bajo la normativa vigente, las autoridades obligadas a presentar las declaraciones de intereses y patrimonio son las siguientes: el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los embajadores, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los Jefes Superiores de Servicio, los Oficiales Generales y Oficiales Superiores de las Fuerzas Armadas, de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones además de su Director General, el Contralor General de la República, los Consejeros del Banco Central, los Intendentes y Gobernadores, los Secretarios Regionales Ministeriales y las demás autoridades y funcionarios directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente.

Asimismo, están sujetos a dicha obligación los alcaldes y concejales, los consejeros regionales, el secretario ejecutivo del Consejo Regional y las personas que integren la planta de personal de las municipalidades y los personales a contrata, hasta el nivel de Jefe de Departamento o su equivalente.

Por último, también se encuentran obligados a presentarlas, los directores de sociedades anónimas nombrados por el Estado o sus organismos; los gerentes de las sociedades anónimas nombrados por directorios integrados mayoritariamente por directores que representan al Estado o sus organismos; y, los directores y gerentes de empresas del Estado que en conformidad a leyes especiales, se encuentren sometidas a la legislación aplicable a las sociedades anónimas; todo lo anterior, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 de ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas.

b) Contenido de las declaraciones

Actualmente la declaración de intereses debe contener las actividades profesionales y económicas en que participa la autoridad o funcionario respectivo. En este sentido, conforme con lo que señalan los artículos 3° y 4° del Reglamento correspondiente (DS. N° 99, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del 2000), las actividades profesionales son aquellas que consisten en el “ejercicio o desempeño de toda profesión u oficio, sea o no remunerado, cualquiera sea la naturaleza jurídica de la contratación y la persona, natural o jurídica, a quien se presenten esos servicios”. Adicionalmente, se considerarán actividades profesionales las colaboraciones o aportes que los llamados a confeccionar la declaración realicen respecto de corporaciones, fundaciones, asociaciones gremiales u otras personas jurídicas sin fines de lucro, siempre que se trate de aportes o colaboraciones frecuentes.

Así también, el reglamento define las actividades económicas como “el ejercicio o desarrollo por parte de la autoridad o funcionario, de toda industria, comercio u otra actividad que produzca o pueda producir renta o beneficios económicos, incluyendo toda participación en personas jurídicas con o sin fines de lucro”.

La declaración de patrimonio por su parte, debe contener una singularización completa de los bienes relevantes y el pasivo de la autoridad o funcionario declarante, cuando éste sea superior a 100 UTM, lo anterior conforme el detalle que se establece en la ley y el reglamento.

c) Actualización de las declaraciones

La normativa vigente señala que la declaración de intereses deberá actualizarse cada cuatro años y cada vez que ocurra algún hecho relevante que la modifique, entendiéndose por éste, todo hecho que afecte o altere las actividades profesionales y económicas declaradas.

La declaración de patrimonio por otra parte, deberá actualizarse cada cuatro años, cuando el declarante sea nombrado en un nuevo cargo, y cuando concluya las funciones o cese en el cargo que motivó su presentación.

d) Sanciones

La no presentación oportuna de las declaraciones es sancionada con multa de 10 a 30 UTM, la no actualización de las mismas se sancionará con multa de 5 a 15 UTM. En el caso de que, a sabiendas, se introduzcan datos erróneos o inexactos o se omita algún antecedente, se aplicará una multa de 10 a 30 UTM y se tendrá en cuenta para efectos de las calificaciones.

e) Registro

La Contraloría General de la República es la encargada de la custodia, archivo y consulta de las declaraciones. Sin perjuicio de las copias que se mantienen en el órgano al cual pertenece el declarante y la que se entrega al mismo funcionario.

2. Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores y Enajenación de activos

Como sabemos, a diferencia del mecanismo de declaración de intereses y patrimonio el cual ya se encuentra regulado en nuestro ordenamiento jurídico, la situación es distinta respecto de los otros mecanismos de los que se ocupa este proyecto de ley.

La ley N° 20.414 introdujo los siguientes nuevos incisos al artículo 8° de nuestra Constitución Política:

“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.

Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes”.

En conformidad con lo dispuesto en el nuevo inciso cuarto del artículo 8° de la Carta Fundamental, mencionado anteriormente, además del reconocimiento constitucional que se hace de la declaración de intereses y patrimonio, se reconoce también la necesidad de regular otros tipos de herramientas destinadas a prevenir los conflictos de interés de los funcionarios públicos.

Si se revisa la legislación internacional (existen experiencias en países como Canadá, Estados Unidos y Australia, entre otros) hay algunas que han adoptado dentro de sus modelos de prevención de conflictos, la figura del Fideicomiso Ciego.

Lo anterior, en el entendido de que una de las formas de prevención de estos conflictos consiste en la diversificación de los activos. Por ejemplo, en el caso de Canadá, la Ley de Conflicto de Intereses (“Conflict of Interest Act”) de 2007, señala que un funcionario público y su familia no pueden tener participaciones en activos controlados, los que se entienden como aquellos que pueden ser afectados directa o indirectamente por decisiones o políticas del gobierno (acciones, materias primas, commodities, entre otros).

En Estados Unidos, por su parte, existen diversas herramientas de prevención de los conflictos, entre ellas, los fideicomisos ciegos aprobados y los fideicomisos ciegos diversificados regulados por la Ley de Ética de 1978, este último se define como aquel que tiene un portafolio de activos suficientemente amplio que evita que las actividades del funcionario público puedan influenciar el valor de su fideicomiso (Código Federal de Regulaciones).

Prosiguiendo con el análisis, se ha entendido también como mecanismo necesario en el control de los conflictos de interés y así lo ha recogido nuestra Constitución, la enajenación de activos que representen un conflicto manifiesto de interés y que sin su desasimiento, la autoridad se verá impedida de tomar las decisiones que le competen de manera imparcial, o al menos, generará inseguridad respecto de que efectivamente haya sido adoptada en dichos términos.

Por lo anterior, para asegurar una toma de decisiones limpia y considerándose sólo aquellos casos en que la constitución de un Mandato de Administración de Valores no sea suficiente para prevenir el conflicto, se ha establecido la figura de la enajenación o renuncia, de conformidad con los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, de la participación social de la autoridad en determinadas empresas, tanto cuando exista una relación directa de participación en la propiedad por parte de la autoridad, como cuando se configure una participación indirecta que cumpla con ciertas características definidas en la ley (concepto de Grupo Empresarial y control).

III.
OBJETO DEL PROYECTO

El proyecto que someto a vuestra consideración tiene por objeto regular el ejercicio de la función pública desde la perspectiva del cumplimiento del principio de probidad, constitucional y legalmente reconocido.

Con este fin, el proyecto de ley reconoce como mecanismo principal en la prevención de los conflictos de interés de los funcionarios públicos, la estructuración de una declaración de intereses y patrimonio que de cuenta, clara y transparentemente, de dónde están radicados los intereses de las autoridades y funcionarios obligados y a cuánto asciende el patrimonio de éstos. La intención es potenciar la regulación de las declaraciones ya existentes, mejorándola en los aspectos que señalaremos a continuación.

Adicionalmente, el proyecto de ley recoge en un solo cuerpo normativo la regulación vigente sobre declaración de intereses y patrimonio, la actualiza y establece nuevas obligaciones para las autoridades y funcionarios a los que ésta se les aplica.

El proyecto también unifica la normativa actual relativa a la materia, estableciendo en este mismo cuerpo legal la regulación concerniente a otras autoridades que no forman parte de la Administración del Estado, y que hoy en día se encuentra dispersa en diversos textos legales. Además, hace extensiva la obligación de efectuar y actualizar esta declaración, a autoridades y funcionarios que actualmente no se encuentran afectos. De este modo, se incluye a los miembros del Consejo para la Transparencia, a los Defensores Locales, a los Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública y los miembros del Tribunal para la Contratación Pública.

Finalmente, en cumplimiento del mandato constitucional, el proyecto regula nuevos mecanismos de prevención de conflictos de interés en la función pública, estableciendo la obligación de ciertas autoridades de constituir un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, y en carácter de ultima ratio, la obligación de enajenar determinados activos que la ley señala.

IV.
CONTENIDO DEL PROYECTO

1. Estructura del proyecto de ley

El proyecto de ley consta de un artículo permanente y dos transitorios que regulan la entrada en vigencia de la ley que se propone.

El artículo único contiene lo que hemos denominado Ley de Probidad Pública, esto es, se hace cargo de la regulación de los mecanismos que promueven el ejercicio honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular, lo anterior sin perjuicio de la regulación que se encuentra vigente, en otros cuerpos normativos, relacionada con distintos aspectos de probidad pública. Los mecanismos que se regulan en esta ley son: la Declaración de Intereses y Patrimonio, la cual se homologa, complementa y perfecciona; la obligación de ciertas autoridades relativa a la constitución de un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores; y, finalmente, la enajenación de los activos que esta ley señala en aquellas situaciones excepcionales en las que el mandato no pueda resolver un determinado conflicto de interés.

Por otra parte, el artículo único contiene también la adecuación de la legislación vigente relativa a la materia que se encuentra recogida en diversos cuerpos legales, a la nueva ley de Probidad Pública. Lo anterior debido a que una de las propuestas de la ley de Probidad Pública que se somete a la discusión del H. Congreso Nacional, consiste en reunir en un solo texto normativo la regulación referida a mecanismos de prevención de conflictos de interés aplicable a las autoridades y funcionarios que forman parte de los órganos de la Administración del Estado y también a aquellos que no lo son, pero cuyo desenvolvimiento en la función pública, les hace exigible el cumplimiento de las normas acá propuestas.

2. Normas generales. Principio de probidad

Los primeros artículos del proyecto de ley definen el significado e implicancias del principio de probidad en la función pública. De este modo, y en concordancia con lo establecido en la ley N° 18.575 de Bases de la Administración del Estado, se señala que este consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Así también, establece cuáles serán los mecanismos que esta ley regula, diseñados para la prevención de la concurrencia de conflictos de interés, indicando como se ha señalado precedentemente que éstos son: la declaración pública de intereses y patrimonio, la constitución del Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores y la enajenación de activos, en los casos que esta ley lo determine.

Finalmente, y con el objeto de enmarcar la labor pública dentro del ámbito que la Constitución y las leyes disponen, se señala que todo funcionario público deberá actuar con eficiencia, eficacia e imparcialidad, velando siempre por la continuidad del servicio público que preste y desempeñando personalmente su cargo. Reconoce también el libre acceso a la función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.

3. Declaración de intereses y patrimonio

3.1. La declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Como hemos señalado en los párrafos precedentes, internacionalmente una de las herramientas privilegiadas para promover los referidos principios es el instrumento de la declaración de intereses. Éste busca promover la transparencia y probidad en el ejercicio de la función pública a través del ejercicio de la responsabilidad personal del propio funcionario y del ejercicio de la responsabilidad ciudadana, por cuanto siendo pública la información, la ciudadanía se erige en el principal órgano fiscalizador.
El presente proyecto de ley recoge lo establecido actualmente en el párrafo 3°del título III sobre Probidad Administrativa, relativo a las declaraciones de patrimonio e intereses.

A continuación, hacemos referencia a las modificaciones que el proyecto introduce en la materia:

a) Nuevas autoridades obligadas a declarar

Se incluye a los miembros del Consejo para la Transparencia; a los Defensores Locales; los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y a su Ministro de Fe, además de los Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública y los integrantes titulares y suplentes del Tribunal para la Contratación Pública.

b) Modificación de los plazos y forma en que se efectúa la declaración

Se modifica el plazo para efectuar la declaración, ampliándolo a 60 días contados desde la fecha de la asunción del cargo. Asimismo, la declaración deberá  actualizarse cada 4 años o transcurridos 60 días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique, así como también dicha actualización deberá efectuarse dentro de los 60 días siguientes al término de sus funciones.

Junto con lo anterior, se consagra un procedimiento electrónico para su presentación a través del sitio web de la Contraloría General de la República.

c) Obligación de mantener la información histórica

Con esta modificación se busca asegurar la conservación de la información referida a las actividades económicas y profesionales de las autoridades y funcionarios, a pesar de la desvinculación de alguna de ellas al servicio o institución respectiva.

d) Valor probatorio de la declaración

El proyecto dispone que la declaración de intereses y de patrimonio, así como sus actualizaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.

e) Reglamento

Un reglamento establecerá los requisitos de la declaración de intereses y patrimonio y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones sobre esta materia de que trata el presente proyecto de ley.

El reglamento contemplará además el detalle de la información que, de forma voluntaria, podrá incorporarse en la declaración.

Así también, el reglamento determinará qué otros bienes muebles distintos a los vehículos motorizados y que se encuentren sujetos a registro, deberán incluirse en la declaración.

f) Situación de los familiares y cónyuge

Se mantiene la obligación de incluir los intereses y el patrimonio del cónyuge casado en sociedad conyugal, exceptuando los bienes que conformen el patrimonio reservado de la mujer y aquellos que corresponden a lo que en doctrina se han denominado “patrimonios satélites”, regulados en los artículos 166 y 167 del Código Civil.

g) Contenido de la declaración de intereses y patrimonio

En términos generales, la declaración deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación, con la indicación de la valorización de cada uno de ellos:

i. Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, gremiales o de beneficencia en que participe la autoridad o el funcionario.

Esta obligación tiene por objeto evitar que las decisiones y procedimientos en los que participen las autoridades o funcionarios, puedan estar influenciadas por sus intereses personales. A través de la publicidad de dichos intereses la ciudadanía puede efectuar un control sobre sus autoridades y los funcionarios del sector público.

ii. Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero.

iii. Vehículos motorizados y otros bienes muebles sujetos a registro público, conforme lo determine el reglamento.

iv. Toda clase de derechos o acciones en comunidades o sociedades constituidas en Chile o en el extranjero.

v. Valores, excluidos aquellos señalados precedentemente, a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza. También deberán declararse las acciones que se tengan en sociedades anónimas cerradas con indicación, entre otras cosas, de su fecha de adquisición, valor corriente en plaza o a falta de este valor de libros, de la participación que le corresponde.

Deberán también declararse los derechos, acciones o valores señalados anteriormente, cuando los titulares de los mismos sean comunidades o sociedades en las cuales la autoridad o funcionario posea directamente o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital o derechos de la sociedad superior al 10%, o que le permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores o directores, califique como controlador en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores o ejerza una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.

En este caso, deberá declararse el porcentaje de participación social que le corresponda a la autoridad.

vi. Contratos de mandato de administración de activos.

vii. Créditos u otras obligaciones con cualquier Banco, Institución Financiera o crediticia, y cuentas por cobrar, saldos de precio, en la medida que tengan un valor igual o superior a las 300 UTM, con indicación de la persona acreedora o deudora, según corresponda y fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación.

viii. Inversiones en el sistema financiero que se mantengan en Chile o en el extranjero, de aquellas que determine el reglamento.

3.2. Responsabilidades y sanciones asociadas al incumplimiento de la obligación de declarar intereses y patrimonio

a) Sanciones

El proyecto señala que, una vez transcurrido el plazo estipulado y no habiéndose dado cumplimiento a la obligación de efectuar la declaración, se le aplicará al declarante infractor una multa de 10 a 30 unidades tributarias mensuales a beneficio fiscal, además de suspensión sin goce de remuneraciones en caso de mantenerse dicho incumplimiento por un período superior a cuatro meses.

Es de señalar que entre las obligaciones que establece la ley vigente, no se contempla ninguna sanción frente al incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio al momento de dejar el cargo. Es por ello que el presente proyecto sanciona el incumplimiento de la actualización en dicha oportunidad.

Además, el proyecto sanciona el incumplimiento contumaz de la obligación de efectuar o actualizar las declaraciones, sanción que puede llegar, incluso, a inhabilidad especial temporal de sesenta y un días a tres años, para ejercer cualquier cargo o empleo público, sea o no de elección popular.

Se incluyen además sanciones de 10 a 30 unidades tributarias mensuales por la inclusión de datos inexactos y la omisión inexcusable de información relevante.

Por último, se establecen mayores sanciones para aquellos funcionarios o autoridades que hubiesen sido destituidos y que no cumplen con su obligación de actualizar sus respectivas declaraciones.

b) Sanciones a alcaldes y concejales

El presente proyecto de ley establece sanciones diferentes para los alcaldes y concejales, las cuales serán aplicadas por la Contraloría General de la República.

Se dispone que la sanción será notificada al Alcalde o Concejal y al Secretario Municipal de la respectiva municipalidad, quien deberá ponerla en conocimiento del Concejo Municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695, e incorporarse en el extracto de la misma que debe ser difundida a la comunidad.
c) Atribuciones fiscalizadoras de la Contraloría General de la República

Se establece que la Contraloría General de la República fiscalizará la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, podrá solicitar información de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros, los Registros de Comercio, el Conservador de Bienes Raíces y el Servicio de Registro Civil.

d) Competencia de las Cortes de Apelaciones

Las sanciones contempladas en la ley serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique, en conformidad al procedimiento establecido en el proyecto.

3.3. La declaración de intereses y patrimonio de otras autoridades

Como se ha señalado, el presente proyecto de ley recoge la normativa correspondiente a otras autoridades y funcionarios que no forman parte de la Administración del Estado y que se encuentra dispersa en nuestro ordenamiento jurídico, reuniendo y homologando en la medida de lo posible, en un mismo texto, la regulación sobre esta materia relativa a diversas autoridades y funcionarios que ejercen la función pública.

Las autoridades a las que nos referimos precedentemente son las siguientes:

a.
Senadores y Diputados

b.
Miembros del escalafón primario del Poder Judicial y los jueces tributarios y aduaneros.

c.
Ministros del Tribunal Constitucional.

d.
El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público.

e.
Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

f.
Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones.

g.
Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales.

h.
Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley Nº 19.886.

i.
Los Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública. 

Todos aquellos funcionarios mencionados anteriormente se encontrarán por tanto, sujetos a la obligación de efectuar una declaración de intereses y patrimonio, y de actualizar la misma, en los términos que se establecen para las autoridades y funcionarios que forman parte de la Administración del Estado, cuidando en cada caso, de no vulnerar las particularidades de cada cargo en lo que en materia de responsabilidades y sanciones se refiere. Por lo anterior, el proyecto de ley distingue en este aspecto la situación en que se encuentra cada autoridad, estableciendo un sistema de responsabilidades y sanciones propio para cada caso.

Respecto de los Consejeros del Banco Central también se homologa la regulación relativa a la materia modificando para estos efectos la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central.

4. Mandato de administración discrecional de cartera de valores

a) Definición y modalidades

El proyecto contempla dos modalidades de mandato, el Mandato General y el Mandato Diversificado.

Mediante la constitución del Mandato General, el Mandante entrega la administración de determinados valores considerados como conflictivos por la ley a un tercero independiente, que se encuentre autorizado para ello. La existencia de este Mandato se justifica y fundamenta en el resguardo de la posibilidad del mandante de conservar los valores que se entregan en administración, en el entendido de que el solo hecho de desprenderse de la administración de los mismos, elimina o, al menos, limita, los eventuales conflictos de interés que pudieren producirse.

El Mandato Diversificado, por su parte, exige por parte del Mandatario, la presentación de un plan de liquidación de los valores que la ley señala, y la posterior administración del producto de la referida liquidación.

Sin perjuicio de las modalidades descritas precedentemente, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, con el objeto de precaver posibles conflictos de intereses, los cuales serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de la ley.

Lo anterior se entiende dentro del contexto de que son diversas las situaciones patrimoniales en que se encuentran las autoridades obligadas a constituir un mandato conforme lo que dispone este proyecto de ley, por lo que se requiere entregar las mayores posibilidades y flexibilidades al momento de optar por uno u otro mandato, dado que se reconoce que en el mercado de la administración de cartera de valores de terceros, las modalidades ofrecidas son variadas y responden a diversos patrimonios y necesidades.

b) Autoridades obligadas a constituir Mandato

El Presidente de la República, los Senadores y Diputados y el Contralor General de la República, estarán obligados a constituir mandato sobre la totalidad de los valores que se detallan en el literal siguiente, sobre Objeto del Mandato.

Por su parte, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y los Alcaldes, deberán constituir mandato sobre los valores que se describen siempre y cuando dichos valores: (i) se vinculen con entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control de los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia; o, (ii) se vinculen directamente con el ámbito de su competencia.

c) Objeto del Mandato

El proyecto de ley señala que el mandato, independiente cual sea la modalidad por la que se opte, tendrá por objeto las acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los Registros de Valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

d) Normas comunes

El Mandato se constituye por escritura pública, la que deberá contener, al menos, las menciones que se señalan en la ley.

En el caso del Presidente de la República y los Senadores y Diputados, deberá constituirse dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo.

En los otros casos, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a su designación.

e) Modificaciones al Mandato

Durante la vigencia del Mandato, el Mandante podrá introducirle modificaciones al mismo, una vez al año. Para estos efectos el Mandante deberá informar las modificaciones al Mandato a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquel en que se instruyó la modificación.

Sin perjuicio de lo anterior, el Mandante podrá instruir al Mandatario el cambio de sus inversiones cada vez que existan manifiestos cambios en los mercados, por lo que mantener las instrucciones otorgadas por el Mandante pudiese resultar gravoso para el patrimonio de éste. En este caso, el Mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los diez días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al Mandatario a efectuarla.

En ambos casos, las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales (riesgo y diversificación) otorgadas en el acto de constitución del Mandato y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el artículo correspondiente.

f) Obligaciones y prohibiciones del Mandante y del Mandatario

En términos generales, ambos tienen como prohibición establecer cualquier tipo de comunicación entre ellos, salvo las excepciones estipuladas en la ley. La infracción de dicha restricción se sancionará conforme lo establecido en la ley, básicamente mediante la imposición de multas tanto para Mandantes y Mandatarios; como la cancelación de la inscripción para actuar como mandatario en el caso de éste último.

Así también, se establece la obligación del Mandatario de acreditar su calidad de independiente y mantener dicha condición, so pena de sanción según lo que señalaremos más adelante.

g) Calidad de Mandatario y registro

El proyecto dispone que sólo podrán desempeñarse como Mandatarios las personas jurídicas que en él se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los Registros que para estos efectos mantengan las Superintendencias de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras.

Se hace presente que se permite que las entidades extranjeras se desempeñen como Mandatarios siempre que éstas cumplan con los estándares internacionales dispuestos por la OECD, circunstancia que deberá ser verificada por la Superintendencia respectiva al momento de proceder al registro de la institución que corresponda.

Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su mandato, dichos Mandatarios extranjeros deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales. Se señala además que, independientemente del número de contratos de mandato que el Mandatario extranjero celebre, deberá mantener durante todo el periodo en que se encuentre registrado, una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista equivalente al 10% del valor de él o los patrimonios administrados con un tope global de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.

h) Término del Mandato

El Mandato termina por las causales especificadas en la ley. Una vez expirado el Mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del Mandatario, éste último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al Mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible; sin perjuicio de ejecutar en el tiempo intermedio aquellos actos conservatorios que de otro modo irrogarían perjuicios para el Mandante.

En caso de muerte del Mandante, el Mandatario deberá entenderse con los herederos del Mandante fallecido y en el caso de disolución del Mandatario, la obligación señalada precedentemente, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.

En los casos de quiebra del Mandatario, las obligaciones de este último en relación con el Mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo Mandatario.

5. Enajenación de activos

a) Autoridades obligadas a enajenar o renunciar a su participación social

El Presidente de la República, los Senadores y Diputados, el Contralor General de la República, los Ministros de Estados, Subsecretarios, Superintendentes y Jefes de Servicios de servicios descentralizados, los Intendentes y los Alcaldes, conforme con las normas que se señalan a continuación.

b) Objeto de la enajenación o renuncia

Se distingue en cada caso el objeto de la enajenación o renuncia de la participación social sobre la base del ámbito o área de competencia de cada una de las autoridades obligadas.

En términos generales, las autoridades obligadas deberán desprenderse de su participación en empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y  empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y aquellas otras concesiones, cuando en virtud de ellas la empresa que la explote se encuentre en una posición dominante en el mercado, según así lo establezca el reglamento. También se señalan ciertas situaciones que obligan a la autoridad a enajenar o renunciar a su participación, conforme a los artículos 2.108 y siguientes del Código Civil, en cualquier tipo de empresa que se vincule directamente con el ámbito de su competencia o que se encuentre directamente y conforme a la ley, sujeto a su fiscalización.

c) Enajenación de la participación indirecta en la propiedad de empresas

El proyecto a su vez establece que deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de Controlador o Miembro del Controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.

d) Plazo de enajenación

La enajenación o renuncia deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria según corresponda, dentro del plazo de 120 días siguientes contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo o bien, dentro de los 120 días siguientes a la fecha en la que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades.

Se establece además que, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

6. Fiscalización y sanciones relativas a las infracciones al mandato y a la enajenación

En el caso del mecanismo de Mandato, las entidades encargadas de fiscalizar el cumplimiento de las normas dispuestas en esta ley son la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda.
Por su parte, el organismo encargado de fiscalizar el cumplimiento de la normativa por parte de las autoridades será la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor, la Cámara de Diputados; y, en el caso de los parlamentarios, las respectivas comisiones de ética y transparencia parlamentaria.

Las sanciones contempladas consisten en la aplicación de multas y suspensión o cancelación de la inscripción en el registro en el caso de los Mandatarios infractores, y multas y faltas a la probidad en el caso de las autoridades, llegando incluso en casos de gravedad a considerarse la destitución de las mismas.

7. Artículos transitorios

El artículo primero transitorio dispone que dentro del plazo de 90 días contados desde su publicación, deberá dictarse el reglamento de la presente ley, la que comenzará a regir tres meses después de la dictación del referido reglamento.

Finalmente, el artículo segundo transitorio señala que las autoridades obligadas en virtud de esta ley deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de 4 meses desde su entrada en vigencia.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O  D E   L E Y

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase la siguiente Ley de Probidad en la Función Pública:

TÍTULO I

Normas Generales

Artículo 1º.- La presente ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública.

Para el debido cumplimiento del principio de probidad, el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que determine esta ley, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que se señalan.

Así también, esta ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública y establecerá en qué situaciones calificadas, se deberá proceder a la enajenación de todo o parte de esos bienes.

Artículo 2°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de probidad de la función pública.

El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.

Artículo 3°.- Todo funcionario público deberá actuar en el ejercicio de su función en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con eficiencia, eficacia e imparcialidad. Asimismo, deberá siempre velar por la continuidad del servicio público que preste y desempeñar personalmente su cargo.

Cualquier persona podrá acceder libremente a desempeñar una función pública, cumpliendo con los requisitos que la Constitución y las leyes establecen.

TÍTULO II

De la Declaración de Intereses y Patrimonio

Párrafo 1°

Del contenido de la Declaración de Intereses y Patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Artículo 4°.- El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y Gobernadores, los Secretarios Regionales Ministeriales, los Jefes Superiores de Servicio, los Embajadores, los Consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Consejeros del Consejo para la Transparencia, los Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los Defensores Locales, los Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio.

Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o jefe de división o su equivalente en grado, y también sobre los fiscalizadores, en éste último caso independientemente de su grado.

Asimismo deberán efectuar dicha declaración los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio será pública y deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo.

Además deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos sesenta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior,  dentro de los sesenta días siguientes de concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.

La declaración de intereses y patrimonio actualizada deberá mantener la información incluida en la anterior y contener los hechos que motivaron su actualización.

Un reglamento establecerá los requisitos y forma de la declaración de intereses y patrimonio y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, el reglamento establecerá lo que constituirá un hecho relevante.

Asimismo, el reglamento establecerá la información que, de forma voluntaria, podrá incorporarse en la declaración.

Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio y sus actualizaciones, se efectuarán en el sitio electrónico que para tal fin señale la Contraloría General de la República, al cual se accederá desde su página web. Dicho sitio deberá permitir un acceso expedito y brindar las condiciones de seguridad e integridad de los datos ingresados.

La declaración y sus modificaciones revestirán, para todos los efectos legales, la calidad de declaraciones juradas.

Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge de las personas a que se refiere el párrafo 3°de este título, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.

Artículo 8°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante que se señalan a continuación:

a.
Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, gremiales o de beneficencia, en que participe la autoridad o el funcionario.

b.
Bienes inmuebles situados en el país con indicación de su avalúo fiscal y su fecha de adquisición, indicando asimismo las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan éstos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. También  deberán incluirse los bienes inmuebles ubicados en el extranjero, caso en el cual deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271 sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.

c.
Vehículos motorizados, con indicación de su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal. El reglamento determinará qué otros bienes muebles, sujetos a registro público, deberán incluirse en la declaración, e indicará los datos necesarios para su debida singularización.

d.
Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga la autoridad o funcionario declarante en comunidades o sociedades constituidas en Chile, con indicación del nombre o razón social, giro registrado ante el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización, incluyéndose en cuanto resulten aplicables, las mismas menciones recién indicadas más las adicionales necesarias para su acertada identificación y valorización. Asimismo, cuando el valor de estos derechos o acciones estuviera determinado por el valor de sus activos subyacentes, deberán aplicarse las reglas contenidas en cada una de las letras del presente artículo a fin de efectuar su valorización. En el caso que los activos subyacentes no tuvieren reglas especiales de valorización de acuerdo al presente artículo, el declarante deberá indicar el valor de mercado de dichos activos a fin de determinar el valor de los derechos o acciones de las sociedades extranjeras respecto de los cuales subyacen los activos respectivos.

e.
Valores, excluyendo aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.

f.
Deberán también declararse los derechos, acciones o valores señalados en las letras d) y e) anteriores, cuando los titulares de los mismos sean comunidades o sociedades en las cuales la autoridad o funcionario posea directamente, o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas, un porcentaje del capital o derechos de la sociedad que le permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores o directores, o que califique como controlador en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, o ejerza una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.

Para los efectos de la información requerida en el inciso anterior, solamente se deberá informar el porcentaje de participación indirecta que tenga la autoridad o el funcionario declarante en dichas entidades.

g.
Contratos de mandato de administración de activos, con indicación de los siguientes antecedentes: individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de el o los contratos, según corresponda; Notaría Pública o Consulado de Chile en el que fueron otorgados, según corresponda; indicando a través de una certificación del mandatario, el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración, a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada. Adicionalmente, se deberá adjuntar al formulario la copia autorizada del instrumento mediante el cual se constituyó el Mandato de Administración de Activos.

h.
Inversiones que se mantengan en el sistema financiero chileno o extranjero, de aquellas que se definan en el reglamento.

i.
La declaración contendrá también una enunciación de aquellos créditos u otras obligaciones con cualquier Banco, Institución Financiera o crediticia, y cuentas por cobrar, saldos de precio, en la medida que tengan un valor igual o superior a las 300 UTM, con indicación de la persona acreedora o deudora, según corresponda y fecha de constitución y vencimiento de la respectiva obligación.

Párrafo 2°

De las Responsabilidades y Sanciones asociadas a las infracciones relativas a la Declaración de Intereses y Patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Artículo 9°.- Las reparticiones encargadas del control interno en los órganos u organismos de la Administración del Estado tendrán la obligación de verificar que sus funcionarios efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio.

La infracción a las conductas exigibles prescritas en este párrafo hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la infracción.

Artículo 10.- Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no lo realiza dentro del plazo dispuesto para ello o lo efectúa de manera incompleta, la Contraloría General de la República podrá apercibir al infractor para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días y, en caso de incumplimiento, mediante resolución fundada, propondrá la aplicación de una multa a beneficio fiscal, de 10 a 30 unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes al apercibimiento, se aplicará además la suspensión sin goce de remuneraciones o, tratándose de la declaración por cese en el cargo, la sanción de inhabilidad especial temporal de sesenta y un días a tres años, para ejercer cualquier cargo o empleo público, sea o no de elección popular.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.

La sanción correspondiente será propuesta, mediante resolución fundada, por la Contraloría General de la República, al jefe de servicio o a quien haga sus veces. La resolución que imponga la multa y aquéllas que apliquen la suspensión o inhabilidad, serán impugnables en la forma y plazo prescritos en el artículo 14.

El monto de la multa aplicable a las autoridades o funcionarios que, habiendo sido destituidos de sus cargos, no efectuaren la declaración de intereses y patrimonio dentro de los sesenta días siguientes de haber cesado en ellos, será de cuarenta y cinco unidades tributarias mensuales por cada mes de incumplimiento.

Artículo 11.- La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

Artículo 12.- La Contraloría General de la República podrá fiscalizar la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio. Para lo anterior, podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros, la Superintendencia de Pensiones, el Conservador de Bienes Raíces, los Registros de Comercio y al Servicio de Registro Civil.

Artículo 13.- Los alcaldes y concejales que no efectúen o actualicen sus declaraciones en la forma y plazos establecidos por esta ley y su reglamento, serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en los artículos 10 y 11.

La sanción que se aplique se notificará al alcalde o concejal y al secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del concejo municipal en la sesión más próxima. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N°18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.

Artículo 14.- Las sanciones contempladas en los artículos 10, 11 y 13 serán reclamables para ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.

La Corte resolverá una vez oídos los alegatos de las partes y previo informe de la Contraloría General. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la audiencia previamente referida, la Corte de Apelaciones dictará su resolución, la que no será susceptible de recurso alguno.

Párrafo 3°

De la Declaración de Intereses y Patrimonio efectuada por otras autoridades

Artículo 15.- Los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de sesenta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses y patrimonio ante un notario de su domicilio o de la ciudad donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional, o bien ante el Secretario General de la respectiva Corporación.

La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional, según sea el  caso. Además, dentro de quinto día, se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la respectiva Cámara, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado, a su costa. Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.
Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que anteceden a una elección parlamentaria. Asimismo, deberán actualizarla dentro de los sesenta días siguientes a la cesación en el cargo, en el evento de que no repostulen o no sean reelegidos. Los diputados y senadores deberán actualizarla, además, dentro de los sesenta días siguientes desde que ocurra un hecho relevante que la modifique.

Cumplidos los plazos a que se refiere este artículo, el secretario de cada Cámara publicará la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.

Artículo 16.- Las respectivas comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.

Si el parlamentario no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta  o no  actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio será apercibido por la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda, para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal, de 10 a 30 unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.

La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

Artículo 17.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, deberán dentro del plazo de sesenta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio ante un notario de la ciudad donde ejerzan su ministerio, o ante el oficial del Registro Civil en aquellas comunas en que no hubiere notario.
La declaración de intereses y patrimonio a que se refiere este artículo deberá efectuarse en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema y de la respectiva Corte de Apelaciones, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.

Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, la declaración deberá ser actualizada dentro de los sesenta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los sesenta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.

Si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera incompleta  o  no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, según corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

Las disposiciones contenidas en los incisos precedentes, serán aplicables a los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, regulados por la ley N° 20.322 que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.

Artículo 18.- El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley. Dicha declaración se efectuará ante un notario de la ciudad donde ejerzan sus funciones, o ante el oficial del Registro Civil en aquellas comunas en que no hubiere notario.

El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fuere prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio de la fiscalía a que perteneciere el declarante. Una copia de la protocolización será remitida por el declarante a la oficina de personal de la Fiscalía Nacional y de la respectiva Fiscalía Regional, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.

Sin perjuicio de lo referido en el artículo 5° de esta ley, la declaración deberá ser actualizada dentro de los sesenta días desde que el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los sesenta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.

Artículo 19.- Si los Fiscales Regionales o los fiscales adjuntos no efectúan de manera oportuna, la efectúan de manera incompleta o no actualizan dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, serán apercibidos para que lo  efectúen dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuesta administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

Artículo 20.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y el Ministro de Fe al que se refiere el artículo 23 de la ley N° 19.886, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.

Si el declarante no efectúa, efectúa de manera incompleta o no actualiza de manera oportuna la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de 10 a 30 unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. La multa a la que se refiere este inciso será aplicada por el superior jerárquico en conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 22 de la ley N° 19.886.

La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

Artículo 21.- Los Ministros y los Suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

La declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública.

Si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera  incompleta o no  actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Constitucional, en pleno. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

Artículo 22.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

La declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública.

Si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de  manera incompleta o  no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

Artículo 23.- Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los mismos términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

La declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública.

Si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de manera  incompleta o no  actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

Artículo 24.- Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos estipulados en los artículos 5°, 7° y 8° de esta ley.

La declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal Electoral Regional, quien la mantendrá para su consulta pública.

Si el declarante no efectúa de manera oportuna, la efectúa de  manera incompleta o  no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio, será apercibido para que lo efectúe dentro del plazo de 10 días, y en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el Tribunal Calificador de Elecciones. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.

Artículo 25.- En el caso de las infracciones a las que se refieren los artículos 21, 22, 23 y 24 de esta ley, el procedimiento aplicable se regirá por lo dispuesto en este artículo.

El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.

La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.

TÍTULO III

DEL MANDATO DE ADMINISTRACIÓN Y LA ENAJENACIÓN FORZOSA

CAPÍTULO 1°

DEL MANDATO DE ADMINISTRACIÓN DISCRECIONAL DE CARTERA DE VALORES

Párrafo 1°

Definición y Modalidades

Artículo 26.- Las autoridades señaladas en este párrafo tendrán la obligación de constituir un Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores, en adelante el “Mandato”, en los casos y en la forma que se establece en esta ley y de enajenar ciertos activos en aquellas situaciones excepcionales.

En todo lo no previsto en el presente título, el Mandato se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil.

Artículo 27.- El Mandato a que se refiere esta ley, es un contrato en virtud del cual una autoridad, en la forma y los casos señalados en esta ley, y con el objeto de precaver posibles conflictos de intereses, encarga a uno o más terceros autorizados, la administración discrecional de valores que integren su patrimonio, quienes se hacen cargo separadamente de éstos, por cuenta y riesgo del primero.

La autoridad que confiere el encargo se llama Mandante, y el que lo acepta, Mandatario.

Artículo 28.- El Mandato admitirá las modalidades de Mandato de Administración General de Cartera, o “Mandato General”; y la de Mandato de Administración Diversificada de Cartera, o “Mandato Diversificado”.

El Mandato General es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la administración amplia y discrecional de sus valores señalados en el artículo 29. La finalidad del Mandato General es la administración libre de una cartera de inversiones sin entregar al Mandante ninguna información respecto del destino de los valores entregados en administración, ni el Mandante entregar ninguna instrucción respecto del destino de sus inversiones.

El Mandante podrá instruir al Mandatario la no enajenación de parte o todos los valores que se le entreguen en administración, mas no podrá disponer nuevas inversiones en aquellos valores que se deben enajenar, ni en aquellos que deberán entregarse en Mandato, conforme con lo establecido en esta ley.

El Mandato Diversificado es aquel contrato en virtud del cual una autoridad encarga a uno o más terceros autorizados la presentación de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 29. El Mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio con el objeto de evitar que las actividades de la autoridad puedan influenciar el valor del Mandato. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32, el plan de liquidación no podrá instruir al Mandatario la inversión del producido de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar ni tampoco en aquellos valores que deberán entregarse en Mandato, en conformidad a las normas de esta ley.

Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia de Valores y Seguros en conjunto con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras podrán dictar normas de carácter general en las que definirán y regularán otras formas de mandato de administración de cartera de terceros, que tengan por objeto precaver posibles conflictos de intereses. Estos mandatos serán gestionados por cuenta y riesgo del mandante y el mandatario estará facultado para decidir su inversión, enajenación y demás actividades que correspondan, en conformidad con las disposiciones contenidas en el contrato de administración de cartera de terceros que deben suscribir ambas partes y a las disposiciones de este título, según lo señalado en el inciso siguiente.

A los mandatos mencionados en el inciso anterior, les serán aplicables las disposiciones de este título referidas a las prohibiciones de información relativas al Mandante y las prohibiciones de recibir instrucciones relativas al Mandatario, debiendo cumplir siempre con los estándares que sobre estas materias establece esta ley. Asimismo, le serán aplicables las disposiciones sobre fiscalización y procedimiento de reclamación, y las sanciones que establezcan dichos contratos deberán cumplir con los parámetros establecidos en el capítulo 3° de este título. A estos mandatos no se les aplicarán las normas relativas a oportunidades y causales de modificación del Mandato dispuestas en el Párrafo 4° del Título III de esta ley.

La autoridad obligada a constituir Mandato podrá optar libremente por una cualquiera de las modalidades referidas precedentemente.

Párrafo 2º

Objeto del Mandato

Artículo 29.- El Presidente de la República, los Senadores y Diputados y el Contralor General de la República deberán constituir el Mandato sobre la totalidad de sus acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile y que se encuentren inscritas en los Registros de Valores que llevan la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, las sociedades o entidades que conforman el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de Controlador, o Miembro del Controlador en los términos del Título XV de la ley Nº 18.045, también deberán constituir Mandato respecto de los valores señalados en el inciso anterior.

Los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y los Alcaldes, deberán constituirlo cuando valores de su propiedad, de aquellos señalados en los incisos anteriores:

a)
Se vinculen con las entidades del sector privado sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a la fiscalización o control del o los organismos sujetos a su dependencia o supervigilancia; o,

b)
Se vinculen directamente con el ámbito de sus competencias.

Párrafo 3º

Normas comunes a ambos tipos de Mandato

Artículo 30.- El Presidente de la República y los Senadores y Diputados deberán constituir el Mandato dentro del período comprendido entre su proclamación como candidatos electos y la fecha en que legalmente les corresponda asumir el cargo. Las demás autoridades señaladas en el artículo 29 y los parlamentarios designados en conformidad al artículo 51 de la Constitución, deberán hacerlo dentro de los sesenta días siguientes a su designación.

Asimismo, si durante el ejercicio de su cargo se genera alguno de los supuestos contemplados en el artículo anterior respecto de nuevos valores, las autoridades señaladas deberán ampliar el Mandato o constituir uno nuevo en el término de treinta días.

Artículo 31.- El Mandato se constituye por voluntad del Mandante y por la aceptación del Mandatario mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este párrafo. El contrato consignado en un documento privado no producirá otro efecto que el de obligar al constituyente a otorgar escritura pública dentro del plazo señalado en el artículo precedente.

Artículo 32.- La escritura pública del Mandato deberá contener, al menos, las siguientes menciones:

1)
Individualización del Mandante, del Mandatario y de la modalidad de Mandato que se constituye. Respecto de la individualización del Mandatario, se deberá indicar el representante legal del Mandatario, la individualización de sus dueños o accionistas controladores y la declaración jurada de independencia en los términos del artículo 41 de la presente ley.

2)
El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del Mandante sobre la que se constituye el  Mandato, así como el valor corriente de los mismos.

3)
Las instrucciones generales de administración respecto de la parte del patrimonio sobre la que se constituye el Mandato, en especial en lo referido al riesgo y diversificación de las inversiones, las que deberán ser observadas estrictamente por el Mandatario. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en sectores específicos o empresas en particular.

4)
Activos específicos respecto de los que se autorice al Mandatario a delegar facultades de administración, con las limitaciones establecidas en el artículo 45 de la presente ley.

Dentro del plazo de 5 días hábiles desde la fecha de otorgamiento de la escritura pública de constitución del Mandato, según corresponda, el Mandante deberá entregar copia autorizada de dicha escritura a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, la escritura pública antes señalada deberá ser entregada a la Cámara de Diputados para su registro. Una copia de la escritura pública de la constitución del Mandato deberá ser publicada en el sitio web que para estos efectos determine el Reglamento.

La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, las cláusulas mínimas que deberá contener el Mandato.

Artículo 33.- Cada autoridad obligada a otorgar un Mandato en los términos de esta ley, deberá designar uno o más Mandatarios para la administración de la parte de su patrimonio que corresponda.

Párrafo 4°

Modificaciones al Mandato

Artículo 34.- Durante la vigencia del Mandato, el Mandante podrá introducirle modificaciones al mismo una vez al año. Para estos efectos el Mandante deberá informar las modificaciones al Mandato a la Contraloría General de la República y, en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, dentro de los dos días hábiles siguientes a aquel en que se instruyó la modificación.

Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del Mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 32 o al cambio del Mandatario y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en el referido artículo, en lo que fuera procedente.

Artículo 35.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Mandante podrá instruir al Mandatario el cambio de sus inversiones cada vez que existan manifiestos cambios en los mercados, por lo que mantener las instrucciones otorgadas por el Mandante pudiese resultar gravoso para el patrimonio de éste. En este caso, el Mandante deberá informar a la Superintendencia respectiva, para que ésta, dentro de los diez días hábiles siguientes, se pronuncie sobre la procedencia de la modificación e instruya al Mandatario a efectuarla.

Las modificaciones podrán referirse únicamente a las instrucciones generales otorgadas en el acto de constitución del Mandato a las que se refiere el número 3) del artículo 32 y deberán cumplir con las solemnidades señaladas en dicho artículo, en lo que fuera procedente.

Artículo 36.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberán conjuntamente, mediante norma de carácter general, regular las condiciones conforme a las cuales se podrán materializar los traspasos de un sistema de administración a otro.
Párrafo 5º

Obligaciones y Prohibiciones del Mandante

Artículo 37.- La autoridad que haya optado por la modalidad de Mandato General, a partir de la constitución del mismo y mientras éste se mantenga vigente, deberá abstenerse de ejecutar cualquier tipo de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el Mandatario destinada a instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él. Lo anterior es sin perjuicio de su derecho a efectuar retiros o giros, cuando así lo solicite, y de lo dispuesto en el artículo 32 numeral 3).

La violación de esta prohibición, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de esta ley.

Artículo 38.- Las personas que tengan pretensiones judiciales contra el mandante e intenten hacerlas efectivas sobre la parte del patrimonio constituida en Mandato General, deberán notificar sus acciones personalmente al Mandatario, el cual tendrá, para estos efectos, poder suficiente para actuar en representación del mandante en autos. El Mandatario podrá delegar la representación del mandante, dando aviso a éste.

Sin perjuicio de lo anterior, el Mandatario deberá informar, dentro de tercer día, tanto al mandante como a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, del hecho de habérsele notificado una acción en su contra y la cuantía de dicha pretensión judicial. En el caso de la comunicación a la Superintendencia respectiva, se acompañará, además, copia de la resolución notificada y la diligencia sobre la que hubiese recaído.

Las acciones judiciales reguladas en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia y aquellas de naturaleza penal que se pretendan hacer efectivas sobre la parte del patrimonio constituida en Mandato General, deberán notificarse tanto al mandante como al mandatario, conforme a las reglas generales de dichos procedimientos.

En estos casos, el Mandatario asumirá la representación del mandante en autos, sin perjuicio de lo cual aquél y el mandante, de común acuerdo, podrán nombrar mandatario judicial a un tercero.

Para los efectos de este artículo, la delegación de facultades del Mandatario a un tercero para representar judicialmente al mandante no implica su renuncia a dicho poder.

Párrafo 6º

Obligaciones y Prohibiciones del Mandatario

Artículo 39.- Sólo podrán desempeñarse como Mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los Registros a que se refiere el artículo siguiente:

a)
Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros;

b)
Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile, con exclusión de los bancos extranjeros autorizados únicamente para mantener oficinas de representación o actuar como agentes de negocios de sus casas matrices; y,

c)
Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero, siempre que cumplan con la fianza o garantía establecida en el artículo siguiente. Dichas entidades deberán cumplir con los estándares internacionales que determine el reglamento, dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser acreditada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda.

Artículo 40.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberán llevar, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como Mandatarios. Los registros deberán estar a disposición permanente del público.

La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción en el respectivo registro quienes deseen desempeñarse como Mandatarios para los efectos de esta ley.

Sin perjuicio de lo anterior, las personas jurídicas constituidas en el extranjero y autorizadas para desempeñarse como mandatarios según lo establece en el inciso anterior, deberán cumplir con los estándares internacionales dispuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, circunstancia que deberá ser verificada por la Superintendencia respectiva al momento de proceder al registro de la institución que corresponda.

Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su Mandato, dichos Mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato y será equivalente al 10% del valor del patrimonio que mediante dicho contrato se entregue en administración, con un tope de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales. Adicionalmente y con el objeto de garantizar el fiel y oportuno cumplimiento de su Mandato, dichos Mandatarios deberán constituir una caución o garantía irrevocable y pagadera a la vista, a beneficio fiscal. Esta caución o garantía deberá constituirse al momento de celebrar el primer contrato de mandato y será equivalente al 10% del valor de él o los patrimonios administrados con un tope global de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.

Artículo 41.- La autoridad obligada a constituir un Mandato no podrá designar como Mandatario a una persona jurídica en la cual tenga o haya tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose ésta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación, y a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores tengan relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad con la autoridad, o su cónyuge.

De manera previa o simultánea a la suscripción del Mandato, el Mandatario –debidamente representado-, así como la autoridad obligada a su constitución deberán emitir una declaración jurada por separado, indicando estar en conocimiento de lo señalado en el presente artículo y la ausencia de relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato.

Artículo 42.- El Mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el Mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al Mandante sólo una vez que haya sido autorizado expresamente por la respectiva Superintendencia.

El incumplimiento de esta obligación será sancionado en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de esta ley.

Artículo 43.- Si el Mandatario no pudiere continuar con el Mandato, por haber perdido su condición de independiente o por cualquier otra causal, el Mandante deberá otorgar un nuevo mandato en los términos de esta ley, dentro del plazo de noventa días desde la comunicación a que hace referencia el artículo anterior o desde la instrucción en ese sentido por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros o de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, para lo cual el Mandatario saliente deberá hacer una rendición de cuentas al Mandante y proporcionar al nuevo Mandatario toda la información necesaria y, en particular, la singularización de los valores bajo su administración. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas a que se refiere este artículo.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el Mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo administrador, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del Mandato.

Artículo 44.- El Mandatario no podrá, en caso alguno, delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el Mandante, expresamente, en la escritura de constitución del Mandato, conforme con lo estipulado en el número 4) del artículo 32.

El Mandatario no podrá encomendar la gestión de negocios específicos a personas que tengan con el Mandante algún tipo de vínculo que afecte o pueda afectar su independencia en los términos señalados en el artículo 41, siendo responsabilidad del Mandatario la elección de la o las personas a quienes encargue este tipo de comisiones, las cuales deberán cumplir con todos los demás requerimientos de esta ley, en especial el estar inscritos en el Registro de Mandatarios autorizados por las Superintendencias.

Artículo 45.- El Mandatario que administre un Mandato General tiene prohibido divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al Mandante a saber el estado de las inversiones de este último.

La violación de este deber de reserva respecto de la gestión y administración de los bienes dados en Mandato General, será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de esta ley.

Artículo 46.- Para efectos tributarios, el patrimonio que administre el Mandatario corresponderá a un patrimonio separado del patrimonio del Mandante, el que se sujetará en todo a las reglas generales establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del Decreto Ley 824 de 1974 y, en particular, a la tributación aplicable a las sociedades de personas. Para estos efectos el Mandante se considerará respecto de este patrimonio separado, como socio de una sociedad de personas, en conformidad a la ley.

El Mandatario será responsable de la declaración y pago de los impuestos que afecten las rentas que genere la parte del patrimonio dada en administración, debiendo, además entregar al Mandante la información y los fondos necesarios para la declaración y pago de los impuestos de éste último. Esta información deberá entregarse en términos que no se vulnere lo establecido en los artículos 45 y 49 de la presente ley.

Los gastos en que incurra el Mandante para remunerar al Mandatario en los términos del artículo 50 de la presente ley, constituirán un gasto necesario para producir la renta, conforme al artículo 31 de la Ley de la Renta, sin perjuicio de las facultades generales del Servicio de Impuestos Internos.

El Servicio de Impuestos Internos deberá dictar las Circulares, Resoluciones u Oficios, según corresponda, para la adecuada interpretación y aplicación de este  artículo.

Artículo 47.- El Mandatario deberá proveer de fondos al Mandante con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el Mandato cada vez que éste así lo solicite, ya sea en efectivo, cheque, vale vista o título representativo de dinero, no pudiendo éste indicar la forma de obtenerlos ni aquél informar la fuente específica.

El Mandante no podrá invertir los fondos obtenidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un Mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.

Artículo 48.- El Mandatario deberá proporcionar anualmente al Mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una memoria escrita razonada acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.

La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo que deberá contener la memoria y la forma en que ésta deberá ser presentada.

Artículo 49.- Queda estrictamente prohibido al Mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el Mandante que optó por el Mandato General, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el Mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el Mandato General, según los criterios determinados en el artículo 41.

La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de esta ley.

Excepcionalmente, se permitirá la comunicación por escrito entre el Mandatario y el Mandante, las que deberán ser previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y sólo podrán versar sobre resultados globales del Mandato, giros a beneficio del Mandante, pretensiones judiciales contra el Mandante, pérdida de la calidad de independiente del Mandatario, declaración y pago de impuestos y modificación a las instrucciones del Mandato, en conformidad a la ley.

Artículo 50.- La constitución del Mandato dará derecho al Mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.

Artículo 51.- Los gastos incurridos por el Mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y de conformidad a las normas que se fijen en el Mandato.

Párrafo 7°

Normas relativas a la adecuada administración del Mandato

Artículo 52.- El Mandatario deberá, salvo acuerdo en contrario, emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y responderá por sus actuaciones dolosas o culpables de los perjuicios que causare a la parte del patrimonio del Mandante que administra.

Artículo 53.- Para el cometido de su encargo, el Mandatario deberá actuar en el mejor interés del Mandante conforme a las instrucciones generales establecidas en la escritura de otorgamiento del Mandato. El Mandatario, sujetándose a las referidas instrucciones, tendrá las más amplias facultades de administración y disposición de bienes, con las excepciones señaladas expresamente en esta ley. Para estos efectos, la escritura pública de otorgamiento del Mandato se deberá considerar como poder y mandato suficiente frente a terceros.

Párrafo 8º

Término del Mandato y restitución de los bienes al Mandante

Artículo 54.- El Mandato termina por las siguientes causales:

1)
Por la cesación de la función pública del Mandante;

2)
Por la revocación expresa del Mandante;

3)
Por la renuncia del Mandatario;

4)
Por la muerte del Mandante o la disolución del Mandatario;

5)
Por la división, fusión o transformación del Mandatario;

6)
Por la declaración de quiebra o insolvencia del Mandatario;

7)
Por haber perdido el Mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 41;

8)
Por suspensión del registro de Mandatario, por haber incurrido éste en algunas de las conductas establecidas en los artículos 42, 45 o 49; y,

9)
Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 40.

Artículo 55.- Expirado el Mandato por renuncia o pérdida sobreviniente de la calidad de independiente del Mandatario, éste último, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al Mandante la parte del patrimonio que le fue encomendada, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, tan pronto como fuere posible; sin perjuicio de ejecutar en el tiempo intermedio aquellos actos que de otro modo se retardarían con perjuicio para el Mandante.

En caso de muerte del Mandante, el Mandatario deberá entenderse, para los efectos del inciso anterior, con los herederos del Mandante fallecido.

En el caso de disolución del Mandatario, la obligación señalada en el inciso primero del presente artículo, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.

En los casos de quiebra del Mandatario, las obligaciones de este último en relación con el Mandato deberán ser asumidas por el síndico hasta la designación del nuevo Mandatario.

El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia el inciso primero de este artículo.

Artículo 56.- Al término del Mandato, el Mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el Mandatario.

CAPITULO 2°

DE LAS ENAJENACIONES A QUE OBLIGA ESTA LEY

Artículo 57.- El Presidente de la República, los Senadores y Diputados y el Contralor General de la República estarán obligados a enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:

1)
empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las 100.000 Unidades de Fomento, siempre y cuando, la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.

2)
empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción. También deberán enajenar o renunciar a su participación en la propiedad de las empresas que exploten, a cualquier título, otras concesiones, cuando en virtud de ellas la empresa que la explote se encuentre en una posición dominante en el mercado, según así lo establezca el reglamento.

Por su parte, los Ministros de Estado deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de:

1)
empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las 100.000 Unidades de Fomento, siempre y cuando, la participación de la autoridad supere el 5% del capital de la misma. La Contraloría General de la República determinará, dentro del mes de enero de cada año, las empresas que se encuentren en esa situación, conforme a las transacciones efectuadas en el año calendario precedente.

2)
empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.

Los Subsecretarios y los Intendentes deberán enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas, cuando éstas se encuentren vinculadas directamente con el ámbito de su competencia.

Los Superintendentes y Jefes de Servicios de los servicios descentralizados estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de todas aquellas entidades sujetas, directamente y de acuerdo a la ley, a su fiscalización.
Los Alcaldes estarán sujetos a la obligación de enajenar o renunciar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad de aquellas entidades que tengan contratos vigentes con la municipalidad cuyo objeto tenga relación con funciones de aseo y ornato de la comuna respectiva, o exploten, a cualquier título, concesiones municipales de cualquier tipo dentro de su comuna.

De igual forma y, según corresponda, deberán enajenarse o renunciarse a las participaciones antes señaladas cuando los titulares de éstas sean comunidades o sociedades que conformen el Grupo Empresarial en que la autoridad tenga la calidad de Controlador o Miembro del Controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.

La enajenación o renuncia a la que se refiere este artículo deberá ser efectuada por la autoridad o por la entidad propietaria en el caso contemplado en el inciso precedente, dentro del plazo de 120 días siguientes contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo o bien, dentro de los 120 días siguientes a la fecha en la que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades. El producto de dichas ventas no podrá ser invertido por ella en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley.

La autoridad que no cumpla con la obligación de enajenación o renuncia de su participación en conformidad a lo dispuesto precedentemente, será sancionada según lo dispuesto en el artículo 61 de esta ley.

La enajenación o renuncia de las acciones a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.

CAPÍTULO 3°

FISCALIZACIÓN Y SANCIONES POR LA INFRACCIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE ESTE TÍTULO Y PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN 

Artículo 58.- Corresponderá a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, velar porque las personas jurídicas que se desempeñen como Mandatarios cumplan las normas de la presente ley.

Corresponderá a la Contraloría General de la República velar porque las autoridades obligadas en este título, den cumplimiento a sus disposiciones. En el caso de los senadores y diputados, corresponderá a las respectivas comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, velar por el cumplimiento de las disposiciones contenida en esta ley. Por su parte, corresponderá a la Cámara de Diputados velar por el cumplimiento de las disposiciones contenidas en esta ley, por parte del Contralor General de la República.

Artículo 59.- Para el eficaz ejercicio de las funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, el Mandatario designado no podrá negarse a entregar la información que estos organismos les soliciten.

En caso de incumplimiento por parte del Mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, se aplicará una multa a beneficio fiscal, hasta por un monto global por sociedad equivalente a 300 Unidades Tributarias Mensuales.

Artículo 60.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 57 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación de la participación en conformidad con lo dispuesto en dicho artículo, o bien, transcurridos los plazos señalados en el artículo 30 sin que se haya constituido el Mandato, la autoridad infractora será notificada por la Contraloría General de la República de dicha circunstancia. A partir de la notificación, contará con un plazo de 10 días para subsanar su situación. Expirado este plazo, la autoridad en mora será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de hasta 300 Unidades Tributarias Mensuales, la que se irá duplicando por cada mes que la autoridad requerida continúe en situación de incumplimiento.

La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior podrá ser considerada, además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que correspondan. En el caso del Presidente de la República y los Ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar esta situación de incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.

En el caso del Contralor General de la República, será la misma Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 61.- La vulneración por el Mandante de la obligación contenida en el artículo 37 de esta ley, será sancionada con  multa, a beneficio fiscal, de hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. En caso de reincidencia, el monto de la multa aplicable al mandante se elevará al doble.

Adicionalmente, la infracción referida precedentemente, podrá ser considerada además, como una vulneración grave al principio de probidad administrativa, para lo cual se procederá conforme a lo establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo anterior, según corresponda.

Por su parte, la vulneración por el Mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 42, 45 y 49 de esta ley, serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, de hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales y cancelación por un año de la inscripción en el registro para operar como Mandatario. En caso de reincidencia, el monto de la multa se elevará al doble y se aplicará al Mandatario, además, la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como Mandatario en este tipo de contratos.

Artículo 62.- Las multas que la presente ley establece para las personas jurídicas que se desempeñen como Mandatarios serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores, gerentes, dependientes o inspectores de cuentas o liquidadores.

Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie se regirán por lo dispuesto en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997 del Ministerio de Hacienda.

Las sanciones establecidas en la presente ley para las autoridades señaladas en este título, serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336 sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.

En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 63.- Las sanciones contempladas en este párrafo, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

La reclamación deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y acompañar los documentos o antecedentes probatorios en que se base. La Corte de Apelaciones resolverá en cuenta, previo informe del afectado, dentro de los seis días hábiles siguientes de recibidos por la secretaría del tribunal los antecedentes o aquellos otros que mande agregar de oficio. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.

CAPÍTULO 4°

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 64.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 101 de la Ley de Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

“Del mismo modo, le serán aplicables las obligaciones establecidas en el inciso primero al Mandatario respecto de las rentas que provengan de los bienes que le han sido entregados en Mandato Especial de Administración de Cartera. El referido informe deberá ser presentado antes del 15 de marzo de cada año y deberá cumplir con las exigencias que al efecto establezca el Servicio de Impuestos Internos.

Artículo 65.- Modifícase la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el Artículo Primero de la ley N° 18.840, en lo siguiente:

a)
Reemplázase el inciso final del artículo 14, por los siguientes incisos:


“Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. La declaración jurada deberá efectuarse en los términos antedichos, con las mismas formalidades, al momento de dejar el cargo.


Asimismo, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, la exigencia de efectuar la declaración jurada de intereses y patrimonio a que se refieren los artículos 5°, 7° y 8° de la ley sobre Probidad Pública, sirviendo como ministro de fe y depositario el Vicepresidente del Banco, quien dará copia a quien lo solicite, a costa del peticionario.


La declaración de intereses y patrimonio antedicha, deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes contados desde la fecha de la asunción del cargo. Además deberá actualizarse cada cuatro años o transcurridos sesenta días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique. Sin perjuicio de lo anterior, la misma actualización deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes de concluir sus funciones el declarante.”.

b)
Intercálese el siguiente artículo 14 bis, pasando el actual 14 bis a ser ter:


“Artículo 14 bis. Si el declarante no efectúa de manera oportuna o no actualiza dentro de plazo la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere el artículo anterior, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo.


Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento. La formulación de cargos dará al Consejero afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes contados desde la última diligencia.


No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que imponga la multa, para efectuar la declaración omitida. Si así lo hiciere, la multa se rebajará a la mitad.


En todo caso, el Consejero afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69.


La omisión inexcusable o inclusión inexacta de información requerida por la ley y su reglamento en la declaración de intereses y patrimonio, se sancionará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar.”.

c)
Incorpórese en el Párrafo I, del Título II, el siguiente artículo 14 ter., nuevo:


“Los miembros del Consejo, cuyo patrimonio esté conformado por bonos u otro tipo de inversión en títulos de renta fija emitidos por empresas bancarias; así como, por acciones o cualquiera de las inversiones mencionadas en otra institución sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberán dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que legalmente asuman sus funciones, constituir por escritura pública otorgada en una notaría del domicilio del Banco, el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores a que se refiere la ley que establece la obligación de ciertas autoridades públicas de constituir el referido mandato especial. Se entenderán, excluidos de esta obligación únicamente, los bienes, derechos e inversiones que exceptúe la referida ley.


Una copia de dicha escritura pública deberá publicarse por una sola vez en el mismo sitio electrónico institucional en que el Banco da cumplimiento a las disposiciones del artículo 65 bis de esta ley, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de otorgamiento de la mencionada escritura pública de constitución del Mandato. En el mismo plazo, y para efectos de su custodia y fines de información general, el Consejero respectivo deberá remitir copia autorizada de la escritura pública de constitución del referido Mandato, al Ministro de Fe del Banco.


El Consejero que con posterioridad a la constitución del Mandato a que se refiere esta disposición, adquiera cualquier activo de los señalados en el inciso primero, deberá ampliar dicho mandato o constituir uno nuevo, dentro del plazo de 30 días desde que se produzca el hecho, debiendo observar las mismas formalidades descritas en los incisos precedentes.


Sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 14 de esta ley, y dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de asunción en el cargo, los miembros del Consejo estarán obligados a enajenar o renunciar a la totalidad de la participación que posean en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Banco, cuyos contratos vigentes superen, individualmente o considerados en su conjunto, las 100.000 Unidades de Fomento, siempre que la participación del Consejero exceda el 5% del capital de dicha empresa; como también, en entidades que se encuentren sujetas a la exigencia de autorización, licencia, permiso o informe previo del Banco, que incida en el desarrollo de su objeto estatutario. En todo caso, el producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de enajenar.


De igual forma, deberá enajenarse la participación en los valores antes señalados que pertenezcan a sociedades o entidades que conformen el Grupo Empresarial en que el Consejero tenga la calidad de Controlador o Miembro del Controlador en los términos del Título XV de la ley N° 18.045.


Si por cualquier causa algún miembro del Consejo adquiriere una participación en alguna de las empresas a que se refieren los incisos anteriores, estarán obligados a enajenarla en el plazo de 30 días desde que se verifique el hecho.”.
d)
Agréguese al final del inciso segundo del artículo 15, a continuación del punto seguido que se suprime, la siguiente oración:

“o, que incumplan la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores o de enajenación de acciones o renuncia de participación social prevista en el artículo 14 ter.”.

e)
Agréguese el siguiente Artículo 10 transitorio, nuevo:


“Los Consejeros en actual ejercicio deberán dar cumplimiento a las obligaciones a que se refiere el artículo 14 ter, dentro del mismo plazo previsto para las demás autoridades sujetas a las disposiciones de la ley que establece la obligación de constituir el Mandato de Administración Discrecional de Cartera de Valores y de enajenación de activos.”.

Artículo 66.- Deróganse las siguientes disposiciones:

1)
El párrafo 3° “de la Declaración de Intereses y Patrimonio”, y los artículos 65, 66 y 68 del Párrafo 4° “de la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa” de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

2)
Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3)
Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.

4)
El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia del año 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

5)
Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.
6)
El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1 del año 2005 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
7)
El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

8)
El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- Dentro del plazo de 90 días contados desde su publicación, deberá dictarse el reglamento de la presente ley.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la dictación del Reglamento.
Artículo segundo transitorio.- Las autoridades obligadas en virtud de esta ley deberán adecuar su situación a lo que ésta establece, dentro del plazo de cuatro meses desde su entrada en vigencia.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.-Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.- Juan Andrés Fontaine Talavera, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DE LA FAMILIA Y DECLARA FERIADO IRRENUNCIABLE EL ÚLTIMO DOMINGO DEL MES DE JULIO PARA EFECTO DE SU CELEBRACIÓN

(7795-18)


Con motivo de la Moción, Informes, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 7795-18.
PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Establécese el último domingo del mes de julio como el "Día Nacional de las Familias", y declárase feriado irrenunciable para todos los efectos legales. No se exceptuarán del descanso de este feriado, los trabajadores mencionados en el N°7 del artículo 38 del Código del Trabajo, siendo con todo, aplicables las excepciones consideradas en la ley N° 19.973.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,  Secretario General de la Cámara de Diputados
Establece el Día Nacional de la Familia y declara feriado irrenunciable el último domingo del mes de julio para efecto de su celebración

Boletín N° 7795-18•

TENIENDO EN CONSIDERACIÓN: 

1° Que, desde una perspectiva jurídica, es perentorio acotar que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad y es deber del Estado darle protección y propender al fortalecimiento de ésta. Así lo consagra la Constitución Política de la República en su artículo primero.

Es preciso insistir en que fa Constitución Política de la República se refiere a la familia en la norma citada con anterioridad y plasma, con ello, el interés fundamental del legislador constitucional por fortalecer, respetar y enaltecer la institución en comento.

2° Que, desde la primera celebración del Día Internacional, la ONU ha definido diversas orientaciones para su observancia anual, entre ellas destacan:

· El papel fundamental de las familias en el proceso de desarrollo humano, 1994;

· Las familias: clave para prevenir rivalidades étnicas y promover la tolerancia, 1995;

· Familias al borde de la extinción en zonas de guerra y áreas afectadas por conflictos, 1997;

Las familias y el envejecimiento: una sociedad para todas las edades, 2002

· Un mayor compromiso político en la inclusión de la familia en los programas de gobierno, 2003;

Las familias y las personas con discapacidades, 2007;

La necesidad profunda y universal de la figura paterna en las vidas de las familias, 2008;

Las repercusiones de las migraciones en las familias del mundo, 2010

Para la celebración de 2011, la ONU ha convocado a observar el tema de la "Lucha contra la pobreza de las familias y la exclusión socía1"2.

1 ONU: Temas del Día Internacional de la Familia. Disponible en http://www.un.orgies/events/famityday/themes.shtml (Junio, 2011).

2 Ibíri,

3° Que, el Grupo de los 77 y China"3, del cual Chile es país miembro, promueve en el marco del seguimiento del Año Internacional de la Familia y la celebración de su vigésimo aniversario, la aprobación de un Proyecto de Resolución con la idea de "instar a los gobiernos a considerar que para el año 2014 deberán haberse emprendido iniciativas concretas para mejorar el bienestar de las familias mediante la formulación de políticas y estrategias nacionales y adecuadas', y de invitar a los Estados a "considerar la posibilidad de llevar a cabo actividades preparatorias para la celebración del vigésimo aniversario del Año Internacional de la Familia a nivel nacional"5.

4° Que, desde el punto de vista del derecho comparado, podemos observar que en México, desde el año 2006 se celebra como el día nacional de la familia, el primer domingo del mes de marzos. Su establecimiento tuvo por objeto "instituir como tradición el día de la familia para transmitir los valores representativos de la misma, involucrar al mayor número de sectores posible (gobierno, escuelas, universidades, empresas, medios de comunicación, cámaras, etc.) y generar mayor conciencia en el gobierno, el sector privado y la sociedad civil para resaltar la trascendencia social de la familia y edificar una cultura favorable hacia ella"7.Según Sainez, su determinación se efectuó siguiendo los criterios de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) que había ya instituido el día de la familia8. Con el objeto de conmemorar este día los organismos públicos del Ejecutivo Federal, en sus respectivos ámbitos de competencia, desarrollan actividades de promoción para el fortalecimiento de la Familia.

Por su parte, en Colombia, la Ley N° 1.361 de 200910 estableció como Día Nacional de la Familia, el 15 de mayo", coincidente con el Día Internacional de la Familia. En este día se desarrollan actividades públicas y privadas en donde se promueven los valores familiares12.

A su vez, en Argentina, el Día de la Familia se celebra el tercer domingo de octu bre13.

3 Organización internacional de países en vías de desarrollo, creado en 1964, para articular sus intereses en el marco de Naciones Unidas.

4 ONU: Proyecto de Resolución. Consejo Económico y Social. E/CN.5/2011/1-.6. 15-02-2011. Disponible en: http://claccess-dds-ny.un.org/doe/UNDOC/GEN/N t 11235/69/FDF/N1123569.pdf?OpenElernent (Junio, 2011).

5 Ibid.

6 Ver en:

file:///C:/Documents%20ancl%20SettinP.s/clinsterbusch/Mis%20doeurnentos/Downloads/20060302 PRESIDENC1A.doc (Junio, 2011).

7 Ver en: C1RT "Día de la Familia". Disponible en: httn:/iwww.cirt.com.mx/familia.html (Junio, 2011). SArNEz, Alfredo. Observatorio Ciudadano. "Día Nacional de la Familia". Disponible en: http://www.correo​gto.com.mx/notas.aso?ic1=60063 (Junio, 2011).

9 INEG1. "Estadísticas a propósito del Día Nacional de la Familia Mexicana". Datos Nacionales. Disponible en:

http://www.inegi.gcb.mx/inegi/contenidosiespanol/prensa/contenidosiestadisticas/2007/familia07.ndf (Junio, 2011). I° Disponible en: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/Iev/2009/lev 1361 2009.html (Junio, 2011). II Colombia aprende. "El Día Nacional de la Familia". Disponible en: http:Mvww.colombiaaprencle.edu.eothtml/oroductos/1685/w3-article-270602.html (Junio, 2011).

12 Ibídem.

13 Ver en: http://www.territoriodigital.com/nota2.asnx?c----87974321177098963 (Junio, 2011)

Finalmente, el día de la familia también ha sido considerado como día festivo, aunque no a nivel nacional, sí en algunas provincias y estados de países de tradición anglosajona. Por ejemplo, en Canadá, la Provincia de Alberta, lo celebra el tercer lunes de febrero14 En el Estado de Nevada de Estados Unidosis, se celebra el viernes después del cuarto jueves de noviembre, mientras que en Australia, Capital Federal16, se conmemora, el primer lunes del periodo de vacaciones escolares de septiembre/octubre.

5° Que, al iniciarse el segundo milenio, y según datos que arrojó el censo del año 2002, en Chile sólo el 40% de los hogares exhibe la estructura de un padre, una madre, e hijos viviendo juntos; el 48% de los hijos nacen fuera del matrimonio y el porcentaje de hogares cuyo jefe es casado, cae de un 66,6% a un 58,1%. Del mismo modo, esta medición indicó que la jefatura femenina del hogar aumenta al 31,5%, en contraste con el 25,3% de 1992. Aumentan la convivencia sin matrimonio y también las nulidades matrimoniales: si en 1970 se anulan sólo el 2% de los matrimonios contraídos en un año, en el 2000 el porcentaje sube al 10%.

Por otro lado, el aumento en la edad promedio para tener hijos por primera vez subió a 26 años para las mujeres y 29 para los hombres y, además, se constató una alarmante tendencia a la reducción en el número de hijos, siendo el promedio por hogar de tan sólo 3,6 miembros en total. A su vez, el número creciente de personas solteras y la tasa de envejecimiento de la población son otros factores que influyen en el desarrollo de la institución familiar en nuestro país.

Se espera, evidentemente, que los resultados del próximo censo sean alarmantemente superiores que los expuestos por la medición del año 2002.

6° Que, informes como el exhibido por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, indican que los chilenos declaran que la institución principal de la sociedad es la familia y se muestran de acuerdo con la afirmación de que "la familia es muy importante". Valoraciones que en la práctica concretan la misma visión al respecto que el legislador constitucional demostró al afirmar que "la familia es el núcleo fundamental de la sociedad". Por tanto, es posible afirmar que la familia es un tema país y, en ese sentido, como parlamentarios no podemos menos que realizar un esfuerzo por imprimir un realce a esta fundamentalísima institución que constituye el pilar fundamental sobre el cual reposa nuestra visión de Estado. Si es necesaria una mayor demanda de apoyo estatal a través de

14 Ver en: intp://www.eanliiorg/en/arillaws/statirsa-2000-c-f-4/latest/rsa-2000-c-114.1)tinl (junio, 2011).

15 Ver en: http://cloo.nv.p,ov/holidavsltinl (Junio, 2011).

15 Ver en httn://www.chiefininister.act.gov.au/rnedia.php?v=8382 (junio, 2011).

programas, subsidios y servicios que, al igual que en naciones más desarrolladas permitan el desarrollo de la familia y perfeccionen su funcionamiento en áreas como, productividad ,organización y mejoren la calidad de vida de los grupos familiares, esas políticas de incentivo no están ajenas a la idea de legislar para consagrar un día feriado exclusivo a la celebración de la familia. Siendo legisladores siempre hemos estado dispuestos a intervenir y apoyar todas las medidas conducentes a vigorizar la familia y en aras de este fin, proponemos la consagración del último día Domingo de cada mes de Julio como "Día nacional de la Familia", declarando este día feriado irrenunciable, con el objeto de reunir al grupo familiar en una jornada de reflexión y así impulsar el renacer de la familia chilena de cara a los desafíos que la realidad contemporánea impone.

Por último, es preciso aclarar que la designación del último día Domingo del mes de Julio se condice con el hecho que este período exhibe sólo un día declarado feriado y, por tanto, la eventual aprobación de este proyecto no generará un impacto negativo en el devenir natural del país.

POR CONSIGUIENTE: 

Los diputados que suscriben vienen en someter a vuestra consideración el siguiente,

PROYECTO DE LEY: ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DE LA FAMILIA Y DECLARA FERIADO IRRENUNCIABLE EL ÚLTIMO DOMINGO DEL MES DE JULIO PARA EFECTO DE SU CELEBRACIÓN

ARTÍCULO ÚNICO: Establézcase el último día Domingo de cada mes de Julio como DÍA NACIONAL DE LA FAMILIA y declare e feriado irrenunciable para todos los efectos legales

3
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO NACIONAL PARA CREAR LA COMISIÓN MIXTA PERMANENTE DE RELACIONES EXTERIORES

(7787-10)
              Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7787-10.
PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:
1.- Agrégase en el artículo 61, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: "Deberán indicarse especialmente, y en forma pormenorizada, las modificaciones legales y administrativas que dicho acuerdo implicará en el ámbito nacional.".

2.- Incorpórase en su Título VI el siguiente artículo 65 bis:

"Artículo 65 bis.- Se constituirá una Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores destinada a conocer de las negociaciones que se desarrollen con miras a la suscripción de tratados internacionales y las implicancias y efectos de tales acuerdos para la legislación interna. Asimismo, realizará un seguimiento de los acuerdos suscritos por el país y acerca de la gestión de los representantes nacionales ante los organismos supranacionales.

Dicha instancia estará compuesta por trece diputados y trece senadores. Formarán parte de ella, en todo caso, los miembros de las comisiones de Relaciones Exteriores de cada Corporación. Será presidida en forma alternada por un senador y un diputado que ella elija de entre sus miembros y deberá quedar constituida dentro del mes de enero de cada año. Esta comisión especial fijará en cada oportunidad sus normas de procedimiento y formará de su seno las subcomisiones que estime necesarias. Lo no regulado en este artículo podrá ser suplido con las normas referidas a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

La Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores elaborará, en el mes de diciembre de cada año, un informe anual referido a negociaciones en curso, seguimiento de tratados vigentes e implicancias de unos y otros en la legislación interna, contando para ello con un pre informe emanado, a más tardar en septiembre de cada año, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Sin perjuicio de ello, el Ejecutivo deberá actualizar permanentemente la información disponible, en tanto la Comisión podrá solicitar nuevos antecedentes, al tiempo de recibir, sistematizar y examinar la información proporcionada y ponerla a disposición de las respectivas Cámaras y sus comisiones temáticas. Contará para ello con una unidad de asesoría especializada.

En caso alguno estas labores podrán afectar las atribuciones propias del Poder Ejecutivo.".

3.- Agrégase el siguiente artículo 4° transitorio:

"Artículo 4°.- Una Comisión Bicameral especial, integrada por cinco diputados y cinco senadores, determinará, por una sola vez, la dependencia, la organización y el funcionamiento de la unidad de asesoría que prestará apoyo a la Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores. Sus acuerdos serán aprobados en cada Cámara con las formalidades que rigen para la tramitación de un proyecto de ley, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de publicación de esta ley.".".
***

Me permito hacer presente a V.E. que el artículo único del proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 97 Diputados, de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
Modifica la Ley Orgánica del Congreso Nacional para crear la Comisión
Mixta Permanente de Relaciones Exteriores

Boletín N° 7787-10

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 6°, 7°, 32° numeral 15°, 54° numeral 1° y 63° de la Constitución Política de la República y en la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Considerando.

1.- Que la democracia representativa constituye un importante hito del desarrollo político y social de la humanidad.

Desde el mundo antiguo, la noción de democracia fue evolucionando hasta adquirir los caracteres que se le reconocen hoy. Ya Montesquieu en El espíritu de las leyes, recoge algunos de sus principios sustantivos.

Entre ellos recoge la "división de poderes", ya esbozada por en Locke, al que agrega una noción similar al de Estado de Derecho, denominado "Estados templados". "La libertad política no se encuentra más que en los estados moderados; ahora bien, no siempre aparece en ellos, sino sólo cuando no se abusa del poder."'

Más aún, dicho autor manifiesta, también, la necesidad de que, a lo menos una parte de la asamblea que detente el poder legislativo, sea elegida por el pueblo. "Todos los ciudadanos de los diversos distritos deben tener derecho a dar su voto para elegir al representante, exceptuando aquellos que se encuentren en tan bajo estado que se les considere carentes de voluntad propia." 2

2.- Que de este modo, se abre paso en la teoría política la noción de democracia representativa, constituida por mandatarios del pueblo soberano que, en su lugar, adoptan las decisiones necesarias para la conducción del Estado. "...el pueblo deberá realizar por medio de sus representantes lo que no puede hacer por sí mismo." 3

'Montesquieu, "El espíritu de las Leyes", Editorial Tecnos, Madrid, 1985, p. 106. 2Montesquieu, Op. Cit., pp. 109 y 110.

'Montesquieu, Op. Cít., p. 109.

Tal formulación no fue pacífica. Rousseau manifiesta su profundo escepticismo frente a la factibilidad que el pueblo ejerza el poder, más aún a través de representantes.

"La soberanía no puede ser representada por la misma razón de ser inalienable; consiste esencialmente en la voluntad general, y a la voluntad no se la representa, es una o es otra. Los diputados del pueblo no son ni pueden ser representantes; son únicamente sus comisarios, y no pueden resolver nada en definitiva: Toda ley que el pueblo en persona no ratifica es nula; vale decir no es una ley. El pueblo inglés piensa que es libre y se engaña; lo es sólo mediante la elección de los miembros del Parlamento; tan pronto como éstos son elegidos cae en su condición de esclavo, no es nada. El uso que hace de su libertad en los cortos momentos en que la disfruta es tal, que bien merece perderla." 4

Algo posterior, el inglés Stuart Mill es categórico al afirmar las ventajas del sistema representativo. "Gobierno representativo significa que la nación, o al menos una porción numerosa de ella, ejerza por medio de diputados que nombra periódicamente, el poder supremo de inspección e intervención; poder que en toda Constitución deber residir en alguna parte. La nación debe poseer este poder en el sentido más absoluto de la palabra. Debe ser dueña, cuando lo desee, de todas la operaciones del Gobierno. "

Dichos conceptos empezaron a ser recogidos a partir de la Revolución Francesa y especialmente de la independencia de los Estados Unidos de América, comenzando a verificarse, en los hechos, un nuevo sistema de Gobierno, ajeno a las monarquías y que trascendería a la mayoría de las naciones latinoamericanas.

3.- Que, un concepto fundamental para entender la democracia representativa lo encontramos en la soberanía, profundamente analizado en la República de Bodino y definido como "el poder absoluto y perpetuo de un Estado." 6

La soberanía constituye una de las bases de la teoría política moderna y es el punto central de la creación de los Estados, tal como los entendemos hoy, dotados de independencia e imperio para dotarse de sistemas de gobierno y regular la vida de sus ciudadanos.

4Rousseau, Op. Cit., p. 147.

sJohn Stuart Mill, "Del Gobierno Representativo", Editorial Tecnos, Madrid, 1985, p. 54. 6Bodino, "De la República". Citado por Norberto Bobbio, Op. Cit., p. 81.

4.- Que, sin embargo, en pleno siglo XXI observamos que este concepto de soberanía e independencia absoluta de los Estados se encuentra cada vez más relativizado por los compromisos que éstos asumen como consecuencia de su participación en la comunidad internacional.

El radio de acción de los Estados y sus autoridades se encuentra cada vez más condicionado por procesos internacionales de integración política y económica que les imponen significativas obligaciones en materia legislativa.

5.- Ello ha motivado una interesante discusión en torno a la cada vez más difusa soberanía de las naciones en un contexto internacional profundamente globalizado.

En la era de los estados - nación el margen de acción de cada país resultaba perfectamente nítido. El territorio y los ciudadanos representaban el objeto y sujetos vinculados con las decisiones.

Hoy, la integración, hace que los ámbitos de decisiones se vayan transfiriendo paulatinamente a organismos supranacionales, al tiempo de estandarizar las respuestas. Como señala Robert Dahl, asistimos a la tercera fase del pensamiento democrático, que sucede a la democracia directa y a la representativa: "La tercera transformación es la que se está dando ahora, a fines del siglo XX: el traslado del centro neurálgico de la toma de decisiones del Estado-nación al sistema transnacional. Hay, además un paralelismo muy claro. Así como hubo un tiempo en el que las ciudades fueron perdiendo sus autonomías en favor de Estados-nación, ahora éstos están perdiendo terreno en favor de los sistemas transnacionales."

6.- Que nuestra Constitución entrega al Presidente de la República la conducción de las relaciones internacionales. En efecto, el numeral 15° del Artículo 32 de la Carta Fundamental le faculta para "Conducir las Relaciones políticas con las potencias extranjeras organismos internacionales, y llevar a cabo las negociaciones; concluir, firmar y ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo prescrito en el artículo 54 N° 9°. Las discusiones y deliberaciones sobre estos objetos serán secretos si el Presidente de la República así lo exigiere,'"

Como dicho precepto lo señala, el Parlamento debe sancionar los tratados internacionales, atribución que se encuentra regulada en el Artículo 54, numeral 1° de la Constitución Política de la República que señala que corresponde al Congreso Nacional:

"1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 66, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.

El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.

El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional,

Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.

Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional.

Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.

En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.

El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva

De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.

En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 64, y"

7.- Que tal división de funciones, en lo referido a aprobación de los tratados internacionales, resulta menguada para el Parlamento, especialmente al comprobarse que éstos determinan en forma importante la agenda legislativa generando obligaciones que, con posterioridad, no pueden desatenderse. Lo anterior ha quedado reflejado recientemente en dos materias.

Por una parte, el Mensaje Presidencial referido a la adhesión de nuestro país al Acta 1991 del Convenio UPOV, sobre obtenciones vegetales, sostiene que dicho acuerdo al igual que otros tratados internacionales que forman parte del sistema multilateral de propiedad industrial, fue comprometida internacionalmente por Chile en diversos acuerdos bilaterales de libre comercio (TLC)

En particular, se indica que tanto e! TLC suscrito por Chile con los Estados Unidos de Norteamérica, en las Disposiciones Generales del Capítulo 17 de "Propiedad Intelectual"; el TLC Chile – Japón, en su artículo 162 y el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Comunidad Europea, de conformidad al Título VI de "Derechos de Propiedad Intelectual", artículo 170.a).v) establecen compromisos respecto a la adhesión o incorporación en la legislación nacional del Acta 1991.

Por su parte, la adhesión de Chile a la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos, OCDE, implicó, entre otros ajustes, la aprobación de iniciativas legales referidas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, gobiernos corporativos de empresas públicas y privadas y secreto bancario.

8.- Que la evidencia de las crecientes obligaciones legislativas emanadas de acuerdos internacionales obligan a replantear el rol del Parlamento en las Relaciones Exteriores, de modo que sin restar al Ejecutivo la facultad de conducir las relaciones internacionales y llevar a cabo las negociaciones sobre los tratados, pueda traspasar al Congreso Nacional una mayor información respecto de éstos, en sus etapas previas, particularmente acerca de sus implicancias en la legislación interna.

Las actuales disposiciones, a través de las cuales el Congreso Nacional se impone de los tratados internacionales una vez que están acordados y se limita a ratificarlos es insuficiente, más aún en un régimen presidencial como el chileno y afecta severamente que el poder Legislativo pueda ejercer efectivamente el rol que le corresponde como depositario de la soberanía nacional.

9.- Que esta dificultad ha sido comprendida por otras naciones, como México, que el año 2004 promulgó una ley sobre aprobación de tratados internacionales en materia económica.

Dicho cuerpo legal establece una serie de exigencias y procedimiento referidos a la negociación y acuerdo de dichos convenios, fortaleciendo el rol del Parlamento.

Así, su artículo 50 establece que al inicio de cada periodo ordinario de sesiones, el Senado, a través de las comisiones competentes, requerirá un informe a las Secretarías de Estado y a cualquier organismo de la administración pública federal que represente a México sobre el inicio de negociaciones formales de un tratado.

El informe contendrá:

I. Las razones para negociar así como las consecuencias de no hacerlo;

II. Los beneficios y ventajas que se espera obtener de la negociación y la expectativa de cumplir con los objetivos de esta ley que correspondan conforme al tratado que se pretende celebrar, y

III. Un programa inicial del proceso de negociación calendarizado.

Más aún se señala que las comisiones podrán crear, por cada tratado, una subcomisión plural para dar seguimiento, proponer acciones legislativas, recabar y obtener información sobre el estado que guardan las negociaciones, entrevistar a servidores públicos, representantes de grupos de interés, peritos o cualquier persona que pueda aportar conocimientos y experiencia sobre las negociaciones.

El artículo 60 va más allá y dispone que con base en la información sobre el avance de las negociaciones las comisiones a las que haya sido turnado el informe, o en su caso, la subcomisión a la que se refiere el artículo anterior, deberán requerir a las Secretarías de Estado y a cualquier organismo de la Administración Pública Federal que represente a México en las negociaciones, con la anticipación necesaria a la fecha determinada para la firma del tratado correspondiente, un informe sobre el resultado final completo de las negociaciones, y sobre la forma en que se atendieron los objetivos de esta ley.

Asimismo, el informe contará con una explicación amplia y detallada de:

I. Los beneficios que se obtuvieron en la negociación;

II. Los alcances de la negociación;

III. Los compromisos de la negociación, y

IV. Las normas legales y administrativas que tendrían que modificarse de acuerdo con el tratado.

Lo anterior da cuenta de una relación más estrecha entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo que permite a éste contar con una información más acabada en torno al alcance de las tratativas y sus consecuencias, particularmente en cuanto a la legislación nacional.

10.- Que nuestro país ha avanzado institucionalmente en dotar la Parlamento de una mayor información para el adecuado cumplimiento de sus funciones. Así por ejemplo, la ley 19.875 permitió la creación de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y la Unidad de Asesoría correspondiente que

posibilita al Congreso Nacional realizar un seguimiento de la ejecución de la Ley de Presupuestos.

11.- Que consideramos indispensable que el Parlamento disponga de una mayor información y participe más activamente en los procesos de negociación los Tratados, Acuerdos y Convenios y supervigile el desempeño de los representantes en los organismos internacionales; sin afectar las atribuciones del Presidente de la República para llevar a cabo tales procedimientos y la nominación y remoción de tales funcionarios.

En particular, estimamos que el rol del Parlamento debería abarcar 3 momentos:

· Acompañar el proceso de construcción del acuerdo o tratado internacional, conociendo las ventajas y/o haciendo ver los inconvenientes que éstos representan para el país, desde el primer momento.

· Aprobar los tratados internacionales, según lo dispone el texto constitucional actual.

· Realizar un seguimiento de todos y cada uno de los tratados internacionales y de la actuación de nuestros representantes en los organismos internacionales.

Para ello, tal corno se realizó en materia presupuestaria el Parlamento deberá contar con una Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores integrada por 26 miembros, 13 Diputados y 13 Senadores. Su funcionamiento será similar al de la Comisión Mixta de Presupuesto y deberá informar y consultar a las respectivas Comisiones Técnicas en lo que les sea pertinente.

La Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores elaborará, en el mes de diciembre de cada año, un informe anual sobre la situación de los tratados y participación en organismos internacionales, contando para ello con un pre informe emanado del Ministerio de Relaciones Exteriores. Sin perjuicio de ello, el Ejecutivo deberá actualizar permanentemente la información disponible.

Asimismo, proponemos que dentro de la información que el Presidente de la República aporta al Congreso Nacional respecto de los tratados internacionales se considere especialmente detallar las modificaciones legales y administrativas que el acuerdo requiera en el ámbito interno.

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifíquese la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional del siguiente modo:

1.- Agréguese la siguiente parte final a su artículo 61: "Deberá indicarse especialmente y en forma pormenorizada las modificaciones legales y administrativas que dicho acuerdo implicará en el ámbito nacional".

2.- Incorpórese en su Título VI el siguiente nuevo "artículo 65 bis:

Artículo 65 bis.- Se constituirá una Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores destinada a conocer de las negociaciones que se desarrollen con miras a la suscripción de tratados internacionales y las implicancias y efectos de tales acuerdos para la legislación interna. Asimismo, realizará un seguimiento de los acuerdos suscritos por el país y acerca de la gestión de los representantes nacionales ante los organismos supranacionales.

Dicha instancia estará compuesta por trece diputados y trece senadores. Formarán parte de ella, en todo caso, los miembros de las comisiones de Relaciones Exteriores de cada Corporación. Será presidida por el senador que ella elija de entre sus miembros y deberá quedar constituida dentro del mes de enero de cada año. Esta comisión especial fijará en cada oportunidad sus normas de procedimiento y formará de su seno las subcomisiones que estime necesarias. Lo no regulado en este artículo podrá ser suplido con las normas referidas a la comisión especial mixta de presupuestos.

La Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores elaborará, en el mes de diciembre de cada año, un informe anual referido a negociaciones en curso, seguimiento de tratados vigentes e implicancias de unos y otros en la legislación interna y acerca de la participación de representantes de nuestro país ante organismos supranacionales, contando para ello con un pre informe emanado, a más tardar en septiembre de cada año, por el Ministerio de Relaciones Exteriores.

Sin perjuicio de ello, el Ejecutivo deberá actualizar permanentemente la información disponible, en tanto la comisión podrá solicitar nuevos antecedentes, al tiempo de recibir, sistematizar y examinar la información proporcionada y

ponerla a disposición de las respectivas Cámaras y sus comisiones temáticas. Contará para ello con una unidad de asesoría especializada.

En caso alguno estas labores podrán afectar las atribuciones propias del Poder Ejecutivo".

3.-
Agréguese el siguiente artículo transitorio:
"Artículo transitorio.- Una Comisión Bicameral especial, integrada por cinco diputados y cinco senadores, determinará, por una sola vez, la dependencia, la organización y el funcionamiento de la unidad de asesoría que prestará apoyo a la Comisión Mixta Permanente de Relaciones Exteriores. Sus acuerdos serán aprobados en cada Cámara con las formalidades que rigen para la tramitación de un proyecto de ley, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de publicación de esta ley".
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONCEDE, POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA AL SACERDOTE ESPAÑOL MANUEL MOSQUERA SÁNCHEZ

(8022-17)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8022-17.

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español Manuel Mosquera Sánchez.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,  Secretario General de la Cámara de Diputados.

	
	Otorga la nacionalidad por gracia al párroco de Coihueco Padre
Manuel Mosquera Sánchez
Boletín N° 8022-17


Considerando:

1. La nacionalización por gracia de ley constituye una institución de tradición republicana extraordinariamente fructífera para el bien común chileno. Lo anterior porque a través de este honor se distingue a extranjeros ilustres que han efectuado un aporte significativo al progreso del país en las tareas científicas, productivas, comerciales, artísticas, deportivas y culturales; como así mismo en el magisterio de costumbres y estilos de vida que signifiquen un modelo de virtudes a seguir por las generaciones venideras.

2. Esta importante y excepcional institución de la nacionalidad por gracia de ley es recogida en el número 5 del artículo 10 de la Constitución Política de la República, cuando expresa que serán chilenos los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.
3. Es por lo antes mencionado que se considera esencial poder reconocer el comprometido trabajo de promoción laboral, educacional, social y espiritual del Padre Manuel Mosquera Sánchez, presbítero de la comuna de Coihueco.
4. El padre Manuel Mosquera Sánchez, nació el 27 de junio de 1931, en la villa de Quiroga, provincia de Lugo, España, en el seno de una familia profundamente cristiana. Es el tercero de cinco hermanos, todos distinguidos profesionales, el mayor de ellos, Luis, llegó a ser el más joven magistrado que ha tenido la Corte Suprema de España.
5. Sus primeros estudios los hizo en el colegio Apóstol Santiago de la Compañía de Jesús en la ciudad de Vigo, con régimen de internado. Las humanidades y la filosofía en el Seminario de Santiago de Compostela y 
la Teología en la Universidad de Salamanca, siendo ordenado sacerdote el 22 de diciembre de 1956.

6. En sus inicios en la vida sacerdotal, el padre Manuel, se desempeñó en diferentes lugares de las regiones de España, pero su anhelo fue siempre misionar y llevar su mensaje y apoyo a los más necesitados, donde quiera que ello fuere necesario.

7. Su deseo corno misionero era ir a África, pero el destino, lo hizo venir a Chile, a la Diócesis de Chillan, el 17 de julio de 1969, donde como fervoroso misionero, se entrego en cuerpo y alma al servicio de los pobres y enfermos, levantando templos, colegios, hospitales y llevando a cabo una gran labor apostólica entre los fieles de su nueva patria.

8. Testimonios de su obra en la Diócesis de Chillan, son sus pasos por las parroquias de San Ignacio, Yungay, Cachapoal, San Fabian de Mico y Coihueco, donde su gente lo recuerda con cariño y sus obras están en plenitud hasta hoy. En estos 42 años de vida pastoral en Chile, el aporte del padre Manuel ha sido invaluable. Son muchos los enfermos, huérfanos, estudiantes, discapacitados y pobres que han recibido su mano y apoyo fraterno.

9. Mientras ejercía su labor de párroco en las diferentes comunas de Ñuble, trabajó como director de la Revista "Nuestro Camino", órgano de la Diócesis en el que estuvo al frente por más de 20 años, y que a su vez, colaboró en la comunicación e información entre las comunas de la provincia.

10. En San Ignacio, como en las otras comunas, tuvo especial preocupación por la educación de los niños y jóvenes, al igual que el elevar el nivel de vida de las familias. Creó un hogar de niñas, para estudiantes de los sectores más alejados, además de talleres de capacitación para jóvenes, un centro de rehabilitación de alcohólicos y comedores infantiles para las familias de escasos recursos.

11. En Yungay, realizo obras como la construcción del hogar "Oreste Montero", para estudiantes rurales, colaboró con la construcción de la nueva iglesia en la parroquia "San Miguel", creó una Clínica para alcohólicos y el grupo de rehabilitados "San Jorge'', creó una barraca maderera para dar trabajo a gente necesitada, creó la radio comunitaria campesina, ayudó a la creación de la Escuela Parroquial, actual Colegio Divina Pastora de Yungay, y por último, apoyó fuertemente a las postas

de salud rural organizando un sistema de comunicación por radio, todo un avance para la época.

12. En Yungay, además de la labor educativa, logró unir en torno a la reconstrucción del templo, a personas de diferentes clases sociales y políticas, quienes con trabajos y voluntarios aportes, levantaron la construcción en un periodo record de tres meses. Tanto en Cachapoal como en San Fabián su labor fue semejante, manteniendo comedores para niños y diferentes talleres productivos de autogestión para las mujeres.

13. A Coihueco llega en 1988, donde primero realiza un diagnóstico de su nueva realidad pastoral, observa, escucha, consulta, pero sobre todo pone atención a las necesidades de la gente.

14. Cumpliendo 23 años como párroco de Coihueco, su labor como pastor ha sido inmensa. En una mirada retrospectiva podemos mencionar aportes tan sustantivos como la creación de la Clínica de Rehabilitación de Alcohólicos, la renovación de las 29 capillas de la comuna, la adquisición de cinco nuevas propiedades para la parroquia en provecho de la juventud coihuecana, la mantención, mejora y ampliación del cementerio parroquia!, la creación de la Radio parroquial "Radio 2000" y, sin duda la más importante, la creación del Colegio Parroquial Lorenzo Mondanelli.

15. Su obra más querida ya enunciada, la creación del colegio Lorenzo Mondanelli, en el año 1991, vino a satisfacer una necesidad anhelada por la población. Hoy en día este colegio, con enseñanza básica y media completa y con una matricula de 500 alumnos, ofrece una alternativa educativa de excelencia, logrando que los jóvenes tengan posibilidades reales de estudiar una carrera profesional posterior. Varios de ellos y ellas ya son profesionales que se encuentran desarrollándose activamente en el mundo laboral, pasando hacer sin duda una tremenda alegría en el corazón del padre Manuel. Esta labor educativa se ha visto premiada y reconocida en varias oportunidades por institutos, universidades, medios de comunicación, municipalidades y gobernación.

16. La mirada visionaria de este sacerdote, siempre ha sido el motor para el desarrollo integral de los jóvenes, es así que alrededor de 8 años atrás, adquirió varias hectáreas en la zona poniente de Coihueco, al borde del río, donde levantó un gran complejo recreativo y deportivo para el disfrute de la juventud coihuecana, donde existen canchas de futbol

empastadas, cancha de tenis, piscinas, camarines, baños y zonas de camping y picnic.

17. A pocos días de haber ocurrido el terremoto en nuestro país, específicamente el primer domingo de marzo, se reunió en la plaza de armas con la gente del pueblo para asistir a la misa, ya que el templo parroquial había sufrido serios daños, quedando inhabilitado. Una vez finalizada la liturgia, el padre Manuel invitó a todos los presentes a organizarse para reconstruir el templo parroquial que data de 1910, que hasta la fecha cuenta con más de cien años de existencia y es patrimonio histórico y cultural de la comuna.

18. La preocupación del Padre Mosquera por no perder el gran patrimonio del templo, ha significado el trabajo arduo de toda la comunidad durante 16 meses en pro de la reconstrucción.

19. Por todo lo dicho se puede advertir que en todos los lugares que ha estado, su labor pastoral ha sido intensa, llevando a cabo visitas mensuales a todas las comunidades rurales, viéndose expuesto a altos riesgos de accesibilidad, de traslados a caballo por muchas horas, de exposición a las inclemencias del tiempo lo que en muchas ocasiones quebrantó su salud, temiéndose por su vida, pero que no bajó jamás los brazos del Padre Manuel, siguiendo con ahínco su obra solidaria.

20. Con sencillez, humildad y vocación admirable, aprendió de nuestras costumbres y tradiciones y hoy día su corazón se cubre con sentimientos profundos de chilenidad con mucho respeto y valoración por nuestra cultura campesina.

21. Por último, el 22 de diciembre del año 2006, se celebraron 50 años de vida ministerial del Padre Mosquera, oportunidad en la que recibió un merecido reconocimiento público de la comunidad coihuecana y de las parroquias en que ya había trabajado.

22. Por todo lo antes dicho, los Diputados aquí firmantes venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo Único:

“Concédase la Gracia especial de nacionalización por ley al sacerdote español don Manuel Mosquera Sánchez, párroco de la Comuna de Coihueco”
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA NORMAS SANITARIAS Y DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL PARA LAS CONCESIONES DE ACUICULTURA
(7910-21)

Certifico que el día de ayer, 12 de marzo de 2012, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobó en general, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Hosain Sabag Castillo, el proyecto de ley que modifica normas sanitarias y de ordenamiento territorial para las concesiones de acuicultura, Boletín N° 7.910-21. Esta iniciativa de ley tiene por objetivo resolver los entorpecimientos surgidos en la aplicación de la ley N° 20.434, que han impedido implantar el nuevo modelo de desempeño ambiental y sanitario definido por la legislación para las concesiones mencionadas.

La Comisión tomó nota de que se han formulado reparos de inconstitucionalidad respecto de los preceptos de esta iniciativa que suspenden el otorgamiento de nuevas concesiones y que facultan para denegar solicitudes en trámite, cuestiones que serán analizadas en la oportunidad reglamentaria de segundo informe.
Asimismo, sus integrantes dejaron constancia de que diversas disposiciones de la iniciativa de ley en cuestión ameritan correcciones de forma y fondo, que se ventilarán igualmente en el aludido segundo informe.

Deberán ser informados por la Comisión de Hacienda, en el trámite reglamentario de segundo informe, el N° 5) y la letra b) del N° 8) del artículo 2°, los artículos 3°, 4° y 6° permanentes y el artículo primero transitorio, referidos a patentes de acuicultura.

Tiene carácter de ley orgánica constitucional la letra d) del número 8) del artículo 2°, pues sustrae de la esfera de competencia de la justicia civil la imposición de ciertas sanciones; de acuerdo con los artículos 66 y 77 de la Constitución Política de la República, su aprobación requiere el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

La aprobación de los números 1) y 3) del artículo 1°, y del artículo 5°, que limitan la adquisición del dominio de ciertos bienes, requiere el voto de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, porque versan sobre materias de quórum calificado, en virtud de lo que disponen el artículo 66 y el ordinal 23° del artículo 19 de la Carta Fundamental.

Se transcribe a continuación el texto del proyecto aprobado en general por la Comisión:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°20.434, que modificó la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de Acuicultura, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 2°:


a) Intercálase en su inciso tercero, después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “Las solicitudes de concesiones de acuicultura, cualquiera sea la especie o grupo de especies a cultivar, que hayan sido presentadas en la Undécima Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y que no se encuentren en los casos previstos en los incisos anteriores, deberán ser denegadas, con excepción de las solicitudes de relocalización.”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, pasando los actuales cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente: “No obstante lo anterior, serán denegadas las solicitudes de relocalización de concesiones que hayan sido presentadas en la región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, que se ubiquen en un sector que al 8 de abril de 2010 hubiese sido solicitado previamente para concesión de acuicultura y haya obtenido resolución de calificación ambiental favorable. Sólo se podrán otorgar concesiones en esos sectores para relocalizar concesiones de acuicultura de peces que hayan quedado ubicadas en las franjas de distancia obligatoria entre macro zonas, que por razones sanitarias establezca por resolución la Subsecretaría. Esta prioridad tendrá aplicación hasta el 8 de abril de 2015. Vencido ese plazo, todas las solicitudes de concesiones de acuicultura se regirán por las normas generales de otorgamiento de concesiones vigentes a esa fecha.”.


c) Derógase el inciso quinto, que pasó a ser sexto.


d) Agrégase en el inciso final, después de la expresión “Los Lagos” la frase “y en la Undécima Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”.


2) Modifícase el artículo 5° en el sentido siguiente:


a) Reemplázase en su inciso primero la frase “y Undécima de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”, por “Undécima de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Duodécima de Magallanes y Antártica Chilena”.


b) Derógase el inciso sexto.


c) Agrégase en el inciso séptimo, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.) la siguiente oración: “Esta preferencia sólo será aplicable respecto de las solicitudes de relocalización que hayan sido presentadas antes del 8 de abril de 2011.”. 


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Asimismo, se considerará que la concesión de acuicultura se encuentra en un área de uso incompatible con la acuicultura, conforme al criterio de incompatibilidad fijado mediante la zonificación del borde costero, cuando quede emplazada en un sector que sea declarado por la Subsecretaría como una franja de distancia obligatoria entre agrupaciones de concesiones o de macro zonas por razones sanitarias y con el solo mérito del acto que así lo establezca, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.


3) En el artículo 2° transitorio:


a) Elimínase en el inciso segundo la frase “por intercambio de aguas en destino”.


b) Reemplázase en el inciso tercero la frase “como fecha de vencimiento los años 2009 ó 2010” por “fecha de vencimiento entre los años 2009 y 2013” y la frase “31 de diciembre de 2011” por “ 31 de marzo de 2014”.


4) En el artículo 3° transitorio reemplázase la expresión “paralización de actividades” por “inactividad”.


Artículo 2°.- Introdúcense en la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 2°:


a) Intercálase en el numeral 51), después de la coma (,) que sigue a la palabra “científica”, la expresión “mejora genética,”.


b) Intercálase en el inciso primero del  numeral 52, después de la palabra “características”, la expresión “de inocuidad”; e, intercálase, antes de su oración final, la siguiente: “En los casos que corresponda conforme al grupo de especies hidrobiológicas, por resolución del Servicio, se establecerán programas de vigilancia bacteriológica, química y toxicológica, de conformidad con el reglamento que se dicte en virtud del artículo 122 letra b) de esta ley.”.


2) En el artículo 64 D:


a) Intercálase el siguiente inciso quinto nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto: “Lo dispuesto en el inciso precedente no será aplicable a las embarcaciones que prestan servicios a los centros de cultivo en el caso que les sea exigible el uso del sistema de posicionamiento automático de conformidad con los artículos 86 ter y 122 letra l). Para estas embarcaciones en el evento de no producirse la regularización del sistema de posicionamiento dentro de las seis horas siguientes a su detección, la nave podrá continuar la navegación hasta su destino informado al zarpe. Si persiste la falla del sistema, la nave no podrá continuar prestando servicios a los centros de cultivo.”.


b) Reemplázase en el inciso quinto, que pasa a ser sexto, la oración “la infracción establecida en la letra h) del artículo 110” por “las infracciones establecidas en los artículos 110 letra h) y 86 ter, según corresponda”.


3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 67:


“En los casos en que la Subsecretaría de Pesca proponga áreas apropiadas para la acuicultura, la Comisión Regional de uso del Borde Costero de la región respectiva, deberá pronunciarse en el plazo de seis meses contado desde el requerimiento. Vencido este plazo sin que se haya emitido el pronunciamiento de la Comisión respecto de las áreas propuestas, se entenderá que ellas son aprobadas, sin más trámite.”.


4) Elimínase en el inciso primero del artículo 78, la expresión “, previo el informe técnico del Servicio,”.


5) En el artículo 84:


a) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “10” por “20”.


b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual segundo a ser cuarto y así sucesivamente los siguientes:


“En los casos en que el centro de cultivo a que se refiere la concesión no sea usado en los cincuenta y cuatro meses anteriores y no proceda la aplicación de la causal de caducidad por falta de operación, se pagarán 10 UTM por hectárea adicionales por cada año de no uso. El centro de cultivo que no opere sólo se eximirá del pago adicional por no uso cuando se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:


a) sometido a descanso obligatorio conforme a un plan de manejo sanitario de la agrupación de concesiones respectiva.


b) se encuentre en un sector afectado por un evento ambiental, catástrofe natural o fuerza mayor.


c) se encuentre en un sector declarado en emergencia sanitaria por la Autoridad.


d) la autoridad hubiere dispuesto una suspensión de operaciones obligatoria.


Para efectos que se realice el cargo de patentes aumentado por no uso, en el mes de agosto de cada año, la Subsecretaría de Pesca, previo informe técnico del Servicio, informará a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas las concesiones que han dejado de ser usadas los cincuenta y cuatro meses previos y que no se encuentran en los casos indicados en las letras del inciso anterior.”.


c) Reemplázase el encabezado del inciso segundo, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“El producto de la patente que sea pagada por los titulares de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies hidrobiológicas que no sean peces exóticos, y 10 UTM por hectárea de las que corresponda pagar a cada uno de los titulares de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, se distribuirán entre las regiones y comunas del país en la forma que a continuación se indica:”.


d) Reemplázanse los incisos quinto y sexto, que pasan a ser séptimo y octavo respectivamente, por los siguientes:


“Se exceptúan además de las disposiciones contenidas en el presente artículo, las concesiones de acuicultura otorgadas para desarrollar actividades de cultivo de algas, cuya extensión total sea igual o menor a una hectárea y cuyo titular no posea más concesión que aquella que le permite acogerse a esta excepción.


Se exceptúan, asimismo, de las disposiciones contenidas en este artículo, por un período de tres años, a contar de la fecha de publicación en el Diario Oficial de la resolución que las autoriza, las concesiones de acuicultura de que sean titulares las organizaciones de pescadores artesanales, cualquiera que sea el tipo de cultivo, cuando la proporción de superficie total, dividida por el número total de afiliados sea igual o menor a 0,5 hectáreas.”.


6) Intercálase el siguiente artículo 86 quáter:


“Artículo 86 quáter.- No podrá negarse el uso de los puntos de embarque o desembarque señalados por el Servicio de conformidad con el artículo 122 letra ñ) y su uso gozará de preferencia. El titular o administrador del punto de embarque o desembarque podrá cobrar a quien los utiliza el costo en que incurra.”.


7) Elimínase en el inciso segundo del artículo 90 bis la oración “por intercambio de aguas en destino”.


8) En el artículo 118 ter:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la letra b) por las siguientes b), c), d), e) y f):


“b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los centros de cultivo, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos.


c) No dar cumplimiento a las medidas coordinadas de densidad, descanso o vacunaciones, que se hayan establecido para la agrupación de concesiones respectiva, de conformidad con la ley y sus reglamentos.


d) No eliminar los ejemplares en cultivo o eliminarlos fuera de plazo, cuando así lo haya dispuesto el Servicio como medida para enfrentar una emergencia sanitaria o en aplicación de un programa sanitario de control de una enfermedad de alto riesgo.


e) No dar cumplimiento a los tratamientos terapéuticos ordenados obligatoriamente por el Servicio en emergencia sanitaria, dispuesta de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.


f) No dar cumplimiento a los tratamientos terapéuticos establecidos por el Servicio en un programa específico de control de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes cinco incisos, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo, y así sucesivamente:


“En el caso de las letras a) y d) anteriores, el titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la infracción será sancionado con multa por hasta el equivalente al valor de cosecha de los ejemplares sembrados. En el caso de las letras b), c) y e) anteriores, el titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la infracción será sancionado con multa por hasta el equivalente al valor de cosecha de los ejemplares que exceden el número fijado para dar cumplimiento a la densidad de cultivo o de los ejemplares que permanecieron en el centro de cultivo excediendo el período de descanso o que hayan debido ser objeto de las vacunaciones o de los tratamientos terapéuticos respectivos. En todos estos casos, se podrá sancionar con la suspensión de las operaciones del centro de cultivo por hasta los dos ciclos productivos siguientes al de la infracción.


En el caso de la letra f) anterior, el titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la infracción será sancionado con multa entre 2.000 y 3.000 unidades tributarias mensuales, equivalentes al valor en pesos que corresponda a la fecha del pago.


El valor de la multa deberá enterarse en la Tesorería comunal correspondiente, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de notificación de la resolución sancionatoria o la sentencia firme que pone término a la reclamación judicial.


El pago de la multa deberá acreditarse ante la Subsecretaría acompañando el comprobante respectivo. El no pago de la multa constituirá una nueva infracción que se sancionará con una suspensión de operaciones equivalente a los tres ciclos productivos siguientes y se someterá al procedimiento previsto en este artículo.


Para la aplicación de las multas, el valor de cosecha corresponderá al valor de los ejemplares al término de un ciclo productivo completo y se fijará por especie o grupos de especies en cultivo en el mes de enero y junio de cada año por resolución de la Subsecretaría, previo informe técnico.”.


c) Reemplázanse en el inciso tercero, que pasó a ser séptimo, la expresión “tres años” por la siguiente oración: “cinco años y con la multa indicada en el inciso anterior” y la frase “antes indicada” por “indicadas en el presente inciso y el segundo”.


d) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“Las infracciones de este artículo no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Tales sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado.”.


9) Intercálase el siguiente artículo 118 quinquies:


“Artículo 118 quinquies.- Se aplicará la suspensión de operaciones por el plazo de dos años, a un centro de cultivo por haber sido clasificado en bioseguridad baja por dos veces consecutivas, al término de los descansos sanitarios respectivos, de conformidad con la metodología establecida en el reglamento a que se refiere el artículo 86.


La suspensión de operaciones se aplicará de conformidad al procedimiento previsto en el artículo 118 ter.”.


10) En el artículo 122:


a) Intercálanse los siguientes párrafos segundo y tercero a la letra a):


“Asimismo, el Servicio podrá inspeccionar y registrar laboratorios de diagnóstico,  centros de experimentación u otros que importen, mantengan o utilicen, material biológico o patológico.


El Servicio podrá efectuar muestreos de las especies hidrobiológicas vivas o muertas y material de alto riesgo, patológico o genético, en los establecimientos y centros a que se refiere esta letra.”.


b) Intercálase en la letra b), a continuación de la palabra “materiales”, la expresión “y embarcaciones”.


c) Intercálase en la letra c) a continuación de la palabra “exportación”, la expresión “e importación”.


d) Intercálase en la letra f) a continuación de la palabra “extractiva” la expresión “y de acuicultura”.


e) Sustitúyese la letra h) por la siguiente:


“h) Requerir de los fiscalizados, bajo declaración jurada, informes extraordinarios de abastecimiento, existencia, traslado o cosecha, producción y declaraciones de stock de los recursos pesqueros o cultivados, elaborados y de los productos derivados de ellos, respecto de los centros de cultivo, de las plantas de procesamiento y transformación de recursos hidrobiológicos, centros de consumo y comercialización de los recursos hidrobiológicos.”.


f) Agréganse las siguientes letras m), n) y ñ) nuevas:


“m) Llevar un registro de personas naturales o jurídicas, según corresponda, de acuerdo a la categoría indicada en el reglamento, que realicen las actividades de prestación de servicios de transporte, lavado, desinfección, procesamiento y embarque y desembarque, en los casos en que los reglamentos así lo dispongan para verificar el cumplimiento de los requisitos de operación establecidos para estas actividades.


El Servicio deberá notificar al prestador de servicios las disconformidades menores que pueda constatar en el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el reglamento, otorgándole un plazo que no exceda de diez días corridos para subsanarlas. Asimismo, el Servicio deberá suspender del registro hasta por un plazo de tres años, a quienes incumplan con los requisitos y obligaciones legales y reglamentarias o no subsanen las disconformidades constatadas en el plazo antes referido. El reglamento determinará el plazo de la suspensión aplicable a cada tipo de incumplimiento dependiendo de su gravedad y reiteración.


La suspensión del registro afectará a la persona jurídica y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán inscribirse por el mismo plazo de la suspensión, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que formen parte.


La inscripción en el registro mantendrá su vigencia mientras no se configure alguna causal de suspensión.


n) Destruir el material biológico o patológico que, sin contar con la autorización correspondiente, sea encontrado por el Servicio en el ejercicio de controles fronterizos o de la actividad de fiscalización. La destrucción será obligatoria, sin mediar autorización judicial previa, en los casos en que se trate de patógenos no presentes en Chile, de un agente causal de una enfermedad de alto riesgo de Lista 1 o Lista 2, de material biológico sin identificar, de material patológico o que constituyan plagas. Los gastos que demande la ejecución de estas medidas serán de cargo de su tenedor.


ñ) Disponer obligatoriamente los puntos de embarque y desembarque que deberán ser utilizados para el transporte de ejemplares, sean vivos o muertos, que provengan de centros de cultivo en que se haya producido una emergencia sanitaria, para evitar o disminuir en el mayor grado posible la diseminación del agente causal de la enfermedad de alto riesgo respectiva. El titular de los ejemplares deberá utilizar los puntos de embarque y desembarque señalados por el Servicio y asumirá los costos que de ello se derive.”.


11) Intercálase en el inciso primero del artículo 129, después de la expresión “o procesadas”, la siguiente: “, y los materiales biológicos o patológicos”; y agrégase a continuación del punto aparte (.)  a ser seguido (.) la siguiente oración: “Tratándose de los materiales biológicos o patológicos, con excepción de los casos en que se haya procedido de conformidad con el artículo 122 letra n) de esta ley, el Servicio podrá inactivar o destruir estos productos, previa autorización judicial.”.


12) Agréganse las siguientes letras m) y n) al artículo 142:


“m) Haber sido clasificado el centro de cultivo con bioseguridad baja de acuerdo con el reglamento a que se refiere el artículo 86, inmediatamente después de la suspensión de operaciones aplicada de conformidad con el artículo 118 quinquies.


n) En los casos en que se trate de concesiones que se encuentren ubicadas en franjas de distancia obligatoria entre macro zonas y que no hayan solicitado relocalizarse al 8 de abril de 2015, existiendo áreas apropiadas al efecto, incurrir por dos veces, al término del descanso sanitario correspondiente a la concesión, en una clasificación de bioseguridad baja, conforme a la metodología establecida en el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.


Artículo 3°.- Condónase el 100% de las deudas por concepto de patente única de acuicultura devengadas y no pagadas a la fecha de publicación de la presente ley a los titulares de una o más concesiones de acuicultura otorgadas exclusivamente para el cultivo de algas, y que se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Ser persona natural cuya concesión o concesiones tengan una extensión total inferior a una hectárea.


b) Ser una organización compuesta, a la fecha de publicación de esta ley, exclusivamente por pescadores artesanales, cuya concesión o concesiones tengan una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas.


c) Ser una organización compuesta a la fecha de publicación de esta ley, exclusivamente por pescadores artesanales, cuya concesión o concesiones de acuicultura, cualquiera sea su extensión, tengan una proporción de superficie por afiliado que no exceda de una hectárea.


No serán dejados sin efecto los actos administrativos que otorgaron las concesiones que resulten beneficiadas con la condonación a que se refiere el inciso anterior, por no haber cumplido con la solicitud de entrega material de la concesión dentro del plazo señalado en el artículo 80 de la Ley General de Pesca y Acuicultura cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 


Declárase la vigencia de los actos de otorgamiento de concesiones de acuicultura de algas que se encuentren en las hipótesis previstas en las letras a), b) y c) del inciso primero de este artículo y que hayan sido dejados sin efecto entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. En el plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, el Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, establecerá, por uno o más actos administrativos, el listado de concesiones que resultan beneficiados por esta disposición.


Los titulares de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico no contemple peces y no sean beneficiados por la condonación a que se refiere el inciso primero de este artículo, que hayan incurrido a la fecha de publicación de esta ley en la causal de caducidad prevista en el artículo 142 letra b) de la Ley General de Pesca y Acuicultura antes señalada, por no pago de la patente única de acuicultura, cuya caducidad no hubiere sido declarada, podrán enervar dicha causal de caducidad celebrando un convenio de pago con Tesorería General de la República por un plazo que no exceda de tres años, previo pago de un monto inicial de, al menos, el 5% de la deuda. Para tales efectos, quienes se acojan al beneficio, deberán celebrar dichos convenios de pago en el plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. Vencidos los seis meses, la Tesorería General de la República remitirá al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, el listado de convenios de pago que haya celebrado en virtud de esta norma.


En los casos en que la causal de caducidad por falta de pago de patente de acuicultura haya sido declarada por acto administrativo entre el 1 de enero de 2011 y la fecha de publicación de la presente ley, podrá ser dejada sin efecto de la misma forma, en los plazos y casos previstos en el inciso anterior.


Artículo 4°.- Declárase que las exenciones previstas en la ley N°16.528 o la normativa que la reemplace no comprenden las patentes únicas, pesquera y de acuicultura, establecidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura o la normativa que la reemplace.


Artículo 5°.- Suspéndese el ingreso de solicitudes, cualquiera sea la especie o grupo de especies a cultivar, en la XI región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, entre la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el 31 de diciembre de 2015.


Artículo 6°.- Las concesiones de acuicultura para el cultivo de peces, ubicadas dentro de las franjas de distancia obligatoria entre las macro zonas establecidas por la Subsecretaría de Pesca, cuyos titulares soliciten relocalizarlas en otros sectores hasta el 8 de abril de 2015, gozarán de una exención del aumento de la patente que, por esta ley, se establece por el plazo de cinco años contado desde la fecha de notificación de la resolución que otorga la concesión relocalizada en el nuevo sector.


En caso de sobreposición entre solicitudes de relocalización o entre éstas y otro tipo de solicitudes, las que correspondan a solicitudes de relocalización de concesiones ubicadas en franjas de distancias obligatorias entre macro zonas preferirán frente a cualquiera otra solicitud, siempre que se presente la solicitud antes de la aprobación del proyecto técnico de aquélla a la que se sobrepone y, en todo caso, hasta el 8 de abril de 2015.


Sin perjuicio de lo anterior, no regirá esta preferencia respecto de las solicitudes de relocalización presentadas antes del 1 de enero de 2012.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El aumento de patente para las concesiones de acuicultura de peces exóticos que, en virtud de la presente ley, se introduce en el artículo 84 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, entrará en vigencia de acuerdo al siguiente calendario:


a) En el año 2014: 12 UTM por hectárea.


b) En el año 2015: 14 UTM por hectárea.


c) En el año 2016: 17 UTM por hectárea.


d) A partir del año 2017: 20 UTM por hectárea.


Artículo segundo.- El plazo de cincuenta y cuatro meses, a que se refiere el artículo 84 de la Ley general de Pesca y Acuicultura, comenzará a contarse a partir del 1 de enero de 2015.


Artículo tercero.- La obligación del Servicio Nacional de Pesca, a que se refiere el artículo 122 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, de elaborar los informes ambientales para los centros de cultivo cuyo proyecto técnico no comprenda salmónidos, se iniciará a partir del 1 de enero de 2015.".

- - - - - - - - -
(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL DEL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DISPOSICIONES DE LA LEY N°19.327, QUE FIJA NORMAS PARA LA PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE HECHOS DE VIOLENCIA EN RECINTOS DEPORTIVOS CON OCASIÓN DE ESPECTÁCULOS DE FÚTBOL PROFESIONAL

(4864-29)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Carlos Montes, Patricio Hales, Manuel Rojas, Carlos Abel Jarpa y Cristián Monckeberg, del ex diputado y actual Senador señor Francisco Chahuán y de los ex Diputados señores Sergio Correa, Gonzalo Duarte, Osvaldo Palma y Roberto Sepúlveda y con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa concurrieron el Honorable Senador señor Jorge Pizarro y el Honorable Diputado señor Matías Walker. Asimismo, asistió, especialmente invitado, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, quien fue acompañado por el encargado del programa “Plan Estadio Seguro”, señor Cristián Barra y los asesores de la mencionada Secretaría de Estado, señores Juan Francisco Galli y Juan Eduardo Vega.


Participaron, además, los abogados asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Omar Pinto.

- - - 


Hacemos presente que durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión también tuvo en consideración el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (Boletines N° s 5877-07, 6055-25, 6175-25, 6205-25, 6210-25, 7229-07, 7251-07, 7509-07, 7600-25; 7603-25, 7718-25, 7721-25, 7741-25, refundidos), según se da cuenta más adelante en un acápite de este informe.
OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO





Modificar la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, con el objeto de dar un mayor resguardo a los derechos de quienes concurren a un espectáculo de fútbol profesional y a las personas que puedan verse afectadas como consecuencia del mismo.

ANTECEDENTES

1.- De Derecho


1.1.-  Ley N° 19.327 que fija las normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de futbol profesional.

1.2.- Ley N° 20.084, sobre Responsabilidad Penal Adolescente.


1.3.- Artículos 85 y 237 del Código Procesal Penal.


1.4.- Decreto ley N° 3.607, de 1981, que establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados.
2.- De Hecho

2.1.- Moción


La Moción que da origen al presente proyecto modifica la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.


En los fundamentos de esta iniciativa, sus autores precisan que la referida normativa requiere de diversos perfeccionamientos, por cuanto se ha detectado un número significativo de falencias que impiden cumplir en debida forma con el objetivo de la mencionada legislación.




A continuación, mencionan un conjunto de materias en las que se requiere enmendar la ley N° 19.327. A modo de ejemplo, señalan que es imprescindible establecer que las autorizaciones que otorgan los Intendente para acreditar que los estadios reúnen las condiciones de seguridad para efectuar espectáculos de fútbol profesional, han de tener una duración máxima de un año, para poder verificar, periódicamente, las condiciones y el estado de dichos campos o recintos deportivos.





Por otra parte, expresan que es necesario incorporar en la ley la obligación de los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional de designar un “Jefe de Seguridad”, que será el responsable de concretar las medidas de protección y resguardo que establece la normativa vigente, el que deberá registrarse en la unidad de Carabineros de Chile que corresponda, pudiendo contratar, al efecto, guardias de seguridad, a quienes se les aplicará las disposiciones del artículo 5° bis del decreto ley N° 3607 y su reglamento, contemplado en el decreto supremo N° 85, de 1993, del Ministerio de Defensa Nacional.


Manifiestan, asimismo, que los organizadores de espectáculos de fútbol profesional deberían utilizar las herramientas tecnológicas que permitan garantizar la seguridad de las personas que asisten a estos espectáculos, tales como cámaras de seguridad y detectores de metal, en la cantidad, calidad y ubicación que determine la Intendencia Regional y también, coordinarse con los medios de comunicación previamente acreditados, para determinar la indumentaria y credenciales que usarán sus profesionales y la ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente.


Puntualizan que es importante otorgar atribuciones a las máximas autoridades regionales para exigir al organizador del respectivo espectáculo de fútbol profesional la rendición de una caución, para asegurar los daños que se causen a los bienes públicos y privados, con ocasión del evento deportivo.


Precisan que es indispensable acotar legalmente el concepto de barra, y establecer que los clubes de fútbol profesional deben, a lo menos una vez al año y en las fechas que las intendencias determinen, actualizar el padrón oficial de sus barras. Proponen, asimismo, que el incumplimiento de esta obligación sea sancionado con multa de 10 a 20 Unidades Tributarias Mensuales.


Agregan que es conveniente definir adecuadamente – para efectos de determinar los delitos que son sancionados por esta ley – que ha de considerarse por “inmediaciones” de un recinto deportivo, con el fin de evitar las dudas que este concepto ha generado en determinada  jurisprudencia.


Igualmente hacen presente que la reventa de entradas es una conducta que atenta contra los intereses pecuniarios de los asistentes a este tipo de espectáculos y constituye una fuente de conflictos, razón por la que es indispensable establecer sanciones pecuniarias en contra de quienes incurren en estos actos.


Seguidamente, señalan que se debe otorgar a Carabineros de Chile la facultad de prohibir el ingreso a los recintos deportivos en que se practica fútbol profesional de elementos que pudieren ser utilizados para provocar lesiones o daños, alterar la normalidad del evento o dificultar la fiscalización al interior del mismo. En este sentido, proponen, además, que Carabineros pueda efectuar controles de identidad.


Concluyen expresando que para evitar que los autores de actos de violencia adquieran un estatuto jurídico privilegiado, resulta esencial dotar a los jueces de garantía, cuando aprueben salidas alternativas o suspensiones condicionales del procedimiento, de la facultad de imponer a los imputados que se beneficien con ellas, la pena accesoria de prohibición de asistencia a los estadios o recintos deportivos, durante el tiempo que dure la condena.

2.2.- Texto aprobado por la Cámara de Diputados

Acogiendo estos planteamientos, la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un proyecto de ley que introduce, en nueve números, diversas enmiendas a la ley N° 19.327, con el fin de prevenir los hechos de violencia que se pueden producir en los partidos de fútbol profesional.





La primera incide en el artículo 1° de la ley y se refiere al plazo por el cual se pueden conceder las autorizaciones que otorga el Intendente para acreditar que un recinto deportivo reúne las condiciones de seguridad para efectuar espectáculos de fútbol profesional. La enmienda establece que esta autorización tendrá una duración máxima de un año, de manera de permitir que cada cierto tiempo se pueda efectuar una evaluación periódica de la mencionada autorización, y así comprobar que los campos o recintos deportivos cumplen con las condiciones de seguridad exigidas.





La segunda modificación recae en el artículo 2° e impone a los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional, la obligación de designar un “Jefe de Seguridad”, que será el responsable de concretar las medidas de resguardo destinadas a proteger a quienes concurren a un espectáculo de fútbol. Se establece que este encargado deberá registrarse en la unidad de Carabineros de Chile que corresponda, pudiendo contratar, al efecto, guardias de seguridad, a quienes se les aplicará las disposiciones del artículo 5° bis del decreto ley N° 3607 y su reglamento, contemplado en el decreto supremo N° 85, de 1993, del Ministerio de Defensa Nacional.





Por otra parte, se impone a los organizadores de espectáculos de fútbol profesional el deber de implementar herramientas tecnológicas que permitan garantizar la seguridad de las personas que asisten a estos espectáculos, tales como cámaras de seguridad y detectores de metal, en la cantidad, calidad y ubicación que determine la Intendencia Regional, previo informe de Carabineros.





Asimismo, se modifica el artículo 3° para permitir que el intendente pueda, en partidos de fútbol declarados de alto riesgo,  exigir al organizador del respectivo espectáculo la rendición de una caución, para asegurar los daños que se causen a los bienes públicos y privados, con ocasión de un encuentro de fútbol profesional.





Seguidamente, la iniciativa define, en el artículo 4°, que se entiende por barra de un equipo de futbol e impone a los clubes profesional el deber actualizar, a lo menos una vez al año, el padrón oficial de sus integrantes ante las intendencias. El incumplimiento de esta obligación será sancionado con multa de 10 a 100 Unidades Tributarias Mensuales.





A continuación, modifica el artículo 6°, que sanciona a quienes cometieren determinados delitos en los recintos deportivos o en sus inmediaciones durante o después de un espectáculo deportivo. Con este propósito, se entrega a los jueces de garantía la facultad de imponer, durante el curso de los procesos que se sigan por vulneración de estas normas, la prohibición de asistir a los futuros espectáculos de fútbol profesional.





En otro orden de materias, y dado que el artículo 6° de la ley sanciona a los que cometieren delitos en el recinto deportivo o en sus inmediaciones, se precisa que ha de entenderse por “inmediaciones” al recinto deportivo. Al respecto, la iniciativa indica que por tal se considerará la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde el lugar donde se encuentra el estadio en que se realizan los espectáculos de fútbol profesional. 





Asimismo, se incorpora un artículo 6° bis, nuevo, que procura impedir la reventa de entradas en las inmediaciones del recinto deportivo. Con tal objeto se sanciona con una multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales a quien incurra en estas conductas. Con similar pena se castiga al organizador de un espectáculo fútbol profesional que ofrezca a la venta un número superior de entradas al que se le hubiere autorizado. Esta multa se incrementa al doble si como consecuencia de la referida sobreventa se producen desórdenes o aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes.





Seguidamente, se agrega un artículo 7° bis, nuevo, para permitir que Carabineros pueda impedir el ingreso a un recinto deportivo de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones o daños, alterar la normalidad del evento deportivo o que dificulte la fiscalización al interior del mismo, pudiendo, asimismo, realizar controles de identidad, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal.





Finalmente, sustituye el artículo 9° para adecuarlo a la ley que regula la responsabilidad penal de los adolecentes por infracciones a las normas de esta ley y se agrega un inciso segundo al artículo 10, con el fin de obligar a los fiscales del Ministerio Público que soliciten la suspensión condicional del procedimiento, a requerir al tribunal que imponga al beneficiado con esta medida, la prohibición de asistir a los estadios o recintos deportivos durante el tiempo que dura la sanción.

- - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó que esta iniciativa era muy relevante ya que contantemente los parlamentarios y la opinión pública recibían información acerca de los actos de violencia y agresiones que recibe el público que asiste a los estadios de fútbol, conductas que muchas veces también terminan afectando a los jugadores.


Hizo presente que en esta materia habían otras iniciativas ya aprobadas por la Cámara de Diputados que era necesario considerar para enfrentar estos problemas.


A continuación, ofreció la palabra al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, quien agradeció la invitación cursada e inició su intervención señalando que esta iniciativa tiene gran importancia para el Gobierno. Agregó que el fútbol es una actividad social muy relevante en nuestro país, razón por la que el Ejecutivo ha venido adoptando un conjunto de medidas destinadas a facilitar que las personas puedan asistir a los espectáculos de fútbol profesional. Explicó que la eficacia de dichas medidas ha quedado confirmada con el sostenido aumento del número de quienes concurren cada fin de semana a estos encuentros.

Manifestó que en este marco, el Gobierno está desarrollando un programa llamado “Estadio Seguro” que busca establecer las mejores prácticas para el control del acceso a los estadios y supervigilar las conductas de los asistentes a los espectáculos deportivos. Señaló que se está iniciado el proceso de licitación para la adquisición de aparatos de verificación de identidad de las personas que concurren a los estadios, para impedir el ingreso de quienes tienen la prohibición judicial de hacerlo. Agregó que actualmente no se cuentan con todos los medios técnicos para dar cabal cumplimiento a las mencionadas resoluciones judiciales.

Expresó que en décadas pasadas tanto Inglaterra como España sufrieron problemas iguales o peores de los que hoy se viven en el fútbol nacional, pero ellos lograron hacer las reformas necesarias para solucionar los inconvenientes que se presentaban en los estadios, y en la actualidad ambos países cuentan con ligas deportivas de alto nivel, al punto que las transmisiones televisivas de la liga española se han transformado en el primer servicio de exportación de esa Nación, lo que también tiene un efecto positivo directo en su imagen país.


Sostuvo que para solucionar los problemas del fútbol nacional es necesario actuar desde distintos ámbitos para enfrentar las causas que los generan. En primer lugar, señaló que era necesario avanzar en un cambio cultural que supone imponer un ambiente de cero tolerancia con la violencia y de sanciones ejemplares en contra de quienes cometen actos de violencia en los estadios. Seguidamente, señaló que también era muy importante llevar adelante reformas legislativas para poner fin al flagelo de la violencia en los estadios. Afirmó que no era justo que las personas concurrieran con temor a los estadios por acción de unos cuantos antisociales. En razón de ello, reiteró que esta iniciativa era muy relevante para el Gobierno y que se requería su pronta aprobación, dado que ella enfrenta conflictos que se repite todos los fines de semana.


Puntualizó que el Gobierno respaldaría también las ideas contenidas en otras iniciativas que buscan perfeccionar la ley que sanciona los hechos de violencia en los estadios.


A continuación, indicó que la ley vigente no considera un catálogo especial de faltas, por lo que es difícil sancionar a quien ingrese a un espectáculo deportivo portando elementos contundentes, bengalas, en estado de intemperancia o bajo los efectos de las drogas. Puntualizó que esas personas no deberían ser castigadas con penas de presidio, a menos que cometan al interior del recinto otro delito, pero sí deberían quedar impedidos de poder asistir a futuros espectáculos deportivos. Al respecto, observó que los ilícitos de ocurrencia más usual al interior de los estadios son faltas, por lo que es importante incluir alguna regulación que permita juzgar y condenar a los culpables de manera más expedita, para evitar la sensación de impunidad que hoy existe en torno a este problema. En consecuencia, instó a la Comisión a regular de mejor manera las sanciones que deben imponer a quienes cometen estas conductas en los estadios.

La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que en el Senado se encontraba, en segundo trámite constitucional, otra iniciativa que también modificaba la ley N° 19.327 y cuyos autores eran diversos señores Diputados. Señaló que se trataba del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos artículos de la ley Nº 19.327, de violencia en los estadios, boletines Nos 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.78-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos.

En consideración a lo anterior, sugirió a la Comisión avanzar en el estudio conjunto ambas iniciativas. Indicó que, en todo caso, estos proyectos de ley no podían refundirse pues no se encontraban en el primer trámite constitucional, tal como lo exige el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Seguidamente, ofreció la palabra al Honorable Diputado señor Walker, don Matías.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías inició su intervención  indicando que el proyecto al que hizo referencia la Presidenta de la Comisión refundió una gran cantidad de Mociones de autoría de Diputados que representan a distintas Bancadas, las cuales fueron enviadas para su estudio a las Comisiones Unidas de Deporte y Seguridad Ciudadana, unidas, de la Cámara de Diputados y en cuyas sesiones se recibió a representantes de Carabineros de Chile. Agregó que este proyecto fue aprobado por la gran mayoría de los Diputados, quienes estuvieron de acuerdo en incorporar una serie de enmiendas a la ley vigente para que sus disposiciones se apliquen también a fútbol amateur y se considere la presencia de fiscales del Ministerio Público en los partidos calificados de alto riesgo

Asimismo, manifestó que esa iniciativa hace hincapié en la responsabilidad patrimonial de los clubes de fútbol profesional por los daños causados con ocasión de un espectáculo deportivo, establece la solidaridad para el pago de estas indemnizaciones entre los dirigentes del club declarado responsable, introduce una responsabilidad civil subsidiaria de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional de Chile. Se incluye una presunción de responsabilidad legal de aquellos dirigentes que han facilitado el financiamiento para el transporte o entrada de personas con antecedentes criminales previos y que cometan delitos contemplados en la ley de violencia en los estadios. Agregó que el proyecto, además, establece que quienes son sancionados con la prohibición de asistir a determinados partidos de fútbol deberán permanecer en la comisaría mientras dura el encuentro deportivo.


Señaló que el objetivo del proyecto es transparentar el aporte a las barras oficiales, mediante el mecanismo de su registro en la contabilidad de la respectiva sociedad anónima deportiva, con copia al Ministerio del Interior, para terminar, de esa manera, con el financiamiento a las barras violentas. Añadió que la iniciativa contó con el amplio apoyo de la Cámara de Diputados, donde fue aprobado por noventa y ocho votos a favor, uno en contra y dos abstenciones, en la sesión celebrada el día 10 de enero del año en curso.


Agregó que la iniciativa que patrocina el Ejecutivo también considera avances importantes que deben transformarse en modificaciones a la ley, como son la inclusión de tipos especiales de faltas, y las nuevas medidas cautelares que se apliquen durante el desarrollo o suspensión del proceso criminal en contra imputados de delitos o faltas que establezca el proyecto.


El Honorable Senador señor Espina expresó que ambas iniciativas constituyen verdaderos aportes para enfrentar el problema de la violencia en los estadios y cuya resolución requiere de una pronta solución. Expresó que es importante destacar la iniciativa parlamentaria para encarar un problema de seguridad pública. Al respecto, recordó que la Ley que Sanciona los Hechos de Violencia en los Recintos Deportivos se inició por una moción de su autoría y del Honorable Senador señor Pizarro, que requirió del patrocinio del Ejecutivo porque trataba materias de iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República. Hizo presente que ahora esa normativa requiere de urgentes perfeccionamientos.

Seguidamente observó que la Ley que sanciona los hechos de Violencia en los Estadios no siempre ha logrado el objetivo que se propuso el legislador. En efecto, durante mucho tiempo no se aplicó como correspondía. Sostuvo que este escenario ha cambiado paulatinamente, y en la actualidad se observa que el Ejecutivo está muy interiorizado en el tema y, paralelamente, se han dictado algunos fallos judiciales en los que se han aplicado penas ejemplarizadoras a barristas que han protagonizado hechos de violencia en los recintos deportivos.

Concluyó señalando que era fundamental aprobar un perfeccionamiento en la legislación y seguir aplicando rigurosamente las disposiciones vigentes. En este sentido propuso que cada tres meses, luego de aprobadas las enmiendas legales en estudio, se realice una evaluación legislativa de las normas aprobadas, con el fin de medir su eficacia social.

El señor Ministro del Interior concordó con este planteamiento y agregó que con el propósito de mejorar la labor de prevención administrativa Carabineros de Chile ha nombrado, por primera vez, a un General que se dedicará exclusivamente a la coordinación de la acción policial para enfrentar este problema.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que en principio consideraba que estas iniciativas estaban bien encaminadas, no obstante lo anterior estimaba que antes de aprobarlas en general era necesario tener mayor precisión acerca del contenido de ambos proyectos, tanto por parte del Ejecutivo como de expertos y especialistas vinculados al mundo del fútbol profesional. Puntualizó que para legislar adecuadamente era importante reunir el mayor número de antecedentes posibles para distinguir claramente qué cambios legislativos o administrativos era necesario realizar. Agregó que muchas veces el problema no estaba en la norma sino en la forma en que ella se aplica. 

A continuación, el Honorable Senador señor Orpis abordó el tema del modelo o estructura que debiera tener la legislación que se acuerde para combatir los actos de violencia en los estadios. Planteó que tal vez sería conveniente considerar la aprobación de una normativa de carácter transitorio que otorgue facultades extraordinarias a las autoridades para poner coto a la situación actual y, seguidamente, aprobar una legislación que permita regular, de manera más permanente, esta materia. Al respecto, consultó si en el derecho comparado se ha seguido ese camino para enfrentar los problemas de violencia que pueden generar las barras violentas.


El Honorable Senador señor Pizarro comenzó su intervención señalando que era partidario de establecer con la mayor nitidez posible la responsabilidad de los dirigentes de los clubes de fútbol y de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional por los desmanes que se producen en los estadios y en ese sentido, manifestó que los proyectos en discusión contaban con su total apoyo. Relató que cuando se discutió el proyecto de ley original de violencia en los estadios, fue testigo de cómo distintos dirigentes de clubes deportivos se negaron a asumir cualquier tipo de responsabilidad por los daños que se pudiesen ocasionar durante un espectáculo deportivo organizado por ellos mismos, aunque posteriormente la investigación periodística ha revelado que habían vínculos muy cercanos entre los líderes de ciertas barras violentas y algunos dirigentes.


Indicó que cuando se aprobó la Ley de Sociedades Anónimas Deportivas se esperaba que esos vínculos desaparecieran, ya que los nuevos dirigentes deberían su cargo a la elección de los accionistas del club y no a la hinchada de turno. Agregó que si bien esta normativa mejoró la gestión de dichas instituciones, aún subsisten muchos problemas con las barras bravas.

Añadió que en el nuevo marco normativo se debería establecer la responsabilidad patrimonial tanto de los dirigentes de un club deportivo como de quienes conducen a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, toda vez que son ellos quienes fijan los encuentros, precisan las condiciones en que se realizan y determinan los lugares en que se efectuarán. Observó que en este aspecto el proyecto impulsado por el Honorable Diputado señor Walker, don Matías, al establecer la responsabilidad de los dirigentes de la mencionada Asociación apunta en la dirección correcta.


Agregó que compartía la idea que las faltas que se cometen en los estadios fútbol queden sometidas a esta normativa, para evitar que queden en libertad quienes cometen diversos desmanes durante un espectáculo de fútbol. Manifestó que una norma de ese tipo puede ayudar a terminar con la sensación de impunidad.


Finalmente, hizo presente, a los representantes del Ejecutivo, que la discusión de esta materia ha estado centrada en quien asume los costos de las medidas de seguridad que deben adoptarse para prevenir la violencia en los estadios. Sostuvo que hasta ahora ha sido el Estado quién ha debido asumirlos, con la consabida distracción de recursos policiales, lo que afecta la seguridad pública en los barrios y poblaciones. Afirmó que la experiencia comparada ha demostrado que hay que establecer una responsabilidad compartida entre los clubes de fútbol y los organizadores del espectáculo. Manifestó que la comunidad no tiene que seguir solventando los costos asociados a un espectáculo deportivo organizados por entes privados.


A continuación, intervino el asesor del Ministerio del Interior y encargado del programa “Estadio Seguro” señor Cristián Barra, quien expresó que hasta ahora en nuestro país los clubes de fútbol profesional y la Asociación Nacional que los agrupa no asumen ninguna responsabilidad por los costos que genera la actividad que organizan y ejecutan.


Indicó que un partido de alto riesgo supone movilizar a un contingente cercano a 1.200 carabineros, lo que además del costo financiero que ello representa, les impide realizar sus labores policiales habituales. Explicó que en este tipo de encuentros la presencia de carabineros es requerida antes, durante y después de que ellos han concluido. Agregó que la policía, por ejemplo, debe actuar en los momentos previos al espectáculo deportivo, como son la venta de entradas al público y el resguardo durante el traslado de los clubes y los barristas.


Hizo presente que en el último tiempo se ha logrado traspasar algunas responsabilidades a los clubes, como es el deber de contratar a guardias privados de seguridad que, en principio, deberían hacerse cargo de la identificación de los barristas, el control de su ingreso y su ubicación dentro de los recintos deportivos, Puntualizó que esta labor no es ejecutada en forma adecuada, ya que los clubes saben que cuentan con la fuerza pública si su personal de seguridad es sobrepasado.


Expresó que en el extranjero – especialmente en Inglaterra y España- se exige que los clubes dispongan de personal propio para el control de ingreso y ubicación de los barristas. Se imponen multas a las entidades deportivas que no son capaces de controlar a quienes causan desmanes en los estadios. La fuerza pública actúa como recurso eventual en caso que los guardias privados enfrente una situación de orden público al interior del recinto que no puedan controlar. Manifestó que a diferencia de lo que ocurre en nuestro país, en el ámbito comparado se establece que cada vez que se debe recurrirse a la fuerza pública el club responsable deberá enfrentar una fuerte multa por no haber podido controlar la situación con sus propios medios.

Señaló que la experiencia internacional demuestra que la primera aproximación al control del fenómeno de la violencia en los estadios debe ser la reforma de la ley. Al justificar la necesidad de estos cambios legislativos, relató que en un partido internacional jugado hace poco tiempo atrás en el estadio San Carlos de Apoquindo de Santiago se logró identificar y detener a las personas que lanzaron una bengala prendida dentro del campo de juego, sin embargo el fiscal a cargo de la investigación decidió no formalizarlos por la ley de violencia en los estadios sino que, simplemente, remitió el caso al Juzgado de Policía Local competente por una infracción menor a la ley de control de armas y explosivos. Por tal razón, recalcó la importancia de hacer los cambios legislativos para que las faltas que se cometen en los estadios se sanciones efectivamente.

Agregó que un problema normativo similar ocurre con la prohibición de concurrir a un encuentro deportivo, porque en el texto de la ley vigente dicha sanción sólo se limita a los encuentros en que el club deportivo del condenado juega como local, pero no cuando lo hace como visitante o cuando se trata de un partido de la selección nacional de fútbol. Puntualizó que en ese caso debería establecerse una prohibición amplia, que impida la concurrencia del condenado a cualquier encuentro de fútbol profesional.


Indicó que la segunda herramienta que los países desarrollados ocupan para enfrentar el flagelo de la violencia en los estadios es la tecnología. Por esta vía, explicó, logran controlar la identidad de las personas que quieren ingresar a los espectáculos deportivos, de forma tal que pueden identificar y prohibir la entrada a quienes están impedidos y controlar, de manera precisa, los aforos de los estadios mediante la contabilización de las personas que ingresan y la certificación de la legitimidad de las entradas que portan. Expresó que el Gobierno ha iniciado los procesos de licitación para la adquisición e implementación de estos mecanismos.


Añadió que el último elemento es la planificación de las medidas de seguridad. Acotó que esta actividad es vital para prevenir hechos ilícitos. Expresó que para ello se ha constituido el Comité de Seguridad en los Estadios, integrado por personeros del Gobierno, de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional y de Carabineros de Chile, la que coordinará las acciones a seguir en cada encuentro deportivo. Explicó que este modelo se replicará para todos los estadios de Chile, de forma tal de hacer la organización más segura y unificar los criterios de organización para los diversos encuentros.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, resaltó que el actual inciso tercero del artículo 2º de la ley de violencia en los estadios establece una responsabilidad para los clubes que organizan encuentros deportivos por lo daños que se puedan causar por la falta de control de ingreso y ubicación de su barra, que es una obligación que emana del deber de todos los clubes de empadronar sus barras. Sostuvo que lamentablemente esta disposición nunca se ha aplicado.


Indicó que el proyecto de su autoría incrementa la responsabilidad patrimonial que deben afrontar los clubes por los daños producto del incumplimiento de estas normas, y mejora los mecanismos para hacerlas efectivas. En este sentido, continuó, se propone hacer transparente la contabilidad de los clubes de fútbol. Sostuvo que debía establecerse en esos registros los recursos que se transfieren a las barras y una sanción para el caso en que no se cumpla con dicha obligación. Manifestó que estas proposiciones han sido públicamente objetadas por algunos personeros ligados a la dirigencia de los clubes deportivos, los que muchas veces actúan coaccionados por las propias barras que pretenden controlar, situación que da más peso a la necesidad de aprobar, cuanto antes, las normas  propuestas, porque es la única forma –señaló- de terminar con el actual problema de violencia en los estadios.

El Honorable Senador señor Espina planteó que dada la relevancia de este asunto era indispensable avanzar rápidamente en la aprobación de esta iniciativa e instó a los integrantes de la Comisión a aprobarla en general en los términos en que lo concordó la Cámara de Diputados, sin perjuicio de oír posteriormente, y antes de iniciar la discusión en particular, a representantes de otras entidades.


El Honorable Senador señor Larraín insistió en la necesidad de escuchar, antes de iniciar la discusión en particular de esta iniciativa, a los actores involucrados en estos temas como son los dirigentes de los clubes de fútbol, de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, a Carabineros de Chile y a los Fiscales del Ministerio Público, con el fin de encontrar las mejores soluciones a los problemas que pretende abordar esta iniciativa.


La señora Presidenta de la Comisión concordó con la idea de avanzar prontamente en el debate de este proyecto y, en virtud de las consideraciones previamente reseñadas, sometió a votación, en general, el proyecto de ley, el cual que fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Orpis.

- - - 

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponer a la Sala la aprobación, en general, del siguiente:
“PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Modifícase la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos, con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, en la forma que a continuación se indica:


1.- Agrégase, en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Estas autorizaciones tendrán una duración máxima de un año, debiendo sus propietarios o administradores renovarlas con la debida antelación a su vencimiento.”.


2.- Intercálanse, en el artículo 2°, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual cuarto a ser sexto:


“Los organizadores de los espectáculos de fútbol profesional deberán designar un jefe de seguridad, que deberá registrarse como tal y con la debida antelación ante la unidad de Carabineros de Chile correspondiente, el que será responsable de concretar las medidas de seguridad que se establecen en el inciso siguiente, y podrá contratar, para tal efecto, guardias de seguridad, a quienes se les aplicarán las normas contenidas en el artículo 5° bis del decreto ley Nº 3.607, de 1981, y su reglamento.


Asimismo, deberán implementar medidas tecnológicas necesarias que permitan garantizar la seguridad de las personas que asistan a estos espectáculos, tales como cámaras de seguridad y detectores de metales en la medida que así sea resuelto por la Intendencia Regional, previo informe de Carabineros de Chile. También se deberán coordinar con los medios de comunicación debidamente acreditados, la indumentaria y credenciales que usarán los profesionales que cubran los eventos, y ubicación que se les asignará en el recinto deportivo correspondiente.”.


3.- Intercálase, en el artículo 3°, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Tratándose de partidos de fútbol profesional declarados de alto riesgo, los Intendentes Regionales podrán exigir a las autoridades del fútbol profesional, la rendición de una caución de hasta dos mil unidades de fomento, para asegurar la reparación de los daños que se causen a los bienes públicos.”.


4.- Modifícase el artículo 4° en los siguientes términos:


i) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo, pasando su inciso único a ser segundo:


“Artículo 4°.- Para los efectos de esta ley, se denomina barra al conjunto de personas debidamente registradas e identificadas como tales en el padrón oficial de un determinado club de fútbol profesional, en calidad de socios o simpatizantes del mismo, los que previa exhibición de la credencial que se menciona en el inciso siguiente, se congregan en un determinado sector de un recinto deportivo, con el fin de alentar al equipo de su club que participa en el espectáculo.”.


ii) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Los referidos clubes deberán actualizar ante las Intendencias Regionales, a lo menos una vez al año, en la fecha que éstas determinen, el padrón oficial de sus barras. El incumplimiento de esta obligación será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales.”.


5.- Introducénse, en el artículo 6°, las siguientes modificaciones:

i) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto, quinto y sexto, a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:

“Durante el curso del proceso, el juez podrá decretar, como medida cautelar, la prohibición de asistir a los futuros espectáculos de fútbol profesional, en la forma establecida en la letra b) del inciso quinto de este artículo.”.

ii)  Agrégase, el siguiente inciso final, nuevo:


“Para los efectos de esta ley, se considera como “inmediaciones”, la distancia de mil metros perimetrales, medidos desde el lugar donde se encuentra el respectivo recinto deportivo en que se realizan espectáculos de fútbol profesional. Lo anterior es sin perjuicio de que el juez de garantía estime, de acuerdo con los antecedentes del caso, una distancia mayor a la establecida, para efectos de considerar el lugar de comisión de los delitos señalados en los incisos anteriores.”.


6.- Agrégase, el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.-  El que incurriere en la reventa de entradas de espectáculos de fútbol profesional, será sancionado con multa de 4 a 20 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, se entenderá por reventa de entradas, todo acto que tenga por objeto comercializar, vender o ceder a título oneroso, en las inmediaciones del recinto deportivo, uno o más boletos de ingreso a un espectáculo de fútbol profesional, ya adquirido previamente.


Con la misma multa señalada en el inciso anterior se sancionará al organizador de un espectáculo de fútbol profesional que ofrezca un número de entradas superior al que se le hubiere autorizado, para el evento respectivo. Dicha multa se elevará al doble en los casos en que, producto de la sobreoferta, se produjeren desórdenes, aglomeraciones que pongan en riesgo a los asistentes o cualquier otra alteración de la tranquilidad o el orden público.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, los intendentes regionales deberán, con la anticipación que determine el reglamento, fijar el número máximo de entradas que podrán ofrecerse para el respectivo espectáculo, el que no podrá exceder del noventa por ciento del aforo físico del recinto.


Los organizadores de los espectáculos deportivos deberán acreditar ante la autoridad regional correspondiente, a más tardar cuarenta y ocho horas antes del inicio del espectáculo, que el número de boletos impresos no excede del número máximo autorizado.


La no presentación oportuna de los antecedentes indicados en el inciso anterior hará presumir la sobreoferta de entradas.”.

7.- Agrégase el siguiente artículo 7° bis, nuevo:


“Artículo 7° bis.-  El personal de Carabineros de Chile podrá prohibir el ingreso a los recintos deportivos, durante el desarrollo de espectáculos de fútbol profesional, de elementos que pudieren, por su naturaleza, dimensiones y características, ser utilizados para provocar lesiones o daños, o alterar la normalidad del evento o dificulte la fiscalización al interior del mismo.


Asimismo, dicho personal podrá efectuar controles de identidad, en los recintos deportivos o sus inmediaciones, con las facultades contempladas en el artículo 85 del Código Procesal Penal.”.


8.- Sustitúyese, el artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley Nº 20.084, sobre responsabilidad penal adolescente, a las personas menores de edad que incurrieren en las conductas contempladas en el artículo 6° y 6° bis.


Tratándose de personas mayores de 14 años de edad y menores de 18 años, el juez podrá imponer, sin perjuicio de las sanciones previstas en ese cuerpo legal, la pena accesoria de prohibición de asistir a los futuros espectáculos de fútbol profesional, con obligación de presentarse en los días y horas en que ellos se realicen, en el lugar fijado por el juez, hasta el término de un año.  Dicha medida podrá ser decretada por el juez como medida cautelar durante el curso del proceso.


La persona que tuviese a su cargo el cuidado del menor será civilmente responsable de los perjuicios que éste cause.”.


9.- Agrégase en el artículo 10, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Fiscal, en conformidad con lo establecido en el artículo 237 del Código Procesal Penal, en las causas en que solicite la suspensión condicional del procedimiento deberá pedir que se aplique, a la persona beneficiada con la medida, la prohibición de asistir a los estadios o recintos deportivos, durante el tiempo que dure la suspensión.”.".

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 6 de marzo de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 2012.

RODRIGO PINEDA GARFIAS

Secretario

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EL DEL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DISPOSICIONES DE LA LEY N°19.327, QUE FIJA NORMAS PARA LA PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE HECHOS DE VIOLENCIA EN RECINTOS DEPORTIVOS CON OCASIÓN DE ESPECTÁCULOS DE FÚTBOL PROFESIONAL.

BOLETÍN Nº 4.864-29
I. PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Modificar la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, con el objeto de dar un mayor resguardo a los derechos de quienes concurren a los espectáculos de fútbol profesional y de las personas que puedan verse afectadas con ocasión del mismo.

II. ACUERDO: aprobar en general el proyecto (Unanimidad 4 x 0).
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: un artículo único, que se divide en nueve números.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.
V. URGENCIA: Suma
VI. ORIGEN E INICIATIVA: Moción de los Honorables Diputados señores Carlos Montes, Patricio Hales, Manuel Rojas, Carlos Abel Jarpa y Cristián Monckeberg, del ex diputado y actual Senador señor Francisco Chahuán y de los ex Diputados señores Sergio Correa, Gonzalo Duarte, Osvaldo Palma y Roberto Sepúlveda.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.
VIII. INICIO DE LA TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 11 de septiembre de 2007.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe.
X LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACION CON LA MATERIA: 

1.1.-  Ley N° 19.327 que, fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de futbol profesional.

1.2.- Ley N° 20.084, sobre Responsabilidad Penal Adolescente.


1.3.- Artículos 85 y 237 del Código Procesal Penal.


1.4.- Decreto ley N° 3.607, de 1981 que establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados.

Valparaíso, 7 de marzo de 2012.

RODRIGO PINEDA GARFIAS

Secretario
A N E X O

DOCUMENTO ENTREGADO POR LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

Análisis comparado sobre institucionalidad y medidas de control de violencia en espectáculos deportivos

El presente informe comparado permite analizar las políticas que buscan combatir la violencia en el deporte. 

Entre las principales prácticas preventivas, pueden citarse el establecimiento, en Gran Bretaña, de requisitos en materia de equipamiento para las personas responsables de garantizar la seguridad del espectáculo; la instalación de circuitos cerrados de televisión para cubrir el interior y el entorno de un recinto, como ocurre en España; la existencia de torniquetes con alarmas y conexión radial, además de artefactos electrónicos para lectura digital de los tickets de entrada, como se observa en Italia; y el funcionamiento en Suiza del sistema de información electrónica “HOOGAN”, con información online sobre personas con acceso restringido a los recintos deportivos.

En el caso de Latinoamérica, en tanto, destaca en México la labor de la Comisión Especial para la Prevención de la Violencia en la Celebración de Espectáculos Deportivos, que obliga a los organizadores de encuentros deportivos a dar cuenta a los encargados de seguridad de los pormenores del evento, de manera de cautelar la integridad de los asistentes. 
En materia de sanción, a su vez, los delitos vinculados a ataques raciales o a comportamientos violentos contra personas y la propiedad privada, son castigados severamente en Gran Bretaña y España.

En América Latina, por último, las sanciones frente a este tipo de actos incluyen, entre otras, la prohibición de asistir a un partido, la clausura de un recinto y la suspensión de las ayudas económicas que percibe un club de parte del gobierno, como sucede por ejemplo en Ecuador.   
I. Introducción

El presente informe describe algunos de los sistemas normativos que regulan la problemática de la violencia en los espectáculos deportivos, consignando el tratamiento que el tema ha tenido en países de distintas regiones.

En términos metodológicos, el trabajo repasa en primer término la normativa e institucionalidad vigentes en países como Gran Bretaña, España, Italia, Suiza, Argentina, México y Ecuador, que son representativos de una serie de enfoques conducentes a frenar las conductas violentas en los reductos deportivos.

Luego se da cuenta de las medidas de control y las sanciones existentes en algunos de estos mismos países, de forma de dimensionar las diversas maneras de encarar el fenómeno de la violencia en los estadios. 

El informe culmina con algunas conclusiones generales. 

II. Análisis comparado

1. Normativa e institucionalidad

a.
Gran Bretaña

En Gran Bretaña la Ley de Espectadores de Fútbol, de 1989, se aplica para encuentros de fútbol disputados en Inglaterra o Gales. Al respecto, la ley consigna una serie de comportamientos ofensivos, con sus respectivas sanciones.

La Autoridad de Membresía del Fútbol es la entidad encargada de preparar un plan, el que luego deberá remitir a la Secretaría de Estado para su aprobación. En caso de que cumpla con los requerimientos establecidos por la autoridad gubernamental, el plan será enviado a ambas cámaras del Parlamento.

El citado plan debe incluir políticas que aseguren que a un espectáculo deportivo asistan sólo las personas autorizadas para ello; la imposición de sanciones pecuniarias, cuando correspondiere; el establecimiento de requerimientos para las personas responsables de los eventos deportivos, en lo atingente a procedimientos y equipamiento a utilizar para garantizar la seguridad del espectáculo; la actualización de un registro central de miembros del sistema deportivo, y la regulación de la forma y contenidos de las tarjetas de membresía
.

Cualquier persona condenada por conductas ofensivas será descalificada de su membresía en el programa, sanción que puede durar entre dos y cinco años.

Existe igualmente la llamada Autoridad de Licencias de Fútbol, que puede otorgar permisos de admisión de espectadores a los recintos deportivos.

Esta entidad puede revocar o suspender indefinidamente una licencia.

Cuando las personas sujetas a órdenes de restricción deban reportarse de forma obligatoria el día de un partido, la autoridad podrá notificarla por escrito para que acuda a la estación policial. La persona involucrada podrá apelar, solicitando quedar exenta de reportarse durante el encuentro.

b.
España

El sistema español de prevención de la violencia en el deporte, se ha construido siguiendo los lineamientos del “Convenio Internacional sobre la Violencia, Seguridad e Irrupciones de Espectadores con Motivo de Manifestaciones Deportivas y Partidos de Fútbol”, acuerdo adoptado por el Consejo de Europa en 1985, y ratificado por España en 1987
.

Es así como la Ley del Deporte, del 15 de octubre de 1990, recogió algunas medidas esbozadas por este convenio, creando una Comisión Nacional contra la Violencia, encargada de velar por el desarrollo armónico de los espectáculos deportivos, tipificar infracciones y establecer sanciones. 

La aparición como forma de violencia, a veces tolerada, del racismo (asociado con la xenofobia y la intolerancia) provoca la preocupación de adoptar medidas de prevención y de sanción contra actos violentos con motivaciones racistas o xenófobas, y contra comportamientos y actitudes racistas, xenófobas e intolerantes.

Hacia fines de 2004, el Consejo Superior de Deportes sugirió la conveniencia de crear un Observatorio de la Violencia, el Racismo y la Xenofobia en el Deporte, que al año siguiente dio paso a la firma del “Protocolo de Actuaciones contra el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Fútbol”, que incorporó medidas preventivas, de control y sanción.

Finalmente, este desarrollo culmina en la aprobación de la “Ley 19/2007 contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte”, que define los actos considerados xenófobos e intolerantes, estableciendo una completa normativa de prevención, control y sanción de la violencia en recintos deportivos
.

c.
Italia

En este país, la seguridad de los eventos deportivos se orienta a la prevención y represión de actos de violencia, a fin de garantizar la seguridad de los asistentes a los partidos.

Para tales efectos, en 1999 se constituyó en el seno del Ministerio del Interior italiano el llamado Observatorio Nacional sobre Eventos Deportivos, instancia de consulta técnico-administrativa, dirigida a reforzar las medidas contempladas en la legislación italiana frente a esta problemática, y a optimizar la interacción entre los actores llamados a prevenir y combatir la violencia. 

Esta entidad trabaja desde entonces de forma conjunta con el Departamento de Seguridad Pública, encargándose de monitorear el fenómeno de la violencia; establecer niveles de riesgo para eventos; fijar directrices para la seguridad de reductos deportivos; promover prácticas preventivas, identificando medidas para asegurar el normal desarrollo de las competencias; y publicar un informe anual sobre las tendencias violentas en los estadios
.

En este organismo están involucrados representantes de las fuerzas policiales, de los municipios, del Comité Olímpico Italiano y de la Federación Italiana de Fútbol, entre otros actores.

En materia de responsabilidades, se distingue entre las que corresponden al entorno del evento, que están a cargo de las autoridades de seguridad pública, en coordinación con el propietario del recinto deportivo; y las de carácter estructural, que son deber del organizador, en conjunto con el dueño del reducto.

En este contexto, las autoridades de seguridad pública deben coordinar las actividades de la policía, organizando los eventos en las instalaciones deportivas, a través de medidas, que deben ser adoptadas antes, durante y después del encuentro deportivo, además de incluir planes para el interior y el exterior del reducto.

Es así como el jefe policial elige a sus representantes en la Comisión de Supervisión Provincial y el Grupo de Seguridad Operacional, teniendo también facultades para designar oficiales al mando de un Escuadrón de Estadios y a la cabeza de los servicios de orden público. 

Esta autoridad se encarga de disponer boletos de entrada codificados con colores, diferenciados en función de los diferentes aficionados que asisten al estadio, a la vez que establece la capacidad de espectadores por sector, en función de un análisis de riesgo de enfrentamientos entre los aficionados. 

Otro de los actores que en la norma italiana adquiere un rol relevante es el llamado asistente de seguridad, persona que recibe un entrenamiento especializado para controlar el orden público en eventos deportivos, y que debe cumplir con las siguientes funciones
:

· Recibir y supervisar el comportamiento de los espectadores;

· Inspeccionar las instalaciones deportivas antes de los partidos;

· Entregar información en lo referente a organización, infraestructura y equipos de rescate;

· Limitar el ingreso de prendas de vestir y bolsos;

· Velar por que el público no acceda a lugares a los que no tiene permitido el acceso;

· Asistir a los aficionados para un expedito ingreso y una fluida salida del estadio;

· Proveer a los servicios policiales y de emergencia con la información referida a espectadores que potencialmente podrían alterar el orden público;

Adoptar cualquier acción preventiva frente a posibles amenazas a la seguridad de los asistentes al estadio. 

d.
Suiza

El artículo 24 de la Ley de Seguridad Interior establece medidas para la prevención de la violencia en eventos deportivos. 

En tanto, el Departamento Federal de Justicia y Policía es el encargado de determinar el derecho de acceso a los recintos, para lo cual debe coordinarse con la Autoridad de Aduana Federal, los encargados policiales de los cantones y la Oficina Central Suiza contra el Vandalismo, ente creado en 1998 por la Conferencia de Comandantes Policiales Cantonales de Suiza, que se encuentra afiliado a la Policía Metropolitana de Zürich
. 

e.
México

El capítulo VI de la Ley General de Cultura Física y Deporte, se refiere a la prevención de la violencia en espectáculos deportivos.

Es así como el artículo 126 de la norma crea la Comisión Especial para la Prevención de la Violencia en la Celebración de Espectáculos Deportivos, órgano cuyo accionar se centra en los siguientes objetivos:

· La labor coordinada con los órganos administrativos involucrados en la programación de eventos deportivos;

· La promoción de medidas dirigidas a prevenir hechos de violencia en recintos deportivos;

· La fijación de directrices para la operación de acuerdos de cooperación de a nivel gubernamental, dirigidos a frenar la comisión de actos violentos en el ámbito deportivo;

· La priorización de medidas, de acuerdo al nivel de riesgo de un determinado evento deportivo;

· La definición de estándares de seguridad mínimos para recintos deportivos;

· El estímulo y coordinación de planes de difusión contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia;

· La proposición de políticas dirigidas a aumentar los niveles de seguridad en instalaciones deportivas;

· La articulación de sugerencias que orienten la acción de los integrantes del Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte (SINADE), en cuanto al establecimiento de políticas que pongan freno a los actos violentos, racistas, xenófobos e intolerantes en el desarrollo de espectáculos deportivos;

· La entrega de ayuda técnica en materia preventiva, por medio de métodos investigativos que permitan luchar de manera eficaz contra la violencia en recintos deportivos.

Respecto a la responsabilidad de los organizadores de espectáculos deportivos, la norma les obliga a dar cuenta a los encargados de seguridad pública y protección civil, de los pormenores del evento, de manera de cautelar la integridad de los asistentes. Para esto, la ley establece una serie de acciones, entre las que se cuentan
:

· Operativos de vigilancia y revisión en el interior y en los alrededores del recinto que cobijará el espectáculo deportivo;

· Visitas de verificación a las instalaciones donde tendrá lugar el encuentro deportivo;

· Reuniones previas al evento, tendientes a acotar las áreas de responsabilidad de cada uno de los actores involucrados;

· Campañas de promoción contra la violencia en el deporte;

· Reglas dirigidas a erradicar actos racistas, xenófobos y violentos. 

f.
Argentina

La Ley Nº 24.192, promulgada en marzo de 1993, establece el régimen penal para la prevención y represión de la violencia en los espectáculos deportivos.

El juez que lleve la causa también podría determinar, si lo considerase necesario, la clausura del recinto deportivo por un máximo de sesenta días
.

Los artículos 17 y 18 de la ley contemplan la prohibición de asistir a un determinado número de partidos del torneo correspondiente, de acuerdo a la falta cometida por el infractor, quien deberá hacerse presente en una comisaría el día y hora del encuentro deportivo. 

Otras faltas penadas por esta norma son la perturbación al orden en el lugar de venta de entradas o en el sitio de ingreso y salida del lugar en que se lleva a cabo un encuentro deportivo, delitos que son sancionados con diez fechas de prohibición de concurrencia y con cinco a quince días de arresto
.

g.
Ecuador

En Ecuador el Ministerio del Deporte es el ente que determina los lineamientos centrales de la actividad física y el deporte, estableciendo políticas, objetivos y estrategias, con la misión de “desarrollar la actividad física y el deporte ecuatoriano mediante una gestión eficiente, integradora y transparente, que priorice al ser humano”
.

En materia de prevención de la violencia en los estadios, la Ley de Deporte, Educación Física y Recreación establece en su artículo 156 que el Ministerio del Deporte es el encargado de “emitir los criterios técnicos, regulaciones, procesos de prevención y controles que se requieran para prevenir este fenómeno; así como de establecer las obligaciones de los propietarios de las instalaciones, organizaciones deportivas, dirigentes, deportistas, árbitros, autoridades, trabajadores de los escenarios y público asistente”
, contando para tales efectos con el apoyo de la Policía Nacional. 

2.
Control y sanción

a.
Gran Bretaña

Entre las ofensas consideradas relevantes por la presente ley, se hallan:

· Las relativas a una conducta de hostigamiento u odio racial, cometida durante un encuentro deportivo.

· Cualquier ofensa que involucre el uso o amenaza de la violencia hacia otra persona, durante el desarrollo de un partido de fútbol.

· Cualquier conducta ofensiva que involucre el uso o amenaza de violencia hacia la propiedad privada, durante el transcurso de un encuentro.

· Las conductas cometidas bajo estado de ebriedad en el metro o en lugares públicos, mientras el sujeto se halla de viaje hacia o desde el lugar del partido
. 

Respecto a la asistencia no autorizada a un partido, se establece como falta la entrada o permanencia a un evento durante un período relevante de tiempo, razón por la cual el infractor puede recibir desde una multa hasta ser detenido por espacio de un mes.

En tanto, la “Ley de Ofensas y Desórdenes en el Fútbol” (1999), en su sección 15, les confiere poderes a las cortes para decretar órdenes de prohibición de asistencia a recintos deportivos a nivel internacional, contra personas detenidas por ofensas graves.

Esta orden de prohibición debe consignar la estación de policía en la que la persona acusada debe reportarse.

Entre las ofensas relevantes se cuentan el hostigamiento u odio racial, la amenaza de violencia sobre otra persona o sobre la propiedad privada y la venta ilegal de boletos
.

Para los efectos de la ley, se considera que una persona viajó hacia o desde un lugar donde se desarrolló un evento deportivo, independiente de si asistió o intentó asistir al encuentro.

Además, la ley estipula que la corte puede imponer condiciones a la persona en cuestión, para que cumpla efectivamente el castigo que se le estableció. Entre estas medidas están la entrega de pasaporte de la persona en un plazo no mayor a cinco días antes de la fecha del partido de fútbol en relación al cual le es requerido reportarse ante un recinto policial, y la devolución del pasaporte a la persona en un tiempo razonable tras el final del partido.

Una orden de prohibición internacional tiene efecto en relación a la persona detenida por un período de tiempo determinado, establecido por la corte, el que puede ser de un máximo de diez años y de un mínimo de tres.

Las personas que hayan cumplido dos tercios de su condena, pueden apelar a la corte respectiva.

Esta ley se extiende sólo a Inglaterra y Gales
.

b.
España

Como lo señala su artículo 1, el objetivo de la ley es elaborar medidas dirigidas a “erradicar la violencia, racismo, xenofobia e intolerancia en el deporte, fomentando a cambio el juego limpio y la integración en una sociedad democrática y pluralista, así como los valores humanos que se identifican con el deporte”
.

Este código se aplica a competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal, organizadas bajo las condiciones previstas por la Ley del Deporte.

En este marco, el racismo es entendido como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico, que tenga por objeto anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, o en cualquier otra esfera de la vida pública”
.

A su vez, la norma define como actos violentos “la participación activa en altercados, riñas, peleas o desórdenes públicos en los recintos deportivos, en sus aledaños o en los medios de transporte organizados para acudir a los mismos; la exhibición de pancartas, símbolos, emblemas o leyendas que inciten a la realización de comportamientos violentos o terroristas; la entonación de cánticos que alienten la violencia, el terrorismo o la agresión en recintos deportivos; la irrupción no autorizada en los terrenos de juego; las declaraciones en cuya virtud se induzca a la agresión entre los asistentes a los encuentros; la contribución mediante tales declaraciones a la creación de un clima hostil; la facilitación de medios técnicos, económicos y tecnológicos que apoyen la actuación de personas o grupos que promuevan la violencia, y la creación, difusión y empleo de soportes digitales para la realización de estas actividades”
.

En el caso de los actos racistas, xenófobos o intolerantes en el deporte, se incluyen “la realización de actos en que, con ocasión del desarrollo de una prueba deportiva, una persona física o jurídica emita declaraciones que amenacen o vejen a personas o grupos por motivos de origen racial, étnico, geográfico, social, religioso, etario o sexual; las actuaciones que, en el contexto de eventos deportivos, supongan acoso, entendiendo por tal toda conducta no deseada relacionada con el origen racial, étnico, geográfico, social, religioso, etario o sexual de una persona; las declaraciones, gestos o insultos proferidos en los recintos deportivos, que supongan un trato vejatorio para las personas o que inciten al odio entre personas y grupos; la entonación de cánticos, así como la exhibición de pancartas que contengan mensajes intimidatorios para personas o grupos sociales, y la facilitación de medios de toda índole para la realización de los actos ya descritos”
.

La ley obliga a los organizadores de competencias deportivas a cautelar las normas de acceso y permanencia de los espectadores en el recinto deportivo y a contar con un sistema de comunicación eficaz con el público. Para ello, deben establecer medidas para combatir cualquier acto violento, facilitando a las autoridades de gobierno información sobre las características de los grupos de hinchas, los medios que utilizan para transportarse y el espacio que les es reservado en el recinto.

Además, serán patrimonial y administrativamente, responsables de los daños y desórdenes que pudieran producirse por su falta de diligencia o prevención o cuando no hubieran adoptado las medidas de prevención establecidas en la presente Ley.

Otra medida incorporada por la ley es la publicación en las boleterías y lugares de acceso a un recinto, de los motivos por los cuales una persona tenga prohibido su ingreso a un espectáculo. Esta información también constará en los registros de los clubes deportivos, los que están obligados a entregarla a las autoridades, en caso que se les solicitare
.

Para garantizar una mayor seguridad, los organizadores del evento tienen que instalar circuitos cerrados de televisión, que graben el acceso de espectadores al reducto y que entreguen una cobertura del recinto completo y de sus alrededores. Adicionalmente, como lo consigna el artículo 8 de la ley, están facultados para efectuar revisiones preventivas a los asistentes.

En cuanto al consumo y comercialización de bebidas alcohólicas y drogas, la norma prohíbe la introducción, venta y consumo de esta clase de productos durante los encuentros deportivos. También queda proscrita la comercialización de elementos que puedan ser lanzados como proyectiles al campo de juego
.

Respecto a la declaración de alto riesgo de un encuentro deportivo, el artículo 10 señala que las federaciones y ligas deportivas profesionales se encargarán de transmitir a las autoridades de gobierno dicha proposición, de acuerdo a los lineamientos del Ministerio del Interior.

En caso de decretarse esta medida, habrá un reforzamiento de las medidas de seguridad en lo atingente a la venta de entradas, la separación entre las hinchadas rivales y el control de acceso al recinto.

En tanto, si durante una competencia deportiva se produjeran incidentes entre el público asistente, el árbitro tiene la facultad para suspender provisoriamente el partido. Si la situación se prolonga, la autoridad puede desalojar las graderías en que tuvieron lugar los disturbios y, en último término, el encuentro puede ser suspendido de forma definitiva
.

En su artículo 16, la norma precisa las medidas con que la Administración General del Estado fomenta la integración a través del deporte. Entre estas acciones están el desarrollo del llamado “Observatorio de la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte”, organismo dependiente del Consejo Superior de Deportes, cuyas funciones son realizar estudios en materia de prevención de la violencia y la intolerancia en el deporte, y la creación de la figura del Defensor del Deportista, cuya misión es “hacer frente a las situaciones de discriminación, intolerancia, abusos, malos tratos o conductas violentas que puedan sufrir los deportistas, con la finalidad de canalizar posibles quejas o denuncias hacia los órganos antidiscriminatorios, disciplinarios o judiciales asignados, en su caso, por el ordenamiento jurídico”
.

También se consagra la existencia de una Comisión Estatal contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte, que es un órgano colegiado que orienta el accionar de federaciones, ligas, sociedades anónimas y clubes deportivos en lo referido a la lucha contra la violencia y la intolerancia en el deporte.

Otra de sus misiones es la publicación anual de estadísticas y encuestas sobre violencia y racismo en el deporte, y la confección de estudios sobre las causas y consecuencias de la violencia y racismo en el deporte
.

El artículo 21 describe las infracciones a la ley, incluyendo entre las muy graves las que se detallan a continuación:

· La alteración, sin cumplir los trámites pertinentes, de la capacidad del recinto deportivo.

· La negligencia en la corrección de fallas detectadas, que supongan un grave peligro para la seguridad de los recintos deportivos y, en particular, en los circuitos cerrados de televisión.

· La generación de conductas violentas o racistas, a raíz del incumplimiento de las normas que regulan la celebración de los espectáculos deportivos.

· La incentivación y promoción a realizar actos violentos y racistas en el marco de la actividad deportiva.

· La transgresión a las sanciones impuestas en materia de violencia, racismo, xenofobia e intolerancia en el deporte
.

Finalmente, la ley establece un régimen de sanciones, tanto pecuniarias como penales, entre las que se incluyen multas de hasta 650.000 euros, la prohibición de llevar a cabo espectáculos deportivos hasta por dos años y la clausura temporal del recinto deportivo también por un máximo de dos años, todo ello en el caso de las infracciones muy graves
. 

Para las personas que transgredan la ley, también se contemplan como castigo los trabajos sociales en el ámbito deportivo y la prohibición de entrar a cualquier estadio, por lapsos que van desde el mes -en el caso de las infracciones leves- hasta los cinco años, cuando se tratare de infracciones muy graves
.

c.
Italia

Con el fin de intensificar la lucha contra la violencia en los eventos deportivos, e imponer mayores penalidades contra quienes alteren el orden público, la Ley 88/2003 hace obligatorio para algunas organizaciones una serie de medidas, cuando se trate de espectáculos que tengan lugar en recintos con capacidad para más de 7.500 personas. 

Entre ellas, se cuentan la venta numerada de boletos; la instalación de torniquetes con alarmas y conexión radial, además de artefactos electrónicos para lectura digital de los tickets de entrada; el levantamiento de barreras de seguridad de más de 2,2 metros de altitud; y la vigilancia por video
. 

La citada norma les asigna a los organizadores deportivos y al propietario del recinto, la responsabilidad de velar por la seguridad del evento, adoptando medidas organizativas y estructurales, las que de no cumplirse derivan hacia un sistema gradual de sanciones administrativas contra la empresa organizadora, castigos que pueden llegar hasta la revocación de la licencia para utilizar las instalaciones. 

d.
Suiza

El artículo 24 de la Ley de Seguridad Interior establece medidas para la prevención de la violencia en eventos deportivos. 

En tanto, el Departamento Federal de Justicia y Policía es el encargado de determinar el derecho de acceso a los recintos, para lo cual debe coordinarse con la Autoridad de Aduana Federal, los encargados policiales de los cantones y la Oficina Central Suiza contra el Vandalismo, ente creado en 1998 por la Conferencia de Comandantes Policiales Cantonales de Suiza, que se encuentra afiliado a la Policía Metropolitana de Zürich
. 

Para mantener a las barras bravas fuera de los estadios y de sus entornos, las fuerzas de seguridad suizas han adoptado una serie de medidas desde 2007, entre las que se encuentran
:

· Órdenes de exclusión

· Prohibiciones de viajar a eventos deportivos

· Obligación de reportarse periódicamente en recintos policiales

· Establecimiento de un sistema de custodia policial por más de 24 horas 

La información de personas sujetas a cualquiera de estas disposiciones, se halla además disponible en un sistema de información electrónica, denominado “HOOGAN”.

Las restricciones de salida al extranjero pueden ser impuestas solo por la Oficina Federal de Policía, aunque también pueden ser solicitadas por las autoridades cantonales y por la propia Oficina Central Suiza sobre Vandalismo
.

e.
México

Entre las materias a ser abordadas, la ley se pronuncia en contra de la introducción de armas a los espectáculos deportivos; del ingreso de bengalas, bombas de estruendo o fuegos de artificio; de la existencia de pancartas que inciten a la violencia, y de la entrada de bebidas alcohólicas y sustancias prohibidas, así como de personas bajo los efectos de las mismas
.

De igual manera, aboga por una clara delimitación de espacios para cada grupo de aficionados, los que deben estar empadronados por los clubes y registrados ante su respectiva federación
. 

f.
Argentina

Entre las mayores penas que establece la Ley Nº 24.192 se encuentran la de prisión de un mes a tres años para dirigentes o empleados de clubes deportivos, que avalen la existencia de armas de fuego o artefactos explosivos en el estadio, e idéntica sanción para quienes imposibiliten mediante actos materiales la realización de un espectáculo deportivo en un estadio de concurrencia pública
.

En determinados casos, los jueces pueden añadir a los castigos ya mencionados, la pena accesoria de inhabilitación para ir a eventos deportivos, que según el caso puede aplicarse por seis meses a cinco años, o bien de forma perpetua. Además, los deportistas, técnicos o dirigentes pueden resultar inhabilitados por entre uno a quince años para desarrollar sus respectivos roles
. 

La norma establece que los dirigentes deportivos que, en razón de sus cargos, cometan alguno de estos delitos, recibirán adicionalmente una multa como sanción. Además, el club al que representan deberá hacerse solidariamente responsable de la pena monetaria en cuestión.

De igual forma, las personas que inciten a la violencia a través de carteles, megáfonos, altavoces, emisoras o por cualquier otro medio de difusión masiva, no podrán acudir a dicho evento deportivo durante quince fechas, serán arrestados por un lapso de entre diez y veinte días, y se les incautarán los objetos con que propiciaron los actos de violencia.

Quienes porten elementos pirotécnicos, recibirán por sanción veinte fechas sin poder acudir al espectáculo deportivo, además de quince a treinta días de arresto y la incautación de los objetos.

El lanzamiento de líquidos, papeles encendidos u objetos que pudiesen provocar lesiones a terceros, es castigado con veinte fechas de prohibición de concurrencia y con una detención de quince a treinta días.

La participación en riñas se sancionará con veinte fechas de prohibición de concurrencia y con quince a treinta días de arresto, mientras que las alteraciones al orden público propiciadas por expresiones o actos realizados por deportistas, dirigentes, periodistas u organizadores de un evento deportivo, recibirán como castigo diez fechas de prohibición de concurrencia, con cinco a quince días de arresto
.

En el caso de sujetos que durante el desarrollo de un encuentro deportivo fueren sorprendidos portando armas blancas o elementos destinados a provocar actos de violencia, la sanción será de veinte fechas de prohibición de concurrencia y entre quince a treinta días de arresto.

Quienes estando con prohibición de acudir a un recinto deportivo, lo hagan de todas formas, serán castigados con diez a veinte días de prisión
.

La ley multa a los vendedores ambulantes que vendan bebidas alcohólicas en el radio del recinto o en su interior, desde cuatro horas antes del inicio del evento hasta dos horas posteriores a su conclusión. 

A su vez, la ley estipula que quienes ingresen a un recinto deportivo con bebidas alcohólicas, sean sancionados con diez fechas sin poder asistir al reducto y con cinco a quince días de arresto.

Los organizadores de espectáculos deportivos que llevaren a cabo el evento, sin dar cumplimiento a las observaciones de la ley, recibirán una multa.

En tanto, los registros fílmicos con que cuente la autoridad respectiva, constituyen según la norma plena prueba de la comisión de cualquier falta o delito.

Respecto a la seguridad misma de un recinto deportivo, el artículo 49 de la ley consigna que el Poder Ejecutivo puede clausurar de forma temporal o definitiva los estadios que, ya sea por carencias de infraestructura o por errores en la organización, pongan en riesgo la vida o integridad física de los espectadores
.

g.
Ecuador

El artículo 178 de la Ley de Deporte, Educación Física y Recreación, estipula que quienes cometieren actos de violencia dentro de las instalaciones deportivas, o en su entorno, “serán sancionados con la suspensión temporal o definitiva para el acceso a dichos recintos”, además de ser responsables civil y penalmente por los daños que pudieren ocasionar
.

En casos especiales, y como medida preventiva, la ley faculta al Ministerio del Deporte para disponer la celebración de encuentros deportivos sin espectadores o con público reducido. 

III. Conclusiones

El análisis precedente permite establecer la existencia de diversos enfoques institucionales para abordar la problemática de la violencia en espectáculos deportivos.

En el caso británico, la Autoridad de Membresía del Fútbol es la entidad encargada de preparar un plan, que se sustenta en medidas como la actualización de un registro central de miembros del sistema deportivo, y la regulación de la forma y contenidos de las tarjetas de membresía, además de contemplar sanciones pecuniarias contra los responsables de eventos que no cumplan con las disposiciones de seguridad. 

España, a su vez, posee la “Ley Nº 19/2007 contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte”, que incorpora acciones como la publicación, en los lugares de acceso a un recinto, de los motivos por los cuales una persona tiene prohibido su ingreso, información que también debe constar en los registros de los clubes deportivos.

En Italia, en tanto, se constituyó en 1999 el Observatorio Nacional sobre Eventos Deportivos, instancia dirigida a optimizar la interacción entre los actores llamados a prevenir y combatir la violencia, que establece niveles de riesgo para eventos; fija directrices para la seguridad de reductos deportivos; promueve prácticas preventivas y publica un informe anual sobre las conductas violentas en los estadios.

México contempla para estos efectos con la Ley General de Cultura Física y Deporte, que se refiere a la prevención de la violencia en espectáculos deportivos, creando para ello la Comisión Especial para la Prevención de la Violencia en la Celebración de Espectáculos Deportivos.

En términos de control y sanción, a su vez, la legislación británica y española se concentra en delitos relacionados con la violencia racial y los ataques contra las personas y la propiedad privada. Para ello, los códigos existentes penalizan una serie de conductas, estableciendo un régimen de sanciones. Así, por ejemplo, en el paradigma británico la “Ley de Ofensas y Desórdenes en el Fútbol” les confiere poderes a los tribunales para decretar órdenes de prohibición de asistencia a recintos deportivos a nivel internacional, contra personas detenidas por ofensas graves, como las vinculadas a la xenofobia, la amenaza del uso de la violencia y la venta ilegal de boletos. 

La Ley contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte, en tanto, castiga en España la negligencia de los organizadores de un evento, en casos en que su accionar no logre garantizar la seguridad del recinto deportivo, a la vez que sanciona a todos quienes incentiven o promuevan la realización de actos de violencia en el marco de la actividad deportiva.

Cabe destacar también la existencia en Suiza de un sistema de información electrónica, denominado “HOOGAN”, en el cual se encuentran los datos de las personas que tienen el acceso restringido a los reductos deportivos.

En Latinoamérica, finalmente, se han desarrollado códigos y reglas que castigan a los infractores con la prohibición de asistir a determinados eventos deportivos y a los clubes, con el cese de beneficios económicos gubernamentales. Por ejemplo, la Ley General de Cultura Física y Deporte de México, sanciona la introducción de armas a los reductos deportivos, el despliegue de pancartas que inciten a la violencia y el ingreso de bebidas alcohólicas y sustancias prohibidas.
Argentina, a su vez, ha normado estas materias a través de la Ley Nº 24.192, que entre otras reglas consigna la prohibición de asistir a un determinado número de partidos de fútbol, de acuerdo a la falta cometida por el infractor, quien deberá hacerse presente en una comisaría
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL DEL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY N°19.327, DE VIOLENCIA EN LOS ESTADIOS
(5877-07, 6055-25, 6175-25, 6205-25, 6210-25, 7229-07, 7251-07, 7509-07, 7600-25; 7603-25, 7718-25, 7721-25, 7741-25, refundidos)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, que refunde diversas iniciativas de ley iniciadas en Mociones de los Honorables Diputados señoras María Angélica Cristi; María José Hoffmann Opazo; Marta Isasi Barbieri; Andrea Molina Oliva; Claudia Nogueira Fernández; Marcela Sabat Fernández; Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Pablo Alvarez-Salamanca Ramírez; Gonzalo Arenas Hödar; Gabriel Ascencio Mansilla; Nino Baltolu Rasera; Ramón Barros Montero; Eugenio Bauer Jouanne; Sergio Bobadilla Muñoz; Pedro Browne Urrejola; Jorge Burgos Varela; Giovanni Calderón Bassi; Juan Luis Castro González; Fuad Chahín Valenzuela; Fidel Espinoza Sandoval; Enrique Estay Peñaloza; René Manuel García García; Felipe Harboe Bascuñán; Gustavo Hasbún Selume; Javier Hernández Hernández; José Antonio Kast Rist; Juan Carlos Latorre Carmona; Javier Macaya Danús; Patricio Melero Abaroa; Cristián Monckeberg Bruner; Carlos Montes Cisternas; Celso Morales Muñoz; Iván  Moreira Barros; Iván Norambuena Farías; Leopoldo Pérez Lahsen; Carlos Recondo Lavanderos; Gaspar Rivas Sánchez; Alberto Robles Pantoja; Manuel Rojas Molina; David Sandoval Plaza; Alejandro Santana Tirachini; Ernesto Silva Méndez; Arturo Squella Ovalle; Jorge Ulloa Aguillón; Ignacio Urrutia Bonilla; Patricio Vallespín López; Mario Venegas Cárdenas; Germán Verdugo Soto; Gastón Von Mülehnbrock Zamora; Matías Walker Prieto, Felipe Ward Edwards, los ex Diputados y actuales Honorables Senadores Alejandro García-Huidobro Sanfuentes; Gonzalo Uriarte Herrera; y los ex Diputados señores Claudio Alvarado Andrade; Rodrigo Álvarez Zenteno; Juan Bustos Ramírez; Marcelo Forni Lobos y Juan Lobos Krause.

A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa concurrieron el Honorable Senador señor Jorge Pizarro y el Honorable Diputado señor Matías Walker. Asimismo, asistió, especialmente invitado, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, quien fue acompañado por el encargado del programa “Plan Estadio Seguro”, señor Cristián Barra y los asesores de la mencionada Secretaría de Estado, señores Juan Francisco Galli y Juan Eduardo Vega.


Participaron, además, los abogados asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Omar Pinto.

- - - 





Hacemos presente que durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión también tuvo en consideración el proyecto de ley en segundo trámite constitucional, que modifica disposiciones de la ley N°19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29), según se da cuenta más adelante en un acápite de este informe.
- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO





Modificar la ley N° 19.327 con el fin de regular las condiciones de seguridad que deben cumplirse en los partidos de fútbol de alto riesgo, configurar la obligación de registro de las donaciones que se realizan a las barras, precisar la responsabilidad de los representantes legales de los clubes de fútbol y otorgar a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional la posibilidad de querellarse en caso que se cometan delitos previstos en la referida ley, sin perjuicio de establecer que ella será subsidiariamente responsable de los daños que se causen con ocasión de los espectáculos de fútbol profesional organizados por dicha Asociación.
ANTECEDENTES

1.- De Derecho


1.- Ley Nº 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.


2.- Ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. 


3.- Código Penal. Su artículo 492.

2.- De Hecho
2.1.- Mociones

El proyecto aprobado en general se origina en trece Mociones presentadas por los Diputados señalados precedentemente, que fueron refundidas en una sola iniciativa en el primer trámite constitucional. La nómina de dichas Mociones es la siguiente:


1.- Proyecto de ley que sanciona las riñas y peleas que se producen en los lugares donde se practica el fútbol, (Boletín Nº 5.877-07), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores señora Claudia Nogueira Fernández, señores Ramón Barros Montero, Juan Carlos Latorre Carmona y Cristián Monckeberg Bruner, y los  ex Diputados señores Claudio Alvarado Andrade, Juan Bustos Ramírez, Marcelo Forni Lobos, Juan Lobos Krause y Gonzalo Uriarte Herrera.


2.- Proyecto de ley que incorpora una letra c) al inciso cuarto del artículo 6º de la ley Nº 19.327, y modifica algunas expresiones sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, (Boletín Nº 6.055-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gonzalo Arenas Hödar, Eugenio Bauer Jouanne, Sergio Bobadilla Muñoz, Javier Hernández Hernández, Iván Moreira Barros, Iván Norambuena Farias, Carlos Recondo Lavanderos, Manuel Rojas Molina y Gastón von Mülehnbrock Zamora, y el ex Diputado señor Juan Lobos Krause.


3.- Proyecto de ley que agrega un nuevo inciso al artículo 6º de la ley Nº 19.327, sobre violencia en recintos deportivos, en el sentido de sancionar a los representantes legales de los clubes cuando las barras de sus instituciones profieran expresiones de injuria y calumnia a otras barras y/o deportistas, (Boletín Nº 6.175-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gonzalo Arenas Hödar, Eugenio Bauer Jouanne, Javier Hernández Hernández, Marta Isasi Barbieri, Iván Moreira Barros, Iván Norambuena Farias, Manuel Rojas Molina, Ignacio Urrutia Molina y Gastón von Mülehnbrock Zamora, y el ex Diputado señor Juan Lobos Krause.


4.- Proyecto de ley que modifica la ley de violencia en los estadios, tipificando una nueva conducta sancionada por ella, boletín Nº 6.205-25, iniciada en moción de los Honorables Diputados señores Eugenio Bauer Jouanne, José Antonio Kast Rist, Patricio Melero Abaroa, Manuel Rojas Molina, Jorge Ulloa Aguillón, Ignacio Urrutia Bonilla y Gastón von Mülehnbrock Zamora y los ex Diputados señores Rodrigo Álvarez Zenteno, Marcelo Forni Lobos y Alejandro García-Huidobro Sanfuentes.


5.- Proyecto de ley que modifica el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 19.327, sobre violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, en el sentido de realizar concordancia legislativa respecto de los límites de edad de adolescentes que ocasionen violencia en este tipo de establecimiento, (Boletín Nº 6.210-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Claudia Nogueira Fernández, señores Ramón Barros Montero, Enrique Estay Peñaloza, Javier Hernández Hernández, Iván Moreira Barros, Iván Norambuena Farias, y Gastón von Mülehnbrock Zamora, y los ex Diputados señores Claudio Alvarado Andrade y Marcelo Forni Lobos.


6.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, estableciendo iguales sanciones para el fútbol amateur, (Boletín Nº 7.229-07), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Pedro Browne Urrejola, René Manuel García García, Leopoldo Pérez Lahsen, Gaspar Rivas Sánchez, Manuel Rojas Molina, Marcela Sabat Fernández, David Sandoval Plaza, Alejandro Santana Tirachini y Germán Verdugo Soto, y el ex Diputado señor Juan Lobos Krause.


7.- Proyecto de ley que modifica la ley de violencia en los estadios, en el sentido de dar mayor seguridad en partidos de alto riesgo, (Boletín Nº 7.251-07), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marta Isasi Barbieri, señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Celso Morales Muñoz, Iván Norambuena Farias, Manuel Rojas Molina, David Sandoval Plaza, Ernesto Silva Méndez, Arturo Squella Ovalle, y Felipe Ward Edwards, y el ex Diputado señor Juan Lobos Krause.


8.- Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.327, estableciendo la responsabilidad de los dirigentes deportivos por los daños que causen las barras de sus clubes, (Boletín Nº 7.509-07), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Pedro Browne Urrejola, Jorge Burgos Varela, Fidel Espinoza Sandoval, Felipe Harboe Bascuñán, Carlos Montes Cisternas, Patricio Vallespín López y Matías Walker Prieto.


9.-Proyecto de ley que sanciona las conductas de carácter racista cometidas por hinchas en espectáculos del fútbol profesional, (Boletín Nº 7.600-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras María Angélica Cristi Marfil y Marisol Turres Figueroa, señores Eugenio Bauer Jouanne, Giovanni Calderón Bassi, Javier Macaya Danús, Celso Morales Muñoz, Manuel Rojas Molina, David Sandoval Plaza y Ernesto Silva Méndez, y el ex Diputado señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes.


10.- Proyecto de ley que otorga a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional legitimidad para presentar querellas en delitos sancionados por la ley Nº 19.327 y la fijación de criterios objetivos de seguridad mediante la dictación de un reglamento, (Boletín Nº 7.603-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera, Juan Luis Castro González, Fuad Chahín Valenzuela, Alberto Robles Pantoja, Manuel Rojas Molina, David Sandoval Plaza, Alejandro Santana Tirachini y Patricio Vallespín López.


11.- Proyecto de ley que establece un seguro en caso de daños a la propiedad pública y privada en espectáculos de fútbol profesional, (Boletín Nº 7.718-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo, y señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Ramón Barros Montero, Gustavo Hasbún Selume, Javier Macaya Danús, Celso Morales Muñoz, David Sandoval Plaza, Ernesto Silva Méndez, Arturo Squella Ovalle,  y Felipe Ward Edwards.


12.- Proyecto de ley que hace aplicable la ley de responsabilidad penal juvenil en materia de violencia en los estadios de fútbol profesional, (Boletín Nº 7.721-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Gonzalo Arenas Hödar, Giovanni Calderón Bassi, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Javier Macaya Danús, Patricio Melero Abaroa, Celso Morales Muñoz, Manuel Rojas Molina y David Sandoval Plaza.


13.- Proyecto de ley que establece responsabilidad subsidiaria de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP), en caso de daños con ocasión de partidos de fútbol profesional, (Boletín Nº 7.741-25), iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras María Angélica Cristi Marfil, María José Hoffmann Opazo y Andrea Molina Oliva, y señores Gonzalo Arena Hödar, Giovanni Calderón Bassi, Javier Macaya Danús, Celso Morales Muñoz, Ernesto Silva Méndez, Arturo Squella Ovalle y Felipe Ward Edwards.

2.2.- Texto aprobado por la Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un proyecto que refundió dichas iniciativas y que, en siete números, introduce otras tantas enmiendas a la ley N° 19.327 que fijó las normas para la Prevención y Sanción de Hechos de Violencia en Recintos Deportivos con Ocasión de Espectáculos de Fútbol Profesional.


En primer lugar, esta iniciativa modifica el artículo 1° de la ley para establecer que las condiciones de seguridad para realizar partidos de futbol profesional y en especial los calificados de alto riesgo deberán ser fijados en un reglamento dictado por decreto supremo. 


Asimismo, se modifican el artículo 2° para establecer que en los eventos de fútbol profesional que sean considerados de alto riesgo o de alta concurrencia se requerirá la presencia de dos fiscales del Ministerio Público.


Seguidamente, se incorpora un artículo 4° bis que impone a las organizaciones deportivas de fútbol profesional el deber de registrar e informar toda contribución en dinero que hagan a una barra, y prohibir que la entrega de estos fondos sea efectuada directamente por los representantes legales, miembros del directorio o accionistas de sociedades anónimas deportivas.


Por otra parte, se modifica el artículo 6° para ampliar los tipos penales que establece la ley de violencia en los estadios a los ilícitos acaecidos con motivo u ocasión de un espectáculo de fútbol amateur.


Igualmente, se establece que la pena que se les impone a los infractores de esta ley de prohibirles asistir a espectáculos deportivos incluye la obligación de permanecer en el recinto que señale el juez durante el desarrollo de los encuentros.


A continuación, precisa las responsabilidades civiles y penales a que quedarán sujetos los representantes legales de clubes deportivos que, a causa de su negligencia o descuido culpable, contribuyan o faciliten la comisión de delitos establecidos en la ley de violencia en los estadios, especificando casos en que dicha responsabilidad se presume.


Por otra parte, se modifica el artículo 9° para hacer aplicables a los menores de edad que infringen la ley N° 19.327 las normas de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.


Se modifica el artículo 10 para facultar a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional para presentar querellas criminales por delitos tipificados en la ley de violencia en los estadios.


Finalmente,  se precisa que la Asociación Nacional de Fútbol Profesional será subsidiariamente responsable de los daños causados a la propiedad pública o privada con ocasión de espectáculos de fútbol organizados por ella.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, hizo presente que ella se vincula con otra presentada por diversos señores Diputados que tiene por objeto modificar la ley N° 19.327, con el objeto de dar un mayor resguardo a los derechos de quienes concurren a los espectáculos de fútbol profesional y de las personas que puedan verse afectadas con ocasión del mismo (Boletín N° 4.864-29).

En consideración a lo anterior, sugirió a la Comisión avanzar en el estudio conjunto ambas iniciativas. Manifestó que, en todo caso, estos proyectos de ley no podían refundirse pues no se encontraban en el primer trámite constitucional, tal como lo exige el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

A continuación, ofreció la palabra al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, quien agradeció la invitación cursada e inició su intervención señalando que el fútbol es una actividad social muy relevante en nuestro país, razón por la que el Ejecutivo ha venido adoptando un conjunto de medidas destinadas a facilitar que las personas puedan asistir a los espectáculos de fútbol profesional. Explicó que la eficacia de dichas medidas ha quedado confirmada con el sostenido aumento del número de quienes concurren cada fin de semana a estos encuentros.

Manifestó que en este marco, el Gobierno está desarrollando un programa llamado “Estadio Seguro” que busca establecer las mejores prácticas para el control del acceso a los estadios y supervigilar las conductas de los asistentes a los espectáculos deportivos. Señaló que se está iniciado el proceso de licitación para la adquisición de aparatos de verificación de identidad de las personas que concurren a los estadios, para impedir el ingreso de quienes tienen la prohibición judicial de hacerlo. Agregó que actualmente no se cuentan con todos los medios técnicos para dar cabal cumplimiento a las mencionadas resoluciones judiciales.

Expresó que en décadas pasadas, tanto Inglaterra como España, sufrieron problemas iguales o peores de los que hoy se viven en el fútbol nacional, pero ellos lograron hacer las reformas necesarias para solucionar los inconvenientes que se presentaban en los estadios, y en la actualidad ambos países cuentan con ligas deportivas de alto nivel, al punto que las transmisiones televisivas de la liga española se han transformado en el primer servicio de exportación de esa Nación, lo que también tiene un efecto positivo directo en su imagen país.


Sostuvo que para solucionar los problemas del fútbol nacional es necesario actuar desde distintos ámbitos para enfrentar las causas que los generan. En primer lugar, señaló que era necesario avanzar en un cambio cultural que supone imponer un ambiente de cero tolerancia con la violencia y de sanciones ejemplares en contra de quienes cometen actos de violencia en los estadios. Seguidamente, señaló que también era muy importante llevar reformas legislativas para poner fin al flagelo de la violencia en los estadios. Afirmó que no era justo que las personas concurrieran con temor a los estadios por acción de algunos antisociales. 

Puntualizó que el Gobierno respaldaría también las ideas contenidas en esta iniciativa.


A continuación, indicó que la ley vigente no considera un catálogo especial de faltas, por lo que es difícil sancionar a quien ingrese a un espectáculo deportivo portando elementos contundentes, bengalas, en estado de intemperancia o bajo los efectos de las drogas. Puntualizó que esas personas no deberían ser castigadas con penas de presidio, a menos que cometan al interior del recinto otro delito, pero sí deberían quedar impedidos de poder asistir a futuros espectáculos deportivos. Al respecto, observó que los ilícitos de ocurrencia más usual al interior de los estadios son faltas, por lo que es importante incluir alguna regulación que permita juzgar y condenar a los culpables de manera más expedita, para evitar la sensación de impunidad que hoy existe en torno a este problema. En consecuencia, instó a la Comisión a regular de mejor manera las sanciones que deben imponer a quienes cometen estas conductas en los estadios.

Seguidamente, la Presidente ofreció la palabra al Honorable Diputado señor Walker, don Matías.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías inició su intervención indicando que este proyecto refundió una gran cantidad de Mociones de autoría de Diputados que representan a distintas Bancadas, las cuales fueron enviadas para su estudio a las Comisiones Unidas de Deporte y Seguridad Ciudadana, unidas, de la Cámara de Diputados y en cuyas sesiones se recibió a representantes de Carabineros de Chile. Agregó que este proyecto fue aprobado por la gran mayoría de los Diputados, quienes estuvieron de acuerdo en incorporar una serie de enmiendas a la ley vigente para que sus disposiciones se apliquen también a fútbol amateur y se considere la presencia de fiscales del Ministerio Público en los partidos calificados de alto riesgo.

Asimismo, manifestó que esa iniciativa hace hincapié en la responsabilidad patrimonial de los clubes de fútbol profesional por los daños causados con ocasión de un espectáculo deportivo, establece la solidaridad para el pago de estas indemnizaciones entre los dirigentes del club declarado responsable, introduce una responsabilidad civil subsidiaria de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional de Chile. Se incluye una presunción de responsabilidad legal de aquellos dirigentes que han facilitado el financiamiento para el transporte o entrada de personas con antecedentes criminales previos y que cometan delitos contemplados en la ley de violencia en los estadios. Agregó que el proyecto, además, establece que quienes son sancionados con la prohibición de asistir a determinados partidos de fútbol deberán permanecer en la comisaría mientras dura el encuentro deportivo.


Señaló que el objetivo del proyecto es transparentar el aporte a las barras oficiales mediante el mecanismo de su registro en la contabilidad de la respectiva sociedad anónima deportiva, con copia al Ministerio del Interior, para terminar, de esa manera, con el financiamiento a las barras violentas. Añadió que la iniciativa contó con el amplio apoyo de la Cámara de Diputados, donde fue aprobado por noventa y ocho votos a favor, uno en contra y dos abstenciones, en la sesión celebrada el día 10 de enero del año en curso.


Agregó que la iniciativa que patrocina el Ejecutivo también considera avances importantes que deben transformarse en modificaciones a la ley, como son la inclusión de tipos especiales de faltas, y las nuevas medidas cautelares que se apliquen durante el desarrollo o suspensión del proceso criminal en contra imputados de delitos o faltas que establezca el proyecto.


El Honorable Senador señor Espina expresó que ambas iniciativas constituyen verdaderos aportes para enfrentar el problema de la violencia en los estadios y cuya resolución requiere de una pronta solución. Expresó que es importante destacar la iniciativa parlamentaria para encarar un problema de seguridad pública. Al respecto, recordó que la Ley que Sanciona los Hechos de Violencia en los Recintos Deportivos se inició en una Moción de su autoría y del Honorable Senador señor Pizarro, que requirió del patrocinio del Ejecutivo porque trataba materias de iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República. Hizo presente que ahora esa normativa requiere de urgentes perfeccionamientos.

Seguidamente observó que la ley que sanciona los hechos de violencia en los estadios no siempre ha logrado el objetivo que se propuso el legislador. En efecto, durante mucho tiempo no se aplicó como correspondía. Sostuvo que este escenario ha cambiado paulatinamente, y en la actualidad se observa que el Ejecutivo está muy interiorizado en el tema y, paralelamente, se han dictado algunos fallos judiciales en los que se han aplicado penas ejemplarizadoras a barristas que han protagonizado hechos de violencia en los recintos deportivos.

Concluyó señalando que era fundamental aprobar un perfeccionamiento en la legislación y seguir aplicando rigurosamente las disposiciones vigentes. En este sentido propuso que cada tres meses, luego de aprobadas las enmiendas legales correspondientes, se realice una evaluación legislativa de las nuevas normas aprobadas, con el fin de medir su eficacia social.

El señor Ministro del Interior concordó con este planteamiento y agregó que con el propósito de mejorar la labor de prevención  administrativa Carabineros de Chile ha nombrado, por primera vez, a un General que se dedicará exclusivamente a la coordinación de la acción policial para enfrentar este problema.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que en principio consideraba que estas iniciativas estaban bien encaminadas, no obstante lo anterior estimaba que antes de aprobarlas en general era necesario tener mayor precisión acerca del contenido de ambos proyectos, tanto por parte del Ejecutivo como de expertos y especialistas vinculados al mundo del fútbol profesional. Puntualizó que para legislar adecuadamente era importante reunir el mayor número de antecedentes posibles para distinguir claramente qué cambios legislativos o administrativos era necesario realizar. Agregó que muchas veces el problema no estaba en la norma sino en la forma en que ella se aplica. 

A continuación, el Honorable Senador señor Orpis abordó el tema del modelo o estructura que debiera tener la legislación que se apruebe para combatir los actos de violencia en los estadios. Planteó que tal vez sería conveniente considerar la aprobación de una normativa de carácter transitorio que otorgue facultades extraordinarias a las autoridades para poner coto a la situación actual y, seguidamente, aprobar una legislación que permita regular, de manera más permanente esta materia. Al respecto, consultó si en el derecho comparado se ha seguido ese camino para enfrentar los problemas de violencia que pueden generar las barras violentas.


El Honorable Senador señor Pizarro comenzó su intervención señalando que era partidario de establecer con la mayor nitidez posible la responsabilidad de los dirigentes de los clubes de fútbol y de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional por los desmanes que se producen en los estadios y en ese sentido, manifestó que el proyecto en discusión contaban con su total apoyo. Relató que cuando se discutió el proyecto de ley original de violencia en los estadios, fue testigo de cómo distintos dirigentes de clubes deportivos se negaron a asumir cualquier tipo de responsabilidad por los daños que se pudiesen ocasionar durante un espectáculo deportivo organizado por ellos mismos, aunque posteriormente la investigación periodística ha revelado que habían vínculos muy cercanos entre los líderes de ciertas barras violentas y algunos dirigentes.


Indicó que cuando se aprobó la Ley de Sociedades Anónimas Deportivas se esperaba que esos vínculos desaparecieran, ya que los nuevos dirigentes deberían su cargo a la elección de los accionistas del club y no a la hinchada de turno. Agregó que si bien esta normativa mejoró la gestión de dichas instituciones, aún subsisten muchos problemas con las barras bravas.

Añadió que en el nuevo marco normativo se debería establecer la responsabilidad patrimonial tanto de los dirigentes de un club deportivo como de quienes conducen a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, toda vez que son ellos quienes fijan los encuentros, precisan las condiciones en que se realizan y determinan los lugares en que se efectuarán. Observó que en este aspecto el proyecto impulsado por el Honorable Diputado señor Walker, don Matías, al establecer la responsabilidad de los dirigentes de la mencionada Asociación apunta en la dirección correcta.


Agregó que compartía la idea que las faltas que se cometen en los estadios fútbol queden sometidas a esta normativa, para evitar que queden en libertad quienes cometen diversos desmanes durante un espectáculo de fútbol. Manifestó que una norma de ese tipo puede ayudar a terminar con la sensación de impunidad.


Finalmente, hizo presente a los representantes del Ejecutivo, que la discusión de esta materia ha estado centrada en quien asume los costos de las medidas de seguridad que deben adoptarse para prevenir la violencia en los estadios. Sostuvo que hasta ahora ha sido el Estado quién ha debido asumirlos, con la consabida distracción de recursos policiales, lo que afecta la seguridad pública en los barrios y poblaciones. Afirmó que la experiencia comparada ha demostrado que hay que establecer una responsabilidad compartida entre los clubes de fútbol y los organizadores del espectáculo. Manifestó que la comunidad no tiene que seguir solventando los costos asociados a un espectáculo deportivo organizados por entes privados.


A continuación, intervino el asesor del Ministerio del Interior y encargado del programa “Estadio Seguro” señor Cristián Barra, quien expresó que hasta ahora en nuestro país los clubes de fútbol profesional y la Asociación Nacional que los agrupa no asumen ninguna responsabilidad por los costos que genera la actividad que organizan y ejecutan.


Indicó que un partido de alto riesgo supone movilizar a un contingente cercano a 1.200 carabineros, lo que además del costo financiero que ello representa, les impide realizar sus labores policiales habituales. Explicó que en este tipo de encuentros la presencia de carabineros es requerida antes, durante y después de que ellos han concluido. Agregó que la policía, por ejemplo, debe actuar en los momentos previos al espectáculo deportivo, como son la venta de entradas al público y el resguardo durante el traslado de los clubes y los barristas.


Hizo presente que en el último tiempo se ha logrado traspasar algunas responsabilidades a los clubes, como es el deber de  contratar a guardias privados de seguridad que, en principio, deberían hacerse cargo de la identificación de los barristas, el control de su ingreso y su ubicación dentro de los recintos deportivos. Puntualizó que esta labor no es ejecutada en forma adecuada, ya que los clubes saben que cuentan con la fuerza pública si su personal de seguridad es sobrepasado.


Expresó que en el extranjero -especialmente en Inglaterra y España- se exige que los clubes dispongan de personal propio para el control de ingreso y ubicación de los barristas. Se imponen multas a las entidades deportivas que no son capaces de controlar a quienes causan desmanes en los estadios. La fuerza pública actúa como recurso eventual en caso que los guardias privados enfrente una situación de orden público al interior del recinto que no puedan controlar. Manifestó que a diferencia de lo que ocurre en nuestro país, en el ámbito comparado se establece que cada vez que se debe recurrirse a la fuerza pública el club responsable deberá enfrentar una fuerte multa por no haber podido controlar la situación con sus propios medios.

Señaló que la experiencia internacional demuestra que la primera aproximación al control del fenómeno de la violencia en los estadios debe ser la reforma de la ley. Al justificar la necesidad de estos cambios legislativos, relató que en un partido internacional jugado hace poco tiempo atrás en el estadio San Carlos de Apoquindo de Santiago se logró identificar y detener a las personas que lanzaron una bengala prendida dentro del campo de juego, sin embargo el fiscal a cargo de la investigación decidió no formalizarlos por la ley de violencia en los estadios sino que, simplemente, remitió el caso al Juzgado de Policía Local competente por una infracción menor a la ley de control de armas y explosivos. Por tal razón, recalcó la importancia de hacer los cambios legislativos para que las faltas que se cometen en los estadios se sanciones efectivamente.

Agregó que un problema normativo similar ocurre con la prohibición de concurrir a un encuentro deportivo, porque en el texto de la ley vigente dicha sanción sólo se limita a los encuentros en que el club deportivo del condenado juega como local, pero no cuando lo hace como visitante o cuando se trata de un partido de la selección nacional de fútbol. Puntualizó que en ese caso debería establecerse una prohibición amplia, que impida la concurrencia del condenado a cualquier encuentro de fútbol profesional.


Indicó que la segunda herramienta que los países desarrollados ocupan para enfrentar el flagelo de la violencia en los estadios es la tecnología. Por esta vía, explicó, logran controlar la identidad de las personas que quieren ingresar a los espectáculos deportivos, de forma tal que pueden identificar y prohibir la entrada a quienes están impedidos y controlar, de manera precisa, los aforos de los estadios mediante la contabilización de las personas que ingresan y la certificación de la legitimidad de las entradas que portan. Expresó que el Gobierno ha iniciado los procesos de licitación para la adquisición e implementación de estos mecanismos.


Añadió que el último elemento es la planificación de las medidas de seguridad. Acotó que esta actividad es vital para prevenir hechos ilícitos. Expresó que para ello se ha constituido el Comité de Seguridad en los Estadios, integrado por personeros del Gobierno, de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional y de Carabineros de Chile, la que coordinará las acciones a seguir en cada encuentro deportivo. Explicó que este modelo se replicará para todos los estadios de Chile, de forma tal de hacer la organización más segura y unificar los criterios de organización para los diversos encuentros.


El Honorable Diputado señor Walker, don Matías, resaltó que el actual inciso tercero del artículo 2º de la ley de violencia en los estadios establece una responsabilidad para los clubes que organizan encuentros deportivos por lo daños que pueda causar por la falta de control de ingreso y ubicación de su barra, que es una obligación que emana del deber de todos los clubes de empadronar sus barras. Sostuvo que lamentablemente esta disposición nunca se ha aplicado.


Indicó que el proyecto de su autoría incrementa la responsabilidad patrimonial que deben afrontar los clubes por los daños producto del incumplimiento de estas normas, y mejora los mecanismos para hacerlas efectivas. En este sentido, continuó, se propone hacer transparente la contabilidad de los clubes de fútbol. Sostuvo que debía establecerse en esos registros los recursos que se transfieren a las barras y una sanción para el caso en que no se cumpla con dicha obligación. Manifestó que estas proposiciones han sido públicamente objetadas por algunos personeros ligados a la dirigencia de los clubes deportivos, los que muchas veces actúan coaccionados por las propias barras que pretenden controlar, situación que da más peso a la necesidad de aprobar, cuanto antes, las normas  propuestas, porque es la única forma -señaló- de terminar con el actual problema de violencia en los estadios.

El Honorable Senador señor Espina planteó que dada la relevancia de este asunto era indispensable avanzar rápidamente en la aprobación de las modificaciones a la normativa vigente, sin perjuicio de oír posteriormente, y antes de iniciar la discusión en particular, a representantes de otras entidades.


El Honorable Senador señor Larraín insistió en la necesidad de escuchar, antes de iniciar la discusión en particular de esta iniciativa, a los actores involucrados en estos temas como son los dirigentes de los clubes de fútbol, de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, a Carabineros de Chile y a los Fiscales del Ministerio Público, con el fin de encontrar las mejores soluciones a los problemas que pretende abordar esta iniciativa.


La señora Presidenta de la Comisión concordó con la idea de avanzar prontamente en el debate de este proyecto y, en virtud de las consideraciones previamente reseñadas, sometió a votación, en general, el proyecto de ley, el cual que fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Orpis.

- - -

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponer a la Sala la aprobación, en general, del siguiente:

“PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:

1) Agrégase en el artículo 1° la siguiente oración a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido: 

"Tales condiciones de seguridad, así como los casos en que un evento podrá ser calificado de alto riesgo para la seguridad pública, serán establecidos en un reglamento dictado por decreto supremo, y expedido por el Instituto Nacional del Deporte a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.

2) Incorpórase en su artículo 2° el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser quinto:

“En el caso de ser declarado el espectáculo de fútbol profesional de alto riesgo y, o alta convocatoria, se deberá contar con la presencia de, a lo menos, dos fiscales del Ministerio Público.”.  

3) Agrégase el siguiente artículo 4º bis, nuevo:

“Artículo 4º bis.- Toda contribución en dinero o estimable en dinero, efectuada por una organización deportiva a una barra o integrante de ella, en razón de su pertenencia a ésta, sea que se materialice bajo la forma de mutuo, donación, comodato o cualquier acto o contrato a título gratuito u oneroso, deberá ser registrada contablemente y comunicada a las autoridades del fútbol profesional y a la Intendencia respectiva en la forma, plazos y condiciones determinados por el reglamento a que se refiere el inciso siguiente. 

Las organizaciones deportivas deberán, en los términos, plazos y condiciones fijados por un reglamento emitido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, llevar un registro con todas sus actividades de promoción y de apoyo a las barras, en el que deberá constar la individualización precisa de las personas beneficiadas, la clase de actividad o  promoción, la fecha y el evento deportivo al que estuvieron asociadas.

La omisión del deber de informar, la entrega o registro de información parcial o con infracción  a lo señalado por el reglamento, será sancionada con multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia.

Se prohíbe a los representantes legales de las organizaciones deportivas, miembros de directorio y accionistas de sociedades anónimas deportivas, entregar personalmente o por interpósita persona cualquier tipo de financiamiento o apoyo económico o material a la barra o integrantes de ella. La infracción de esta prohibición será sancionada de la manera indicada en el inciso anterior.”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6°:

i) Reemplázase en el inciso primero la coma (,) que sigue a la palabra “profesional” por la conjunción “o”, y agrégase a continuación de ésta la expresión “amateur,”.

ii)  Intercálanse en la letra b) del inciso cuarto las palabras “y mantenerse” entre las expresiones “presentarse” y “en los días”.

iii) Reemplázase el inciso séptimo   por los siguientes:

“Los representantes legales de los clubes participantes en el espectáculo, que, por negligencia o descuido culpable en el cumplimiento de las obligaciones que les impone la presente ley, contribuyeran o facilitaren la comisión de las conductas tipificadas en los incisos primero y segundo, serán sancionados con multa de doscientas a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, que se duplicará en caso de reincidencia. Se presumirá la negligencia o el descuido cuando se haya facilitado o financiado el transporte o su entrada al recinto deportivo a personas que, con conocimiento de los representantes legales,  hayan sido condenadas por cualquier delito que merezca pena corporal dentro de los cinco años anteriores, estén o no registradas como integrantes de la barra, como asimismo, a quienes hayan cometido desórdenes o incurrido en actos de violencia con ocasión de un espectáculo público deportivo.

Las sanciones previstas en el inciso anterior se aplicarán sin perjuicio de las responsabilidades criminales que se deriven de la aplicación del artículo 492 del Código Penal.”.

iii) Agrégase el siguiente inciso final: 
“Los clubes serán solidariamente responsables de los daños patrimoniales que integrantes de sus barras ocasionen con motivo de la realización de un espectáculo de fútbol profesional.”. 

5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:

i) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9°.- Se aplicarán las reglas previstas en la ley N° 20.084 a las conductas de menores de edad que incurran en las contempladas en el artículo 6°.”.

ii) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “y se declarase que obró sin discernimiento, el juez de letras de menores” por la expresión “el tribunal competente”.

6) Agrégase en su artículo 10 el siguiente inciso segundo:

“Sin perjuicio de lo anterior, y en los casos de los delitos sancionados en el presente Título, la querella podrá ser interpuesta por la Asociación Nacional de Futbol Profesional.”.

7) Incorpórase el siguiente artículo 12:

“Artículo 12.- La Asociación Nacional de Fútbol Profesional será subsidiariamente responsable de los daños acontecidos a la propiedad pública y privada, con ocasión de los espectáculos de fútbol profesional organizados por ella.”.

Artículo transitorio.- Esta ley comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial. Dentro de dicho plazo deberá dictarse el Reglamento a que hace alusión el artículo 4° bis introducido por el numeral 3) de esta ley.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de marzo de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 2012.

RODRIGO PINEDA GARFIAS

Secretario
RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL DEL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY N°19.327, DE VIOLENCIA EN LOS ESTADIOS.

BOLETINES N°s 5877-07, 6055-25, 6175-25, 6205-25, 6210-25, 7229-07, 7251-07, 7509-07, 7600-25; 7603-25, 7718-25, 7721-25, 7741-25, refundidos
I. PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Modificar la ley N° 19.327 con el fin de regular las condiciones de seguridad que deben cumplirse en los partidos de fútbol de alto riesgo, configurar la obligación de registro de las donaciones que se realizan a las barras, precisar la responsabilidad de los representantes legales de los clubes de fútbol y otorgar a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional la posibilidad de querellarse en caso que se cometan delitos previstos en la referida ley, sin perjuicio de establecer que ella será subsidiariamente responsable de los daños que se causen con ocasión de los espectáculos de fútbol profesional organizados por dicha Asociación.
II. ACUERDO: aprobar en general el proyecto (Unanimidad 4 x 0).
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: un artículo único, que se divide en siete números y una disposición transitoria.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.
V. URGENCIA: no tiene
VI. ORIGEN E INICIATIVA: Mociones de los Honorables Diputados señoras María Angélica Cristi; María José Hoffmann Opazo; Marta Isasi Barbieri; Andrea Molina Oliva; Claudia Nogueira Fernández; Marcela Sabat Fernández; Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Pablo Alvarez-Salamanca Ramírez; Gonzalo Arenas Hödar; Gabriel Ascencio Mansilla; Nino Baltolu Rasera; Ramón Barros Montero; Eugenio Bauer Jouanne; Sergio Bobadilla Muñoz; Pedro Browne Urrejola; Jorge Burgos Varela; Giovanni Calderón Bassi; Juan Luis Castro González; Fuad Chahín Valenzuela; Fidel Espinoza Sandoval; Enrique Estay Peñaloza; René Manuel García García; Felipe Harboe Bascuñán; Gustavo Hasbún Selume; Javier Hernández Hernández; José Antonio Kast Rist; Juan Carlos Latorre Carmona; Javier Macaya Danús; Patricio Melero Abaroa; Cristián Monckeberg Bruner; Carlos Montes Cisternas; Celso Morales Muñoz; Iván  Moreira Barros; Iván Norambuena Farías; Leopoldo Pérez Lahsen; Carlos Recondo Lavanderos; Gaspar Rivas Sánchez; Alberto Robles Pantoja; Manuel Rojas Molina; David Sandoval Plaza; Alejandro Santana Tirachini; Ernesto Silva Méndez; Arturo Squella Ovalle; Jorge Ulloa Aguillón; Ignacio Urrutia Bonilla; Patricio Vallespín López; Mario Venegas Cárdenas; Germán Verdugo Soto; Gastón Von Mülehnbrock Zamora; Matías Walker Prieto, Felipe Ward Edwards, los ex Diputados y actuales Honorables Senadores Alejandro García-Huidobro Sanfuentes; Gonzalo Uriarte Herrera; y los ex Diputados señores Claudio Alvarado Andrade; Rodrigo Álvarez Zenteno; Juan Bustos Ramírez; Marcelo Forni Lobos y Juan Lobos Krause.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo
VIII. INICIO DE LA TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 11 de enero de 2012.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe
X LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACION CON LA MATERIA: 


1.- Ley Nº 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.


2.- Ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. 


3.- Código Penal. Su artículo 492.

Valparaíso, 7 de marzo de 2012.

RODRIGO PINEDA GARFIAS

Secretario
A N E X O

DOCUMENTO ENTREGADO POR LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

Análisis comparado sobre institucionalidad y medidas de control de violencia en espectáculos deportivos

El presente informe comparado permite analizar las políticas que buscan combatir la violencia en el deporte. 

Entre las principales prácticas preventivas, pueden citarse el establecimiento, en Gran Bretaña, de requisitos en materia de equipamiento para las personas responsables de garantizar la seguridad del espectáculo; la instalación de circuitos cerrados de televisión para cubrir el interior y el entorno de un recinto, como ocurre en España; la existencia de torniquetes con alarmas y conexión radial, además de artefactos electrónicos para lectura digital de los tickets de entrada, como se observa en Italia; y el funcionamiento en Suiza del sistema de información electrónica “HOOGAN”, con información online sobre personas con acceso restringido a los recintos deportivos.

En el caso de Latinoamérica, en tanto, destaca en México la labor de la Comisión Especial para la Prevención de la Violencia en la Celebración de Espectáculos Deportivos, que obliga a los organizadores de encuentros deportivos a dar cuenta a los encargados de seguridad de los pormenores del evento, de manera de cautelar la integridad de los asistentes. 
En materia de sanción, a su vez, los delitos vinculados a ataques raciales o a comportamientos violentos contra personas y la propiedad privada, son castigados severamente en Gran Bretaña y España.

En América Latina, por último, las sanciones frente a este tipo de actos incluyen, entre otras, la prohibición de asistir a un partido, la clausura de un recinto y la suspensión de las ayudas económicas que percibe un club de parte del gobierno, como sucede por ejemplo en Ecuador.   
IV. Introducción

El presente informe describe algunos de los sistemas normativos que regulan la problemática de la violencia en los espectáculos deportivos, consignando el tratamiento que el tema ha tenido en países de distintas regiones.

En términos metodológicos, el trabajo repasa en primer término la normativa e institucionalidad vigentes en países como Gran Bretaña, España, Italia, Suiza, Argentina, México y Ecuador, que son representativos de una serie de enfoques conducentes a frenar las conductas violentas en los reductos deportivos.

Luego se da cuenta de las medidas de control y las sanciones existentes en algunos de estos mismos países, de forma de dimensionar las diversas maneras de encarar el fenómeno de la violencia en los estadios. 

El informe culmina con algunas conclusiones generales. 

V. Análisis comparado

2. Normativa e institucionalidad

1.1. a.
Gran Bretaña

En Gran Bretaña la Ley de Espectadores de Fútbol, de 1989, se aplica para encuentros de fútbol disputados en Inglaterra o Gales. Al respecto, la ley consigna una serie de comportamientos ofensivos, con sus respectivas sanciones.

La Autoridad de Membresía del Fútbol es la entidad encargada de preparar un plan, el que luego deberá remitir a la Secretaría de Estado para su aprobación. En caso de que cumpla con los requerimientos establecidos por la autoridad gubernamental, el plan será enviado a ambas cámaras del Parlamento.

El citado plan debe incluir políticas que aseguren que a un espectáculo deportivo asistan sólo las personas autorizadas para ello; la imposición de sanciones pecuniarias, cuando correspondiere; el establecimiento de requerimientos para las personas responsables de los eventos deportivos, en lo atingente a procedimientos y equipamiento a utilizar para garantizar la seguridad del espectáculo; la actualización de un registro central de miembros del sistema deportivo, y la regulación de la forma y contenidos de las tarjetas de membresía
.

Cualquier persona condenada por conductas ofensivas será descalificada de su membresía en el programa, sanción que puede durar entre dos y cinco años.

Existe igualmente la llamada Autoridad de Licencias de Fútbol, que puede otorgar permisos de admisión de espectadores a los recintos deportivos.

Esta entidad puede revocar o suspender indefinidamente una licencia.

Cuando las personas sujetas a órdenes de restricción deban reportarse de forma obligatoria el día de un partido, la autoridad podrá notificarla por escrito para que acuda a la estación policial. La persona involucrada podrá apelar, solicitando quedar exenta de reportarse durante el encuentro.

1.1. b.
España

El sistema español de prevención de la violencia en el deporte, se ha construido siguiendo los lineamientos del “Convenio Internacional sobre la Violencia, Seguridad e Irrupciones de Espectadores con Motivo de Manifestaciones Deportivas y Partidos de Fútbol”, acuerdo adoptado por el Consejo de Europa en 1985, y ratificado por España en 1987
.

Es así como la Ley del Deporte, del 15 de octubre de 1990, recogió algunas medidas esbozadas por este convenio, creando una Comisión Nacional contra la Violencia, encargada de velar por el desarrollo armónico de los espectáculos deportivos, tipificar infracciones y establecer sanciones. 

La aparición como forma de violencia, a veces tolerada, del racismo (asociado con la xenofobia y la intolerancia) provoca la preocupación de adoptar medidas de prevención y de sanción contra actos violentos con motivaciones racistas o xenófobas, y contra comportamientos y actitudes racistas, xenófobas e intolerantes.

Hacia fines de 2004, el Consejo Superior de Deportes sugirió la conveniencia de crear un Observatorio de la Violencia, el Racismo y la Xenofobia en el Deporte, que al año siguiente dio paso a la firma del “Protocolo de Actuaciones contra el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Fútbol”, que incorporó medidas preventivas, de control y sanción.

Finalmente, este desarrollo culmina en la aprobación de la “Ley 19/2007 contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte”, que define los actos considerados xenófobos e intolerantes, estableciendo una completa normativa de prevención, control y sanción de la violencia en recintos deportivos
.

c.
Italia

En este país, la seguridad de los eventos deportivos se orienta a la prevención y represión de actos de violencia, a fin de garantizar la seguridad de los asistentes a los partidos.

Para tales efectos, en 1999 se constituyó en el seno del Ministerio del Interior italiano el llamado Observatorio Nacional sobre Eventos Deportivos, instancia de consulta técnico-administrativa, dirigida a reforzar las medidas contempladas en la legislación italiana frente a esta problemática, y a optimizar la interacción entre los actores llamados a prevenir y combatir la violencia. 

Esta entidad trabaja desde entonces de forma conjunta con el Departamento de Seguridad Pública, encargándose de monitorear el fenómeno de la violencia; establecer niveles de riesgo para eventos; fijar directrices para la seguridad de reductos deportivos; promover prácticas preventivas, identificando medidas para asegurar el normal desarrollo de las competencias; y publicar un informe anual sobre las tendencias violentas en los estadios
.

En este organismo están involucrados representantes de las fuerzas policiales, de los municipios, del Comité Olímpico Italiano y de la Federación Italiana de Fútbol, entre otros actores.

En materia de responsabilidades, se distingue entre las que corresponden al entorno del evento, que están a cargo de las autoridades de seguridad pública, en coordinación con el propietario del recinto deportivo; y las de carácter estructural, que son deber del organizador, en conjunto con el dueño del reducto.

En este contexto, las autoridades de seguridad pública deben coordinar las actividades de la policía, organizando los eventos en las instalaciones deportivas, a través de medidas, que deben ser adoptadas antes, durante y después del encuentro deportivo, además de incluir planes para el interior y el exterior del reducto.

Es así como el jefe policial elige a sus representantes en la Comisión de Supervisión Provincial y el Grupo de Seguridad Operacional, teniendo también facultades para designar oficiales al mando de un Escuadrón de Estadios y a la cabeza de los servicios de orden público. 

Esta autoridad se encarga de disponer boletos de entrada codificados con colores, diferenciados en función de los diferentes aficionados que asisten al estadio, a la vez que establece la capacidad de espectadores por sector, en función de un análisis de riesgo de enfrentamientos entre los aficionados. 

Otro de los actores que en la norma italiana adquiere un rol relevante es el llamado asistente de seguridad, persona que recibe un entrenamiento especializado para controlar el orden público en eventos deportivos, y que debe cumplir con las siguientes funciones
:

· Recibir y supervisar el comportamiento de los espectadores;

· Inspeccionar las instalaciones deportivas antes de los partidos;

· Entregar información en lo referente a organización, infraestructura y equipos de rescate;

· Limitar el ingreso de prendas de vestir y bolsos;

· Velar por que el público no acceda a lugares a los que no tiene permitido el acceso;

· Asistir a los aficionados para un expedito ingreso y una fluida salida del estadio;

· Proveer a los servicios policiales y de emergencia con la información referida a espectadores que potencialmente podrían alterar el orden público;

Adoptar cualquier acción preventiva frente a posibles amenazas a la seguridad de los asistentes al estadio. 

d.
Suiza

El artículo 24 de la Ley de Seguridad Interior establece medidas para la prevención de la violencia en eventos deportivos. 

En tanto, el Departamento Federal de Justicia y Policía es el encargado de determinar el derecho de acceso a los recintos, para lo cual debe coordinarse con la Autoridad de Aduana Federal, los encargados policiales de los cantones y la Oficina Central Suiza contra el Vandalismo, ente creado en 1998 por la Conferencia de Comandantes Policiales Cantonales de Suiza, que se encuentra afiliado a la Policía Metropolitana de Zürich
. 

1.1. e.
México

El capítulo VI de la Ley General de Cultura Física y Deporte, se refiere a la prevención de la violencia en espectáculos deportivos.

Es así como el artículo 126 de la norma crea la Comisión Especial para la Prevención de la Violencia en la Celebración de Espectáculos Deportivos, órgano cuyo accionar se centra en los siguientes objetivos:

· La labor coordinada con los órganos administrativos involucrados en la programación de eventos deportivos;

· La promoción de medidas dirigidas a prevenir hechos de violencia en recintos deportivos;

· La fijación de directrices para la operación de acuerdos de cooperación de a nivel gubernamental, dirigidos a frenar la comisión de actos violentos en el ámbito deportivo;

· La priorización de medidas, de acuerdo al nivel de riesgo de un determinado evento deportivo;

· La definición de estándares de seguridad mínimos para recintos deportivos;

· El estímulo y coordinación de planes de difusión contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia;

· La proposición de políticas dirigidas a aumentar los niveles de seguridad en instalaciones deportivas;

· La articulación de sugerencias que orienten la acción de los integrantes del Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte (SINADE), en cuanto al establecimiento de políticas que pongan freno a los actos violentos, racistas, xenófobos e intolerantes en el desarrollo de espectáculos deportivos;

· La entrega de ayuda técnica en materia preventiva, por medio de métodos investigativos que permitan luchar de manera eficaz contra la violencia en recintos deportivos.

Respecto a la responsabilidad de los organizadores de espectáculos deportivos, la norma les obliga a dar cuenta a los encargados de seguridad pública y protección civil, de los pormenores del evento, de manera de cautelar la integridad de los asistentes. Para esto, la ley establece una serie de acciones, entre las que se cuentan
:

· Operativos de vigilancia y revisión en el interior y en los alrededores del recinto que cobijará el espectáculo deportivo;

· Visitas de verificación a las instalaciones donde tendrá lugar el encuentro deportivo;

· Reuniones previas al evento, tendientes a acotar las áreas de responsabilidad de cada uno de los actores involucrados;

· Campañas de promoción contra la violencia en el deporte;

· Reglas dirigidas a erradicar actos racistas, xenófobos y violentos. 

1.1. f.
Argentina

La Ley Nº 24.192, promulgada en marzo de 1993, establece el régimen penal para la prevención y represión de la violencia en los espectáculos deportivos.

El juez que lleve la causa también podría determinar, si lo considerase necesario, la clausura del recinto deportivo por un máximo de sesenta días
.

Los artículos 17 y 18 de la ley contemplan la prohibición de asistir a un determinado número de partidos del torneo correspondiente, de acuerdo a la falta cometida por el infractor, quien deberá hacerse presente en una comisaría el día y hora del encuentro deportivo. 

Otras faltas penadas por esta norma son la perturbación al orden en el lugar de venta de entradas o en el sitio de ingreso y salida del lugar en que se lleva a cabo un encuentro deportivo, delitos que son sancionados con diez fechas de prohibición de concurrencia y con cinco a quince días de arresto
.

1.1. g.
Ecuador

En Ecuador el Ministerio del Deporte es el ente que determina los lineamientos centrales de la actividad física y el deporte, estableciendo políticas, objetivos y estrategias, con la misión de “desarrollar la actividad física y el deporte ecuatoriano mediante una gestión eficiente, integradora y transparente, que priorice al ser humano”
.

En materia de prevención de la violencia en los estadios, la Ley de Deporte, Educación Física y Recreación establece en su artículo 156 que el Ministerio del Deporte es el encargado de “emitir los criterios técnicos, regulaciones, procesos de prevención y controles que se requieran para prevenir este fenómeno; así como de establecer las obligaciones de los propietarios de las instalaciones, organizaciones deportivas, dirigentes, deportistas, árbitros, autoridades, trabajadores de los escenarios y público asistente”
, contando para tales efectos con el apoyo de la Policía Nacional. 

2.
Control y sanción

1.1. a.
Gran Bretaña

Entre las ofensas consideradas relevantes por la presente ley, se hallan:

· Las relativas a una conducta de hostigamiento u odio racial, cometida durante un encuentro deportivo.

· Cualquier ofensa que involucre el uso o amenaza de la violencia hacia otra persona, durante el desarrollo de un partido de fútbol.

· Cualquier conducta ofensiva que involucre el uso o amenaza de violencia hacia la propiedad privada, durante el transcurso de un encuentro.

· Las conductas cometidas bajo estado de ebriedad en el metro o en lugares públicos, mientras el sujeto se halla de viaje hacia o desde el lugar del partido
. 

Respecto a la asistencia no autorizada a un partido, se establece como falta la entrada o permanencia a un evento durante un período relevante de tiempo, razón por la cual el infractor puede recibir desde una multa hasta ser detenido por espacio de un mes.

En tanto, la “Ley de Ofensas y Desórdenes en el Fútbol” (1999), en su sección 15, les confiere poderes a las cortes para decretar órdenes de prohibición de asistencia a recintos deportivos a nivel internacional, contra personas detenidas por ofensas graves.

Esta orden de prohibición debe consignar la estación de policía en la que la persona acusada debe reportarse.

Entre las ofensas relevantes se cuentan el hostigamiento u odio racial, la amenaza de violencia sobre otra persona o sobre la propiedad privada y la venta ilegal de boletos
.

Para los efectos de la ley, se considera que una persona viajó hacia o desde un lugar donde se desarrolló un evento deportivo, independiente de si asistió o intentó asistir al encuentro.

Además, la ley estipula que la corte puede imponer condiciones a la persona en cuestión, para que cumpla efectivamente el castigo que se le estableció. Entre estas medidas están la entrega de pasaporte de la persona en un plazo no mayor a cinco días antes de la fecha del partido de fútbol en relación al cual le es requerido reportarse ante un recinto policial, y la devolución del pasaporte a la persona en un tiempo razonable tras el final del partido.

Una orden de prohibición internacional tiene efecto en relación a la persona detenida por un período de tiempo determinado, establecido por la corte, el que puede ser de un máximo de diez años y de un mínimo de tres.

Las personas que hayan cumplido dos tercios de su condena, pueden apelar a la corte respectiva.

Esta ley se extiende sólo a Inglaterra y Gales
.

1.1. b.
España

Como lo señala su artículo 1, el objetivo de la ley es elaborar medidas dirigidas a “erradicar la violencia, racismo, xenofobia e intolerancia en el deporte, fomentando a cambio el juego limpio y la integración en una sociedad democrática y pluralista, así como los valores humanos que se identifican con el deporte”
.

Este código se aplica a competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal, organizadas bajo las condiciones previstas por la Ley del Deporte.

En este marco, el racismo es entendido como “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico, que tenga por objeto anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, o en cualquier otra esfera de la vida pública”
.

A su vez, la norma define como actos violentos “la participación activa en altercados, riñas, peleas o desórdenes públicos en los recintos deportivos, en sus aledaños o en los medios de transporte organizados para acudir a los mismos; la exhibición de pancartas, símbolos, emblemas o leyendas que inciten a la realización de comportamientos violentos o terroristas; la entonación de cánticos que alienten la violencia, el terrorismo o la agresión en recintos deportivos; la irrupción no autorizada en los terrenos de juego; las declaraciones en cuya virtud se induzca a la agresión entre los asistentes a los encuentros; la contribución mediante tales declaraciones a la creación de un clima hostil; la facilitación de medios técnicos, económicos y tecnológicos que apoyen la actuación de personas o grupos que promuevan la violencia, y la creación, difusión y empleo de soportes digitales para la realización de estas actividades”
.

En el caso de los actos racistas, xenófobos o intolerantes en el deporte, se incluyen “la realización de actos en que, con ocasión del desarrollo de una prueba deportiva, una persona física o jurídica emita declaraciones que amenacen o vejen a personas o grupos por motivos de origen racial, étnico, geográfico, social, religioso, etario o sexual; las actuaciones que, en el contexto de eventos deportivos, supongan acoso, entendiendo por tal toda conducta no deseada relacionada con el origen racial, étnico, geográfico, social, religioso, etario o sexual de una persona; las declaraciones, gestos o insultos proferidos en los recintos deportivos, que supongan un trato vejatorio para las personas o que inciten al odio entre personas y grupos; la entonación de cánticos, así como la exhibición de pancartas que contengan mensajes intimidatorios para personas o grupos sociales, y la facilitación de medios de toda índole para la realización de los actos ya descritos”
.

La ley obliga a los organizadores de competencias deportivas a cautelar las normas de acceso y permanencia de los espectadores en el recinto deportivo y a contar con un sistema de comunicación eficaz con el público. Para ello, deben establecer medidas para combatir cualquier acto violento, facilitando a las autoridades de gobierno información sobre las características de los grupos de hinchas, los medios que utilizan para transportarse y el espacio que les es reservado en el recinto.

Además, serán patrimonial y administrativamente, responsables de los daños y desórdenes que pudieran producirse por su falta de diligencia o prevención o cuando no hubieran adoptado las medidas de prevención establecidas en la presente Ley.

Otra medida incorporada por la ley es la publicación en las boleterías y lugares de acceso a un recinto, de los motivos por los cuales una persona tenga prohibido su ingreso a un espectáculo. Esta información también constará en los registros de los clubes deportivos, los que están obligados a entregarla a las autoridades, en caso que se les solicitare
.

Para garantizar una mayor seguridad, los organizadores del evento tienen que instalar circuitos cerrados de televisión, que graben el acceso de espectadores al reducto y que entreguen una cobertura del recinto completo y de sus alrededores. Adicionalmente, como lo consigna el artículo 8 de la ley, están facultados para efectuar revisiones preventivas a los asistentes.

En cuanto al consumo y comercialización de bebidas alcohólicas y drogas, la norma prohíbe la introducción, venta y consumo de esta clase de productos durante los encuentros deportivos. También queda proscrita la comercialización de elementos que puedan ser lanzados como proyectiles al campo de juego
.

Respecto a la declaración de alto riesgo de un encuentro deportivo, el artículo 10 señala que las federaciones y ligas deportivas profesionales se encargarán de transmitir a las autoridades de gobierno dicha proposición, de acuerdo a los lineamientos del Ministerio del Interior.

En caso de decretarse esta medida, habrá un reforzamiento de las medidas de seguridad en lo atingente a la venta de entradas, la separación entre las hinchadas rivales y el control de acceso al recinto.

En tanto, si durante una competencia deportiva se produjeran incidentes entre el público asistente, el árbitro tiene la facultad para suspender provisoriamente el partido. Si la situación se prolonga, la autoridad puede desalojar las graderías en que tuvieron lugar los disturbios y, en último término, el encuentro puede ser suspendido de forma definitiva
.

En su artículo 16, la norma precisa las medidas con que la Administración General del Estado fomenta la integración a través del deporte. Entre estas acciones están el desarrollo del llamado “Observatorio de la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte”, organismo dependiente del Consejo Superior de Deportes, cuyas funciones son realizar estudios en materia de prevención de la violencia y la intolerancia en el deporte, y la creación de la figura del Defensor del Deportista, cuya misión es “hacer frente a las situaciones de discriminación, intolerancia, abusos, malos tratos o conductas violentas que puedan sufrir los deportistas, con la finalidad de canalizar posibles quejas o denuncias hacia los órganos antidiscriminatorios, disciplinarios o judiciales asignados, en su caso, por el ordenamiento jurídico”
.

También se consagra la existencia de una Comisión Estatal contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte, que es un órgano colegiado que orienta el accionar de federaciones, ligas, sociedades anónimas y clubes deportivos en lo referido a la lucha contra la violencia y la intolerancia en el deporte.

Otra de sus misiones es la publicación anual de estadísticas y encuestas sobre violencia y racismo en el deporte, y la confección de estudios sobre las causas y consecuencias de la violencia y racismo en el deporte
.

El artículo 21 describe las infracciones a la ley, incluyendo entre las muy graves las que se detallan a continuación:

· La alteración, sin cumplir los trámites pertinentes, de la capacidad del recinto deportivo.

· La negligencia en la corrección de fallas detectadas, que supongan un grave peligro para la seguridad de los recintos deportivos y, en particular, en los circuitos cerrados de televisión.

· La generación de conductas violentas o racistas, a raíz del incumplimiento de las normas que regulan la celebración de los espectáculos deportivos.

· La incentivación y promoción a realizar actos violentos y racistas en el marco de la actividad deportiva.

· La transgresión a las sanciones impuestas en materia de violencia, racismo, xenofobia e intolerancia en el deporte
.

Finalmente, la ley establece un régimen de sanciones, tanto pecuniarias como penales, entre las que se incluyen multas de hasta 650.000 euros, la prohibición de llevar a cabo espectáculos deportivos hasta por dos años y la clausura temporal del recinto deportivo también por un máximo de dos años, todo ello en el caso de las infracciones muy graves
. 

Para las personas que transgredan la ley, también se contemplan como castigo los trabajos sociales en el ámbito deportivo y la prohibición de entrar a cualquier estadio, por lapsos que van desde el mes -en el caso de las infracciones leves- hasta los cinco años, cuando se tratare de infracciones muy graves
.

c.
Italia

Con el fin de intensificar la lucha contra la violencia en los eventos deportivos, e imponer mayores penalidades contra quienes alteren el orden público, la Ley 88/2003 hace obligatorio para algunas organizaciones una serie de medidas, cuando se trate de espectáculos que tengan lugar en recintos con capacidad para más de 7.500 personas. 

Entre ellas, se cuentan la venta numerada de boletos; la instalación de torniquetes con alarmas y conexión radial, además de artefactos electrónicos para lectura digital de los tickets de entrada; el levantamiento de barreras de seguridad de más de 2,2 metros de altitud; y la vigilancia por video
. 

La citada norma les asigna a los organizadores deportivos y al propietario del recinto, la responsabilidad de velar por la seguridad del evento, adoptando medidas organizativas y estructurales, las que de no cumplirse derivan hacia un sistema gradual de sanciones administrativas contra la empresa organizadora, castigos que pueden llegar hasta la revocación de la licencia para utilizar las instalaciones. 

d.
Suiza

El artículo 24 de la Ley de Seguridad Interior establece medidas para la prevención de la violencia en eventos deportivos. 

En tanto, el Departamento Federal de Justicia y Policía es el encargado de determinar el derecho de acceso a los recintos, para lo cual debe coordinarse con la Autoridad de Aduana Federal, los encargados policiales de los cantones y la Oficina Central Suiza contra el Vandalismo, ente creado en 1998 por la Conferencia de Comandantes Policiales Cantonales de Suiza, que se encuentra afiliado a la Policía Metropolitana de Zürich
. 

Para mantener a las barras bravas fuera de los estadios y de sus entornos, las fuerzas de seguridad suizas han adoptado una serie de medidas desde 2007, entre las que se encuentran
:

· Órdenes de exclusión

· Prohibiciones de viajar a eventos deportivos

· Obligación de reportarse periódicamente en recintos policiales

· Establecimiento de un sistema de custodia policial por más de 24 horas 

La información de personas sujetas a cualquiera de estas disposiciones, se halla además disponible en un sistema de información electrónica, denominado “HOOGAN”.

Las restricciones de salida al extranjero pueden ser impuestas solo por la Oficina Federal de Policía, aunque también pueden ser solicitadas por las autoridades cantonales y por la propia Oficina Central Suiza sobre Vandalismo
.

1.1. e.
México

Entre las materias a ser abordadas, la ley se pronuncia en contra de la introducción de armas a los espectáculos deportivos; del ingreso de bengalas, bombas de estruendo o fuegos de artificio; de la existencia de pancartas que inciten a la violencia, y de la entrada de bebidas alcohólicas y sustancias prohibidas, así como de personas bajo los efectos de las mismas
.

De igual manera, aboga por una clara delimitación de espacios para cada grupo de aficionados, los que deben estar empadronados por los clubes y registrados ante su respectiva federación
. 

1.1. f.
Argentina

Entre las mayores penas que establece la Ley Nº 24.192 se encuentran la de prisión de un mes a tres años para dirigentes o empleados de clubes deportivos, que avalen la existencia de armas de fuego o artefactos explosivos en el estadio, e idéntica sanción para quienes imposibiliten mediante actos materiales la realización de un espectáculo deportivo en un estadio de concurrencia pública
.

En determinados casos, los jueces pueden añadir a los castigos ya mencionados, la pena accesoria de inhabilitación para ir a eventos deportivos, que según el caso puede aplicarse por seis meses a cinco años, o bien de forma perpetua. Además, los deportistas, técnicos o dirigentes pueden resultar inhabilitados por entre uno a quince años para desarrollar sus respectivos roles
. 

La norma establece que los dirigentes deportivos que, en razón de sus cargos, cometan alguno de estos delitos, recibirán adicionalmente una multa como sanción. Además, el club al que representan deberá hacerse solidariamente responsable de la pena monetaria en cuestión.

De igual forma, las personas que inciten a la violencia a través de carteles, megáfonos, altavoces, emisoras o por cualquier otro medio de difusión masiva, no podrán acudir a dicho evento deportivo durante quince fechas, serán arrestados por un lapso de entre diez y veinte días, y se les incautarán los objetos con que propiciaron los actos de violencia.

Quienes porten elementos pirotécnicos, recibirán por sanción veinte fechas sin poder acudir al espectáculo deportivo, además de quince a treinta días de arresto y la incautación de los objetos.

El lanzamiento de líquidos, papeles encendidos u objetos que pudiesen provocar lesiones a terceros, es castigado con veinte fechas de prohibición de concurrencia y con una detención de quince a treinta días.

La participación en riñas se sancionará con veinte fechas de prohibición de concurrencia y con quince a treinta días de arresto, mientras que las alteraciones al orden público propiciadas por expresiones o actos realizados por deportistas, dirigentes, periodistas u organizadores de un evento deportivo, recibirán como castigo diez fechas de prohibición de concurrencia, con cinco a quince días de arresto
.

En el caso de sujetos que durante el desarrollo de un encuentro deportivo fueren sorprendidos portando armas blancas o elementos destinados a provocar actos de violencia, la sanción será de veinte fechas de prohibición de concurrencia y entre quince a treinta días de arresto.

Quienes estando con prohibición de acudir a un recinto deportivo, lo hagan de todas formas, serán castigados con diez a veinte días de prisión
.

La ley multa a los vendedores ambulantes que vendan bebidas alcohólicas en el radio del recinto o en su interior, desde cuatro horas antes del inicio del evento hasta dos horas posteriores a su conclusión. 

A su vez, la ley estipula que quienes ingresen a un recinto deportivo con bebidas alcohólicas, sean sancionados con diez fechas sin poder asistir al reducto y con cinco a quince días de arresto.

Los organizadores de espectáculos deportivos que llevaren a cabo el evento, sin dar cumplimiento a las observaciones de la ley, recibirán una multa.

En tanto, los registros fílmicos con que cuente la autoridad respectiva, constituyen según la norma plena prueba de la comisión de cualquier falta o delito.

Respecto a la seguridad misma de un recinto deportivo, el artículo 49 de la ley consigna que el Poder Ejecutivo puede clausurar de forma temporal o definitiva los estadios que, ya sea por carencias de infraestructura o por errores en la organización, pongan en riesgo la vida o integridad física de los espectadores
.

1.1. g.
Ecuador

El artículo 178 de la Ley de Deporte, Educación Física y Recreación, estipula que quienes cometieren actos de violencia dentro de las instalaciones deportivas, o en su entorno, “serán sancionados con la suspensión temporal o definitiva para el acceso a dichos recintos”, además de ser responsables civil y penalmente por los daños que pudieren ocasionar
.

En casos especiales, y como medida preventiva, la ley faculta al Ministerio del Deporte para disponer la celebración de encuentros deportivos sin espectadores o con público reducido. 

VI. Conclusiones

El análisis precedente permite establecer la existencia de diversos enfoques institucionales para abordar la problemática de la violencia en espectáculos deportivos.

En el caso británico, la Autoridad de Membresía del Fútbol es la entidad encargada de preparar un plan, que se sustenta en medidas como la actualización de un registro central de miembros del sistema deportivo, y la regulación de la forma y contenidos de las tarjetas de membresía, además de contemplar sanciones pecuniarias contra los responsables de eventos que no cumplan con las disposiciones de seguridad. 

España, a su vez, posee la “Ley Nº 19/2007 contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte”, que incorpora acciones como la publicación, en los lugares de acceso a un recinto, de los motivos por los cuales una persona tiene prohibido su ingreso, información que también debe constar en los registros de los clubes deportivos.

En Italia, en tanto, se constituyó en 1999 el Observatorio Nacional sobre Eventos Deportivos, instancia dirigida a optimizar la interacción entre los actores llamados a prevenir y combatir la violencia, que establece niveles de riesgo para eventos; fija directrices para la seguridad de reductos deportivos; promueve prácticas preventivas y publica un informe anual sobre las conductas violentas en los estadios.

México contempla para estos efectos con la Ley General de Cultura Física y Deporte, que se refiere a la prevención de la violencia en espectáculos deportivos, creando para ello la Comisión Especial para la Prevención de la Violencia en la Celebración de Espectáculos Deportivos.

En términos de control y sanción, a su vez, la legislación británica y española se concentra en delitos relacionados con la violencia racial y los ataques contra las personas y la propiedad privada. Para ello, los códigos existentes penalizan una serie de conductas, estableciendo un régimen de sanciones. Así, por ejemplo, en el paradigma británico la “Ley de Ofensas y Desórdenes en el Fútbol” les confiere poderes a los tribunales para decretar órdenes de prohibición de asistencia a recintos deportivos a nivel internacional, contra personas detenidas por ofensas graves, como las vinculadas a la xenofobia, la amenaza del uso de la violencia y la venta ilegal de boletos. 

La Ley contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte, en tanto, castiga en España la negligencia de los organizadores de un evento, en casos en que su accionar no logre garantizar la seguridad del recinto deportivo, a la vez que sanciona a todos quienes incentiven o promuevan la realización de actos de violencia en el marco de la actividad deportiva.

Cabe destacar también la existencia en Suiza de un sistema de información electrónica, denominado “HOOGAN”, en el cual se encuentran los datos de las personas que tienen el acceso restringido a los reductos deportivos.

En Latinoamérica, finalmente, se han desarrollado códigos y reglas que castigan a los infractores con la prohibición de asistir a determinados eventos deportivos y a los clubes, con el cese de beneficios económicos gubernamentales. Por ejemplo, la Ley General de Cultura Física y Deporte de México, sanciona la introducción de armas a los reductos deportivos, el despliegue de pancartas que inciten a la violencia y el ingreso de bebidas alcohólicas y sustancias prohibidas.
Argentina, a su vez, ha normado estas materias a través de la Ley Nº 24.192, que entre otras reglas consigna la prohibición de asistir a un determinado número de partidos de fútbol, de acuerdo a la falta cometida por el infractor, quien deberá hacerse presente en una comisaría
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(5871-12)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.
A una de las sesiones en que se consideró esta iniciativa asistió el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel.

A las sesiones en que vuestra Comisión estudió este asunto concurrieron, especialmente invitados: del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Ministro, señor Rodrigo Pérez; el asesor, señor José Ramón Ugarte y los abogados asesores, señores Juan Pablo González y Juan Ignacio Correa. Del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; el Jefe de la División Jurídica, señor Roberto Von Bennewitz; la Jefe de Gabinete, señora Daniela González y el asesor jurídico, señor Andrés Rodríguez. Del Ministerio de Obras Públicas, el Director General de Obras Públicas, señor Fernando Prat; el Director de Vialidad, señor Mario Fernández; el Director de Concesiones, señor Emilio Pellegrini y el Jefe del Departamento de Regulación Vial, señor Horacio Maldonado. De la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, el ex Superintendente (S), señor Jack Nahmias y el Jefe de la División Jurídica, señor Sergio Corvalán. De la Superintendencia de Servicios Sanitarios, el Fiscal, señor David Peralta. De la Asociación Chilena de Municipalidades, el Primer Vicepresidente, Alcalde de La Granja, señor Claudio Arriagada; el Concejal de La Reina, Presidente de la Comisión Técnica de Vivienda y Urbanismo, señor José Manuel Palacios y los abogados, señores Marcelo Segura, Malik Mograby y Roberto Delpin. De la Asociación de Empresas Eléctricas A.G., el Director Ejecutivo, señor Rodrigo Castillo y el Director de Estudios, señor Gerardo Barrenechea. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. De la SEGPRES, el abogado, señor Víctor Mercado. También asistieron los asesores de la Honorable Senadora señora Pérez, señora Rocío Ferrán; del Honorable Senador señor Tuma, señores Eduardo González y Octavio Díaz, y del Honorable Senador señor Letelier, señor Tomás Monsalve.





Cabe tener presente que esta iniciativa se radicó inicialmente en la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. En este órgano técnico se celebraron sendas sesiones los días 8 de julio, 5 y 19 de agosto de 2008, siendo escuchadas las siguientes personas y entidades: del Ministerio de Bienes Nacionales, la ex Ministra, señora Romy Schmidt; el ex Subsecretario, señor Neftalí Carabantes y la ex asesora legislativa, señora Pilar Vives. Del Ministerio de Vivienda y Urbanismo: la ex asesora de la ex Ministra, abogado, señora Jeannette Tapia. De la Subsecretaría de Telecomunicaciones: el ex Subsecretario (S), señor Guillermo de la Jara, y el ex Jefe de la División Política Regulatoria y Estudios, señor Cristian Núñez.





De la Asociación Chilena de Municipalidades: el ex Director Jurídico, señor Claudio Radonich.





De la Ilustre Municipalidad de las Condes, el Alcalde, señor Francisco de la Maza. De la Ilustre Municipalidad de Santiago, la Ingeniero Eléctrico de la Dirección de Obras, señora Ana Patricia Rubio. De la Ilustre Municipalidad de Providencia, el Director Jurídico, señor Cristian Espejo y el Director del Área de Servicios, señor Fernando Flores. De la Ilustre Municipalidad de Valparaíso, el ex Jefe de Inversiones SERPLAC, señor Víctor Machuca.




Posteriormente, con fecha 3 de agosto de 2010, y por acuerdo de la Sala, la iniciativa fue enviada a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.
- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


La iniciativa tiene por objeto prescribir la obligación respecto de las empresas de líneas de transporte y distribución de energía eléctrica, para que trasladen el cableado que atraviese bienes nacionales de uso público a espacios subterráneos, en un plazo de 2 años, a contar de la fecha de publicación de la presente ley. 
- - - 


Para el debido estudio de esta iniciativa se han tenido a la vista, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

 



- Decreto con fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica.

- Ley N° 19.940, que regula sistemas de transporte de energía eléctrica, establece un nuevo régimen de tarifas para sistemas eléctricos medianos e introduce las adecuaciones que indica a la Ley General de Servicios Eléctricos (Ley Corta I).

- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

- Ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones.

- Decreto con fuerza de ley N° 385, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios.


- Decreto supremo N° 1.199, de 2004, del Ministerio de Obras Públicas, Reglamento de la Ley General de Servicios Sanitarios.


- Decreto con fuerza de ley N° 850, de 1999, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15. 840 y del decreto con fuerza de ley 206, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

 
El autor de la Moción señala que el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que regula las concesiones, servidumbres y todo tipo de autorización respecto de los Servicios Eléctricos, ha establecido una serie de beneficios para las empresas de servicios eléctricos.
 
Sin embargo, acota, dicha normativa no contempla ninguna obligación o contraprestación para las empresas por la utilización de bienes nacionales de uso público, en circunstancias que el Código Civil define a los bienes nacionales de uso público como aquellos cuyo dominio pertenece a la nación toda y, además, su uso corresponde a todos los habitantes de la nación.


Destaca que la constante instalación de postes y extensiones de sistemas de cables afecta considerablemente la calidad de vida de los habitantes de los grandes centros urbanos, debido a la incomodidad que genera la falta de mantenimiento y al peligro que representan para las personas. 

El autor expresa que es necesario disponer un mecanismo efectivo para que todas las empresas que utilizan sistemas de postes y redes de cables, dentro de un plazo razonable y a su propio costo, trasladen toda la infraestructura eléctrica a espacios subterráneos, con el objeto de evitar los inconvenientes relatados precedentemente. Además, propone establecer una sanción para las empresas que no cumplan con dicho cometido y que continúen ocupando ininterrumpidamente bienes nacionales de uso público, como calles y plazas, independientemente de la función que realicen o el giro asignado. Lo anterior, porque explotan un servicio que les otorga grandes utilidades, usando bienes cuyo dominio pertenece al Estado y su uso a todos los habitantes de la República, sin cancelar por ello ningún valor. 


Explica que al imponer esta obligación a las empresas que generan utilidades ocupando calles y plazas con la instalación de postes y extensiones de cables, se está instaurando un sistema equitativo para todo tipo de compañías y respecto de cualquier habitante del país, en el sentido de prescribir ciertas obligaciones para aquellos que utilicen bienes ajenos para el desarrollo de una actividad, como el transporte de energía eléctrica.

Connota que la idea matriz de este proyecto de ley es establecer que en las ciudades de más de 50.000 habitantes las empresas que tienen sistemas de postes y redes de cable deben trasladarlos a espacios subterráneos, dentro de un plazo de dos años, a contar de la fecha de publicación de la ley. Añade que las empresas que no cumplan con tal obligación serán sancionadas, y que los fondos recaudados irán en beneficio de las arcas municipales. 
 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 




Durante la discusión en general, los diversos invitados expusieron sus puntos de vista respecto de la iniciativa en estudio. Todos los documentos recibidos y acompañados por ellos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.





El señor asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González, indicó que la Cartera que representa comparte el propósito del proyecto de ley; no obstante, enunció algunas observaciones, que apuntan a perfeccionar su contenido.





Acotó, en primer término, que existe una falta de correspondencia entre los fundamentos de la Moción y el articulado del proyecto. Efectivamente, dentro de los argumentos que propician la idea de legislar, se señala la necesidad de establecer un mecanismo efectivo para que todas las empresas trasladen los postes y sistemas de cables ubicados en bienes nacionales de uso público a espacios subterráneos; sin embargo, el artículo segundo de la iniciativa dispone tal obligación solamente para las empresas de transporte y distribución de energía eléctrica, omitiendo referirse a otras compañías que utilizan redes de cables para la distribución de sus servicios.





Por otra parte, sostuvo que las normas tampoco señalan la envergadura o el tamaño de las ciudades a las que les será aplicable esta regulación, en circunstancias que los fundamentos indican que solo afectará a las localidades de más de 50.000 habitantes.





Estimó que el plazo de dos años para hacer exigible la obligación de soterramiento del cableado debería ser revisado, toda vez que luego de la entrada en vigencia de la ley Nº 19.940 (Ley Corta I), los servicios de transporte de energía eléctrica son regulados y sus tarifas determinadas conforme al Título III, introducido por dicha ley en la Ley General de Servicios Eléctricos, en Materia de Energía Eléctrica. Por esta razón, aconsejó consultar sobre el proyecto de ley a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), y a la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





Propuso, asimismo, una mayor discusión de la iniciativa antes de someterla a votación.





El señor ex Superintendente de Electricidad y Combustibles (S), manifestó que el proyecto de ley está bien inspirado al intentar solucionar el problema histórico del uso gratuito de bienes nacionales de uso público. Llamó a tener presente la idea que tuvo el legislador al momento de establecer el régimen de concesión de servicios públicos, que fue permitir la cesión a terceros para que otorguen un servicio público que le correspondía al Estado. Acotó que este principio está contemplado en el artículo 16 del D.F.L N° 4, del 2006, (Ley General de Servicios Eléctricos) que dispone que “Las concesiones de servicio público de distribución otorgan el derecho a usar bienes nacionales de uso público para tender líneas aéreas y subterráneas destinadas a la distribución en la zona de concesión.”.
 



Aclaró que la gratuidad no está declarada de manera expresa en dicho texto normativo; no obstante, la Contraloría General de la República ha señalado en diversos dictámenes que “la utilización de tales bienes debe entenderse de carácter gratuito, por cuanto el legislador no ha previsto norma que contemple el pago de alguna contraprestación al respecto.”. 

 



Asimismo, efectuó algunas observaciones específicas al proyecto de ley; entre ellas, enfatizó que la concesión es un derecho ya reconocido a varias empresas, que prestan servicios usando este tipo de bienes. En consecuencia, para evitar que una norma pueda ser declarada inconstitucional por su posible carácter expropiatorio, recomendó establecer que la obligatoriedad de la iniciativa rija a futuro, esto es, para las nuevas concesiones.
 



Hizo notar que en la solicitud de concesión, según lo disponen los artículos 19, letra d) (en materia de concesión provisional) y 25, letra e), (tratándose de concesiones definitivas), de la Ley General de Servicios Eléctricos, el peticionario debe indicar los bienes nacionales de uso público que serán afectados por los respectivos proyectos. 

 



Indicó que la regulación debiese estar ubicada en otro título, específicamente en el IV, relativo a la explotación de los Servicios Eléctricos y del Suministro. Explicó que el artículo 124 del texto legal referido dispone que los alcaldes tienen la facultad para decretar la canalización subterránea de las líneas de distribución existentes de energía eléctrica. 
 



En este caso, acotó, el concesionario podrá exigir a la municipalidad un aporte financiero reembolsable por el costo de las obras de canalización subterránea, cuya tasación podrá ser reclamada ante la Superintendencia. La ejecución del decreto que ordena dicha canalización quedará subordinada a la entrega del aporte (en la actualidad, las Municipalidades de Las Condes, de Vitacura y de Viña del Mar, entre otras, han ejercido esta prerrogativa asumiendo los costos de lo decretado). El proyecto de ley en estudio, añadió, apunta a la modificación de los artículos 50 y 54, lo que en su opinión no sería correcto.
 



Destacó el eventual impacto tarifario que podría originar una medida de esta naturaleza, por cuanto las inversiones realizadas por las empresas forman parte de su activo, conforme al cual se calcula la tarifa. Manifestó que el proyecto de ley modifica las atribuciones y derechos que poseen las compañías para el uso de bienes nacionales de uso público, aspecto que incide directamente en la tarificación del servicio, ya que significaría un aumento de gastos previstos para su prestación, que implicaría aumentar los valores a los usuarios.
 



Reiteró que existe jurisprudencia de la Contraloría General de la República que establece la gratuidad que tienen estas empresas por el uso de los bienes nacionales de uso público.





Finalmente, hizo presente que la retroactividad del proyecto de ley supone un costo elevado por la ejecución de obras para dar cumplimiento a la obligación de soterrar.





El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G. señaló que la Entidad apoya el objetivo del proyecto de ley, toda vez que es necesario mejorar el actual tendido de las redes eléctricas porque representan un problema urbanístico y de seguridad para la población. Añadió que en muchas ocasiones esta situación de enjambres de cables es originada por redes de compañías de otro tipo de servicios, diversos al eléctrico. 





Recordó que las empresas eléctricas tienen derecho a usar los postes en virtud de la actual legislación que regula las concesiones de esta naturaleza.

 



Expresó que existen dos iniciativas en actual tramitación que regulan la misma materia: el proyecto de ley en estudio (Boletín N° 5.871-12), y la Moción contenida en el Boletín N° 6751-15, que establece el soterramiento de líneas aéreas en los casos que indica, radicada actualmente en la Comisión de Obras Públicas de la Cámara de Diputados.

 



La primera, explicó, se refiere únicamente a las redes eléctricas que utilizan los bienes nacionales de uso público, que además propone sancionar su uso mediante el soterramiento obligatorio en un lapso de dos años, y multa a beneficio municipal en caso de incumplimiento.
 



Indicó que la segunda Moción incorpora a las redes de telecomunicaciones y eléctricas, estableciendo un plazo de seis años para su traslado bajo tierra.

 



Hizo presente que la experiencia internacional ha demostrado que el proceso de soterramiento debe tener una aplicación gradual, considerando los tiempos involucrados y los altos costos de la inversión comprometida.

 



Destacó que el valor de instalación de las redes subterráneas es 10 veces más caro que el de las aéreas. Agregó que las VNR (Valor Neto de Recuperación) actuales de la industria ascienden a US$ 4.000 millones, y que US$ 30.000 millones sería el costo aproximado del soterramiento propuesto en la iniciativa.
 



Mencionó que es importante evaluar la prioridad de este proyecto de ley, considerando la elevada inversión, equivalente, por ejemplo, a tres reconstrucciones por el terremoto de 2010; a diez veces lo recaudado en cinco años por el Royalty Minero; a la construcción de doscientos hospitales, o a un millón de viviendas sociales 




Destacó que el espacio aéreo es utilizado por múltiples servicios del sector de telecomunicaciones: empresas de telefonía, de televisión por cable y de redes de datos; y del sector eléctrico: concesionarios de distribución eléctrica, alumbrado municipal, red pública domiciliaria, red de transporte colectivo y semáforos. Concluyó que existen diversos mercados que se verían afectados por la iniciativa.




En cuanto a la remuneración de la inversión, expresó que el modelo de negocios de la industria eléctrica de distribución contempla un retorno de la inversión de 30 años; por ello, acotó, el acto de soterramiento debe incorporar el pago por la inversión remanente de los elementos que no han cumplido su vida útil. 





Puso de relieve que se trata de proyectos de alta inversión a largo plazo, imposibles de concretar en dos o seis años, como lo proponen las iniciativas de ley parlamentarias antes referidas.





Enfatizó que se debe apuntar al diseño de un sistema de gestión urbana con un modelo sustentable y sostenible, con un organismo independiente de administración que coordine a la SEC (para empresas de Gas y Electricidad), SSS (para empresas Sanitarias), SUBTEL (para empresas de Telecomunicaciones), Ministerios de Energía y de Vivienda y Urbanismo (SERVIU), municipalidades y particulares. Todo ello, con una red de información actualizada y en tiempo real.




Indicó que el proyecto de ley considera únicamente a ciudades de más de 50.000 habitantes, sin incorporar sectores patrimoniales, turísticos, u otros, de menor población.
 



Informó que el soterramiento de empalmes y acometidas de propiedad de los clientes se dificultará si no se cuenta con la aprobación y el financiamiento necesarios. Si es con cargo a la empresa, dijo, el cliente debe aceptar un cobro de unas diez veces el costo de arriendo del empalme actual. Agregó que los postes igualmente son indispensables para el alumbrado público, y que los municipios, en general, no poseen estos activos, sino que usufructúan de las empresas distribuidoras.




Sostuvo que las empresas eléctricas estiman que el proyecto de ley debe contener reglas del juego claras en materia de soterramiento para todas las compañías involucradas.
 



Además, agregó, se debe considerar las inversiones remanentes que posean las empresas. Estimó que el plazo contemplado en la iniciativa es cuestionable, ya que el proceso propuesto implica la coordinación entre compañías y altos costos de inversión, lo que no podría ser financiado en forma inmediata por ellas.
 



En cuanto al incremento de tarifas, indicó que el costo de la red subterránea v/s la aérea es al menos tres veces de diferencia en la cuenta final, y que se reflejará en las tarifas. Propuso la administración del subsuelo por un organismo independiente, que coordine los múltiples intereses comprometidos en su uso.




Anunció que la Asociación está disponible para trabajar y perfeccionar el proyecto de ley, sobre la base de acuerdos para fijar la gradualidad en su aplicación y un financiamiento adecuado.





Concluyó señalando que se debe tener presente que las obras destinadas al soterramiento de cables implicarán un alza tarifaria para todo el sector concesionado -constituido por un área geográfica extensa-, de manera que la medida afectará a todos sus habitantes, independientemente de que vivan o no en una ciudad de más de 50.000 habitantes, como lo propone la iniciativa.





La Honorable Senadora señora Pérez manifestó estar de acuerdo con el objetivo del proyecto de ley, considerando los problemas de seguridad y de estética provocados por las redes de cables.





Propuso plazos superiores a los contemplados en la iniciativa para dar cumplimiento a este cometido, debido a la importancia de las obras y a las inversiones requeridas. Además, sugirió efectuar una campaña publicitaria sobre el particular, para poner en conocimiento de los clientes las bondades del nuevo sistema.





También opinó que los costos de los trabajos deberían ser asumidos por las respectivas empresas. Finalmente, enfatizó que la idea de legislar contenida en la iniciativa requiere de un conjunto de modificaciones a otros cuerpos normativos relacionados.





El abogado asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González, informó que esta Secretaría de Estado contrató un estudio sobre “Soterramiento de Redes Abiertas”, que aportará información para respaldar cambios legales, reglamentarios o de programas públicos que tengan por objeto el soterramiento de cables. 





El Honorable Senador señor Letelier puso de relieve que, en general, las opiniones vertidas por Sus Señorías y por los invitados apuntan a apoyar la iniciativa en estudio. Consultó quién es el propietario de los postes, puesto que las empresas de distribución eléctricas no pagan por el uso de estas instalaciones.





Llamó a avanzar en esta materia, recomendando, por ejemplo, que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo defina que los nuevos conjuntos habitacionales de viviendas sociales contemplen el soterramiento de cables y, además, aconsejó aclarar si las empresas eléctricas deben o no cancelar por el uso de poliductos a los municipios.





El señor ex Superintendente de Electricidad y Combustibles (S) informó que el Organismo no posee atribuciones legales para instruir a las empresas eléctricas y de telecomunicaciones en orden a que entierren su red de cables.





Aconsejó otorgar facultades a algún organismo, como la Subsecretaría de Telecomunicaciones o a la SEC, para que ejecute y coordine este tipo de regulaciones.





Enfatizó que cualquier obra que implique soterrar cables modificará la estructura de costos, incidiendo directamente en un alza de tarifas para los usuarios. Añadió que trasladar el cableado eléctrico de la parte aérea a una bajo tierra implica elevar el costo en 5 ó 6 veces. No obstante, dijo, tiene la ventaja de requerir menos mantenimiento y de estar recubierto ante cualquier agente externo. Asimismo, registra un menor índice de pérdidas o robos; disminuye el costo de manutención y evita las conexiones fraudulentas.





El Honorable Senador señor Letelier consultó quién es la autoridad encargada de autorizar la instalación de los postes del tendido eléctrico.





El señor ex Superintendente de Electricidad y Combustibles (S) explicó que una vez que se otorga la concesión de un servicio público, la empresa tiene la obligación de entregarlo dentro del área concesionada, entendiéndose comprendida la facultad de usar el tendido eléctrico ya existente.





Agregó que la legislación que regula los servicios adicionales de las empresas eléctricas contempla el uso de los postes, resaltando que no está sujeto a la fiscalización de la SEC.





Explicó que las empresas eléctricas al presentar un proyecto de urbanización a la municipalidad, efectúan una declaración de obra nueva que contiene un tope del mínimo de costos de las tecnologías disponibles. Por ello, la compañía hará la declaración de cables aéreos, ya que son más económicos, independientemente de si con posterioridad lo hace por la vía subterránea.





El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G. indicó que el problema más complejo para las compañías del rubro es el aumento de las tarifas de los usuarios. Planteó una serie de interrogantes que se presentarían al aplicar el proyecto de ley: quién asumirá el costo del soterramiento; cómo se resolverá el problema de las externalidades, y quiénes serán los beneficiados o perjudicados por éstas.





Recordó que la forma de fijar las tarifas por los servicios está basada siempre en el mínimo costo de inversión y de operación.





Advirtió que en este ámbito se debe diferenciar algunas situaciones: primero, la forma de resolver los enjambres de cables en el corto plazo; para lo cual propuso instaurar una mesa de diálogo y de trabajo con las autoridades ligadas al tema, y la diferenciación entre los casos recientes y los antiguos, ya que un sistema tarifario confuso genera desconfianza. Respecto de las nuevas situaciones, expresó que es probable avanzar en el soterramiento en algunas zonas que posean ciertas características. En cuanto a las instalaciones ya existentes, solicitó un plazo extendido para efectuar el soterramiento con un criterio de aportes mixtos.





El abogado asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González, expresó que la Cartera revisará la legislación existente sobre la materia y que además consultará el estado de avance del estudio sobre “Soterramiento de Redes Abiertas”, encargado por dicha Repartición. Enfatizó que en este tipo de materias es necesario generar incentivos para efectuar las obras necesarias, tal como se ha hecho con los pavimentos participativos. 





El señor ex Superintendente de Electricidad y Combustibles (S) aclaró que las empresas eléctricas que obtienen una concesión no tienen contemplado pagar un costo por el uso de bienes nacionales de uso público, ya que la concesión trae aparejado el derecho a uso de los mismos; sin embargo, el municipio debe otorgar permisos para que las empresas efectúen trabajos en espacios públicos, mientras realizan las obras de instalación.





Destacó que la concesión del servicio la otorga la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en tanto que la concesión por el uso de suelo o subsuelo la concede la municipalidad respectiva.





El Honorable Senador señor Letelier consultó si es posible obligar por ley a una empresa concesionaria de un servicio para que efectúe el tendido de cables por la vía subterránea, ya que la compañía tiene derecho a utilizar gratuitamente los bienes nacionales de uso público, sin que se especifique la manera de otorgar dicho servicio.





El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G. contestó que las empresas están obligadas a prestar el servicio dentro del área concesionada, para lo cual se entregan garantías, como el uso de los bienes nacionales de uso público. Acotó que se podría obligar a la empresa a soterrar los cables, pero se presentaría el problema de determinar quién asumirá los costos correspondientes, y qué sucederá con la propiedad de las obras ejecutadas a futuro.





Manifestó que podría ocurrir que un municipio declare una zona de soterramiento de cables y la empresa concesionaria realice las obras a su costo, pero ella pasará a ser la dueña de las instalaciones con posterioridad. Indicó que las empresas estarían dispuestas a efectuar esta inversión, siempre que sea bien remunerada.





Por su parte, la Biblioteca del Congreso Nacional hizo entrega a la Comisión de un estudio denominado “Soterramiento de Redes”, referido a las características de las urbanizaciones desde el punto de vista normativo y al análisis de los mecanismos para promover el soterramiento de redes.
 



El Honorable Senador señor Pérez Varela destacó que en la ciudad de Los Ángeles, a un alto costo, se han realizado obras de remozamiento en el sector céntrico que contemplan el hundimiento de las redes eléctricas.





En una sesión posterior, el abogado asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González, entregó a la Comisión un estudio sobre “Efectos del Soterramiento del Cableado Eléctrico en el Valor de los Inmuebles”, realizado por la Consultora GPS, que se anexa al informe.




Explicó que dicho informe efectúa un diagnóstico de la situación actual sobre redes y cables, conjuntamente con un análisis de la legislación vigente, y una propuesta de una política de soterramiento y de un anteproyecto de ley.





Hizo presente que el soterramiento de redes ha tenido experiencias exitosas dentro de la legislación comparada por la utilización del mecanismo de la concesión, situación que debería contar con la intervención del Ministerio de Obras Públicas.





El Honorable Senador señor Pérez Varela resaltó que ciertas entidades, como el SERVIU, el Ministerio de Obras Públicas y las municipalidades, de acuerdo a sus competencias y facultades, y dentro de su territorio respectivo, deberían otorgar las concesiones correspondientes para soterrar.





El Honorable Senador señor Sabag manifestó su opinión favorable en cuanto a concesionar el paso de cables bajo tierra por un poliducto único. Sin embargo, planteó que esta situación generará algunas interrogantes como, por ejemplo, si serán las empresas o los usuarios los que asumirán los costos de las obras. Tratándose de proyectos de conjuntos de viviendas sociales, fue partidario de que el costo de la inversión sea incluido en el subsidio respectivo.





El Honorable Senador señor Tuma precisó que existe absoluto consenso en la necesidad de instalar bajo tierra las redes y cables de distribución de servicios, por motivos de seguridad y de contaminación visual y urbanística de una localidad.





En el caso de las viviendas sociales, Su Señoría propuso que fuera el propio MINVU quien, por la vía administrativa, adopte las resoluciones permitentes para establecer el sistema de cableado subterráneo para proyectos habitacionales subsidiados, lo que podría concretarse en un breve plazo.





El Honorable Senador señor Pérez Varela concluyó que existe voluntad de todos los actores para soterrar los cables, pero subrayó que el problema está en el valor de la inversión. Recalcó que lo fundamental es transparentar el costo de las obras respectivas, ya que en la actualidad no existe claridad sobre el particular. Apoyó la propuesta del Honorable Senador señor Tuma, en cuanto a disponer el soterramiento de redes para los conjuntos de viviendas sociales.





El señor ex Superintendente de Electricidad y Combustibles (S) explicó que las líneas de transporte y de distribución de servicios tienen un costo de soterramiento diverso. Actualmente existe una tarifa para incorporar un cable a la red aérea, pero ningún organismo posee la facultad o tiene la obligación de ordenar el retiro dicha instalación. Recordó un caso ocurrido en la comuna de Maipú, donde 10 postes quedaron en medio de la nueva vía, pero ninguna autoridad tenía el deber de retirarlos.





Indicó que la exigencia de redes bajo tierra debería imponerse a los nuevos proyectos, en tanto que para los ya existentes, propuso definir la responsabilidad de las instalaciones de redes de corrientes débiles, lo cual podría ser resuelto en una mesa de diálogo con los actores involucrados, a fin de determinar cuál será el organismo encargado y el responsable de estas construcciones.





El Honorable Senador señor Sabag compartió la proposición de establecer esta obligación para las nuevas instalaciones, y analizar de qué manera se podría solucionar el problema de las redes aéreas ya existentes.





Acotó que lo más recomendable sería concesionar el servicio de transporte de cables mediante un poliducto único en el que todas las empresas usuarias cancelaran una tarifa por el uso de esta vía.





El Honorable Senador señor Tuma sugirió la idea de un monopolio natural de un poliducto único de transporte de redes, concesionado mediante una licitación. Expresó que se debe analizar un mecanismo que no origine mayores traumas para las empresas que deberán soterrar sus instalaciones y tampoco para los usuarios; para ello, acotó, el Estado debería crear las condiciones necesarias.





El señor Director de Estudios de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G. consideró valiosa la propuesta del poliducto subterráneo, destacando que uno de los costos del soterramiento consiste en hacer la excavación correspondiente. En algunos casos, expresó, se ha encontrado roca sólida, hecho que eleva los costos y aumenta los plazos de entrega de las obras. Además, razonó, se debe considerar que cada cable es distinto dependiendo del servicio de que se trate, y que en el aire los cables van separados por una cierta distancia y bajo tierra en un poliducto deberán ir más juntos. Llamó a tener presente estas y otras consideraciones, como las concesiones mineras, para una mejor resolución de esta materia.





En una sesión posterior, la Biblioteca del Congreso Nacional entregó a la Comisión dos estudios realizados, uno sobre “Instrumentos de Financiamiento Urbano”, y el otro acerca de la “Regulación de Impactos Urbanos de Sistemas de Distribución de Electricidad y Telecomunicaciones”, los cuales se adjuntan como anexos al presente informe.

 



El señor Subsecretario de Telecomunicaciones indicó que en la actualidad la gran mayoría de las instalaciones de telecomunicaciones utilizan postaciones pertenecientes a las empresas distribuidoras de electricidad, pagándoles un canon anual por su uso.
 



Explicó que el soterramiento de redes trae grandes beneficios desde la perspectiva urbanística; por eso las principales urbes de Europa han adoptado este sistema, pese a que tiene un costo asociado que en ocasiones resulta prohibitivo, al requerir inversiones en obras civiles que sobrepasan con creces el valor de las instalaciones aéreas.





Acotó que si se llegase a imponer la obligación para las empresas de soterrar sus redes, los costos de inversión técnica podrían aumentar significativamente en comparación con los de la red aérea, provocando un aumento tarifario.
 



Advirtió que si el deber de soterrar recae en las empresas distribuidoras de electricidad, las de telecomunicaciones también deberán pagar por el uso de estas canalizaciones de la misma manera como lo hacen con los postes, es decir, mediante el pago de un canon anual, el que sin lugar a dudas, en función del modelo de tarificación, podría sobrepasar su valor actual.

 



Propuso analizar -con los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas, municipalidades y la Subsecretaría de Telecomunicaciones-, la alternativa de incluir en esta iniciativa la figura concesionada de los “operadores de infraestructura”, cuyo despliegue en el país tuvo como punto de partida la ley N° 20.444, que crea el fondo nacional de la reconstrucción y establece mecanismos de incentivo tributario a las donaciones efectuadas en caso de catástrofe.
 



Enfatizó que la Subsecretaría se encuentra abierta a estudiar la posibilidad de que en todas las licitaciones para la construcción de nuevas obras de vialidad, se ofrezca a los operadores de infraestructura la alternativa de construir en forma paralela un poliducto. En el fondo, aclaró, se trata de externalizar un alto costo permitiéndoles cobrar a dichos operadores por el arriendo de sus ductos.

 



Señaló que en el caso de los tendidos eléctricos ya existentes se podría licitar la construcción de poliductos subterráneos, facultando a los operadores de infraestructura a cobrar por el traslado y posterior arriendo de estas obras. 

 



Resaltó que los tendidos abandonados o en desuso que no han sido retirados por las compañías debido al alto costo que ello implica, no gozan del derecho de servidumbre que establece la Ley General de Telecomunicaciones, por lo que se les ha otorgado el tratamiento de  escombros. 

 



Informó que en la ciudad de Concepción el 50% de los cables posteados están en desuso debido a que la telefonía celular está reemplazando a la fija. El municipio, ante la negativa de las empresas para efectuar su remoción, los consideró escombros, procediendo a su retiro con cargo a las compañías.

 



Manifestó que si bien el proyecto de ley en estudio tiene por objeto establecer el soterramiento de redes en un plazo corto -de dos años-, las municipalidades ya cuentan con la facultad de ordenar la canalización subterránea de las líneas de distribución eléctrica, en virtud del artículo 124 de la Ley General de Servicios Eléctricos.

 



Puso de relieve que es necesario hacer una distinción en la iniciativa legal -en cuanto a los sectores a los que se les exigirá el cableado subterráneo-, priorizando las zonas residenciales, turísticas o de importancia estética o histórica por sobre las industriales.




Enfatizó que el mecanismo de los operadores de infraestructura debe ser incentivado buscando fórmulas que no faciliten las instalaciones de redes aéreas. En este contexto, propuso que las municipalidades se constituyan en este tipo de organismos, o bien, como socias de las compañías dedicadas a esos fines.





Aclaró que las redes de corrientes altas y débiles, (cables eléctricos y de telecomunicaciones) pueden compartir un mismo ducto.





Explicó que existe un acuerdo entre los países latinoamericanos destinado a integrar la fibra óptica, en virtud del cual los Estados miembros se han obligado a informar sobre sus inversiones en infraestructura (calles, caminos, torres de alta tensión, etc.), con el objeto de otorgar todas las facilidades a los operadores de infraestructura para que efectúen sus instalaciones. Indicó que la implementación de este acuerdo necesitará la dictación de un proyecto de ley.




Por su parte, el señor Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, informó que las empresas del rubro tienen derecho a instalar su infraestructura en bienes nacionales de uso público a título gratuito, esto es, sin pagar tributos municipales, siempre que no alteren en forma permanente su naturaleza y finalidad. Añadió que el beneficio legal es una excepción a la Ley de Rentas Municipales, que faculta a esas corporaciones a cobrar por el uso de estos bienes. 
 



Recordó que la Contraloría General de la República ha dictaminado que el beneficio o exención comprende la instalación y la reposición de ese tipo de obras, así como también la ocupación transitoria, con maquinaria o escombros, de bienes nacionales de uso público producto de estos trabajos. 
 



También se ha establecido que el mencionado beneficio no exime del pago de permisos municipales que se cobren por concepto de rotura y de reposición de pavimentos necesarios para dichas instalaciones. Este cobro de derechos se refleja en las tarifas de servicios sanitarios como costos indispensables para la reposición de la infraestructura de la empresa modelo.

 



Informó que el artículo 9° bis de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el D.F.L N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, dispone que “Las concesiones para establecer, construir y explotar servicios públicos destinados a producir agua potable, distribuir agua potable, recolectar aguas servidas, y disponer aguas servidas, otorgan derecho a usar, a título gratuito, bienes nacionales de uso público para instalar infraestructura sanitaria, en las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público.





Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración que requieran autorización y que sean autorizados por la Dirección General de Aguas para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio público sanitario.





En caso que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional, obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.





El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre, corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por el prestador, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.”. 
 



Sostuvo que, además, dicho precepto condiciona el ejercicio de este derecho de uso a que la construcción o instalación de infraestructura no altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de los bienes nacionales de uso público que se ocupan.

 



Finalmente, explicó que el artículo 9° del Reglamento de la Ley General de Servicios Sanitarios, D.S N° 1.199, de 2004, del Ministerio de Obras Públicas, añade que el derecho a usar a título gratuito los bienes nacionales de uso público para instalar infraestructura sanitaria se aplica “sea que la ejecute directamente la concesionaria o los urbanizadores o contratistas con factibilidad de aquélla, y siempre que no se altere en forma permanente la naturaleza o finalidad de esos bienes.”. Agrega que “En el evento que las instalaciones de dicha infraestructura pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público, los trabajos se desarrollarán considerando las medidas dispuestas por las respectivas municipalidades para disminuir los inconvenientes que la construcción o instalación de obras pueda ocasionar al uso común de esos bienes, sin que tales condiciones puedan alterar el carácter gratuito del uso de esos bienes.”.
 



Destacó que a instancias de las propias municipalidades, la jurisprudencia de la Contraloría General de la República  ha precisado que esta gratuidad sólo comprende el uso de los bienes nacionales de uso público para construir e instalar infraestructura sanitaria, lo que incluye también su ocupación transitoria con maquinarias, materiales, escombros y otros elementos. 

 



Añadió que esta gratuidad no exime a la sanitaria concesionaria del pago de derechos por rotura y remoción de pavimentos en bienes nacionales de uso público, como tampoco las obras de mera reparación o conservación de infraestructura. Lo anterior, acotó, debido a que la remoción de pavimentos no puede entenderse incorporada al concepto de obra de infraestructura ya que la mera reparación o conservación quedaría excluida de la exención por cuanto el supuesto para que opere dicha liberalidad es que se “instale”, es decir, que se construya, remodele o reponga la instalación existente. Así lo ha manifestado el referido Organismo Fiscalizador en sus dictámenes N° 12.750 y 14.867, entre otros. Advirtió que esta jurisprudencia es obligatoria para la Superintendencia, que debe aplicar esta interpretación en sus actos administrativos, dentro de los que destaca la elaboración de los estudios tarifarios (Ordinarios N°1011/99 y 3515/09).

 



Expuso que esta distinción es muy relevante porque ha provocado que las tarifas de agua potable y alcantarillado deban considerar un ítem más o menos relevante por concepto de permisos municipales por rotura y reposición de pavimento, dependiendo de la tasa o derechos que cobre cada municipalidad.

 



Expresó que las empresas han resistido estos cobros por permiso de rotura y reposición acudiendo a los tribunales de justicia. Lamentablemente, precisó, los pronunciamientos judiciales se han manifestado tanto en contra como a favor de la aplicación de los mismos, señalando que constituyen una excepción a la potestad de las municipalidades para cobrar por el uso de bienes nacionales de uso público, de conformidad con los artículos 41 y 42 de la Ley de Rentas Municipales, debiendo interpretarse restrictivamente. En consecuencia, concluyó, sigue siendo un tema controvertido en la jurisprudencia judicial.  




El Honorable Senador señor Letelier consultó si existe alguna obligación para que las empresas entreguen información sobre sus planos e instalaciones a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, ya que a su juicio, no se estaría dando cumplimiento a este deber.




Su Señoría preguntó si es posible transportar por el mismo ducto agua y electricidad.





El representante de la Superintendencia de Servicios Sanitarios contestó que dicha interrogante debe ser respondida por los técnicos competentes.





El señor ex Superintendente de Electricidad y Combustibles (S) explicó que la corriente fuerte no es impedimento para compartir la misma franja con el servicio sanitario, pero no el mismo ducto. Llamó a establecer normas claras de seguridad sobre el particular.





El Honorable Senador señor Tuma opinó que los invitados han enfocado correctamente la situación de las redes subterráneas de cables, proponiendo un operador concesionado que arriende el paso por un poliducto a las diversas empresas de servicio. Para ello, agregó, es necesario asegurar la sustentabilidad de este negocio para las empresas interesadas en su explotación, lo cual, a su juicio, implica establecer la obligación legal de soterrar las redes.





Manifestó que aún no tiene claridad en cuanto a qué organismo sería el más competente para asumir el rol de operador de este sistema, -considerando entre ellos a las municipalidades y a las grandes empresas-, atendiendo la cuantía de la inversión que este tipo de servicio conlleva.





La Honorable Senadora señora Lily Pérez  estimó que las municipalidades deberían jugar un rol trascendental en el  sistema propuesto, por lo que recomendó invitar a la Asociación Chilena de Municipalidades.





Solicitó al señor Subsecretario de Telecomunicaciones explicar cómo ha funcionado el modelo de los operadores de infraestructura en el proceso de reconstrucción, luego del terremoto de febrero de 2010.





El señor Subsecretario de Telecomunicaciones indicó que existen cuatro tipo de operadores de infraestructura: el de torres o antenas; el de redes; el de poliductos o de edificios, y el de carrier. 




Aconsejó que podrían ser las municipalidades por si mismas, o bien como socias de alguna empresa de inversiones, las que asuman el rol de operadores de infraestructura.




El Honorable Senador señor Sabag hizo presente que en la actualidad las municipalidades pueden concesionar cualquier tipo de servicio, conforme a la Ley Orgánica de Municipalidades.





El Honorable Senador señor Letelier consultó si existe algún reglamento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones que regule la altura de las instalaciones de redes por cables. Requirió detalles acerca de si hubo oposición judicial de las empresas eléctricas en la ciudad de Concepción por la calificación de “escombros” del tendido en desuso y, en general, cómo ha funcionado esta interpretación.





El señor Subsecretario de Telecomunicaciones respondió que existe una norma reglamentaria de la SEC que dispone la altura mínima -3.20metros- que debe existir entre los cables de alta y baja tensión en los postes, que no siempre se cumple.





Añadió que el tratamiento de los cables en desuso como escombro, aplicado en Concepción, se ha implementado sin problemas.





El Honorable Senador señor Tuma consultó cómo la SEC verifica que un cable del tendido eléctrico está en desuso, a lo que el Superintendente de Servicios Eléctricos respondió que esto se detecta cuando el cable está cortado de la caja del poste. Asimismo, agregó que este Organismo posee una normativa que regula la altura relativa a la tensión que deben tener los cables, de 7.50 mt, con el objeto de dar seguridad a las personas, pero que no existe una determinación de la distancia entre un cable y el suelo, lo cual sólo está determinado para el caso de los cruces automovilísticos, de 4.20 mt, por la legislación vial.





Concluyó que podría establecerse esta altura de manera general en algún ordenamiento normativo y fijarse una sanción para el caso de incumplimiento.





El Honorable Senador señor Letelier hizo un llamado a analizar las bases para crear un mecanismo de poliducto concesionado que proponga plazos e incentivos. Asimismo, solicitó identificar las dificultades que implicaría la implementación de este sistema, señalando las normas que serían necesarias para ello. Finalmente, requirió analizar en el derecho comparado el caso de Canadá, que ha tenido una política exitosa de soterramiento de redes.





En una sesión posterior, el señor Subsecretario de Telecomunicaciones reiteró que el exceso de cables posteados produce contaminación visual y es un peligro para la seguridad de las personas. Agregó que dentro de un período aproximado de 10 años estas redes quedarán obsoletas, producto de las nuevas tecnologías para la transmisión de servicios.





Estuvo conteste con el objetivo del proyecto de ley; pero criticó la obligatoriedad impuesta a las empresas para soterrar el cableado. En su reemplazo, sugirió establecer un sistema de incentivos, con una planificación estratégica a largo plazo, con la participación de los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones, de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas. Añadió que si bien el soterramiento del cableado aéreo representa un alto costo operacional, tiene como contrapartida el ahorro en la mantención de estas instalaciones.

 



Explicó que el proyecto de ley en estudio no ha considerado una serie de aspectos. Actualmente, acotó, en virtud del artículo 124 de la Ley General de Servicios Eléctricos, las municipalidades  tienen la facultad de ordenar a su costo la canalización subterránea de las líneas de distribución, y por otra parte, la gran mayoría de las empresas de telecomunicaciones utilizan postaciones pertenecientes a las compañías distribuidoras de electricidad, pagano por ello un canon anual.
 



Indicó que el soterramiento de redes conlleva grandes beneficios desde la perspectiva urbanística, pero también tiene un costo asociado a un aumento de tarifas que resulta muchas veces prohibitivo.

 



Anunció propuestas de solución de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, reseñando que suponen una política pública en lo relativo a la promoción del interés de las concesionarias (empresas eléctricas y de telecomunicaciones), en participar en el soterramiento de sus redes.
 



Planteó algunas interrogantes, como, por ejemplo ¿qué ocurriría con el soterramiento del cableado que no corresponde al tendido eléctrico?; ¿la medida requeriría de una modificación a la Ley General de Telecomunicaciones?; ¿puede imponerse dicha obligación vía ordenanza municipal? y, ¿qué pasará con los cables en desuso?.




Presentó, a modo de solución, tres líneas en las que habría que trabajar para concretar la idea del proyecto de ley en estudio.
 



En primer término, precisó que algunas medidas administrativas y normativas no requerirían modificaciones legales, como las ordenanzas municipales, ya que mediante decreto alcaldicio se podrían definir “zonas de soterramiento o de canalización obligatoria”, en las que los municipios podrían disponer redes subterráneas, asumiendo el costo de dichas obras.

 



Señaló que varias comunas de nuestro país han soterrado redes en calles o sectores pequeños, sin incurrir en aumento de las tarifas eléctricas de los usuarios. En estos casos, aclaró, el financiamiento ha provenido de las municipalidades, de las empresas eléctricas y de los aportes del comercio cercano.

 



Anunció que una segunda medida -que no requeriría modificación normativa- consistiría en promover el cableado subterráneo en áreas consolidadas de las ciudades dentro de los planes reguladores, mediante incentivos de constructibilidad, tal como lo ha hecho, por ejemplo, la Municipalidad de La Reina.
 



Respecto a las medidas que implicarían una modificación legal, mencionó la adecuación de la Ley General de Telecomunicaciones, para agregar una nueva letra b) al artículo 18,  concordante con el artículo 124 de la Ley General de Servicios Eléctricos.

 



Como segundo eje de solución, se refirió a la situación de los cables en desuso, ya que cerca de un 30% corresponde a redes obsoletas que las compañías no retiran por los costos que significa.
 



Expresó que de acuerdo al artículo 18 de la Ley General de Telecomunicaciones, cuando existen cables que no cumplen funciones para los servicios prestados, las compañías pierden el derecho a tender esas redes estando obligadas a retirarlos. Esta situación, acotó, se ha materializado en la Municipalidad de Concepción, comuna en la cual la SUBTEL dictó un oficio dirigido a los operadores locales compeliéndolos al retiro de cables fuera de servicio, catalogados como escombros, al no ser parte de la concesión vigente y por no gozar de servidumbre.
 



Como tercera vía de solución se refirió al conocimiento e implementación de proyectos pilotos que aún se encuentran en etapa de desarrollo, en ciudades como Valdivia y en la comuna de Maipú. Sobre el particular, anunció que sería recomendable conocer sus experiencias y los costos involucrados en la construcción de ductos.
 



Reiteró la idea de analizar la alternativa de incluir en esta discusión la figura concesional de los “operadores de infraestructura”,  previa discusión con los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas, y de las municipalidades.

 



Explicó que estos operadores son entidades dedicadas exclusivamente a la construcción de infraestructuras, que luego son arrendadas a terceros, para que estos se concentren solamente en la oferta de servicios. 
 



Hizo presente que los referidos operadores podrían jugar un rol fundamental en la implementación del soterramiento, toda vez que serían los llamados a hacer la apertura y la construcción de los ductos, para después arrendar a las empresas de telecomunicaciones y eléctricas sus servicios. En el fondo, aclaró, se trataría de externalizar este alto valor de inversión.




El Honorable Senador señor Tuma preguntó si la Subsecretaría de Telecomunicaciones ha analizado algún mecanismo de incentivos para que las empresas retiren los cables sin utilización, catalogados como escombros.





El señor Subsecretario de Telecomunicaciones destacó que el proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4991-15), estrecha las relaciones de la Subsecretaría con las municipalidades, de manera de transmitirles mejores prácticas de estas políticas públicas.





La citada autoridad ministerial enfatizó que el estímulo para que las empresas instalen sus redes en ductos subterráneos, debe ir acompañado de la prohibición de la postación aérea, ya que si ésta se sigue permitiendo, las empresas la preferirán por su bajo costo.




La Honorable Senadora señora Pérez planteó las siguientes interrogantes: qué incentivos ha analizado el Ejecutivo para que el soterramiento de redes no sea impuesto en forma obligatoria a las empresas; si la SUBTEL visualiza algún riesgo de monopolio en la figura de los operadores de infraestructura y cómo evitarlo y, finalmente, si existe algún estudio del impacto financiero de esta medida  en las tarifas pagadas por los usuarios.

 



 Asimismo, resaltó que para que los municipios estén en condiciones de asumir los costos del soterramiento de redes debe existir un saneamiento financiero de los gobiernos locales, ya que, en general, no poseen grandes recursos.





El Honorable Senador señor Sabag llamó a tener en consideración que las redes aéreas quedarán obsoletas en un tiempo más, debido a las nuevas tecnologías de transmisión. Asimismo, expresó que a su juicio lo que se debe implementar es la figura de los operadores de infraestructura, tal como lo recomendó la SUBTEL. Finalmente, connotó que el retiro del cableado aéreo sin uso por parte de las compañías de servicios también reporta ganancias, por el valor del cobre empleado en su fabricación.

 



Citó el dictamen de la Contraloría General de la República N° 24.875, de 2005, que señala que las empresas concesionarias de telecomunicaciones deben solventar los costos del traslado de las redes, instalaciones y líneas de telecomunicaciones que son de su propiedad o uso, y que se encuentren emplazadas en los postes de empresas eléctricas.





El señor Subsecretario de Telecomunicaciones indicó que los operadores de infraestructura que entren al negocio estarán sujetos a tarifas reguladas. Añadió que las empresas eléctricas de distribución al igual que otras compañías podrían ingresar a este mercado.





Aclaró que estos operadores tendrían la calidad de concesionarios, sujetos a los deberes y obligaciones prescritos en la Ley General de Servicios Eléctricos.

 



El señor Jefe de la División Jurídica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles manifestó estar de acuerdo con el propósito del proyecto de ley; no obstante, advirtió que los mecanismos de solución considerados son insuficientes. Estuvo en desacuerdo con la obligación impuesta a las empresas de soterrar y con las sanciones por su incumplimiento. Asimismo, apoyó la gradualidad en la aplicación de la iniciativa.





Reseñó que los barrios que cuentan con cableado subterráneo poseen tarifas de servicios más caras que aquellos con instalaciones aéreas. Por ende, llamó a tener presente el impacto de este proyecto de ley en las tarifas de los usuarios.





Puntualizó que los operadores de infraestructura también deberán cumplir con ciertos estándares de seguridad, aspecto de gran interés para la Superintendencia, ya que manipularán líneas eléctricas.

  



Reiteró que el proyecto de ley está bien inspirado, al intentar solucionar el problema histórico del uso gratuito de bienes que pertenecen a todos los chilenos.

 



Hizo un llamado a recordar que la idea que tuvo el legislador al momento de establecer el actual régimen, fue permitir la cesión a terceros de la prestación de un servicio público que en principio le correspondía al Estado. Explicó que este principio está contenido en el artículo 16 de la Ley General de Servicios Eléctricos al prescribir que “Las concesiones de servicio público de distribución otorgan el derecho a usar bienes nacionales de uso público para tender líneas aéreas y subterráneas destinadas a la distribución en la zona de concesión.”.

 



Reiteró que la gratuidad no está declarada de manera expresa en el referido texto legal; sin embargo, la Contraloría General de la República ha señalado en sus fallos que “la utilización de tales bienes debe entenderse de carácter gratuito, por cuanto el legislador no ha previsto norma que contemple el pago de alguna contraprestación al respecto.”. 

 



Efectuó las siguientes observaciones al proyecto de ley:
 



En cuanto a la retroactividad, manifestó que la concesión es un derecho reconocido para varias empresas que prestan servicios utilizando bienes nacionales de uso público; en consecuencia, y para evitar que una norma pueda ser declarada inconstitucional por su posible carácter expropiatorio, sería recomendable establecer la obligatoriedad hacia el futuro, esto es, para las nuevas concesiones.

 


En relación a la aplicación de la iniciativa, opinó que una medida como esta impactaría los actuales esquemas tarifarios para los usuarios, por lo que sugirió considerar la gradualidad.

 



Criticó las sanciones contempladas para quienes no cumplan con el soterramiento dentro del plazo de dos años, ya que desde la perspectiva regulatoria puede ser contraproducente. Ello, aclaró, considerando que la judicialización de la medida podría dilatar su cumplimiento efectivo, con lo cual la ley quedaría inevitablemente entregada a la decisión y a los plazos que dispongan los tribunales.

  



Finalmente, y reiterando lo expuesto por el Superintendente de Electricidad y Combustibles (S) en una sesión anterior, sugirió ubicar la regulación de esta materia en otro título de la ley, específicamente, en el Título IV, relativo a la Explotación de los Servicios Eléctricos y del Suministro. Afirmó que en el artículo 124 de la Ley General de Servicios Eléctricos se establece que los alcaldes tendrán la facultad para decretar la canalización subterránea de las líneas de distribución existentes de energía eléctrica, caso en el que el concesionario podrá exigir a la municipalidad un aporte financiero reembolsable por el costo de las obras de la canalización subterránea, cuya tasación podrá ser reclamada ante la Superintendencia. Añadió que la ejecución del decreto que ordena dicha canalización quedará subordinada a la entrega del aporte reembolsable (en la actualidad las municipalidades de Las Condes, Vitacura y Viña del Mar han ejercido esta prerrogativa asumiendo los costos respectivos). 




El Honorable Senador señor Tuma solicitó a la BCN efectuar un estudio comparado del sistema de soterramiento de redes en otros países.





Por su parte, el señor Jefe del Departamento de Regulación del MOP sostuvo que la iniciativa en estudio es de gran interés para su Cartera, ya que permitiría mejorar el ordenamiento territorial y la planificación espacial, conjuntamente con otorgar una mayor seguridad de las redes que son de su competencia.




Indicó que el proyecto de ley regula las redes que atraviesan bienes nacionales de uso público en ciudades de más de 50.000 habitantes. No obstante, señaló, sería conveniente dejar claramente establecido que esto corresponde sólo a las áreas urbanas de los bienes nacionales de uso público.

 



Aconsejó aclarar la sanción pecuniaria considerada en la iniciativa, correspondiente al pago anual de una multa de 1.000 a 5.000 UTM que fijará la autoridad, en conformidad al Reglamento que se dicte para tal efecto. Ello, por cuanto si la multa fuera por el total de las redes, a las empresas les convendría pagarla y no efectuar su traslado por los altos montos de inversión. Sugirió que dicha sanción se asocie a segmentos unitarios de territorios (metros, kilómetros de tendidos, etc.), relacionados con la vialidad en la que se encuentren ubicadas las postaciones que incumplan con la normativa. Lo anterior, manifestó, con el propósito de que la obligatoriedad de soterrar que se impone tenga efectividad.
 



Asimismo, estimó impracticable el plazo de 2 años establecido en el proyecto de ley para trasladar las líneas eléctricas a espacios subterráneos, en atención a los elevados niveles de inversión que significará para las empresas del rubro. Puntualizó que para determinar el plazo se deben considerar los tiempos de planificación y de ejecución de los proyectos y de las obras de soterramiento de las distintas compañías, en la totalidad de la red vial urbana nacional.
 



Señaló que la iniciativa también debe comprender a las líneas de telecomunicaciones, puesto que la mayoría de las postaciones a nivel nacional cuentan con estas redes. Agregó que si sólo fuese obligatorio trasladar las líneas eléctricas, se corre el riesgo de que el Estado deba financiar el cambio de las de telecomunicaciones, para lograr el retiro de las postaciones. Destacó que una cantidad relevante de redes emplazadas en calles o en avenidas de las ciudades corresponden a tendidos de telecomunicaciones, sin que necesariamente existan cables eléctricos.
 



Resaltó que si se considera que esta iniciativa supone una gran inversión para las empresas eléctricas, y que la estimación de costos asociados a redes eléctricas y de telecomunicaciones no es materia de competencia del Ministerio de Obras Públicas, sería recomendable consultar sobre la magnitud de los costos derivados de la aplicación del proyecto de ley al Ministerio de Energía (Superintendencia de Electricidad y Combustibles) y al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones (Subsecretaría de Telecomunicaciones).
 



Finalmente, señaló que la iniciativa legal prescribe la obligación para las empresas eléctricas de trasladar sus redes a espacios subterráneos, norma que será aplicable a las líneas de transporte y de distribución de energía eléctrica que “atraviesen” bienes nacionales de uso público. Expresó que utilizar este concepto podría llevar a una interpretación errónea, al considerar sólo tendidos que atraviesan -de manera transversal las vías (calles, avenidas o caminos)-, en circunstancias de que la iniciativa se refiere tanto a tendidos que las atraviesen, como a los que se emplazan de manera paralela a éstas. 





El señor Director General de Obras Públicas destacó que incluso los países desarrollados no soterran la totalidad de las redes posteadas, debido al alto costo de inversión. Citó como ejemplo a las ciudades de Los Ángeles, de Nueva York y de Madrid, y añadió que en el caso de nuestro país, la Municipalidad de Lo Barnechea no pudo soterrar en la calle Los Trapenses, debido valor de las obras correspondientes.





Aconsejó fijar áreas para el soterramiento, ya que en definitiva el costo de la inversión deberá ser pagado por los usuarios del servicio. Manifestó que una alternativa puede ser determinar zonas de las ciudades en las serán aplicables estas disposiciones, como los centros urbanos.





El Honorable Senador señor Letelier replicó que varios invitados a las sesiones de la Comisión han resaltado el alto valor que representaría para los usuarios las inversiones para soterrar el cableado aéreo; sin embargo, dijo, no se tiene en cuenta que esos mismos clientes pagan el costo de las redes posteadas en forma diaria al convivir con un enjambre de cables peligrosos. Además, tampoco se considera que las empresas de servicios utilizan bienes nacionales de uso público, que pertenecen a todos los chilenos, de manera gratuita.





Consultó si el MOP posee estudios de costos para este tipo de obras o de valores estimativos del soterramiento de cables, y si dicha Cartera registra alguna experiencia en la calificación de “escombros”, para los cables del tendido aéreo en desuso.





Reiteró la importancia de la colaboración del MOP, para que la Comisión avance en la tramitación del proyecto de ley.





El señor Director de Vialidad respondió que el Ministerio no posee los estudios consultados por Su Señoría, resaltando que sólo tiene facultades para trasladar postaciones en las que se hayan presentado dificultades con las empresas de servicios, debido a los retrasos de los proyectos y de las obras.





En cuanto a los valores de las obras de soterramiento, indicó que, por ejemplo, el bypass construido en Pucón sólo para cables de telecomunicaciones, tuvo un costo aproximado de $ 2.000 millones para dos y medio kilómetros. Aclaró que este procedimiento es más caro en las vías urbanas que en las interurbanas, ya que éstas últimas tienen un precio aproximado de $ 500 a $ 600 millones por kilómetros.





El señor Director General de Obras Públicas explicó que el valor de urbanización de un terreno es cercano a 2,8 UF el metro cuadrado, del que aproximadamente una U.F corresponde al soterramiento de redes, representando el 30 o el 35% del costo total de la urbanización.





Hizo presente que el soterramiento también implica el pago de derechos municipales por ocupación de suelo, al destruir las calles y pavimentos. Sugirió eliminar este cobro para avanzar con la iniciativa en estudio respecto de las redes posteadas ya existentes.





El señor Director de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas recomendó abordar estos temas en conjunto con otras Secretarías de Estado. En cuanto a la posibilidad de concesionar un sistema de poliducto y de confeccionar los estudios necesarios, precisó que el MOP no tendría atribuciones, porque este tipo de materias está fuera del ámbito de su competencia.





Los miembros de la Comisión abogaron por hacer posible  la materialización de dicho estudio.





El señor Director de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas respondió que ello sería posible si se hiciera en conjunto con los Ministerios de Energía y de Vivienda y Urbanismo.





El señor Director General de Obras Públicas señaló que el Ministerio apoya la iniciativa en estudio; no obstante, reiteró que se trata de una materia nueva y compleja, porque trasciende el ámbito de su competencia. Citó, como ejemplo, que en el barrio capitalino de Santa María de Manquehue existe un ducto soterrado que permite el paso de una sola compañía de telecomunicaciones, generando un monopolio. 





El Honorable Senador señor Sabag expresó que este proyecto de ley debería considerar dos situaciones diversas: las redes que se instalen a futuro, y las postaciones aéreas ya existentes. Criticó el pago que ha debido efectuar el Fisco de Chile para el traslado de postes, cuando se han ejecutado obras públicas.





El señor Jefe del Departamento de Regulación Vial indicó que las enmiendas a las normas que regulan las relaciones del MOP con las empresas de servicios serían bienvenidas.





Agregó que el artículo 41 del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.840 y del decreto con fuerza de ley N° 206, de 1960, faculta a la Dirección de Vialidad a autorizar, en la forma y condiciones que ella determine, con cargo a sus respectivos propietarios, y previo pago de los derechos correspondientes, entre otros, las postaciones con alambrado telefónico, telegráfico o de transmisión de energía eléctrica o fibra óptica.





Reseñó la debilidad del citado artículo 41, por cuanto otorga pocas facultades a la Dirección de Vialidad para obligar a las empresas de servicios a soterrar sus cables, máxime si para ello deberán cancelar además una tarifa al operador de infraestructura por el uso del poliducto respectivo.





Manifestó que mediante un dictamen de la Contraloría General de la República se puso fin al cobro de derechos efectuado por el MOP a las empresas de servicios -contemplado en el artículo 41 citado-, debido a su ilegalidad, por no precisar su monto específico. Propuso modificar dicho precepto, con el objeto de permitir el pago que tiene por finalidad resarcir los gastos en los que incurre el MOP por el control de estas concesiones.





El Honorable Senador señor Letelier consultó por las modificaciones legales que el MOP aconsejaría efectuar al artículo 41, para transformarlo en un instrumento que ayude al soterramiento de redes, y a prevenir y a evitar los abusos por parte de las empresas de servicios.





El señor Director General de Obras Públicas insistió en que los lugares donde se recienten mayormente los cables posteados son en los centros cívicos de las ciudades; por ello, sugirió delimitar la obligación de soterramiento sólo para zonas urbanas. Además, destacó la utilidad de suprimir el cobro de uso de suelo por parte de los municipios, para facilitar a las empresas de servicios el retiro de cables en desuso. Finalmente, aconsejó prescribir la obligación de soterrar sólo para las obras nuevas.
 



En la última sesión en que se trató este proyecto de ley, el señor Primer Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades indicó que la Organización valora la iniciativa en estudio, ya que resuelve una problemática urbana y social de las ciudades, cuya población se ve diariamente expuesta a la contaminación visual, a problemas de seguridad, caída de postes e incendios, entre otros. 




Explicó que actualmente el decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, prescribe, entre otras materias, lo siguiente:

a) Servidumbre a las concesionarias para tender líneas aéreas o subterráneas en propiedades ajenas (privadas). Artículo 50.
b) Ocupar terrenos para transporte de energía a generadores o puestos de consumo. Artículo 50.
c) Ocupar y cerrar terrenos para las subestaciones. Artículo 50.
d) Derecho de uso de los bienes nacionales de uso público para tendido de líneas aéreas y subterráneas. Artículo 16. 
 


 
Indicó que el proyecto de ley prescribe la obligatoriedad del soterramiento de redes eléctricas, y para ello dispone que las empresas que tengan líneas de transporte y distribución que atraviesen bienes nacionales de uso público, deberán trasladarlas a espacios subterráneos en un plazo de 2 años, y su incumplimiento será sancionado con el pago anual de una multa de entre 1.000 a 5.000 UTM, cuya recaudación irá a arcas municipales.
  



Observó que sería conveniente esclarecer si la multa a las concesionarias de distribución es por toda el área de la concesión o por cada comuna que atraviesa. Asimismo, puso de relieve que los artículos 36 y 37 de la ley N° 18.695, confieren a los municipios la administración del subsuelo de los bienes nacionales de usos público, permitiéndoles su explotación, sea directa o mediante concesiones.

 



Recomendó revisar la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, cuyo artículo 18 otorga el derecho de tender redes aéreas sobre bienes nacionales de uso público a las empresas de telecomunicaciones.




Luego, mostró fotografías que comprueban las diversas realidades de las comunas de la zona sur y oriente de Santiago, en materia de cableado aéreo.





También informó que existen alrededor de 10 mil postes municipales, y que algunos municipios poseen medidores en cada uno de ellos, permitiéndoles pagar sólo la electricidad que utilizan; en cambio, las corporaciones que no disponen de estos instrumentos, deben cancelar los valores cobrados por las compañías, además de soportar la disminución en el voltaje del alumbrado público.





Recordó algunos abusos cometidos por las compañías distribuidoras eléctricas, que con ocasión de viviendas destruidas por el terremoto de febrero de 2010 y sin contar con suministro alguno, siguieron cobrando el servicio y más tarde su reposición, incluidos intereses y multas por no pago.





El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que la Comisión escuchó la opinión del Ministerio de Obras Públicas sobre el proyecto de ley, quien comprometió remitir un análisis de las modificaciones legales que son necesarias para perfeccionar la presente iniciativa.





El abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Segura, propuso modificar el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, que otorga las concesiones a las empresas eléctricas sobre los postes como un derecho absoluto y gratuito.






Sostuvo que en el año 2008 la Asociación Chilena de Municipalidades participó en la Comisión Bicentenario que se abocó a estudiar una serie de temas de impacto comunitario, entre ellos, el del soterramiento. Añadió que en dicha oportunidad las empresas eléctricas se manifestaron a su favor, en tanto que las de telecomunicaciones fueron reacias. Específicamente, la empresa Chilectra apoyó la idea de implementar un proyecto en este sentido, sugiriendo ser la administradora del ducto subterráneo que contendría las redes de suministro de servicios.





Puso de relieve que los artículo 36 y siguientes de la Ley General de Urbanismo y Construcciones permiten a las municipalidades administrar el subsuelo de los bienes nacionales de uso público, y se refirió a un juicio que sostuvo la Municipalidad de Santiago con la empresa Metrogas, que construyó un poliducto de telecomunicaciones bajo suelo de uso público y que finalizó con una sentencia que reconoció a los municipios la facultad de administrar este subsuelo (Rol N° 5.071 de 2000).





Ofreció toda la colaboración de la Asociación de Municipalidades para perfeccionar el proyecto de ley en estudio.





El Honorable Senador señor Letelier aludió al tema de la propiedad de los postes de alumbrado público, a lo que el abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades replicó que desde el año 1992 el dominio de estas instalaciones pertenece a los municipios, en tanto que los anteriores a esa data son de propiedad de las empresas distribuidoras de servicios.





Su Señoría recordó además la posibilidad de considerar a los cables aéreos en desuso como escombros para efectos de obligar a las empresas responsables a retirar estos elementos.





El abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades precisó que en principio la propiedad de los postes es de la entidad que los financia e instala. Planteó un tema controversial que existe entre la Contraloría General de la República y los abogados municipales, en cuanto a la propiedad de las redes del alumbrado público provenientes de las urbanizaciones.





Finalmente, aludió a algunos aspectos relacionados con el sistema de derecho a peaje que corresponde a las empresas distribuidoras y sus modificaciones, regulado por la Ley Eléctrica Corta I, N° 19.940.

- - - 
Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Sabag, Tuma y Uriarte.
 - - - 

 
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 51 del decreto fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, del siguiente tenor:
 
 


 “Lo señalado en este artículo es sin perjuicio de lo establecido en el inciso final del artículo 54 de esta ley.”. 

 



Artículo 2º.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 55 del decreto fuerza de ley Nº 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, del siguiente tenor:




“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, las empresas que tengan líneas de transporte y distribución de energía eléctrica que atraviesen bienes nacionales de uso público, deberán trasladar dichas líneas a espacios subterráneos en un plazo de dos años, a contar de la fecha de publicación de la presente ley. Las empresas que dentro del plazo señalado no trasladen sus líneas de transporte y distribución de energía eléctrica, estarán obligadas al pago anual de una multa que irá de 1.000 a 5.000 UTM, que será fijada por la autoridad respectiva de conformidad con el reglamento que se dictará para tal efecto, destinándose los montos recaudados a las arcas de la municipalidad correspondiente”.”.
- - -
 



Acordado en sesiones celebradas los días 30 de noviembre y 14 de diciembre de 2010; 4 de enero de 2011, y 3 y 17 de enero, y 6 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente) y Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín, y señores Víctor Pérez Varela (Gonzalo Uriarte Herrera) y Hosaín Sabag Castillo.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,
Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE CREA EL TERRITORIO ESPECIAL DE JUAN LADRILLERO EN LA REGIÓN DE MAGALLANES Y LA ANTÁRTICA CHILENA

(8194-06)
Considerando.
1.- Que la actual conformación del territorio nacional se gestó a través de diversos hechos que permitieron ir consolidando nuestra soberanía.
En el caso de la zona austral, ello constituyó una sentida preocupación del propio Padre de la Patria, Libertador General Don Bernardo O'Higgins, quien expresó permanentemente y hasta sus últimas palabras la necesidad de afianzar la presencia chilena en estas tierras por su enorme extensión y potencialidades.
2.- Que esta inquietud fue recogida por Manuel Bulnes, quien para llevar adelante esta empresa nombró a Don Domingo Espiñeira como Gobernador de Chiloé y le encomendó la organización de una expedición de habitantes de esta isla, por su mayor acostumbramiento al clima y condiciones de navegación del sur del país.
Tras diversas peripecias, los heroicos tripulantes de la Goleta Ancud consiguen tomar posesión para Chile del Estrecho de Magallanes un 21 de septiembre de 1843.
3.- Que sin perjuicio de la relevancia histórica y geopolítica de estos hechos y de la incorporación de dichos territorios a Chile, parte importante de las regiones australes mantiene hasta nuestros días un nivel significativo de aislamiento y postergación.
4.- Que siendo lo anterior común a toda la Patagonia, es especialmente evidente en algunos lugares, como la localidad de Puerto Edén, situada al norte de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.
Se trata del único poblado existente en una vasta zona que cuenta entre sus habitantes, con los últimos representantes de la etnia Kawésqar, originaria de los canales australes. Por su parte, en el vecino campamento minero de Guarello residen unos 300 habitantes.
Su ubicación, cercana al Campo de Hielo Patagónico Sur, una porción del cual se encuentra en litigio con la República Argentina, le otorga un carácter estratégico.
5.- Que quienes habitan Puerto Edén y sus alrededores enfrentan habitualmente graves problemas de abastecimiento de insumos básicos a consecuencia de su aislamiento y condiciones climáticas especialmente duras, con frio y lluvias intensas, al tiempo de dificultársele el acceso a servicios y trámites.
6.- Que con el objeto de acercar la administración de dicha zona, potenciarla y mejorar la calidad de vida de sus habitantes, se ha propuesto crear una comuna, denominándola como Juan Ladrillero, en reconocimiento al navegante español pionero en la exploración de estas tierras.
La creación de dicha unidad político administrativa fue solicitada recientemente al Ejecutivo por la Comisión de Zonas Extremas de este Senado, tras una visita a la Región de Magallanes.
A la misma conclusión había llegado con anterioridad otra Comisión Especial que analizó la situación de Campo de Hielo Sur.
7.- Que, sin perjuicio, de insistir en ello, venimos en proponer establecer, en forma alternativa o complementaria a dicha opción, la instauración de un territorio especial, de acuerdo al nuevo marco constitucional existente.
La determinación precisa del área comprendida por el territorio especial pretende incluir la localidad de Puerto Edén y también una amplia porción de la zona de Campo de Hielo Patagónico Sur.
Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo único.- Modifíquese la Constitución Política de la República del modo que sigue:
1.- Reemplácese en el artículo 126 bis la frase inicial “Son territorios especiales los correspondientes a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández.” por “Son territorios especiales los correspondientes a Isla de Pascua, el Archipiélago Juan Fernández y el de Juan Ladrillero.”
2- Incorpórese la siguiente disposición transitoria VIGÉSIMOSEXTA:
VIGÉSIMOSEXTA.- En tanto una ley especial no lo precise, el territorio especial de Juan Ladrillero a que hace referencia el artículo 126 bis, estará constituido por el área de la actual comuna de Puerto Natales en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena ubicada al norte del paralelo 50° 50' de latitud sur.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
10

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI Y SEÑORAS ALVEAR, PÉREZ (DOÑA LILY) Y RINCÓN, CON LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 20.066 PARA AMPLIAR LA TIPIFICACIÓN DEL DELITO DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR INCORPORANDO LAS RELACIONES DE PAREJA

(8192-07)
La Ley número 20.066 estableció todo un ámbito de regulación y sanción especial para la denominada "violencia intrafamiliar"
Dicha ley establece en su artículo quinto que “será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.
El mismo artículo establece que también habrá violencia intrafamiliar cuando “la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor dé edad, adulto mayor o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.
Dicha ley entrega el conocimiento de los actos constitutivo de violencia intrafamiliar que no constituyan delito a los tribunales de familia, los cuales tienen una serie de facultades para establecer medidas de protección para la víctima y para establecer sanciones personales y pecuniarias para el victimario.
Posteriormente la ley numero 20.427 promulgada a inicios del año 2010 introdujo una serie de modificaciones a esta ley que fundamentalmente ampliaron el ámbito de protección de esta ley de manera de incluir el maltrato al adulto mayor.
En la discusión legislativa de dicha modificación legal se formularon diversas indicaciones que buscaban ampliar el ámbito de protección de esta ley a relaciones de pareja que no necesariamente involucraban una convivencia permanente, puesto que muchas de estas agresiones ocurren en relaciones de parejas que aunque no son convivientes, si tienen algún grado de compromiso, como es el caso de los denominados “pololos” o “novios”.
Lamentablemente dichas indicaciones no fueron recogidas finalmente en dicha ley, con lo cual hoy en día todas dichas relaciones de pareja que no involucren una necesaria convivencia quedan fuera del ámbito de protección de esta ley.
Recientemente en la Región de Magallanes, ocurrió el caso de una mujer de 25 años que fue golpeada con una silla en la cara por su pareja y luego, en un acto de verdadero canibalismo, este procedió a morderle parte de la mano y dedos.
Casos como este son de diaria ocurrencia entre parejas sobretodo jóvenes, las cuales dadas las actuales definiciones de violencia intrafamiliar quedan fuera del ámbito de dicha ley, quedándole a la víctima la única posibilidad de recurrir a la justicia ordinaria penal en caso de querer obtener algún castigo para el agresor.
Es por esto que creemos que el actual ámbito de aplicación de la ley de violencia intrafamiliar debe ser ampliado, incluyendo dentro de ésta a todo tipo de relaciones de pareja y no solo aquellas que involucran convivencia, para de esta forma dar protección a miles de jóvenes, sobretodo mujeres, que sufren el maltrato sicológico o físico de su “pololo” o “novio”.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente
Proyecto de Ley

Articulo Único: Sustitúyase el artículo 5 de la ley 20.066 por el siguiente artículo 5 nuevo
Artículo 5°.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de pareja con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual pareja.
También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad, adulto mayor o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORA PÉREZ (DOÑA LILY) Y SEÑOR MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN U PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL CON EL FIN DE AUTORIZAR A LAS POLICÍAS PARA REQUERIR DIRECTAMENTE A LAS EMPRESAS DE TRANSPORTE LOS LISTADOS DE PASAJEROS

(8193-07)

En nuestro sistema penal, por regla general el imputado o condenado por un crimen o simple delito que goza de libertad provisional o de alguna pena alternativa a la prisión de libertad puede libremente transitar de un lugar a otro de la región en que se encuentra, o incluso a otras regiones del país, provocándose con esto muchas veces la fuga u ocultamiento de éste, fracasando con esto todos los objetivos de la investigación seguida por el fiscal, así como también el cumplimiento de la pena alternativa.

Muchas veces también los imputados o condenados utilizan medios de transporte ya sea marítimos, terrestres o aéreos para lograr sus huidas, no pudiéndose establecer ninguna medida de control en sus respectivos embarques, puesto que sólo al salir fuera del territorio nacional existe un control por parte de la policía internacional, cosa que no ocurre al movilizarse al interior del país.

La difícil labor de la Policía de Investigaciones y de Carabineros, en cuanto a perseguir a los imputados o condenados que han burlado la o las medidas cautelares o las penas adoptadas en su contra, podría ser facilitada si éstas tuvieran acceso a los listados de pasajeros que obtienen las líneas aéreas y las compañías de transporte marítimo y terrestre, puesto que de esta forma podrían seguir de mejor forma "la pista" o la ruta de viaje del imputado o condenado que se ha fugado.

Es por esto que proponemos incorporar al interior del Código Procesal Penal, la obligación de las empresas de transporte marítimo, terrestre, o aéreo que sirvan a rutas nacionales de entregar a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile los listados de los pasajeros que le sean requeridos por alguna de estas instituciones, sin requerirse para ello orden del Fiscal, ni tampoco autorización del juez de garantía.

De conformidad con el inciso 2° del artículo 155, corresponde al Tribunal ordenar las actuaciones y comunicaciones para garantizar el cumplimiento de las medidas cautelares personales. Por ello es que proponemos incorporar a dicho artículo una excepción a dicha disposición, agregando un nuevo inciso 4° al artículo 155.

Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente
Artículo Tercero Incorpórese el siguiente inciso cuarto nuevo al artículo 155 del Código Procesal Penal, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

Proyecto de Ley

Artículo Tercero: Incorpórese el siguiente inciso cuarto nuevo al artículo 155 del Código Procesal Penal, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto.

“Con todo, para asegurar el cumplimiento de las medidas cautelares decretadas de conformidad con lo dispuesto en este artículo, los organismos policiales podrán solicitar directamente a las compañías de transporte de pasajeros por vía terrestre, marítima o aérea que operen en el territorio nacional, la identificación en las listas de pasajeros que gestionen estas compañías, de aquellos imputados afectados por estas medidas, y de los antecedentes sobre sus destinos, que permitan determinar sus paraderos”

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.

Por lo anterior, los diputados que suscriben vienen en presentar el siguiente:
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